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CAUSA CIV 

La Compañía Nacional de Ferro-carriles Pobladores, centra 
Doña Isabel A. de Elortondo, per expropiación ; sobre defecto en 
la demanda. 

Sumario.— Estando determinado e( terreno sobre que versa la 
demanda de expropiación, no es admisible la excepción de de- 
fecto en la demanda, fundada en ignorar el demandado lo que va 

•V tu aHiu^J. 



á ser expropiado 



CAUSA CV 



Don Glorio Algan, contra Doña Eustaquia L. de Beron ; sobre 
interdicto de adquirir. 



SHtfütrio,— Contra «I que llega poseer por titulo de dueño, no 
procede el interdicto posesorio de adquirir 8 

CAUSA CVI 

Doña María 0. Almiron de Martínez, contra l). Luis Boolh, por 
interdicto de despojo; «obre eximen de un testigo. 

Sumario.— Debe admitirse & declarar el testigo presentado en 
tiempo, y no examinado sin culpa del interesado 1 * 

CAUSA CVII 

D. B. Maumus, contra Palma y Bernasconí, por cobro de lan- 
chajes; sobre defecto legal en la demanda. 

Sumario. — Siendo claros los hechos y el derecho en que ae 
funda el actor, no procede la excepción de defecto legal en la de- 
manda * *! 

CAUSA CVIU 

D. Clodomiro Arancibia, contra D. losé M. Ulloque ; sobre res- 
cisión da compra-venta de un coche. 

Sumario.— Improbado el dolo del vendedor, procede la excepción 
de prescripción de la acción redhibiloria opuesta en 2» instancia, 
resultando de autos justiücados los extremos en que se apoya — 

CAUSA CIX 

E. Calli y C» t contra D. Pedro Christophersen, ogentedela 
compañía de navegación « Chargeura Réunis i ¡ por cobro de 
pesos. 
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I 

Sumario. — 1 * Confesada por el agente del vapor la pérdida de 
un bullo, está obligado i pagar su valor. 

2° No resultando prueba bastante respecto de dicho valor, debe 
este ser Ajado por el juramento del actor duniro de la suma del 
aforo do la Aduana. » • 30 

CAUSA CX 

Don Angel Gardelta, contra Don Santiago Allende; por cobro de 
lanchaje. 

Sumario. — I a Los dueños de la carga están obligados ú pagar el 
lanchaje de ella á los lancheros que, según el conocimiento, ha 
podido designar el capitán, máximo cuando han reclamado a estos 
por fallas, ó le han dado ordenes directas respecto de la carga. 

2 o En defecto de convenio sobro el precio del lanchaje, se debe 
el corriente de plaza, que se rige por la tarifa vigente 40 

CAUSA CXI 

Guillermo Martínez y O, contra D. 0. de Marlriii Donos, agente 
de la compañía de navegación t Mensajerías Marítimas » ; por co- 
bro de averias. 

Sumario. — Comprobada la avería y disminución de U carga y 
su importe, por medio de la pericia correspondiente, sin haberse 
demostrado en contra que provenga de vicio propio de fuerza ma- 
yor, el capitán ó su representante está obligado al pago de dicho 
importe, siendo de ningún valor la cláusula que lo exime de res- 
ponsabilidad á su respecto 48 

CAUSA CXH 



D. Agustín Méndez, contra D, Pedro K. Dentarla; sobre desa- 
lojo. 
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Sumario. - 1» El juicio de desalojo ante los Tribunales Fcde- 
rales no es sumario, y no exime al Juez de pronunciarse sobre el 
pago de mejoras reclamado por reconvención. 

2" Alegado contra la demanda de desalojo el hecho de la exis- 
tencia de un contrato de locación no vencido aún, la omisión del 
lulo de prueba sobre ese hecho, vicia de nulidad la sentencia.. . . 56 

CAUSA CXIII 

D. Manuel M. Díaz, contra 1). Luts Pinaseo ¡ sobre inter- 
dicto. 

Sumario.— Las operaciones de mensura, aún exlrajudicial, y la 
colocación de estacas y mojones, son actos perfectamente caracte- 
rizados, que justifican h posesión, no apuntándose ningún hecho 
en contra de ellos ... ...... , (¿o 

CAUSA CX1V 

Don Fernando Savaresc, contra A. Carnot y O, por cobro da 
pesos: sobre liquidación. 

Sumario.— Dictada sentencia condenatoria sobre entoga dé 
cantidad de tejas venidas en un cargamento de tejas y baldosas, ó 
de su valor, la liquidación de este debe comprender solamente el 
importe que debe abonarse de aquellas, según lo juzgado. ...... "tí 

CAUSA CXV 

Quintana, '.escá y O, contra Lüders y C; sobre nulidad de pro- 
cedimientos del tribuna) arbitral. 

Sumario. — El Juez de Sección puede conocer en los incidentes 
que se susciten sobre falla de autoridad y jurisdicción de Jas per- 
sonas que actúan como miembros del Tribunal arbitral nombrado 
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CAUSA CXVI 

. Francisco Amonio Koch, contra la Empresa del ferro-carril 
Dueños Aires y Itnsario ¡ sobre restitución de un baúl. 

Sumario. -Comprobado el hecho de la entrega de un baúl a la 
empresa porteadora, esia, aunque no exisla caria porte, se baila 
obligada a restituirlo óáabonar su valor y el de los objetos en él 
contenidos, determinado por peritos . 88 



CAUSA CXV1I 

Criminal, de extradición, o -ilra M»rio Drun y Carlos Sar- 
loris. 

Sumario.— X falla de tratados, laeilradicíon solo puede pedirse 
y otorgarse por la vía diplomática, con arreglo al procedimiento y 
condiciones establecidas en el Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal, y faltando alguna de ellas, no debe ser concedida. . . <¿2 



CAUSA CXVM 

D* Gregoria Palacios de Durand, conira D. Pablo Ferrando ; 
sobre rescisión de céntralo de locación. 

Sumario.— El deslino abusivo de casa de prostitución dado á 
la casa alquilada, por el sub-arrendatario de pila, es causa de res- 

delcunlralo de locación 103 



CAUSA CXIX 

La Empresa del ferro- carril Nord-Esle Argentino, contra D 
Eladio Guesa!agta; sobre expropiación. 



m 



' ALLOS DB LA SUK.EMA CORTE 



Sumarlo.— Debe confirmarse lo sentencia aceptada por el ei- 
propiado, en laquesefijaal terreno expropiado é indemnizaciones 
correspondientes, un valor inferior al que resulta de las informa- 
clones periciales •<<***■•••> 1 10 

CAUSA CXX 

D» Mercedes S. de Levmgslon, t on ira D. Ramón S. Várela ; 
sobre interdicto poseí orio. 

Sumario. — Resultando comprobada l:i posesión á lílulo de 
dominio, y la perturbación causada en ella por el demandado, dfibe 
restituirse al actor la libre posesión del terreno materia del litigio, 
y prohibirse al demandado lodo acto perlurhalorio en la misma. . 123 

CAUSA CXXI 

La Compañía de ierro-carriles Pobladores, contra Doña Mal- 
vina Vernel de Cidley ; \>qt expropiación ; tabiu nulidad y excep- 
ciones previas. 

Sumario, — i" El error en la persona demandada que ha sido 
oportunamente rectificado, y el exceso en el terreno pedido por el 
expropiante, no son causa de nulidad. 

2 o En el juicio de expropiación todas las excepciones deben 
oponerse en la con l estación de la demanda ■ . . • - 1-'J 

CAUSA CXXli 

De infracción á las Ordenanzas de Aduana, contra don Antonio 
Cabairou. 

Sumario. — La concesión para corregir la manifestación de 
despacho, hecha sin tenerse en vista que con anterioridad a la 
solicitud de adición había habido un principio de verificación, no 
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exime de ta pena establecida por las Ordenanzas ik Aduana cu los 
casos de infracción ásus diaposiciones |3á 

CAUSA CXXIIf 

Don Pablo Hahn contra don Juan C. Méndez, sobre cumpli- 
miento de un contrato de locación de servicios ó indemnización de 
perjuicios. 

Sumario.— I* EJ contrato de tocación do servicios por tiempo 
determinado, rescindido por A luuduclor antes de la conclusión 
del término, sin demoilrarla incapacidad del lorador para prestar 
los servicios contratados, obliga á aquel a la indemnización de 
perjuicios. 

9° Los perjuicios, en ese caso, deben ser determinados por 
arbilradorea, y en su avaluación deben tenerse en cuenta los suel- 
dos fijados, los gastos personales del locador y la libertad en que 
seba hallado para ejercitar su profesión, durante el resto del 
con trato . jji 

CAUSA CXXIY 

Don José ülguin contra Don Ahrahan Miranda, sobre devolución 
de hacienda y reconvención ; por cobro de pesos. 

Sumario.— i tí Ordenada la devolución de hacienda, previo abono 
de pastaje, éste debe ser pagado según el precio convenido, ó el 
que se determine por peritos. 

2- No probados los hechos en que se tunda la reconvención 
debe ésta ser rechazada < 47 



CAUSA CXXV 



D. Chrislian H. Chrislensen, contra D. Francisco Francioni, 
sobre cobro de lletes y reconvención por averias en la carga. 



448 
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Sumario. — l" No negados en la contestación los hechos que 
Tundan la demanda, deben darse por reconocidos. 

2* Después de entregada la carga no hieden reclamarse averias, 
si no se ha comprobado en liempo y forma su existencia, importe 
y causas. 

3? No siendo necesaria» para resolver, la apertura de la causa á 
prueba, la omisión tle ese trámite no causa nulidad 153 

CAUSA CXXV1 

D. Eusebio P. García, contra D. Isaac L. Dernal; sobre cobro 
de pesos. 

Sumario— El documento que menciona el recibo actual de una 
suma prueba que dicha suma lia sido recibida 15!» 

CAUSA CXXVIl 

Criminal, contra el ex-vicarto foráneo de la Provincia de Jujuy, 
D. Demetrio Cau; por rebelión y sedición. 

Sumario.— £1 desistimiento de la apelación en las causas crimi- 
nales, autoriza la ('evolución de los autos al juzgado de su proce- 
dencia .,.,....i»...»,é. .•.■-*•■.»■». .>.,.«.,.■ 1 04 

CAUSA CXXVIII 

DonL. J. Olseti, capitán de la barca Noruega cBeta», contra 
Porlalis frtrea, Carbonier y O, por cubro de estadías ; sabré des- 
glose de un documento. 

Sumario. — Una vez reconocida la autenticidad de un docu- 
mento no puede el que lo reconoció pedir su desglose, fundado en 
ftu presentación tardía en autos » . , i "5 
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CAUSA CXXIX 



Don José r'errari contra el ductor don Enrique Rojo, Juez de 
!';iz de la S* Sección de la Capital, por danos y perjuicios ; sobre 
competencia. 

Sumario.— Los Jueces loca leí no son demandahles ame la 
Justicia Nacional por sus actos y procedimientos de tales. . . , ... 1S1 



CAUSA CXXX 

I'. Onmritii hermano* contra los herederos Grognet, pur cumpli- 
miento de sentencia ; sobre falla de personería. 

Sumaria.— El haber el juez ordenado A la parte deina rulada la 
juslilkacion de su personería, y tío haber ésia cumplido con dicha 
providencia, no es motivo para suspender la prosecución de la 
causa, y no resolver en la rebeldía acusada m 



CAUSA CXXXI 

Contra D. K. Von Emster, sobre infracción á las Ordenanzas de 
Aduana. 

Sumario.- Prohado el exceso de mercaderías sobre las mani- 
atadas y no justificado que el hecho procede de un mero error, 
corresponde la aplicación de lo dispuesto en el articulo 'JI5 de las 
Ordenanzas de Aduana , í88 

CAUSA CXXXII 

D. Miguel Madrid, contra D. José Dacifc-alüppo ; sobre cobro eje- 
cutivo de pesos. 

T * 1 e» 
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Sumarie.— Opuesta al juicio ejecutivo la excepción de pago, y 
demostrado que la? sumas entregadas por el demandado bastan á 
cubrir el vale Jel importe ejecutado, debe admitirse la excepción 
y no hacerse lugar & la ejecución 197 

CAUSA ÜXXX111 

El doctor don Florentino Vicos, encargado de la oficina B de 
Balances de Registro, contra don Bartolomé Gardella y don Fer- 
nando Pérez, por cohro ejecutivo de pesos i sobre honorarios y 
recusación. 

Sumario.— \" Es improcedente el recurso interpuesto fuera de 
tiempo. 

2* Lo es también el de un auto no apelable. 
3* No es admisible la recusación no dedur-Ja formalmente, y 
fundada en una disposición inaplicable. 205 

CAUSA CXXXIV 

Criminal, por extradición de Andrés y Clemente Zonto; por 
quiebra fraudulenta y falsificación. 

Sumario.— Estando llenadas las condiciones requeridas por el 
articulo 051 del Código de Procedimientos en lo criminal, ha lugar 
i la extradición, con declaración de que la pena á imponerse á los 
detenidos no será mayor que la establecida por las leyes argentinas 
á los delitos por los que se les procesa 213 

CAUSA CXXXV 

El doctor don Tomás J. Luque, contradoña Beyes B. de Acuna; 
por cobro ejecutivo de pesos. 
Sumario.— La obligación de una mujer casada, sin constar en 
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ella U vénia ilel marido, no puede fundar un juicio ejecutivo, ni 
dar lugar á embargo preventivo 221 

CAUSA CXXWI 

Don Luis Miguel Caballero, contra Doña Pelrona Fernandez de 
Peluffo, por reivimlicacion; sobre competencia. 

Sumario, — 1" Los juicios sobre propiedad ó mejor derecho 
en cosas embargadas, corresponden ni conocimiento del juez del 
embargo. 

2" Para ios efectos del Tuero federal, la mujer casada tiene la 
nacionalidad de su marido. 225 



CAUSA CXXXVII 

D. Juan M. Paz. contri don José Piccn ; sobre pérdidas ¿ in- 
tereses. 

Sumario. —No puede atribuirse al hecho del demandado, que 
dió lugar al interdicto de obra nueva. la no udilkacinn v deterioro 
de materiales del demandante, desde ijne resulta no haberse eje- 
cutado dicha edificación en varios años después de haber cesado 
ese hecho, y terminado el juicio de interdicto 232 

CAUSA CXXXVIU 

D« Ménica P. de Frias, contra 1», Antonio Suííloni ; sobre 
reivindicación. 

Sumario. — En h venta sucesiva de un mismo inmueble á di- 
versas personas, el primer comprador tiene derecho prelerente 
al potierior, aunque hubiese tomado posesión primero de la 
cosa vendida, si al hacerlo tuvo conocimiento do la venta ante- 
rior 246 
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CAUSA CXXX1X 

Páfiaa» 

D, Casimiro Robles, contra D. Luis Casagrande ; sobre cumpli- 
miento de un contraía. 

Sumario. — i° No es procedente el recurso de nulidad» cujas 
causales no se determinan por el recurrente, ni aparezcan de 
autos. 

2 a Otorgadas dos boletas de venta, la aseveración del segundo 
contratante de ser nula la primera boleta, no justifica la excepción 
de dolo «ue el otorgante opone á este, aunque sea falsa dicha ase- 
veración 



CAUSA C\l 

Don M. Pasman, con la Aduana ; sobre clasificación de artí- 
culos. 

Suttvi rio.— lit la rlaíiliracioii de la Dirección General de lien- 
tas, sobre la calidad dearticulus sujetos h derechos do Aduana, no 
hay apelación - "'■ 

CAUSA CXU 

El Dr. D. Antonio II. Silva, contra 1). Vicente CraúoUi, por eje- 
cución de sentencia ; sobre competencia. 

Sumario.— Fallecí do el demandado por interdicto posesorio, el 
conocimiento de la causa debe pasar al Juez de la testamen- 
tarla de aquel, aunque su estado sea el de ejecución de la sen- 
tencia * ' 



CACSA CXLll 



D. José G. Lczama en la ejecución del Dr. Emilio Yillanucva. 
contra D. Bartolomé Carrete, por tercería de mejor derecho. 
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Sumario.— i- Los efectos de la inscripción de la hipoteca res- 
pedo de terceros, se extinguen pasados diez ¡mys, desde quese 
lomó razón de ella en el olicto de liipoti-as. 

2° El único medio de conservarlas es la revocación de la ins- 
cripción en el registro correspondiente. 

3' El efecto de los embargos no caduca por el transcurso de 
diez tfloi, sino que por su cancelación, 6 por la inscripción de 
la transferencia del dominio ó derecho real inscripto a otra ncr- 
^ ■ ¿81 



CAUSA CXUÍ1 

ti Carlos Castilla, contra el Ilanco Nacional, por entrega de un 
terreno ; sobre cumplimiento de sentencia. 

Sumario. Üisponiendo la sentencia que el demandado en- 
tregue ta cosa vendida, ó en su defecto reembolse el precio recibi- 
rlo con más los daños y perjuicios, n » debe aquel ser obligado a 
pagar los intereses del precio. 

<*> Para estimar el quantum de los danos y perjuicios, debe 
abrirse la causa á prueba y no ordwmrse H miramiento de 



CAUSA CXLIV 

Don Delfín Vieyra, contra la Provincia de Santa Fé. .,bre cob « 
de pesos. 

Sumario. — No puede pedirse como precio de un terreno el 
lijado por personas no autorizadas para ello , 2 g (í 



CAUSA CXLV 

l». Fermín Soaje, contra D. José A. Giménez, por cobro 
livo de pesos ; sobre inhabilidad del Ululo. 
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Sumario.— Un pagaré por suma determinada 3 de plazo ven- 
cido es Ululo hábil para la ejecución, aunque resulte dado como 
preño de un crédito cedido no cobrado aún - 31 ,1 

CAUSA CXLVI 

D. Mariano Uuzué, contra D. José Pízzorni, sobre restitución de 
parte de precio de un terreno. 

Sumario. — El comprador que conoce la configuración del 
terreno que se le vende, y c«¡jas medidas no tienen diferencia 
aprecíate con las espresauas en el contrato, no tiene derecho a 
pedir restitución de parle del precio pagado 322 

CAUSA CXLV1I 

D. José S. Guyot, «mira Ü. Leopoldo Delletery, por cobro de 
pesos ; sobre comisión de cobranza. 

Sumario.- El importe de la comisión de cobranza, que se re- 
conoce deber, debe ser fijado por peritos, cuando no se justifica 
estipulación especial n\ respecto • W. 



CAUSA CXLV1II 

Don Torcualo A. Martina, cuntra don Federico Boillal. por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre recurso del articulo 14 de la ley 
de 14 de Setiembre de 1803, sobre jurisdicción y competencia de 
los Tribunales Federales. 

Sumario. — La resolución de los tribunales locales, que en jui- 
cio ejecutivo de un argentino contra un extranjero, aplaza para 
después de la «ilación de remate la consideración de la excep- 
ción de incompetencia deducida por el último, invocando el fuero 
federal, no da lugar al recurso del articulo 14 de la ley de 14 de 
Setiembre de 1863 sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales Federales , • 344 
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CAUSA CXLIX 

Don Camilo Aídao contra don Carlos Casado, por reivindica-''*'""' 
cion ; sobre incompetencia. 

Sumario. - La justicia federal es incompetente para conocer 
en la reivindicación de un terreno que se halla en litigio anle los 
tribunales locales, por expropiación pedida ante por el de- 
mandado, extranjero, contra el propietario, argenté 3 *9 

CAUSA CL 

Don Miguel E. Molina, contra don Manuel Marco, por cobro «le 
pesos ; sobre delecto en la forma de lá demanda. 

Sumario. — La demanda en que se espresa que se cobra una 
suma de dinero procedente de pastoreo ó invernada de haciendas, 
determina claramenie la cosa que se pide y el derecho ó titulo en 

qpe se funda „. . 

* , . j j(j 

CAUSA CLí 

Don Pedro Rodríguez, contra la Municipalidad de la Capital, 
por reivindicación ; sobre competencia. 

Sumario, - La acción civil de reivindicación promovida por 
un vecino de Ja provincia de Dueños Aires, contra la Municipa- 
lidad de la Capital, corresponde al conocimiento de la Justicia 
Federal. »•.*•■ 

CAUSA CLII 

La Compañía de ferrocarriles Pobladores, contra don Ma- 
nuel Üribelarrea, por expropiación ; sobre apelación denegada. 

Sumario, — Del auto en que se deniega la reposición, no pro- 
cede la apelación, si no ae ha deducido conjuntamente cor, 
aque,,a 364 
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CAUSA CU II 

PlfÍMI 

Don Santiago Chavea contra el Hanco Nacional ; sobre indem- 
nización de daños y perjuicios. 

Sumario. — La conformidad d el dueño de haciendas inverna- 
das con el hecho de habérselas mandado el invernador y ence- 
rrádolas en el corral en donde aquel acostumbraba encerrarlas, 
importa darse por recibido de las haciendas y releva al invernador ^ 
de loda responsabilidad por su ulterior extravio 3t>"> 

CAUSA CLIV 

Criminal contra Jorge Morgan, sobro prueba testimonial. 

Sumario. — En las causas criminales, la prueba testimonial de- 
be ser ofrecida dentro de los primeros diez, dias del termino de 
prueba, y recibida después de estos ■ • > ■ *17h 

CAUSA CLV 

Don Daniel Cassini, contra el coronel don Lorenzo Tahorda, 
por reivindicación ; sobre rebeldía. 

Sumario. — Cuando el demandado comparece á los autos una 
vei citado en ellos, y toma participación en la causa, el credo de 
la rebeldía acusada por no haber contestado la demandaos el de 
la caducidad del derecho de contestarla, y no el de no ser oidoen 
e! estado en que se halle el juicio — * 3-8 

CAL'SA CLVI 

El Doctor Don José M. Cuasia vi no, contra don Bartuloiné De- 
negrí, por cumplimiento de contrato ; sobre retención de un 
exhorto. 
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Pifkiu 

Sumario, — La incompetencia del Juez exhortante para cono- 
cer en una demanda, solo puede hacerse valer por medio de la 
declinatoria de jurisdicción, ó de la enmienda de competencia, no 
por oposición al cumplimiento del exhorto 382 



CAUSA CLVII 

Criminal contra José Camina Torres, «obre procedimientos irre- 
gulares y recurso de «babeas corpus* , 

Sumario. — i<> La Suprema Corte no puede reveer ks actos 
y resoluciones de tos Jueces Nacionales, sino por los recursos de 
apelación y nulidad. 

2° No procede ante ella el recurso originario de habeos 
atr P u * ■ ■ 38G 

- 

CAUSA r.LVUI 

El Presidente de la .Sociedad « Banco de España y del Rosario 
de Santa Fé . contra 'a Provincia de Santa Pe ; sobre iuconstilu- 
nnnalidad del decreto de su aprobación. 

Sumario. — El Presidente de una sociedad anónima no puede 
demandar al Poder Ejecutivo rjue la autorizó para que se decían» 
uola una cláusula del decreto ile autorización. , 30.6 

CAUSA CLIX 

Don Javier Baca recurriendo de la resolución del Tribunal Su- 
perior de la Provincia de Mendoza; sobre inscripción en la ma- 
trícula de alionados. 

Sumario. — La resolución de un Tribunal Superior de Pro- 
vincia, negando la inscripción en la matrícula de abogados á 
un abogado de otra Provincia, no es susceptible del recurso del 
articulo 14 de la laj de U de Setiembre de 1863 sobro jurisdic- 
ción v competencia de tos Tribunales Nacionales 405 
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CAUSA CLX 

Don Saturnino Muniagurría, por tercería en la ejecución <le 
Doq Antonio tallino. contra don Francisco F. Fernandez; sobre 
personería. 

Sumario. — l u Consentida ia concesión del recurso de apela- 
ción en el erecto devolutivo, lus procedimientos legales poste- 
riores no pueden ser materia del recurso de nulidad. 

2» Los apoderados del ejecutante y del ejecutado lienen perso- 
nería para representarlos en el juicio de tercería que se deduce 
contra la ejecución . .......... 

CAUSA CLXI 

Don florentino Uriosle contra don Benigno Echeverría, por de- 
salojo y mejoras; sobre apelabilidad de un auto. 

Sumario. — El auto en que se declara rebelde á una de las 
partos es apelable. ■ . ■ >•••••• ......... •• 41 I 

CAUSA CLXII 

El Doctor Don Florentino Vacos, contra T. Drysdale y C\ por 
defraudación de derechos de aduana , sobre recusación. 

Sumario. — Cesada la personería del recusante, la recusación 
interpuesta por éste, queda sin efecto 4-Hi 

■ 

CAUSA CLXIII 

El Doctor Don Florentino Vócos contra don Syla Monsegur, por 
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dado, que diú lugar al interdicto de obra nueva, la no edili- 
cacion y deterioro de materiales del demandante, desde que 
resulte no haberse ejecutado dicha edificación en varios años, 
después de haber cesado ese liecbo y terminado el juicio de 
interdicto. Pagina 232, 

J 

Jaeces focales, — Véase: Justicia federal. 

Jaez de sección. — Puede conocer en los incidentes que se susciten 
sobre talla de autoridad y jurisdicción de tos personas que 
actúan como miembros del tribunal arbitral nombrado ante 
él. Página 80. 

Jn ici o de desalojo . — Véase ¡ Desalojo . 

Juicio ejeruticG. — Opuesta a él la escepcion de pago y demostrado 
que las sumas entregadas por el demandado bastan |>ara cu- 
brir el valor del importe ejecutado, debe admitirse la escep- 
cion, y no hacerse lugar á la ejecución. Página 107. 

Juicio ejecutivo. — La obligación de una mujer casada» sin constar en 
ella la venia del marido, no puede fundar un juicio ejecutivo 
ni dar lugar á embargo preventivo. Página 221. 

Juicio ejecutivo. — Un pagaré por suma determinada y de plaao ven- 
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cido es titulo hábil para la ejecución, aunque resulte dado 
como precio de un crédito cedido no cobrado aún . Pági- 
na 315. 

Juicio ejecutivo. — Véase; Recurm ante la Corte. 
Juicio sumario. — Véase: Desalujo, 

Juicio unwrtat. — Fallecido el demandado por interdicta posesorio, 
el conocimiento de la causa debe pasar al Juez de la testa- 
mentaria de aquel, aunque su estado sea el de ejecución de 
la sentencia. Página 270. 

Juramento, — Na resultando prueba bastan tu del valor de un bullo 
perdido, debe ser íijadn por el juramento del actor duilro de 
la suma del aforo de la Aduana. Página 30, 

Jusl icio federal. — \'o son demandables ante ella, los jueces locales 
por sus actos y procedimientos de tales. Página 181 . 

Justicia federal. — Es incompetente para conocer en la reivindicación 
de un terreno que se halla en litigio ante los tribunales lo- 
rales, por expropiación pedida ante ellos por el demandado 
eslrangeru, contra el- propietario argentino. Página 34 ( J. 

Justicia federal. — Corresponde al conocimiento de ella, la acción ci- 
vil de reivindicación promovida por un vecino de la provincia 
de Buenos Aires contra la Municipalidad de la Capital. Pá- 
gina yiiu. 

L 

Lam tujge. — Los dueños de la carga están obligados á pagar el lan- 
chage de ella a ios lancheros quo, según el conocimiento, 
lia podido designar el capitán, máxime cuando lian reclama- 
do á estos por Tallas o le lian dado órdenes directas respecto 
■le ta carga. Página 40 

Canchage.— Eú defecto de convenio sobre su precio, se debe el cor- 
riente de plaza, que se rige por la tarifa vigente. Página 40. 

Lancheros. — Véase: Lauehage. 

Liquidado». — Dictada sentencia condenatoria sobre entrega de can- 
tidad de lejas venidas en un cargamento de lejas y baldosas, 
6 de su valor, la liquidación de este debe comprender sola* 
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mente el importe que debe alionarse de aquellas, según lo 

juzgado. Página 76. 
Locación . — El destino abusivo de casa de prostitución dado á la 

casa alquilada, por el subarrendatario de ella, es causa de 

rescisión del contrato de locación. Pagina 103, 
¿«cacto» rfe servicios, — Véase : Perjmcvi. 

Sí 

Manifestación de despacho. — La concusión para corregida, hecha sin 
tenerse en vista que con anterioridad á ta solicitud de adi- 
ción había habido un principio de verificación, no exime de 
la pena establecida por las Ordenanzas de Aduana en los ra- 
sos de infracción á sus disposiciones. Pagina 133. 

Mejoras. — Véase : Desniego, 

mffr catada, — Véase: Futro Federal; Juicio Ejecutivo. 

N 

Nacionalidad. — Véase : Fuero Federal. 

Nulidad. — Alegado contra la demanda de desalojo el hecho de l¡i 
existencia de un contrato de locación no vencido aun Ja 
omisión del auto de prueba vicia de nulidad la sentencia. 
Página 56. 

Nulidad. — Véase: Expropiación; Prueba • Recurso de nulidad. 

O 

Ordenanzas de Aduana. — Véase : Monifettarion de d etrito. 

P 

Pagaré. — Véase : Juicio ejecutivo. 
Pago. — Véase : inicio ijecntico. 

Pastage. — Ordenada la devolución de hacienda pfévio abono de pas~ 
(age, este debe ser pagado según el precio convenido 6 el 
que se determine por perilos, Página U7. 
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PérdiM. — Confesada la de un bullo por el agente del vapor» está obli- 
gado ú pagar su valor. Página 30. 

Peritos. — El importe de h comisión de cobranza, que se reconoce 
deber, debe ser fijado por peritos, cuando no se jusliGca esti- 
pulación especial al respecto. Página 330. 

peritos. — Véase : D'ifws y perjuicios; Restitución. 

Perjuicios. — El contrato de locación de servicios por tiempo deter- 
minado, rescindidu por el conductor antes de la conclusión 
del término, sin demostrar la incapacidad del locador para 
prestar los servicios contratados, obliga í\ aquel á la indemni- 
zación üe perjuicios. Página 141. 

Perjuicios* — Los causados por la rescisión indebida del contrato de 
locación de servicios, deben ser determinados por arbitrado- 
res, y en su avaluación deben tenerse en cuenta los sueldos 
fijados, los gastos personales del locador y la libertad en que 
se lia bailado para ejercitar >u profesión durante el resto del 
contrato. Página 141 . 
Perjuicios. — Véase : Interdicto de obra nueva. 
Personería . — Véase: Apoderado; Recusación ; Suspensión de proce- 
dnnienlo. 

Poseedor á til alo de dueño. — Véase : Posesión. 

Posesión. — Contra el que alega poseer á titulo de dueño, no procede 
el interdicto posesorio de adquirir. Página &. 

Posesión. — Las operaciones de mensura, aun cstrajudicial, y la colo- 
cación de estacas y mojones, son actos perfectamente carac- 
terizados quejuslifican la posesión, no apuntándose ningún 
hecho en contra de ell»s. Página CG. 

Posesión. — Resultando comprobada la posesión á Ululo de dominio, 
y la perturbación causada en ella por el demandado, debe 
restituirse al actor la libre posesión del terreno materia del 
litigio, y prohibirse al demandado lodo acto perlurbalorio en 
la misma. Página i 23. 

Posesión. — Véase : Venta* 

Precio. — No puede pedirse como precio de un terreno el lijado por 

personas no autorizadas para ello. Página £9ü. 
Prescripción. — Improbado el dolo del vendedor, procede la eieep- 
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cion de prescripción de la acción redhibitoria, opuesta en 
segunda instancia, resultando dü aulos justificados los ex- 
tremos en que se apoya. Pagina 22. 

Prescripción, — Los efectos de la inscripción de la hipoteca résped o 
de terceros, se extingue pasados diez años desde que se lomó 
razón de ella en el registro correspondiente. Página 281 . 

Primer comprador. — Véase : Venta. 

Prueba. — fio siendo necesaria, para resolver, la apertura de la cau- 
sa á prueba, la omisión de este tramite no causa nulidad. 
Página 153. 

Prueba testimonial. - Véase: Cmtf as crimínate*; Testigo. 

R 

Rebeldía.— Cuando el demandado comparece á los autos, un¡i vez dia- 
do en ellos, y loma participación en la causa, el efecto de la 
rebeldía acusada por no baber contestado la demanda es el 
de la caducidad del derecho de contestarla, y no el de no 
ser oido en el estado en que se halle el juicio. Página 378. 

Rebeldía. — Véase: Auto apelable; Suspensión de procedimientos. 

Reconocimiento. — Una vez reconocida la autoridad de un documento 
no puede el que Jn reconoció pedir su desglose, fundado en 
su presentación tardía en autos. Página 175. 

Reconvención. — Ko probados los hecbos cu que se funda, debe ser 
rechazada. Página U7. 

Recurso.— lis improcedente el interpuesto fuera de tiempo. Página 205. 

Recurso. — Véase : Auto no apelable. Clasificación de la Dirección tle 
Rentas. 

Recurso ante la Corte. — La resolución de tos tribunales locales que 
en juicio ejeculivo de un argentino contra un extranjero, 
aplaza para después de la citación de remate la consideración 
de la excepción de incompetencia deducida por el último, 
invocando el fuero federal, no da lugar al recurso del articu- 
lo 14 de la ley de 14 de Setiembre de 18G3 sobre jurisdicción 
y competencia de los Tribunales Federales. Pagina 34t. 

Recurso ante la Corte. — La resolución de un Tribunal de Provincia, 
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negando la inscripción en la matricula de abogados ú un abo- 
gado de oirá Provincia, no es susceptible del recurso del ar- 
tículo 14 de la ley de 1 4 de Setiembre de 18G3 sobre jurisdic- 
ción y competencia de Los Tribunales Federales. Página 400. 

Recurso del articulo 14. — Véase: Recurso ante la Corte, 

Recurso de nulidad.— No es procedente aquel cuyas causales no se de- 
terminan porel recurrente» ni aparezcan de autos. Página 2GCL 

Recurso de nulidad. — Consentida la concesión del recurso de apela- 
ción en el efecto devolutivo! los procedimientos legales 
posterioras no pueden ser materia del recurso de nulidad. 
Página 4U, 

Recurso improcedente. — Véase ; Recurso. 

Recusación. — No es admisible la no deducida formalmente. Pági- 
na 205. 

Recusación. — Cesada la personería del recusante, la recusación in- 
terpuesta por esle queda sin efecto. Páginas iüü y 435. 

Rescisión de locación. — Véase : Locación ; Perjuicios. 

Restitución. — Comprobado el hecho de la entrega de un baúl á la 
empresa porteadora, esta, aunque no exista carta do porte, 
se halla obligada á restituirlo ó á abonar su valor y el de los 
objetos en ¿1 contenidos, determinado por peritos. Página 88. 

Restitución de precio. — El comprador que conoce la configuración 
del terreno que se le vende, y cuyas medidas no tienen dife- 
rencia apretiable con la* espresadas éft el contrato, no tiene 
derecho á pedir restitución de parte del precio pagado. Pá- 
gina 323. 

Restitución de precia, — Véase: Rentas, Intereses. 

S 

Sentencia. — Véase : Expropiación ¡ XttUdttd. 

Sentencia condenatoria. — Véase: Liquidación. 

Sociedad anónima. — El presidente de una sociedad anónima, no jun- 
de demandar al Poder Ejecutivo que la autorizó para que se 
declare nula una cláusula del deertto de autorización. Pági- 
na 39Ü. 
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Subarrendatario. — Véase : Locación. 

Suprema Corte. — No pueda rever los actos y resoluciones de los 
Jueces Nacionales, sinri por los recursos de apelación j nu- 
lidad. Página 380. 

Suprema Corle. — No procede ante ella originariamente el recurso de 
habeas tarpus. Página 386. 

SntpcmwH de procedimientos. — El haber el Juez ordenado 6 la parle 
demandada la jusliíicaciuu de su personería, y no haber este 
cumplido con dicha providencia, no es motivo para etnpren* 
der la prosecución de la causa v no resolver en la rebeldía 
acusada. Página 180. 

T 

Tarifa de lancftage, — Véase : Lanchaje. 
Tercería. — Véase: Apoderado. 

Tetíigo.— Debe admitirse á declarar el presentido en tiempo y no exa- 
minado sin culpa del interesado. Página 14. 
Testigos. — Véase: Cautas criminal™. 
Titulo ejecutivo. — Véase : JiuY/o ejecutiva, 
'tratados. — Véase : Extradición. 
Tribunal arbitral. — Véase : Jaez de Smion. 
Tribunales tóenles. — Véase : Justicia Federal ; Recurso ñute ta Corte. 

V 

Venia marital. — Véase : Juicio ejecutivo. 

Venta, — En la hecha de un mismo inmueble á diferentes personas, 
el primer comprador tiene derecho preferente al posterior 
aunque este hubiera lomaJo primero posesión de la cosa 
vendida, si al hacerlo tuvo conocimiento de la venia anterior. 
Página 245. 

Via diplomática. — Véase: Extradición. 

Vicio propio. — Véase: Avería. 
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BE JUSTICÍA NACIONAL 
CON LA RELACION DE SUS RESPETIVAS CAUSAS 



ANO 1890 

{Continuación) 



CAUSA CIV 



La Compañía Nacional de Ferro-car rites Foblattores, contra 
Doña Isabel A. de Elortondo, por espropiacion ; sobre defec- 
to en la demanda. 

Sumario. — Estando determinado el terreno sobre que versa 
la demanda de espropiacion, no es admisible la escepcion de 
defecto en la demanda, f andada en ignorar el demandado lo que 
va á ser eapropiado. 



Caso. — En 15 de Abril de 1889, se presentó el Doctor Don 
Narciso Sosa, por la Compañía Nacional de Ferro-carriles Po- 
• bl adores, esponiendo : que esta fué autor izada por la ley de 10 
de Octubre de 1887, para construir ana vía férrea, desde el pue- 
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blo de Belgrano hasta el He lis Cunchas, y que dicha vía atra- 
vesaba entre otras, la propiedad de Doñft Isabel A. do Elortondo 
en San Isidro, por la Buperlicie de 806 metros cuadrados . 

Que no habiendo podido ponerse de acuerdo con dicha señora 
sobre el precio y los perjuicios, entablaba demanda contra ella 
por !a espropiacion délo* 806 metros cuadrados; y siéndole ne- 
cesario tomar posesión del árr a, acompañaba la suma de 432 
pesos con 10 centavos, que depositaba como precio ofrecido por 
ta compañía, y pedía se le diera dicha posesión. 

A la d email la acompañó un p^iueño plano, sin firma. 

£1 Juez Federal, mandó dar la posesión y citó ¡i las partes á 
juicio verbal. 

Este tuvo lugar el 128 de Junio de 1889, y en ¿l se opuso y 
resolvió laescepcion de défeoto legal en la demanda. 

Acta del Inicia vernal j Falla del Juca Federal 

En ítódel mismo (Junio de 188&), comparecieron ante su se- 
ñoría el Dr. Narciso Sosa y el Dr. Cosme Becar. Así reunidos, 
el primero reprodujo su demanda, y contestó el segundo, que re- 
chazando ta oferta del precio depositado, precio que no consi- 
dera sirio, pues se trata de un terreno de pueblo en San Isidro, 
parte integrante (¡ indispensable dr> la conocida como magnífica 
quintada cElortondo f t que queda casi inutilizada por esta es- 
propiacíon tomando la casa del jardinero y ol mirador-palomar, 
terreno donde se edifican casas ^ue producen fuerte renta, tra- 
tándose de San Isidro, la situación más favorecida de la Provin- 
cia y donde más valen los terrenos ; Uniendo en consideración 
que sobre la vía férrea, terrenos por ello inaptos para la edifica- 
ción, solo para labranza, se han pagado 4, 5 y 8 pesos, por vara 
cuadrada, testamentarios Martin Ornar, Agoirre, Brisio, los re- 
cientes precios obtenidos en el Salado, de terrenos de quinta de 
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pueblo* á cri arse, las ventas en la Chacarita y bañado de San 
Fernando, y aún recientes concesiones en San Isidro del Banco 
Hipotecario, y precio» exijidos por otros espropiados 16 pesos 
ei metro á 30 cuadran <U>1 pueblo de San Isidro, y el de que se 
truta es al pié mismo do la Iglesia, plaza» paseo, considera, re- 
pite, un precio no serio, pi ro se abstiene de pedir el que conside- 
ra razonable por ignorar el punto lijo y ostensión precisa de lo 
que se va á espropiar sobre lo qn n opone eseepcíon de imperfec- 
ta dr mandil, sobre lo que pide previa resolución : establecidos 
en forma los requisitos referidos entrará sin dificultad al juicio 
de espropiacion. 

El Dr. Sosa, replicó: qn* 1 considera bien establecida la de- 
manda, porque ha dicho que la cantidad ú anchura de la línea 
corresponde n la ley del 72, y la dirección, & la que señala el 
plano acompañado, y que no podía venir á hacer valer que do 
conocía la dirección de la línea por cuanto él mismo confesaba 
que se le llevaba un palomar j otras « osas, i -ircunstuncius que 
hacían presumir que existían apuntadas cu el pianito. 

Y considerando : que la escepcioQ deducida no es de las admi- 
tidas en el artículo 73 de la ley de procedimientos, únicos adu- 
cibles en la justicia federal, y esta escepcion no tiene lugar en 
el presente caso, sino cuando la cosa demandada (art, 57) no 
estuviera suficientemente especificada como lo está, resuelvo el 
señor Juez, no hnc^r lugar á la esrepcion y ordenaba que las 
partes siguieran el juicio como estaba ordenado. 

En este estado el Dr. Becar,, interpuso apelación para ante la 
Suprema Corte, la que le fué concedida en relación, mandando 
S. S. se elevaran los autos eu la forma de estilo. 

Con lo que terminó el acto, firmando los comparecientes con 
S. S. por ante mí de que doy fe. 

I. Albarracin. 

Becar. — Norato Sosa* 

Ante mí 

G. P. Barros. 
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Falla aa la Nprpai Carte 

Buenos Aire», Julio 8 de 1890. 

Vistos: Estando determinado el terreno sobre qup versa la de- 
manda: ae confirma con coatas el auto apelado de foja diez y 
seis vuelta ; y repuesto* los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN V1CTOR1CA. — FEDERICO 
IBARGfiREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— LUIS V- VARELA. — ABEL BA- 
ZA!). 
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Don Gregorio Algan, contra Doña Eustaquia L. de Beron; 
sobre interdicto de adquirir. 



Sumario, — Contra el que alega poseer por título de dueño, 
no procede el interdicto posesorio de adquirir. 
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Cato. — En fecha* de Febrero te 1888, Don Antonio Uiin, 
por Don Gregorio Algan, se presentó ante el Juez de Sección del 
Paran A , y es puso : 

Que Duii Gregorio Algan era propietario de un campo ubicado 
en el Departamento de San José de Feliciano, distrito Manan- 
tiales. 

Que en 6 de Octubre de 1888, compró dicho campo á Don 
Juaiilí. Aquino, al cual se lo había rendido el Gobierno de la 
Provincia en 19 de Majo de 1881. 

Que el campo espresado estaba ocupado por Duna Eustaqui* 
J. de Beron, sin haber poi ido conseguir su desalojo, á pesar da 
haberlo intentado particularmente. 

Que dicha señora no tenía título ni derecho alguno de propie- 
dad sobre el expresado campo. 

Que por tanto pedía el desalojo de la intrusa Doña fio alaquia 
L. de Beron, y que el Juez mandara poner definitivamente en 
posesión A su mandante, condenando en costas á la deman- 
dada. 

Acompañó: 1° Un espediente en fojas 37, del cual resulta: 
Que con fecha 28 de Junio de 1877, Don Regino Beron, soli- 
citó en compra al Gobierno de la Provincia de Entre Ríos, nn 
campo ubicado en el Departamento de la Paz, distrito Manan- 
tiales. 

Que fueron practicadas las relativas diligencias de men- 
sura. 

Que con fecha 5 de Febrero de 1881, Don Regino Beron, re- 
nunció y traspasó loa derechos adquiridos á dicho campo i 
favor de Don Juan B. Aqoino. 

Que después de hecha la liquidación, Don Juan B, Aquino, 
obló su importe en arcas fiscales. 

2* Un certificado del escribano de Gobierno de la Provincia 
de Entre Ríos, que la escritura de venta del mencionado campo 
á favor de Don Juan B. Aquino, se otorgó por el gobierno en 19 



10 FALLOS DE LA SUPRIMA CORTE 

del mes de Mayo de 1881. corriendo esta a foja 800 del Proto- 
colo de contratos de gobierno i su cargo. 

3° Una escritura pública de venta de la cual resulta que en 
seis de Octubre de 1888, Donjuán B. ¿quino, vendió; enage- 
iió dicho camp^á Don Gregorio Al gan. 

Acreditada la competencia del Juzgado, en 27 de Abril de 
1890, comparecieron Lis partes ajuicio verbal ante el Juez de 
Sección. 

Don R. G, Martínez, en representación de Doña Eustnquia 
L. de Barón, dijo: 

Que debía rechazarse la demanda de interdicto de adquirir, 
por no encontrarse en las condiciones establecidas en el inciso 2° 
del artícelo 326 de la ley n;ioional .de procedimientos, esto es, 
que solo se puede entablar cuando nadie tenga a título de dueño 
ó de osufructn ario los bienes cuya posesión se pide. 

Que la señora de Beron como sucesor a de Don Regino Rerou, 
poseía á título de dueña y usufructu iria, desde más de 10 uño*, 
como podía probar con los testigos que presenta en el mismo 
acto. 

Que valiéndose del artículo 2363 del Código Civil, no exhibía 
el título de su propiedad, y que poseía porque poseía. 

Que de acuerdo con el articulo 327 de la ley de procedimien- 
tos nacionales, y contrademandando, entabla el interdicto de 
retener, por importar la accioaqne se había entablado una ver- 
dadera interrupción á la quieta y pacífica posesión que te- 
nia. 

Que tampoco se encontraba en las condiciones del articulo 
2383 del Código Civil, y qne por estas consideraciones pedía el 
rechazo de la demanda entablada con costas, haciendo lugar al 
interdicto de retener. 

Don Antonio Czin, en representación de Don Gregorio Algan, 
dijo: 

Que debía ordenarse á la señora de Beron que entregara el 
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campo ¡í su legítimo dueño, que lo había adquirido por com- 
pra. 

Que la señora de Beron, no podía resistirse al desalojo, pues- 
to que no be encontraba en la condición del inciso 2 o , artículo 
326 del Código do Procedimientos. 

Qiienopodín poseer á título de dueña, pnroue no presentaba 
título, que esto no existía, porque uo podía haber otro título 
que el otorgado por el Gobierno de la Pruriucia. 

Que tampoco poseía ;í título di asnírnetnaiSá, porque no tenía 
en su favor ninguno de los modos con qur> puede constituirse el 
usufructo, según el artículo 2812 del Código Civil, y que no 
podía serlo en el sentido del artículo 326, puesto que el artículo 
2839, prohibe terminantemente establecer Usufructos sobre 
bienes de un estado á menos de una lej especial. 

Que la Corto Suprema, en el caso de Don Pedro Elía contra 
el general Don Pablo López, que se registra en el tomo 13, sé- 
rie 2\ página 19, interprendo precisamente "I inciso 2 fl del 
artículo 326, estableció no deberse considerar usufructuarios los 
que no poseen en nombre propio, de modo que no pueden supo- 
nerse usufructuarios los intrus >s ocupantes de la tierra pública 
de la provincia. 

Que en cuanto al interdicto de retener, que se entablaba por 
el contrario, era principio conocido de derecho que lus actos ju- - 
dicialcs no importan perturbación, y por eso debía rechazarse 
la contrademanda posesoria. 

Que en cnanto A la prueba, pedía se solicitase del Ejecutivo 
i i forme sobre si el esposo de la señora de Beron y después la 
señora misma, han pa¿ai a arrendamiento al Gobierno hasta la 
fecha déla venta al causante de su principal. 
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Wmítm del j M *. Fdml 

Paran*. Junio 13 de 1889. 

T vistos: en el interdicto de adquirir la posesión de un cam- 
po situado en San José de Feliciano, distrito Manantiales, 
propuesto por el representante du Don Gregorio Algan, contra 
Daña Eustaquia L. de Beron. 

T considerando: Que por el artículo SÍSde la lej de procedi- 
mientos, para que proceda el interdicto de adquirir la posesión, 
so requiere: i 9 que el actor presente titulo hábil para adquirir- 
la; j 2" que nadie posea el inmueble á título de dueño, 

Que afirmando la demandada que posee el campo en cues- 
tión animo donini y no con el carácter de precario, es i cargo 
del actor probar su afirmación, esto es, que existen los estre- 
ñios eiigMuspor la ley, para que proceda el interdicto, tanto 
por la reglado que al actor incumbe la prueba de las hechos en 
que funda su demanda, cuanto porque, la posesión de hecho 
merece el respeto de la ley, y en esta virtud el poseedor no 
está obligado á producir el título de su posesión £ lo 
que es igual, no está obligado í probar el derecho con que 
posee. 

Que establecer lo contrario sería crear acciones personales 
contra un tercero sin que demuestren el vínculo jurídico de que 
cacen, ó acordar a) que nanea ha pose ido un inmueble, prero- 
gatiras que no las tiene el que Hiendo poseedor aún con título 
perfecto de propiedad la ha perdido, pues este debe probar no 
solo el hecho del despojo sinó que no hfi transcorrido un año de 
so comisión, lo que sería absurdo. 

Considerando respecto del interdicto de retener, opuesto por 
vía de reconvención: que el ejercicio ríe un derecho legítimo 
como es el de demandar justicia ante lo* tribunales, no es ni 
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puede considerarse como una perturbado q en la posesión de la 
persona á quien se demanda. 

Qoe aunque así no fuese, por considerarse j resultar infunda- 
da la demanda, el falto que recayese sobre ella, sería bastante 
para asegurar los derechos del poseedor. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar á la demanda ni á 
la reconvención, con costas ¡i cargo del actor. 

Jf. efe T. Pinto. 
Valí* de la Suprcm €•■** 

7 

Bucdos Aires, Julio 10 de 1890. 

Vistos: No procediendo el interdicto deducido en este caso 
con arreglo d lo dispuesto por los artículos dos mil cuatro cien- 
tos ochenta y siete del Código Civil, y trecientos treinta y seis 
de la ley nacional de Procedimientos ; y bastando esto á loe 
efectos de la manutención de la demandada en su posesión : se 
eonfirma con costas la sentencia apelada de foja cincuenta y 
seis; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BEKJANIlf VICTORICA. — FEDERICO 
IBaRGOREK. — C» 8. DE LA TOR- 
RE, — LUIS V. VARELA. ABEL 
RAZAN. 
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CACHA CVI 



Doña Marta fí. ilmiron de Martínez contra 1). Luis ilooth, 
por interdicto de despojo; sobre examen de un testigo. 



Sumario. — Debe admitirse ¡i declarar el testigo presentado 
en tiempo, y no examinado sin culpa del interesado. 



Caso. — En 14 de Agosto de 1888 Doña María B. Almiroo 
de Martines se ¡presentó esponiendo, que dc«de el año de 1876 
le encontraba en posesión por sí y por sus hijos, de un terreno 
compuesto de 102 Taras de frente por 9000 de fondo en el pa- 
raje denominado t Hornillos de las Chacras », departamento 
t General López * Villa Constitución, cuyos linderos son iil nor- 
te D. Luis Iiootb. (antes D. Serrando Ayala), al sud ios cam- 
pos de la sucesión de Ü. Solano Almiron, ai este el rio Para- 
ná, al oeste D. Gregorio Lista. 

Que hacía próximamente dos meses que D. Luis Booth ve- 
cino de su terreno había principiado á arar y alambrar una 
parte de él en una estension de media legua, invadiendo así la 
posesión que tenía con buena fé y justo título. 

Que había entablado quejas ante el Juez de Paz, pero no 
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obstante las órdenes que se le dieron para no continuar los 
trabajos, los había concluido, y había ocupado definitivamente 
su campo. 

Que por esto, Tenía á deducir en tiempo el interdicto de re- 
cobrar la posesión contra D. Luis Booth para que fuese conde- 
nado á restituirle el inmueble ocupado, levantar los alambres, 
y abonarle los daño» y perjuicios, intimándoselo desde luego 
de abstenerse de toda innovación en la cosa litigiosa. 

Acreditó que el caso era de jurisdicción, federal por ser ar- 
gentina la demandante y estrangero el demandado. 

Cicados á comparendo, el demandado opúsolas escepciones 
de falta de personería en la señora Almiron por no haber jus- 
tificado si era viada ó soltera, 6 en caso de ser casada por no 
haberse presentado con la venia de sn esposo, y de incompe- 
tencia, por haberse entablado la misma demanda ante las auto- 
ridades locales. 

La demandante contestó que era viada, y que lo actuado 
ante las autoridades locales no era un verdadero juicio. 

Por auto de 25 de Octubre de 1888, el Juez abrió la causa á 
prueba por cinco días. 

Producidas las prueba*, el Juez llamó á juicio verbal para 
alegar, admitiendo en el comparendo un alegato escrito por 
parte de la señora Almiron, y en seguida el alegato del señor 
Booth. 

Luego por auto de 22 de Abril de 1889 resolvió no haciendo 
lugar á las escepciones, y ordenando que el demandado contes- 
tara derechamente la demanda, señalando dia para el respec- 
tivo juicio verbal. 

En 14 de Mayo, D. Jacinto Rodríguez Fardo, apoderado de 
Booth, contestó la demanda por escrito, negando que la señora 
Almiron hubiese estado en posesión, y hubiese sido despojada 
de ella, y pidiendo el rechazo del interdicto. 

Por auto de 15 de Mayo el Juez convocó á las partes á audien- 
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ola «on el objeto de producir la prueba que pudiera convenir á 
•iiB derechos. 

■ g 

El día designado, comparecieron las partes, y la aotora ofre- 
ció como prueba la declaración de los testigos D. Francisco Pe- 
rei Hidalgo, D. Quintín Lescano, D. Francisco Villaruel, D. 
Mmrtiuiano Rosales, D. Pelegrino Baltasar ; presentó los títu- 
los de la propiedad, y manifestó que acompañaría en oportu- 
nidad los de la mensura que se le había estraviado. 

En ese acto se tomó declaración al testigo Lescano, suspen- 
diéndose en seguida la audiencia. 

En otra audiencia fué examinado el testigo Pérez Hidalgo, 
habiendo pedido en ella la parte actora que se encargase al Juez 
de Pat de la Villa Constitución la citación de los testigos resi- 
dentes en esa localidad presentados por ella, á lo que accedió 
el Jum, señalando para el examen et 18 de Julio de 1889. 

En esa audiencia la parte de Booth presentó como parte de 
su prueba la escritura de su propiedad, nn testimonio de com- 
promiso de venta, otras escrituras, unas diligencias de men- 
sura, unos contratos de arriendo, planos y croquis. 

Por auto de 18 de Julio se postergó la audiencia para e! eid- 
m«n de los otros testigos al §5 del mismo mes. 
El día 25 fueron examinados loa testigos Rosales y Villaruel, 
El $6 de Julio la parte de Booth dijo que correspondía de- 
clarar renoido el término para producir prueba, y que una vez 
que se remitiesen por el Juez de Paz las posiciones mandadas 
absolver á la señora Almiron, se señalara día para alegar en 
mérito de la prueba producida . 
El Juea proveyó. 

Rosario, Julio V de 1889. 

Proceda el Secretario como corresponde en el estado di 1 
causa. 



Escalera. 
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La parte de la seflora Almiron pidió y obtuvo que se cítara 
i Booth á absolver posiciones, y en 27 de Julio solicitó se se. 
ñalara audiencia para el eiámen del testigo Baltasar. 

El Juez, por auto de 29 do Julio, accedió señalando" dia. 

La parte de Booth reclamó de estas dos providencias, ale- 
gando que el testigo Baltasar debió concurrir á declarar eu la 
audiencia última, y que la actora no había indicado en tiempo 
las posiciones como parte de la prueba que ofreció. 



F«||« del Juei Federal 

«osario, Agoslo 20 do \m. 

• Resultando que el testigo Pelegrin Baltasar, no ha concurrid, 
a las diversas audiencias señaladas con objeto de la produc- 
ción de la prueba en este juicio, .sin que la parte que lo haofre- 
cdo baya justificado su falta de comparencia, siendo deber de 
la nmma presentarlo al Tribunal ú los efectos de su declara- 
ción ; habiendo por otra parte, trascurrido hasta la fecha más 
dedo* meses desdo que este juicio fué abierto á prueba: de- 
jase sin efecto la providencia de foja 214 vuelta disponiendo 
nueva audiencia para el eiámen del mencionado testigo. Y en 
cuanto a la absolución de posiciones solicitadas y dentadas 
contra el demandado, siendo facultativo á I as partes producir 
esto género de prueba en cualquier estado de la causa y hasta 
el llamamiento de autos: estése á lo dispuesto en el decreto de 
fojaSti vuelta, debiendo el secretario cumplir lo ordenado en 
proveído de Julio 27 próximo pasado. 

Escalera. 



T. I 
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Falla de I* taprcm Cterto 

Bunios Aires, Julio 13 de 1890. 

Vistos: Atenta la forma en que este juicio ha sido trami- 
tado por coman consentimiento de las partes, la naturaleza de 
la prueba á que este incidente se refiere, que no aparecí' de 
autos se haya dejado de producir por omisión del demandante, 
y la circunstancia finalmente, de haber sido ella ofrecida en 
tiempo: se revoca el auto de faja doscientos diez y nueve vuel- 
ta, en la parte apelada, y se declara que el Juez de Sección 
debe recibir la declaración del testigo de la referencia, seña- 
lando al efecto el término necesario para la comparecencia de 
t>ste; y repuestos los selios devuélranse. 

BES4A5HN VICTORICA. — FEDE- 
RICO IDARGúllEN. — C, 5. DE 
LA TORHE. — ABEL BAZAR. 
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CAUSA CVII 

1 

/>. fl. Maumus, contra Palma y iiernasconi, por cobro de lan- 
chages ; sobre defecto legal en la demanda. 



Sumario. — Siendo claros los hechos y el derecho en que se 
funda el actor, no procede la escepcion de defecto legal en la 
demanda. 



Coso. — En é de Junio de 1889, se presentó ante el Juzgado 
Federal D. B. Maumus, con una cuenta por lanchaje del vapor 
Gergóma* por la suma de 361 pesos 88 centavos y demandó i 
los señores Palma y Bernasconi para que fueran condenados á 
su pago, con intereses y costas. 

Conferido traslado, los señores Palma y Bernasconí opusie- 
ron la eBcepcion dilatoria de defecto legal en la demanda. 

Dijeron que no se determinaban en ella los hechos que la 
fundaban, ni las disposiciones de ley. 

Conferido traslado, Maumus contestó que los hechos en quo 
se fundaba la demanda consistían en haberse practicado el 
lanchage y acarreo de las mercaderías que menciona la <uenta, 
y el derecho era el que asiste á todo acreedor contra su deudor] 



» 
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Ó á todo el que hace qd transporte y exije el pago del Ser- 
vicio. 

Que, fue» de esto, no tenía inconveniente en espliear más 
estensamente la demanda, acompañando al efecto los conoci- 
mientos de las mercaderías, por los que se veía que la Agencia 
estaba autorizada para practicar el lanohage de cuenta y riesgo 
de los recibidores. 

Que los portadores de eso» conocimientos á la órden bao sido 
loa demandados ; los precios de lanchages y acarreo eran los 
corrientes y de uso, y el derecho del actor se basaba en las 
disposiciones comerciales sobre fletamento, especialmente en 
el artículo 1250 Código de Comercio. 

Pidió el rechazo de la escepcion. 

Acompañó los conocimientos con su traducción en la parte 
pertinente que dice : 

Recibidas del señor D. Andrés Rocchi para ser cargadas eti 
el vapor Gergovia f capitán Fabre, y trasportadas con facultad 
de hacer escalas hasta Buenos Aires y ser entregadas, salvo las 
«acepciones que Be espresarán, á la órden, las mercaderías que 
el cargador dice ser como sigue : 

Número de bullo* Contenido declarado 
ochu piezas mármol 

siete chapas mármol 

Peso: siete mil quinientos kilógramos. 
£1 cargador y trasportado! adhieren á las condiciones si- 
guientes; 

Embarque r desembarque y trasbordo. — Art. 3 o . — Se ha 
convenido mutuamente que el embarque y desembarque serán 
siempre, salvo convención en contrario, practicados bajo el 
cuidado y diligencia del capitán en los muelles, diques 6 sote- 
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chadoa elejidos por él, pero de cuenta y riesgo de la mercadería, 
que soportar* todoa los gastos de desestiTa, estraccíon de la 
bodega, poner en tierra 6 en lanchas, estadías y entrega. 



Falle) del Summ Federal 

Buenos Aires, Octubre 9 de 1889. 

T vistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente 
escrito, <iue el Juzgado considera arreglados: no ha lugar á la 
escepcion de oscuro libelo, opuesta en A escrito de foja 4, y 
contéstese derechamente el trasladode la demanda en el término 
legal. Repóngase esta foja. 

Virgilio tf . Tedin. 
rmtim rie lm ftuprem» Certe 



Bunios Aires, Julio 1 i de 1890. 

Vistos : Pot sus fundamentos, se confirma con costas el aoto 
apelado de foja once, y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN VICTOR1CA, — FEDERICO 
IRAUCÉREN— C. S. DE LA TORRE, 
— ABEL BAZAR. 
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CAU0A CVIII 



D. Clodomiro Arancibia, contra i). José M. L'lloque; sobre 
resmion de compra-venta de un coche. 



Sumario. — Improbado el dolo del vendedor, procede la 
escepcion de prescripción de la acción redhibitoria opuesta en 

instancia, resultando de autos justificados los estreñios en que 
M apoja. 



Caso. — D. Clodomiro Arancibia se presentó ante el Juzgado 
Federal de San Luis espumeado : Que D. José M. Ul loque, te 
propaso en venta un coche por el precio de 900 pesos uaoionales 
pagaderos a 90 días, con documento firmado también por su 
esposa D* Haría B. de Arancibia; 

Que él aceptó la propuesta con la condición de hallarse el 
coche en bnen estado de servicio por uno ú dos años, ]a madera, 
fierro, etc., de su construcción, con escepcion de la tolda ó capola, 
con cu jo visible estado de deterioro, se conformaba; 

Que de común acuerdo hicieron examinar el coche por et 
carrocero D. Pablo Monserrat, quien declaró que reunía las 
condiciones exigidas 7 se ofreció para reparar por un precio 



DE JUSTICIA KACIOXAL 



33 



equitativo un pequeño defecto, según él dijo, de balanceo lateral 
que al rodar bacía una délas ruedas traseras y para renovar las 
llantas de estas mismas ruedas, que eran muy gastadas; 

Que hecha la reparación, pagó at carrocero 14 pesos por exi- 
gencia de U Noque, quien le prometió descontar este valor á la 
chancelación del documento, que convino por otra parte en 
renovarlo préfio abono del interés legal si al vencimiento del 
primer término no podía pagarlo; 

Que Ulloque, sin embargo de esto, endosó el documento á los 
señores Murichetti y Battini, de quienes es apoderado general, 
y con él, se ha presentado ante el mismo Juagado de Sección 
pretendiendo ejecutarlo ; 

Que además, el coche no reúne las condiciones con arreglo á 
las cuales fué comprado, siendo completamente inservible con 
escepcion de la caja, pues los rayos de las ruedas están podridos 
en la parte embutida en las mazas y camas, aparte de otros 
defectos de costosísima reparación en la parte de madera, acero 
y fierro ; 

Que todos estos defectos que hacen inútil al coche para todo 
servicio, le eran desconocidos, pero los conocía Ul loque, quien 
procedió dolosamente ; 

Que estas circunstancias, anulan el acto jurídico (arts. 927, 
931 y933,C. C.) y pedía que así se declarara, con la correspon- 
diente indemnización de daños y costas. 

Acreditada la competencia del Juzgado por ser Chileno el 
demandante y Argentino el demandado, se corrió traslado de la 
demanda. 

D. José M. Ulloque la contestó pidiendo que no se hiciera 
lugar á ella, con costas. Dijo ; que de la misma demanda resulta 
que Arancibia no solo se conformó con el coche, sinó que, res- 
pecto de ciertas piezas, quiso que fueran reconocidas por un 
perito, quedando después de esto perfeccionado el contrato ; 

Que así, no ha podido habar dolo; pero además, para que él 
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subsista como causa de nulidad, se requiere el concurso de las 
siguientes circunstancias: Í° que sea grave ¡ 2° qne sea ta causa 
determinante de la acción; 3* que haya causado daño de algu- 
na importancia ; 4<* que haya existido por ambas .partes. 



WmUm 4*1 Jims redeml 

San Luis, 10 de Kncro de 1888. 

Y fistos : Por lo que resulta de autos, y considerando : I a Que 
la existencia del contrato verbal de compra-venta y de las con- 
diciones establecidas por los interesados al celebrarlo, que 
espresa el escrito de demauda, no habiendo sido contradicha 
por el demandado, debe tomarse como confesada por este (art. 
88 de la L. de P.). 

2° Que las declaraciones de los testigos presenciales I). 
Pedro L. Martínez y Don Pedro Vargas., contestando uniforme 
y afirmativamente a las preguntas 2r, 3% 4» y 5" del interroga- 
torio n° 2, foja 12, hacen plena prueba, según disposición de 
las leyes 28 y 32, título 16, partida 3". Estas deposiciones y 
las de D. Ramón Torres, D. Hiló ebran-l o Paladini, D. Salvador 
Tallata y D. Federico Prado Poett, evacuando los tres prime- 
ros el interrogatorio n" 1, foja H y este último, el ya mencio- 
nado n B 2, confirman la verdad de los hechos alegados por el 
actor. De lo que se desprende, que el demandado D. José M. 
U Hoque vendió al demandante D. Clodomiro G. Arancibia el 
coche de que se trata, en mal estado de servicio é inútil para 
el objeto y por el tiempo que ambos estipularon, A pesar del 
examen pericial qne como condición prévia se fijó de común con- 
sentimiento, por el deterioro general, y especialmente por el de 
los estreñios ó espigas de los rayos de las ruedas. 
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3* Qte si bien es cierta que las convenciones hechas en los 
contratos forman para las partes una regla a la cual deben so- 
meterse como a la ley misma (art. 1197, C. C.) y cumplirse 
conforme á lo dispuesto en ellas, no lo es menos que perfecciona- 
da y consumada la compra con la reciproca tradición del objeto 
enagenado y de su precio, subsisten aún en el Tendedor hacia el 
comprador las obligaciones que el Código citado determina, y 
en particular la de evicciou y saneamiento que le impone el 
artículo 1414, que no ha sido espesamente renunciada ni 
aceptada. 

4° Que de ta prueba producida, resulta asimismo, que el 
coche, al tiempo de ser rendido, tenía defectos ocultos que lo 
hacen impropio para su destino, do los que es responsable el 
enagenante, aun ignorándolos, como a>í lo prescriben los artí- 
culos 9173 y 2174 del C. 0. desde que no ha habido estipula- 
ción sobre los vicios redhibitorios. La Suprema Corte ha sen- 
tado idéntica doctrina, al establecer que < para que el vendedor 
responda de los vicios de la cosa vendida, después de la entrega, 
es necesario que aquellos hayan sido ocultos » (S. 2, T. 5", pág. 
476 de los Fallos). 

5" Que no consta de autos que el vendedor conociera los 
vicios ó defectos ocultos del objeto rendido, ni meaos que 
hubiera habido de su parte el dolo ú la simulación que 1p imputa 
el demandante y que debió probar, puesto que no se halla de- 
mostrado que haya aquel procedido con el ánimo deliberado de 
dañar, ni ejecutado hecho alguno externo, con artificio ú maqui- 
nación, que maniGeste ó haga presumir la voluntad de producir 
un juicio, existiendo si el error que según el artículo 920 del 
Código Civil invalida el acto. Es una regla de derecho, que en 
caso de duda, á las leyes ó disposiciones de carácter odioso ae 
les ha de dar una interpretación restrictiva, y i las favorables 
una significación ampliay estensa, odia rctttngl, et favores con- 
venü ampliar i. 
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Por Ules consideraciones: se declara que el demandante ha 
probado suficientemente la acción deducida, y se rescinde en 
todas sus partes, la compra-venta del eocbe en cuestión, debien- 
do las partes en su consecuencia, restituirse mutuamente lo que 
en rirtud de dicho contrato hayan recibido 6 percibido como lo 
dispone el Código Civil en sus artículos 1050 y 1053 ; con costas 
al demandado, de conformidad con la ley 8, titulo 22, partida 
3', por no haber tenido razón derecha para litigar. Hágase sa- 
ber con el original, repónganse los sellos y archívese. 



El demandado apeló y se le concedió el recurso libremente. 

Elevados los autos, espresó agravios ante la Suprema Corte 
pidiendo que se revoque la sentencia y se rechace la demanda 
con costas al actor. 

Dijo ; Que en presencia de la manera cómo se contestó la 
demanda, en cuya oportunidad dijo Ulloque que eran falsos los 
hechos aseverados por el actor, la sentencia no había podido 
decir que la demanda no había sido contradicha ; 

Que la demanda misma espTeaa que Ulloque ofrecí 6 en venta 
el coche por 300 pesos sin someterlo á ninguna condición ; y 
agrega que Arancibia aceptó con tat de que el coche pudiera 
servir por uno ó dos años; loque quiere decir, que modificábala 
oferta de Ulloque, y se encontraba en el caso de probar: í° la 
verdad de la modificación de la oferta j 2 o la aceptación do esa 
modificación por Ulloqne, ó lo que es lo mismo, la existencia 
de la compra-venta condiciona] (art. 1152, C. C); 

Qne esta prueba no puede decirse existir en la confesión del 
demandado, cuando ¿1 ha contestado que Arancibia aceptó el 
coche sin reserva alguna, y que ha fraguado hechos para fundar 
li demanda ; 
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Que la prueba del nuevo contrato condicional alegado, no 
puede tampoco deducirse de las declaraciones de los testigos, 
porque en contratos de mayor valor que 300 pesos, ellos nada 
valen con arreglo al artículo H93, Código Civil, no habiendo, 
como no hay en este caso, principio de prueba por escrito; 

Qne la condición invocada, no es siquiera verosímil, pues es 
difícil 6 imposible determinar si un carruage puede servir uno ó 
dos años, cuando ello depende del uso que de el se haga y de la 
manera cómo se use ; 

Que de la prueba producida por el actor, no resulta la exis- 
tencia de vicios redhibitorios en la cosa vendida ; cuando más 
ella acreditaría la existencia de vicios bien visibles ; el único 
vicio que pudiera tener aquel carácter, es el que se hace consis- 
tir en que los rayos estaban podridos en la parte embutida en 
las camas de las ruedas, pero los testigos iue han declarado á 
este respecto, no han dichoque ese vicio existiera al tiempo del 
contrato, loque es esencial para que pueda considerarse redhi- 
bitorio ; y siendo así, debe reputarse que sobrevino después, 
conforme al artículo 2108 del Código Civil ; 

Que no se ha demostrado tampoco la txistencia del error que 
se alega, y si la sentencia lo da por probado, es porque considt- 
ra como causa de él, el vicio redhiditorio que impropiamente lo 
cree demostrado ; 

Qne la acción deducida esta prescrita según la disposición 
del artículo 4041 del Código Civil, pues el actor confiesa qne la 
demanda la ha interpuesto después de tres meses de celebrado el 
contrato de venta, diciendo que firmó un pagaré por ese plazo 
y que vencido él» fué ejecutado por su importe ; j asimismo 
resulta de autos que la demanda fué iniciada cinco meses 
después de la celebración del contrato (interrogatorio de f. 12 
fecha de la demanda). 

Corrido traslado, lo contestó por el apelado, D. José L. 
Arancibta, pidiendo que su confirme con costas la sentencia 
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apelada. Dijo: Que recién en su espresiou <le agrarios el deman- 
dado había desconocido el contrato mencionado en la demanda; 

Que la existencia do él resulta no solo de la contestación, sin') 
de las declaraciones de los testigos, admisibles en este caso 
porque existe no ya solamente principio de prueba por escrito, 
Binó la prueba completa que importaba contestación á la de- 
manda ; 

Que nada tenía de inverosímil la condición de que el coche 
serviría por dos anos, puesto que por su naturaleza debe servir 
mucho más ; 

Que habiéndose probado que la parte de los rayos embutida 
en Jas camas de las ruedas se hallaba en mal estado, resulta 
probado también el vicio red h i li i lorio al mismo tiempo que 
la inutilidad de la cosa vendida ; y mal puede decirse que ese 
vicio no existía al tiempo del contrato, cuando consta que se 
descubrió á los quince dias de su celebración, en cuyo tiempo 
no era posible que se produjera ; 

Que el artículo 4041 del Código Civil en que se apoya la 
prescripción opuesta no es aplicable» porque no se trata de la 
acción redhibitoria sinó de la de nulidad del acto que se pres- 
cribe á los dos años, ¿egunel articulo 4030 ; 

Que el error padecido por el comprador es esencial, pues se 
proponía adquirir una cosa útil pura su destino y ello ha sido 
imposible no por su culpa sinó por causa de la cosa objeto 
del contrato ; y el artículo 926 del Código espresa claramente 
que el error sobre la causa principal del acto ó sobre la cualidad 
de la cosa que se ha tenido en mira, vicia la manifestación de 
voluntad y deja sin efecto to que en el acto se hubiera dis- 
puesto ; 

Que fuera de lo espuesto, también se afirma la demanda en 
el dolo del vendedor que sabía las condiciones del coche y las 
callaba para inducirlo á Arancibia ú comprarlo. 
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Fallo de l« Buprem» Corto 

Buenos Airo*, Julio liúc 1890. 

Vistos: Habiéndose opuesto en esta segunda instancia, la 
prescripción de la acción entablada, fundada en disposición 
del artículo cuatro mil cuarenta y uno del Código Civil; y re- 
sultando de autos justificados los estremos en que se apoya 
dicha escepcion, é improbado completamente el dolo que se 
atribuya al demandado, según se demuestra en el quinto consi- 
derando de la sentencia apelada : se declara procedente dicha 
escepciony no haber lugar á la demanda interpuesta, revocán- 
dose, en consecuencia, la sentencia de foja cuarenta y tre.i. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 
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CAUSA I f \ 



E. GalUy C\ contra D. Pedro Ckristophersen, agente de la com- 
pañía de navegación «Chargeurs Réunist ; por cobro de 
pesos. 



Sumario. — i° Confesada por el agente del Tapor la pérdida 
de un bulto, está obligado á pagar su valor. 

2" No resultando prueba bastante respecto de dicho valor, 
debe este ser fijado por el juramento del actor dentro de la 
suma del aforo de la Aduana. 



Caso, — D. José Serra, por Gallí y C\ se presentó ante el 
Juzgado Federal de la Capital esponiendo : que por el conoci- 
miento que acompañó, consta que la Compañía « Chargeurs Rt'u- 
nis» recibió en el puerto del Havre á bordo del vapor Rio Negro 
ocho bultos que venían dirijidos á GalH y C% de este comercio. 

Que llegado el lüo Negro á este puerto, el 9 de Diciembre de 
1806, Galli y C R recibieron solo sitie bultos, de la agencia f 
faltando un baúl cuyo contenido se espresa en la factura que 
también presentó. 1 

Que Galli y C" cobraron al agente de la Compañía el valor de 
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loa efectos contenidos en el baúl perdido por negligencia de ella, 
según los precios de plaza j cuyo importe asciende & 340 pe- 
sos 10 centavos moneda nacional. 

Que D. Pedro ChEÍstopheTsen, como a gente de la Compañía, se 
negó á pagar este importe, diciendo que reconocía la pérdida 
ocurrida i bordo del lito Negro, pero solo se hallaba dispuesto 
á pagar el precio de los objetos según factura de fábrica y no 
según su precio en esta plaza. 

Que así Christophersen s<* negó ti >agar los daños ocurridos 
por culpa ó negligencia de la Compañía de que es agente, como 
también los intereses, según lo establece el Código Civil. 

Pidió que se condenara á D. Pedro Christophersen al pago 
de la cantidad do 340 pesos con 10 centavos moneda nacional, 
con daños £ intereses, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 
628 del Código Civil y las costas. 

Presentó el demandante : 

I ' El conocimiento de la carga en idioma francés veTtido al 
español por el traductor Carvalho. Comprende este conoci- 
miento, ocho bultos de la marca G. & C. conteniendo tres de 
ellos señalados con los números 400, 401 y 402 objetos do 
cuero. 

2" La factura de la carga, traducida por el mismo traductor, 
y en la cual aparecen señalados por el actor, los efectos que 
dice contenía el bulto de que se trata. 

3° La cuenta de gastos de los ocho bultos, arrojando un total 
de francos 439.42. 

4° La póliza del seguro de los mismos Lultos por el valor 
total de francos 5500, imputándose francos 2000 a los tres 
bultos números 400 á 402. 

Conferido traslado de la demanda, lo contestó D. Pedro 
Christophersen pidiendo que se la rechazara con costas. Dijo; 
que las aseveraciones y tos hechos consignados en la demanda 
no son exactos. 
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Quero se ha entregado de menos el bulto áque aquella se re- 
fiere ni ha aceptado tal falta, ai ofrecido abonar cantidad al- 
guna. 

Que no habiéndose practicado por el actor el reconocimiento 
judicial que prescribe el artículo 1346 del Código Civil, aplica- 
ble á loa casos de faltas, según resoluciones de la Suprema 
Corte, no hay lugar á reclamación alguna, como esc mismo artí- 
culo lo dispone (XII, pág. 386). 

Que si hipotéticamente se admitiera que hubo fiilta de un 
bulto, y también reconocimiento judicial pedido dentro del 
término legal, no por eso debe admitirse la factura que se 
cobra por 340 pesos 10 centavos correspondientes á dicho bulto, 
toda vez que los miamos demandantes han declarado en la 
Aduana como valor de él y de dos bultos más, la cantidad de 
35 pesos moneda nacional según consta del certificado de la 
Aduana, que acompaña. 

Qoe así, la suma reclamada sería siempre oxajeradacon rela- 
ción al valor de !as mercancías contenidas en el bulto, que no 
son tampoco las que indica el demandante sínú las que detalla 
la Aduana. 

Posiciones absueltas por l). Pedro Christcphersen. 

Preguntado (1*) cómo es cierto que el dependiente de Üalli y 
C" se presentó en su escritorio de la calle Piedad á lin de pedirle 
el abono de la cuenta presentada en autos, como un mes antes 
de la demanda. Contestó: que no lo puede afirmar, pero ba 
oído á sus empleados que la casa de Galli t había reclamado 
una cuenta. 

Cómo es cierto (2*) que el absolvente le contestó que estaba 
dispuesto á pagar el baúl perdido por el precio de factura de las 
mercaderías y no por el precio de plaza. Contestó: que su de- 
pendiente te ha dicho que esa ha sido la oferta que le hizo. 

Cómo es cierto (3 a ) que el mismo depeodiente le dijo que se 
veríi* ?n la obligación la casa de Galli de demandarlo, á lo que 



contestó que hicieran lo que quisieran. Contestó: que no lo 
puede afirmar. 

Cómo es cierto (4*) que mandó un dependiente sujo á los 
depósitos de Aduana para que verificara con Galli si entre cier- 
tos bultos sin marca se hallaba el baal perdido y resultó no 
hallarse entre ellos. Contestó: que es cierto. 

Cómo es cierto (5") que recibió un memorándum dirigido por 
GalH á los lancheros Gardella y Nonssítou, en que les reclamaba 
el bulto perdido, con una nota puesta por los lancheros en que 
pasaban el memorándum al agente del vapor, el absolverte. 
Contestó ; que no recuerda, porque no ha entendido personal- 
mente en ese asunto. 

Cómo es cierto (6") que varios días después de la descarga del 
fíia Negro, en su último viage, le reclamó GalH por la falta de 
tres bultos, contestando el absol vente por escrito que se pro 
cedería á las pesquisas correspondientes, encontrándose los 
bultos perdidos algunos días después . Contestó : que es cierto. 



Fallo del «sica federal 

Buenos Aires, Mayo 9 de 1868. 

Y vistos estos autos promovidos por los señores £. Galli y 
i C\ contra la compañía de navegación denominada * Chargeurs 
Réunis > representada por Don F. Christophersen, por cobro de 
la cantidad de trescientos cuarenta pesos moneda nacional, im- 
porte de mercaderías contenidas en un bulto ó baúl extra- 
viado. 

Resolta : I o Que en el vapor lito Negro, perteneciente á la es- 
presada compañía, vit orón, en el viage efectuado á este puerto 
en el mes de Diciembre de mil ochocientos ochenta y seis, ocho 
bultos consignados á Galli y C', bajo las cláusulas y condicio- 
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d« estipuladas en el conocimiento vertido al idioma nacional & 
fojaS, 

* Que en Julio do mil ochocientos ochenta y siete se pre- 
sentaron al Juzgado loa señores Galli j O manifestando, que 
de «os ocho bultos, solo les habían sido entregados siete, fal- 
tando nn baúl, cayo contenido se encontraba especificado en la 
factura de foja f , y qne al constatar Ja pérdida de este bulto, 
ocasionada por negligencia de la compañía transportadora, se 
dirigieron á sn agente señor Christophersen presentando la 
cuenta de foja % de los objetos perdidos con los precios de pía- 
2a, ascendiendo á la suma antes mencionada, la que se negó & 
pagar, no obstante reconocer la pérdida ocasionada ábordo del 
Ato Negro y que solo esUba dispuesto á pagar el precio de los 
objetos según factura de fábrica ; y fundados en estos antece- 
dentes deducen la presente demanda por la cantidad arriba 
espresada, con más los daños e intereses y las costas del jui- 
cio. 

3 n Que el representante de la compañía demandada co rites tú 
á foja SI, el traslado que le fué conferido de la demanda» sos- 
teniendo que eran inexactos los hechos aseverados por los acto- 
res para fundar su reclamación ; que no se habla entregado de 
menos el bulto á que se reñere aquella, ni aceptado ó recono- 
cido tal falta, y menos que él hubiera ofrecido abonar cantidad 
alguna como valor de ese bulto. 

Además de esto alega en bu defensa s qne no habiéndose 
practicado el reconocimiento judicial que prescribe el artículo 
4246 del Código de Comercio, aplicable también para los casos 
de falta de bultos, no hubía tampoco lugar á reclamación al- 
guna, según lo prescribe ese mismo artículo, y finalmente qne 
aún en la hipótesis de ser pasible de responsabilidad, no debía 
admitir la factura que su cobra por valor de trescientos cua- 
renta pesos, desde que los mismos demandantes, faan declarado 
en ta Aduana, como valor de ese bulto y de dos mas, la cacti- 
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dad de treinta j cinco pesos moneda legal, según certificado 
espedido por dicha repartición acompañado á foja «I, pidiendo 
en consecuencia el rechazo de la demanda, con costas. 

4° Que recibida la cansa á prueba (auto de foja 24 Tuelta) 
para que se justifique la falta del bulto reclamado; qu e se hizo 
constar la pérdida en la forma determinada por la lej y el im- 
porte de la factura ¡ se ha producido por la parte demandante 
tan solo ta que espresa el certificado de foja 70, consistente 
en posiciones absueltas por Christophersen, declaraciones de 
los lancheros Gardella y Xoussitou, de un dependiente de es- 
tos y otro del demandado, é informes espedidos por ta respec- 
tiva repartición de la Aduana. 

Y considerando : 1- Quede lus términos de la demanda, é 
ínformes antes aludidos, a c deduce que los señores Galli y C a 
recibieron siete, de los ocho bultos á que se refiere el conocí- 
miento de foja í, no habiéndose solicitado, hasta que se dedujo 
aquella, el reoonooi miento pericial que proscribe el artículo 
1246 del Código de Comercio, para justificar la pérdida del bul- 
to fallante, imputada á la compañía transportadora ; limitando 
sus gestiones á reclamos j articulares, dirijidos Á los lancheros 
primero, y á los agentes de dicha compaiiía después. 

2» Que según el artículo citado, toda acción de reclamación 
se extingue por la omisión de ese requisito, en el término de 24 
y 48 horas según el caso que el mismo señala, porque ta ley uo 
admite otra forma de comprobación de las pérdidas ó averías 
que sufre la mercancía durante el viage, para imponer respon- 
sabilidad al capitán, siendo un punto definitivamente fijado 
por la jurisprudencia de la Corte Suprema, que esa disposición 
es igualmente aplicable á los casos de pérdida total de uno ó 
mis bultos, como á la falta ó disminución parcial en Jos mis- 
mos. (Série 2\ tomo 12, página 108). 

3* Que es tanto mus aplicable en el caso sub-judice la dis- 
posición citada, cuanto que do las mismas preguntas del ínter- 



96 



FALLO* m la mopuma co»t» 



rogatorio presentado por la parte demandante, se infiere que 
tuvo conocimiento en tiempo oportuno, de la falta del bulto 
reclamado, porque esta circunstancia hace más estricta su obli- 
gación, como ha sido juzgado ya en los casos en que la averia 
es visible 6 se ha hecho constar en los recibos de la carga, para 
deslindar las responsabilidades de la» diversas reparticiones 
particulares y públicas, que intervienen en el recibo de las 
mercaderías desde que salen de los aparejos del buque hasta 
que llegan á manos del destinatario. 

¥ Que no habiendo las partes llegado á ponerse de acuerdo 
por acto privado constatado en forma legal, respecto al recono- 
cimiento de la pérdida, es inadmisible la prueba testifical y 
las gestiones particulares, y aún las manifestaciones atribui- 
das al dependiente de la Agencia demandada, así como los pa- 
sos que se dice dados por este, para encontrar el bulto perdido, 
no pueden apreciarse bajo otro uspeoto que como actos oficio- 
sos, pero de ninguna manera susceptibles de crear un vínculo 
jurídico tendente á suprimir el trámite del reconocimiento ju- 
dicial reputado de todo punto esencial é indispensable para 
conservar el derecho de accionar en juicio en ausencia de con- 
vención en contrario. 

5° Que además, y admitiendo por via de hipúbcsU, la respon- 
sabilidad de la compañía demandada, según la cláusula tercera 
del conocimiento presentado, que es ley para los contrayentes, 
en caso de pérdidas de mercaderías, solo estaba obligado á pa- 
gar el valor intrínseco de ellas, esto es el precio de costo, ain 
daños ni perjuicios, de modo que el actor en ningún caso ten- 
dría derecho & cobrar los precios corrientes de esta plaza ni los 
perjuicios relativos á su comercio, no habiendo justificado á 
este respecto la autenticidad de la factura acompañada á foja... 
en cuyo caso debe prevalecer su propia manifestación, hecha 
ante la Aduana, la cual solo atribuye un valor de treinta y 
cinco pesos á los tres bultos numerados 400 á 402 entre los 
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que figura el perdido, que debe suponerse aproximado á 1» ver- 
dad, puesto que esa repartición tiene el derecho de quedarse con 
la mercadería por ese aforo, abonando un diez por ciento más 
de utilidad. 

Por estos fundamentos: fallo absolviendo a la compañía 
« Chargeurs Réunis » de la demanda de foja 17 con costas al 
actor. 

Repónganse las fojas, y notifíquese con el original. 

Virgilio M. Tedin. 

El demandante apelo* y se le concedió el recurso libremente. 

Espresando agrarios ante la Suprema Corte pidió Ja revoca- 
ción de la sentencia. 

Dijo: Qne el artículo 1246 del Código Civil era inaplicable 
en este caso; porque él se refiere á daños, robos ó disminución 
de mercaderías dentro de bultos cerrados, mientras que en este 
caso se trata de la faltn de un bulto entero, y en que no puedo 
hacerse reconocimiento alguno desde que los interesados están 
conformes en que falta ; 

Que no es posible practicar reconocimientos en una carga 
qne no eiiste absolutamente ; 

Que tan es así, que los plazos del artículo 1246 no se sabría 
cómo aplicarlos en este caso, desde que ese artículo habla de la 
entrega que no ha tenido lugar; 

Que además, el reconocimiento de la falta por parte de Chria- 
tophersen así como el error del manifiesto que invoca la sen- 
tencia, resultan de autos ; y en todo caso, Galli no ha podido 
ser condenado en costas, porque no ha sido litigante teme- 
rario . 

Corrido traslado, lo contestó el representante del demandado 
pidiendo la confirmación con costas de la sentencia apelada. 



fUAM H LA SUMUHA COATE 



Díjo : Que el actor no había pedido el reconocimiento esta- 
blecido por el artículo 1Í46 Código Civil á pesar de saber que 
el bulto ettá en la Ad daña; 

Que aún suponiéndooste no lo sepa, no tiene una acción eter- 
na i imprescriptible para ejercer su derecho; 

Que ta Suprema Corte en numerosos fallos ha resuelto que 
sin la preña pericia judicial solicitada dentro del término del* 
artículo 1246 del Código Civil, no hay logar á reclamación al- 
guna (XIV, pág. 10 ; X, pág. 12 ; XIII, pág. 191; XXIII, pág. 
«); 

Que lo dispuesto por el artículo es aplicable ¿ este caso, por- 
que desde que el bulto, terminada la descarga, no parecía, de- 
bió solicitarse en tiempo la pericia para hacer constar la falta, 
su causa j el monto (XII, pág. 386; XXI, pág. 108) ; 

Que las consideraciones de la expresión de agrarios no tie- 
nen fuerza alguna si se tVse presente que el término de 48 
horas fijado por el artículo 1446 empieza á correr, no desdo Ja 
entrega, sino desde la descarga ; y vencido ese plazo el mismo 
artículo niega todo derecho á reclamo ; 

Qne estando el bulto en la aduana, se ve que se trata de un 
cato sencillo j común de reclamación de averías ; en que, si el 
consignatario de él hubiera cumplido con lo mandado por el ar- 
tículo 64 de las Ordenanzas de Aduana, inspeccionando su es- 
tado por si mismo o por sus dependientes, habría podido hacer 
constar en tiempo su estado por medio de la pericia que pres- 
cribe ta lej; 

Que la diferencia enorme entre lo qne se cobra y lo que se 
manifestó á la Aduana, demuestra la temeridad del deman- 
dante. 
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Buenos Aires, Julio 17 de 1890. 

Vistos : Habiéndose reconocido cspl hitamente por el deman- 
dado en las posiciones de foja veinte y nueve, la falta ó pérdida 
del bulto á que estos autos se refieren, quedando en consecuen- 
cia, reducida la cuestión al valor de las mercaderías en él con- 
tenidas, respecto de curo punto no existe prueba .bastante en 
autos i se declara que el demandado está obligado al abono del 
valor del bulto precitado, si no hubiese aparecido aún, el cual 
será fijado proporcional mente por el juramento del demandan- 
te, dentro de la suma del aforo de la Aduana, corriente á foja 
cincuenta y seis ; dejándose revocada en consecuencia, la sen- 
tencia apela de foja ochenta y siete. Repuestos los sellos de- 
vuélvanse. 
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CAUSA CX 



Don Angel Gardeita, contra Don Santiágo Allende; por 
cobro de tanchage. 



Sumario. — I o Los dueños de la carga están obligados á pa- 
gar el lanohage de ella á lo» lancheros que, según el conocimien- 
to, ha podido designar el capitán, máxime cuando han reclama- 
do á estos por faltas, 6 le han dado órdenes directas respecto de 
la carga. 

*> En defecto de convenio sobre el precio del lancbage, se 
debe el corriente de plaza, que se rige por la tarifa vigente. 



Como. — Don Angel Gardella, se presentó ante el Juzgado Fe- 
deral de la Capital, esponieodo : que Don Santiago Allende le 
debe la soma de 277 pesos moneda nacional con 16 centavos, 
por lanchages de varias partidas de mosáieos venidas por los 
vaporea Georgianj Dioliba y descargadas en el muelle de 
Catalinas, como lo demaestra ta cuenta que presenta . 

Qn« Allende se negó al principio á abonar la referida cuenta 
alegando que los precios cargados eran exagerados j que las 
mercancías estaban sujetas á pagar el lancbage en la misma 
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forma en que se ha pagado el flete de Europa aquí, es decir, 
puT pipas y no como determina la tarifa de tanohages de Marzo 
de 1884, defiriendo el pago hasta la terminación de una de- 
manda que tenía pendiente con los señores Ortelli y Compa- 
ñía. 

Que esta demanda fné fallada en sentido contrario á las pre- 
tensiones de Allende y había llegado así el caao de que le paga- 
ra de conformidad á lo establecido por el fallo que se había 
espedido. 

Que Allende, faltando a lo prometido, se ha negado á pagar 
el lanchage con nuevos protestos. 

Que en la misma situación respecto de Allende, se encuen- 
tran otros lancheros, aprovechando así aquel, las sumas que re- 
tiene en su poder. 

Pidió que se condenara á Allende al pago de la cantidad 
mencionada, con intereses y costas. 

Presentó el astor la cuenta, cuyo importe demanda, arregla- 
da según el peso de la mero .dcría ; y tres conocimientos refe- 
rentes á los mosáicos desembarcados. 

Conferido traslado y después de terminado un incidente sobre 
eacepciones dilatorias, contestó la demanda Don Mariano Chi- 
nestrat por Don Santiago Allende, pidiendo su rechazo con 
costas. 

Dijo: que Gardella carecía de acción para demandar á Allen- 
de, pues este no había contratado con aquel. 

Que ignora ai Gardella ha realizado los actos que afirma y 
solo reconoce existir relaciones de derecho entre el dueño ó con- 
signatario del buque fletado y Allende . 

Que la descarga se había realizado por el consignatario ó ca- 
pitán, por cuenta del buque, de acuerdo con el contrato de fle- 
tamento y nada tiene que ver Allende con los terceros que aque- 
llos ocuparon, si es que en este número se halla el deman- 
dante. 
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Que suponiendo que Oirdella tuviera acción directa contra 
Allende, este no puede pasar por to que aquel quiera cobrar, 
imponiendo ana tarifa que se dice acordada por una logh de 
lancheros qne conspiran contra el interés del comercio, consul- 
tando solamente iu provecho propio. 

Que defendiendo derechos colectivos, Atiende no pnede acep- 
tar esa tarifa, qne en parte modifica la costumbre comercial del 
pala. 

Qne Allende ha pagado 7 paga el lanchage á razón de pipas y 
no por peso y esto último es lo qne pretende Gardella. 

Que en todo caso, la forma de resolver el pnnto de la retribu- 
ción» serfa el arbi trago que la ley señala para los casos da loca- 
ción de servicios, pues en definitiva no importaría otra cosa, lo 
que motivaría la acción que desconoce . 



Memorándum 

Buenas Aires, Mayo 23 de 1885. 
Sr. 0. A. Gardella y C é (Lanchero). 

Mu; señor mío: 

Tengo el honor de poner á conocimiento de Vd. qne col 
vapor franse Oergovia, i venido á mi consignación 69 barriles 
y 495 estivas mosaicos, de la cuale faltan 2 barriles y 2 esti- 
vas, 

El agente del vapor dice que la entrega al lanchero, se ha 
hecho de conformidad al «molimiento ; por lo consiguiente la 
cantidad que falta quedan & su cargo. 
De Vd.S. A. 8. 8. 

por S. Allende 
Ckmestrat, 
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Memorándum 

Buenos Aires, Mayo 39 de 1685. 

Sr. D. A . Gardella (Lanchero). 
Muy señor mío : 

Tengo el honor deponer & conocimiento de Vd. que col vapor 
transe Dealisbah i venido á mí consignaron Lo siguiente : 

Marca S. A. * El Cid» 135 pipas vino 

* * » 16 Vt * 

» * » 31 V* * 

* F. C. P. N* 1 y %,., 26 barriles mosaico* 
» S. A. s/r 174 

Por lo consiguiente pondrá todos estos cargos á despacho di- 
retto. La marca F. G. P. tiene que 3er todos juntos en una lan- 
cha y puesto al muelle Catalinas para ser trasbordados á dentro 
dos wagones del forro-Carril Oeste» como Vd, podrá también 
bajar la dicha carga por las Catalinas. 
De Vd. S. A. S. 

por S. Allende 

Chitmtrat. 

Mto del Smmm Federal 

Buenos Aires, Abril 20 de 1888. 

Y vistos: para dictar sentencia, estos autos promovidos por 
Don Angel Gardella, contra Don Santiago Allende, por cobro 
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de la cantidad deoWenfoí setenta y siete pesos moneda na- 
cional con diez y seis centavos, que espresa la cuenta de foja i , 
procedente de lanebaj es. 

Resulta: i* Que el demandante Gardella efectuó la descar- 
ga por medio de sus lanchas, devanas partidas de mosaico veni- 
das por los vapores Dioiibah y Georgian á la consignación del 
demandado, cnmptiendo órdenes de sus agentes, los señores 
B. Mau rices y C", y fundado en este hecho se presenta cobrán- 
dole la suma arriba espresada, conforme á la tarifa vigente, con 
sus intereses monitorios y las costas del juicio que Je obliga á 
seguir con su resistencia inmotivada á reconocer y abonarla 
particularmente su crédito . 

2* Que Allendesostiene por su parle, no baber realizado con- 
trato alguno con Gardella, no teniendo vínculos jurídicos origi- 
nados por el trasporte y descarga de las mercaderías venidas á 
sn consignación, siuó con los representantes legales de los bu- 
ques fletados, quienes habían realizado la descarga por cuenta 
del buque, de acuerdo con el contrato de fletamento, no tenien- 
do nada que ver con las personas á quienes estos hayan ocupa- 
do para realizar dichas operaciones; que suponiendo tuviere 
acción directa contra él, no podía pasar por lo que quisiera co- 
brarle, imponiéndole una tarifa acordada por una logia de lan- 
cheros que conspiran contra el interés del comercio, y que en 
parte modifica la costumbre comercial del país, pues él habla 
pagado 4 razón de pipas y no por peso como lo pretendíaGarde- 
II ; y que en todo caso la forma de resolver el punto, sería el 
arbitraje que la ley señalaba para la locación de servicios. 

3 o Que recibida la causa a prueba para que se justifique la 
relación jurídica del actor y demandado, y que el precio cobra- 
do por lanchaje es el corriente en plaza, se ha prodocido por 
ambas partes lo que indica el certificado corriente á foja i . 

Y considerando: I o Que el hecho capital en que se funda la 
acción de haber el demandante efectuado la descarga en sus lan- 
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chas, no ha sido categóricamente negado, limitándose el deman- 
dado á decir que no le consta, lo que en cierto modo es una con- 
testación evasiva, pues do podría ignorarlo según las prácticas 
comerciales, como no lo ignoraba según se ba comprobado ple- 
namente por los documentos de fojas 48 y 49, emanados de la 
casa de Allende, debidamente reconocidos en el juicio. 

2* Que sfgun la cláusula 3" de los conocimientos presentados 
por el actor, los cuales reglan las relaciones entre fletante y 
fletador A falta de póliza de Hetamento, conforme á los artículos 
1102 j 1 193 del Código de Comercio, la descarga de las merca- 
dería* venidas en los vapores antes mencionados, debía sor efec- 
tuada por el capitán (ú sus agentes), pero de cuenta y riesgo de 
las mismas, lo que según ia inteligencia que le dan las partes y 
i-l uso comercial, significa que el capitán ■ ■ s t : i autorizado para 
designar el lanchero que ha de efectuar dicha operación, de- 
biendo pagarlo el dueño ú consignatario de la carga. 

3 a Que siendo el trasporte de las mercaderías en lauchas 
hasta su descarga en el muelle ó depósitos fiscales, un acto com- 
pletamente [independiente y distinto del trasporte marítimo en 
el buque mayor, y no un meTo accidente de este, comprendién- 
dose propiamente dos contrato* en el Hetamento, como lo ha 
juzgado la Corte de casación francesa cuando a una compañía 
de trasportes por tierra y mar, se han confiado mercaderías 
para ser trasportadas ¡i un puerto y de allí & ultramar ó vice- 
versa, del puerto al interior por agua ó tierra (v. Kogron, Cód. 
deCom., pág. 735), la cláusula referida puede considerarse 
como un mandato conferido al capitán pura efectuar la descarga 
por cuenta de los dueños ó consignatarios de la carga (art. 299, 
del Cód. de Com.), de donde nace una acción A favor del lanche- 
ro para cobrar directamente lo que se le debiere por razón del 
lanchaje, atento lo dispuesto enel artículo 308 de! Código ci- 
tado. 

4" Que además, considerado el lanchaje en las condiciones es- 
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preaadas, los efectos porteados estaban especialmente afectados 
al pago de fletes, gastos y derechos cansados en la conducción, 
cayo privilegio se trasmite de un porteador á otro hasta el últi- 
mo que baga la entrega de los efectos en el cual recaen todas las 
acciones de los que le han precedido en el trasporte, según el 
artículo 186 de! Código citado, de donde se sigue que el lanche- 
ro que haec entrega de la mercadería, puede cobrar el flete de 
sus lanchas aunque no haya mediado contrato directo con el 
cargador ó consignatario, en virtud del privilegio que grava la 
carga, habiéndolo reconocido así el mismo Allende, en el hecho 
de reclamar á los lancheros las faltas, y dar órdenes sobre el des- 
tino de las mercaderías, según lo comprueban los documentos de 
fojas 48 y 49, pues esto presupone relaciones jurídicas genera- 
doras de la obligación que se reclama. 

5 o Que las posiciones absueltus por el representante del de- 
mandado á foja 52 vuelta, los testimonios de fojas 54, 55 y 6), 
presentados por el 'demandante, y aún los de los testigos de 
aquel (f. \ÍZ vta.),demuestran que la práctica y uso comercial 
de esta plaza, os que los dueños 6 consignatarios de cargase 
entiendan directamente con los lancheros en lo referente al pago 
de lanchajes, conformándose á los principio? establecidos en 
los precedentes considerandos, porque de otra manera se verían 
sériamente comprometidas las operaciones del comercio, dado el 
privilegio del lanchero para embargar la mercadería hasta el 
pago de sos fletes por quien resaltase obligado, según las diver- 
sas fórmulas de conocimientos. 

Que no habiendo precedido convenio respecto al precio del 
lanchaje, debe suponerse que las partes han entendido referir- 
se al que es de uso corriente en plaza, el cual segnn la práctica 
general del comercio, comprobada por los testimonios que obran 
en antos, y la jurisprudencia de los tribunales de la Xacion, se 
rige por la tarifa de lanchajes corriente ú foja. . . i la cual está 
estrictamente conforme la cuenta de foja I , 
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Por estos fundamentos, fallo: condenando á Don Santiago 
Allende, al pago de la sama demandada en el término de diez 
días con sus intereses moratorios según la tasa de Jos Bancos 
públicos, debiendo pagarse las costas en el orden causado. 

Notifíquese con el original. 

Virgilio M. Tedin. 

Fallo de I* Suprema Corle 

nueuos Aires, Julio 17 do 1890. 

Vistos: Por lo que resulta de los documentos de fojas cua- 
renta y ocbo y cuarenta y nueve, y los fundamentos consigna- 
dos á su respecto en la sentencia apelada de foja ciento cincuen- 
ta j sití°. que demuestran lns relaciones directas de derecho 
que existen en este caso entre demandante y demandado, cual- 
quiera qae sea la solución que en principio corresponda á las 
demás cuestiones suscitadas sobre este punto por el último; y 
atentas las consideraciones aducidas en la sentencia precitada 
relativamente al valor del lanchaje que se demanda : se con- 
firma con costas dicha sentencia; y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN VICTO RICA. — FEDERICO 
IBARúCBEN. — C. S. DELA TORRE. 
AREL BAZAN. 
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CAUSA CXI 



Guillermo Martines y & contra IK 0. do Martrin Bonos, 
agente de ta compañía de naveyaeion itettsagcrias Maríti- 
mas ; por cobro de averias. 



Sumario. —Comprobada llovería j disminución de la carga 
y su importe, por medio déla pericia correspondiente, sin haber- 
se demostrado en contra que provenga de vicio propio 6 de fuer- 
za mayor, el capitán ó su representante está obligado al pago 
de dicho importe, siendo de ningún valor la cláusula que lo exi- 
me de responsabilidad á su respecto. 



Cojo. — Los señores Guillermo Martínez y C", se presentaron 
ante el Juzgado Federal de la Capital, aponiendo: 

Qne por el vapor Matapan de las e Mensageriaa Marítimas », 
llegaron á su consignación Us mercaderías que eBpresa el co- 
nocimiento que corre en los autos que siguieron contra la 
agencia sobre reconocimiento pericial, esto es, un cajón de ci- 
garros habanos. 

Que en dicho espediente solicitaron en tiempo y forma la pe- 
ricia, de la qne resultó, verificado el estertor del cajón y á sim- 
ple vista, haber sido mojado y abierto, pues hasta las precintas 
de fierro en las cabeceras del cajón estaban oiidadas. 
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Qne ana vez abierto el bulto, las primeras cajas de cigarros 
denotaban averías, desprendidas como aparecían en cada caja 
las viñetas que ¡as adornaban. 

Que los peritos calcularon el desmérito por las averías en un 
30 ü / o , que, según los valores y cantidades, representan la suma 
de 740 pesos moneda nacional con 10 centesimos. 

Que además existe tina falta de una cantidad de cajas cuyo 
valor estimaron los peritos en 162 pesos moneda nacional con 50 
centesimos. 

Que así, el daño por las 1I03 causas expresadas, asciende á 902 
pesos coi. GO centesimos. 

Que según Jos artículos 1066 y 1067 del Código de Comercio, 
el capitán responde por todos los daños ocasionados por su im- 
pericia, negligencia ó intidelidad y de todos ¡os que no proven- 
gan de vicio propio de la cosa, fuerza mayor ó culpa del carga- 
dor, incluyéndose los hurtos cometidos ú bordo; y según el ar- 
ticulo 1071, no puede ni debe cargar efectos cuya avería merma 
ó mal estado de acondicionamiento sea visible, sin hacer de 
ello mención en los conocimientos; siendo en caso contrario la 
presunción legal desfavorable á los cargadores, y á cargo del 
capitán la prueba de todas las excepciones que alegare, en este 
caso como en todos. 

Que según el artículo 1076, el capitán ea considerado como 
depositario de la carga, y como tal, obligado i Ja guarda, buen 
arrumaje y conservación de ella, como á su fiel y pronta entrega. 

Que finalmente, según los artículos 1070 y H83, buque y fle- 
te responden por Jas faltas del capitán é individuos de la tri- 
pulación, lo que ligitima toda acción contra los ¿r madores, 
agentes y demás representa .tes del buque; debiendo contarse 
entre esas faltas, el dolo, culpa grave á él equiparada por la 
jurisprudencia (Serie 8$ tomo 3% pagina 00) y la baratería, 
no dispensables por contrato alguno. 
Que por lo espuesto, entablaban demanda contra D. 0. de 



rjJXM DE LA SUPREMA CORTE 



Martrin Donos agente de ta empresa, por la sama de 903 pe- 
los moneda nacional con 60 centesimos, intereses j costa*. 

Corrido traslado de esta demanda, la contestó de Mar tria 
Donos, pidiendo su rechazo con costas. Dijo: que la demanda 
ae fundaba principalmente en el reconocimiento pericial que se 
había verificado judicialmente sin su intervención. 

Que el informe pericial no ofrece base alguna á la demanda, 
pues se reduce á declarar que los cigarros estaban averiados y á 
consignarla falta existente, justificando el valor de la mercancía 
y el deterioro sufrido, sin averiguar de donde provenían dichos 
perjuicios. 

Que no sostiene ni niega la existencia de la falta y la avería, 
pero afirma que de ellas no es responsable el vapor. 

Que los casos en que e¿te responde, estiin determinados por 
los artículos 1066 y 1067, Código Comercio ; pero no en este eu 
que la avería proviene de fuerza mayor. 

Que una vetque llegó áeste puerto, ol comandante del vapor 
hizo su correspondiente declaración de avería, lo que lo pone 
á cubierto de cualquier cargo. 

Que los peritos han debido informar al Juzgado, con arreglo 
á su conocimiento y á la investigación que hicieron de donde 
provenía la avería ; y de este modo habrían declarado que ella 
era causada por accidentes de mar. 

Que hecha como ha sido, la pericia es deficiente y nula, por 
no abrazar todos los objetos para que fué decretada. 

Que el conocimiento presentado por el actor al pedir el exa- 
men pericial, obliga al fletante y fletador, quienes deben respe- 
tar bus clausulas • 

Que al reverso de dicho conocimiento, se encuentra el artículo 
3 a , cuya traducción pide se ordeuey por el cual se exonera al 
capitán ó á la compañía de toda responsabilidad. 

Que entre las enunciaciones de ese artículo, se espresa lo si- 
guiente: 
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i El capitán y la compañía no serán responsables de loa ries- 
gos y accidentes de mar, arrestos y detenciones de gobiernos, 
hecho, de guerra ó detenciones militares, piraterías y robos á 
mano armada, sobre tierra y mar, ni de ninguna de sus conse- 
cuencias, del abordaje, del fuego en tierra ó en los depósitos ó a 
bordo de las lanchas, do pérdidas ó averías ocasionadas por inci- 
dentes en las máquinas ó en las calderas por losescapes de vapor, 
la lluvia Ó ¡os escapes de aguas, por perjuicios ocasionados por las 
ratas ó la polilla; de la humedad, nubosidad do agua dulce ó 
de mar en las bodegas nido las averías que resulten del con- 
tacto ó la evaporación de otras mercancías, ó de ta presión de 
estiva». 

Qu.' así, si la pericia hubiera averiguado el origen de la ave- 
ría, uo Si* hit brí l iniciado este juicio. 

Que en cuanto á la misma avería interior, el capitán no es 
responsable de ella, pues según el conocimiento, ignoraba el con- 
tenido de los bultos, y no podía saber si las cajas estaban ó no 
avt-riadas citando se embarcaron. 

Que la falta puede provenir de diversas causas no imputables 
al capitán, como ser malos tratamientos en los depósito* fisca- 
les, sustracciones ú otras, previstas en el citado artículo 3» del 
conocimiento. 



rallo del Jim Federal 

BuetKM Aires, Julio 'J 4n 1888. 

Y vistos estos autos promovidos por los señores Guillermo 
Martínez y ©¡ contra I). O. de Martrin Dnnos. como agente de ta 
compañía de transportes denominada * -U.imgerfas Marítimas», 
par cobro de la cantidad de 902 pesos moneda nacional c«m 7¿ 
centavos, procedente de averías. 

Resulta: 1" Que por el vapor francés itatapan, pertenecien- 
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te i la espresada compañía, vino á la consignación de los de- 
mandantes, bajo las condiciones que espresa el conocimiento de 
foja 1 del espediente agregado, un cajón conteniendo cigarros 
habanos* y á su llegada á este puerto, pidieron aquellos sn re- 
conocimiento pericial, temiendo que tuviese aterías. 

2° Que ordenada la pericia por el Juzgado, el representante 
entonces dula compañía demandaba, se negó & tomar parteen 
ella, sin dar razón alguna, y practicada en su rebeldía por los 
peritos nombrados al efecto, presentaron el informe corriente á 
foja 7 del citado espediente, mani restando que el cajón presen- 
taba esteriormente señales de haber sido mojado y abierto, y 
$o contenido tenía averías y Tillas que estimaban en 740 pesos 
con 10 centesimos tas primeras, por desmérito de la mercade- 
ría; y en 162 pesos con 50 centavos las segundas, importe de 
15 cajas de cigarros laltnntes ¡il precio corriente, cuya opera- 
ción se hizo saber á los interesados y no fué observada. 

3* Que fundado en estos antecedentes, se presentaron los 
señores Martínez y O demandando al agente del vapor Matapau 
por el importe total de la avería, á lo que se opone el demanda- 
do, alegando en su defensa : que el reconocimiento pericial prac- 
ticadosin su intervención, st? reduce simplemeute á declarar que 
los cigarros estaban averiados y á constatar la falta existente, 
justipreciando su valor, sin entrar á averiguar de donde proce- 
dían estos perjuicios ; que sin negar y aíirmar la existencia de 
la falta y avería, podía afirmar que de ello no era responsable 
el capitán del buque, pues provenía de fuerza mayor, habiendo 
hecho en el acto que llegó á este puerti, su correspondiente de- 
claración de avería, lo que le pone á cubierto de cualquier cargo 
que pudiera hacérsele; que además, por la cláusula 3* del co- 
nocimU uto presentado, se le exonera al capitán ó á la compañía 
de toda responsabilidad en los casos que la misma enumera, 
entre los cuales considera comprendida la de que se trata. 

4" Que recibida la causa á prueba por auto de foja 12, para 




DE JUSTICIA NACIONAL 53 

que se justifique que la avería provéala de accidentes de mar, 
se ha producido por el demandado el informe de la Aduana, de 
foja 16 vuelta y 17 vuelta, donde se constata que el capitán de- 
claró ante dicha repartición, que habiendo sufrido mal tiempo 
creía tener averías en su cargamento, y que el peso del cajón A 
su entrada en los depósitos era de 247 kilos y 900 gramos, y por 
parte del actor, las posiciones de foja..., absueltaspor D. Mar- 
trin Üonos. 

Y cortsi dentudo: i» Que los demandantes han comprobado en 
la forma que determina el artículo 1246 del Código de Comercio» 
la existencia de avería y disminución en la mercadería venida á 
su consignación y su importe, estimado pericialmente en la suma 
reclamada contra el cual no se ba hecho observación alguna por 
el demandado. 

2 o Que la prueba producida por el representante del capitán 
no bastía para justificar sus defensas, no solamente porque no 
es ante la Aduana, donde debe hacerse la manifestación de ave- 
rías, sinó también porque laque hizo ante dicha repartición es 
completamente deficiente, pues se limitó á declarar que creía 
tenerlas en su cargamento, a causa de malos tiempos, no ha- 
biéndola ratificado bajo juramento, c >n presentación de su dia- 
rio de navegación, como lo prescriben los artículos 1097 y 1099 
del Código de Comercio. 

3 o Que esa circnnslaiiehi, en la hipótesis de ser cierta, bacía 
más imperiosa la obligación que le impone el artículo 1246 del 
Código de Comercio, de pedir el reconocimiento judicial de la 
carga como el medio más seguro y eficaz para constatar las 
averías y deslindar responsabilidades, según la procedencia do 
ellas, debiendo en caso contraria, soportar las consecuencias de 
su omisión. 

4" Que pnr otra parte, la legislación comercial de todos los 
países, al mismo tiempo que ha tenido en cuenta los grandes in- 
tereses comerciales, fijando las responsabilidades de Tos capita- 
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oes sobre los efectos con üados á so custodia, ha puesto en sus 
mismas manos los medios de justificar sus defensas, exigiéndoles 
la anotación en el diario de navegación, de todos los danos que 
acarrean al buqueó i la carga y sus causas (art. 1085 di! Cód. 
de Comercio), cuyos usientos Lacen fé en ausencia de prueba 
contraria, no habiendo sin embargo presentado ni hecho refe- 
rencia ¿ ellos en esta cuestión. 

5» Que ála omisión en que ha incurrido el capitán, di- esijir 
en tiempo oportuno el reconocimiento judicial de la carga , y de 
presentar los asientos del diario de navegación, que por sí s*da 
basta para autorizar la presunción deque no hun existido cau- 
sas de fuerza mayor é in imputables a id, productoras de las a ve- 
rías, agrégase que absolviendo posiciones el demandado ha ma- 
nifestado la creencia deque el cajón de que sel ruta salió intacto 
del vapor, por haber sido recibido por los lancheros sin obser- 
vación, lo que hace desaparecer el fundamento de su defensa. 

6 o Que no habiendo justificado el demandado que la avería y 
disminución en la mercadería provenga de vicio propio ó fuerza 
mayor, forzoso es atribuirla á actos de Ja gente de á bordo del 
buque ó de las lanchas, que la ley <inc. H, art. 1371) del 
Cód. de Comercio) clasifica de baratería. 

7 o Que no es exacto que la pericia que sirve de fundamento 
á esta demanda, se haya efectuado sin conocimiento de la em- 
presa, i quien debía afectarle, pues si bien es cierto que no in- 
tervino personalmente D. Martrin Donos, que se ha presentado 
en este juicio, como agente del vapor Ha tapan, so dió la inter- 
vención correspondiente á quien lo reemplazaba en su ausencia, 
quien ha consentido todos los procedimientos sin observación 
alguna como consta de autos. 

8" Que según el urtículo i087 del Código de Comercio, el ca- 
pitán responde de los daños que sufra la carga con tal que no 
proceda de vicio propio, fuerza mayor ó culpa del cargador, in- 
cluyéndose los hurtos y cualesquiera daños cometidos á bordo 
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por individuos de la tripulación, de cuya responsabilidad no 
puede ser exceptuado por ninguna clausula convencional, que 
importa pactar soUre «1 dolo ó la culpa, porque cláusulas de es- 
ta naturaleza son de ningún valor, como contrarias al orden pú- 
blica y A los intereses comerciales que la ley ha entendí fio garan- 
tir. 

Por c^tos fundamentos fallo: condenando á D. O. de iMartrin 
Denos al pago de U suma demandada con sus intereses mora- 
torioa y las costas del juicio. 

Virgilio )f. Tedin. 

rail* de a ftupreat* € ©ríe 

Dueños Afires, Julio IT de 1890. 

Vistos: Por estos fundamentos, se cuntí rma con cortas la sen- 
tencia apelada de faja treinta y una vuelta, y repuestos loa se- 
llos de cuélvanse. 



BENJAMIN V1CTOIYICA. — FEDERICO 
IB ARGÜIREIS, — C. S. DE LA TORRE. 
A DEL RAZAN, 
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CAUNA CXII 



l). Agustín Méndez, contra D. Pairo M. Donaría; 
sobre desalojo 



Sumario, — i* YA juicio de desalojo ante los Tribunales Fe- 
derales no es sumario, y no eximo al Juez de pronunciarse sobre 
el pago de mejoras reclamado por reconvención. 

ífc» Alegado contra la demanda de desalojo el hecho de ia 
existencia de un contrato de locación nt> vencido aún, U om¡- 
¿ion del auto de prueba sobre esc hecho, vicia de nulidad la 
sentencia. 



Caso. — D, Lorenzo M. Cabrera, por I). Agustín Méndez, 
inició ante uno de los Juzgados de Faz de la Capital, demanda 
contra D. Pedro X. Domaría sobre desalojo de la casa de pro- 
piedad de Méndez, situada en la calle 25 uo Majo ir 331. 

El demandado, por ser él estrangero j argentino el deman- 
dante, declinó de jurisdicción y los tutos fueron pasados, cu 
consecuencia, al Juzgado Federal. 

Se convocó á las partes á juicio vorbal ; y este acto se realizó 
en 25 de Noviembre de 1889, insistiendo Méndez en su petición 
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de desalojo. La parte del demandado, espuso: que D. Agostiu 
Méndez do tenía acción para entablar la demanda, porque no 
es propietario de la casa j por no ser él coa quien se celebró el 
contrato de locación. 

Que fué D. Teófilo Méndez quien dio* en arrendamiento la 
finca á D. Miguel Kamayon, quien cedió el contrato a D, Pablo 
Bt-ri loque, por escritura otorgada ante el Escribano Barrenechea 
en 29 de Marzo de 1876, y quien la cedió á su vez á D. Pedro 
Domaría por escritura otorgada ante el Escribano Curballeda, 
en A de Noviembre de ese año. 

Que por carta de 29 de Aposto de 1870, dirijida á Di Pablo 
Berlloque por D. Teófilo Méndez, autorizó este o su hermano 
D. Agustin para cobrar lis alquileres, autorización privada que 
no basta para disponer de la finca en calidad de propietario. 

Que en el poder conferido por D. Agustín Méndez al Procu- 
rador Cabrera se invoca por aquel la calidad de propietario y de 
representante de sua hijos niuiiore*, y mientras esta doble 
calidad no conste en autos, no está obligado Domaría á litigar 
con D. Agustín Méndez. 

Que además existe contrato verbal de arrendamiento por el 
término de cinco años que principió Á correr desde Julio del año 
1886, habiéndose elevado desde entóneos el alquiler mensual á 
350 pesos moneda nacional. 

Que se autorizó á Domaría para hacer mejoras y edificar eu 
la linca, obligándose el propietario á pagar el valor d<» lo edifi- 
cado y de las mejoras, antes de esijir el desalojo. 

Que confiado Demaría en que ese contrato verbal serla res- 
petado, ha edificado y hecho mejoras, habiendo presenciado no 
solamente D. Agustín Méndez sínó también su hermano D, 
Teófilo Méndez. 

Que Domaría ha mejorado la linea edificando en ella 22 habi- 
taeiuue* de madera, fierro y Uja ; en ouya construcción ae 
empleó siete meses sin gozar de la finca, teniendo que e*tar á 
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causa de ello dcsocopada la mayor parte, A pesar de lo cual 
pagó siempre puntualmente los alquileres. 

Que ba pagado el desagotamieuto de letrina), y sumideros, 
así como la esca vacien de nuevos pozos por haberse inutilizado 
los antiguos. 

Que Demaría ba pagado por rebajar ta rereda de la calle 25 
de Majo, 330 pe^os moneda nacional, y también pesos 45.50 por 
el cordón de la misma. 

Que ba pagado 250 pesos moneda nacional por contribución 
directa correspondiente al ano (8*8 y 217 p.sos 75 centavo* 
por el ensanche y rebaja de Ja vereda del Paseo de Julio. 

Que estas cantidades suman (052 pesos moneda nacional que 
dvbe el propietario de la linea á Demaría, además del importe 
de lo edificado y de las mejoras. 

Que en consecuencia, deduce reconvención para que el propie- 
tario de la linca, ya sea D. Agustín Méndez y sus hijos ó ya sea 
D. Teófilo Méndez, papuen á Demaría el valor de las 22 habi- 
taciones j de las demás mejoras, debiendo ser apreciadas por 
peritos que oportunamente se nombrarán ; y pague además 
1052 pesos moneda nacional. 

Que Demaría no debe alquileres, pues ellos han sido deposi- 
tados. 

Que no puede mandarse el desalojo aún en la hipótesis de 
que no hubiera contrato, mientras no se pague á Demaría el 
valor de lo que ha edificado y las mejoras, así como de lo demás 
que ha gastado en utilidad del propietario. 

Que las mejoras no solo han sido útiles, sino autorizadas por 
el propietario. 

Que debe aplicarse el artículo 4539, inciso 4% del Código 
Civil, según el cual el propietario ha de pagar las mejoras 
útiles cuando sin culpa del locatario se resuelve el contrato ; y 
en la hipótesis de que no lo hubiera, sería aplicable el inciso 6' 
de ese artículo, según el cual deben pagarse si la locación fuese 
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por tiempo indeterminado, si lo autorizó para bagarías y el 
locador exije la restitución de la finca. 

Que aunque el lacador no estuviese obligado A pagar las me- 
joras, no puede quedarse ton ellas sin pagarlas y debería per- 
milirse á Domaría que so llorara sus materiales, pues nadie 
puede enriquecei se con bien aveno ? aún al poseedor de mala 
fé concede el artículo 2341 del Código CitíI repetir las mejoras 
útiles ó llevarse las voluntarias. 

Que deduce también la esoepeion de retener la cosa, invocando 
el artículo 1547 del Código Civil, que dispone que en los caaos 
del artículo 1539, tiene el locatario el derecho de retener la cosa 
arrendada, hasta que sea pagado el valor de las mejoras y 
gastos. 

Que igual derecho concede el artículo 3040, Código Civil, 

Pidió que no se hiciera lugar al desalojo y se condenara a D. 
Agustín Méndez, si fuese el propietario, al pafi"> dn las mejoras 
y gastos espresndos. 

El demandante espuso : que aunque en realidad D. Agustín 
Méndez es el único propietario de la casa, no es procedente la 
objeción que se hace á este respecto, por cuanto no se requiere 
*ft calidad de propietario para ser locador, pues el poseedor 
puede alquilar la cosa poseida. 

Que el mismo demandado ha reconocido el carácter de propie- 
tario en D. Agustín Méndez comu lo demuestran los depósitos 
por alquileres hechos en el Banco Nacional. 

Que Kanmyon fué locatario con contrato de D. Teófilo Mén- 
dez, anterior propietario de la linca, contrato que se celebró en 
1872, de suerte que aún siendo Domaría cesionario de Kamayon 
y aún suponiendo el contrato por el máximum de 10 años, haría 
mucho tiempo que había vencido. 

Que lo relativo á las mejoras debe ventilarse en juicio par 
separado, y desde ahora se hace responsable con sus bienes 
por las resultas de ese juicio, 
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Que ignora si las mejoras se han hecho, y caso de haberse 
practicado serían mejoras voluntarias y de las cuales habría 
aprofechado el demandado. 

Pidióque se ordenara el desabijo dentro dediez dias por falta 
de pago de mas de dos mensualidades, pues los depósitos hecbos 
lo han sido después de la demanda. 

£1 demandado agregó: Que de lo espuesto por el actor, resul- 
taba : I 4 que no niega que hizo convenio verbal de locación por 
cinco anos con Demuría, con aprobación del propieturio IX 
Teófilo Méndez; 2* que este fui el propietario, y de consiguiente 
D. Agustín Méndez está obligado ti acreditar el título que pos- 
teriormente haya adquirido; 3 o que no se niega haya efectuado 
Domaría las mejoras reclamadas y de consiguiente es aplicable 
el artículo 1547 del Código Civil; 4" que existiendo esas mejoras 
como se probará dentro del termino de prueba, es claro que <*n 
este mismo juicio debe tratarse de todo, porque el artículo cita- 
do, qut- ustá en el capítulo de la locación, niega el derecho do 
pedir el desalojo al poseedor ó propietario y concede al locatario 
el derecho de retener, es decir, el derecho de. no desalojar ; 5° 
que los alquileres se han consignado oportunamente, siendo 
siempre oportuna la consignación no habiendo ido el locador ;í 
cobrar en casa del locatario, mientras no se incurra en mora 
después de una interpelación judicial; y 6 a que Dentaría no 
pretende hacer valer la cesión de) contrato de Kamayon, sinó 
que lo ha mencionado solamente como un antecedente respecto 
al modo cúmo entró Dentaría á ocupar la casa, siendo el contra- 
to que invoca el verbal convenido por cint o años. 

£) demandado presentó en el juicio verbal cinco recibos á 
cuenta de trabajos de albañil, importantes todos 547 pesos 65 
centavos ; cinco recibos importantes 268 pesos, por desagota- 
miento de letrinas. 

fna carta fecha Agosto 20 de 1876, firmada T. Méndez, en 
que se dice d D. Pablo Berlloque, que en adelante se entienda 
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con su hermano Agustín porloa alquileres de lt cusa, é quien 
pertenece la mayar parte de dichos alquileres. 

La transferencia por escritura pública del contrato hecho 
entre Ü. Teófilo Méndez y D. Miguel Ramayon á favor de D, 
Pablo tíerlloqiie. El contrato trasferido fuó celebrado por seis 
años, contados desde el !• de Diciembre de 1874. Al margen de 
la escritura do cesión hay una nota que espresa que Bcrtluque 
trasGrió á bu vez el contrato a D. Pablo Domaría. 

Después del juicio verbal, el Juez mandó para mejor proveer 
que se presentaran los títulos de propiedad de la casa de que se 
trata, y que concurrieran en seguida las partes ajuicio verbal. 

En consecuencia ü. Agustín Méndez presentó los título» 
en los que aparece que ™ 2 de Mayo de 4885, compró á D* Cris- 
tina Méndez de Walter la propiedad. 

En un nuevo juicio verbal, se les hizo saber á las partes que 
el objeto del acto era haceTles presente la oxihibicion de los tí- 
tulos, veriücada por 1). Agustín Méndez. El demandado espuso: 
Que en vista de los títulos, no tenía inconveniente en aceptar 
romo legítima la intervención de aquel ; pero que quedaban sub- 
sistentes los argumentos que había hedió valer anterior- 
mente. 

El actor expuso: Que se ratificaba en lo dicho en el otro juicio 
verbal y añadía como la a an i f estación simplemente de un acto 
del propietario, para los efectos consiguientes, que el inquilino 
Demaría estaba ya prevenido desde bace más de once meses, 
habiéndosele puesto una nota en el último recibo, que la casa, 
que había ganado 700 pesos mensuales, empezaba á ganar 1000 
pesos desde el 1" de Enero de 1890; que hacía igualmente cons- 
tar que es la voluntad del propietario, que la casa gane desde 
la fecha (Abril 19-90), 1500 pesos mensuales. 

Que nunca autorizó al inquilino para hacer mejoran y lejos de 
reconocerlas está dispuesto á obligarlo á que en caso de cambio 
vuelva la casa á sus condiciones primitivas. 
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El demandado replicó : Que no era tiempo ja de reformar la 
demanda, j que no aceptaba la protesta por los alquileres, 
haciendo presente que nunca el alquiler fué de 700 pesos sinó 
de 350; que no existía en el último recibo la nota que se había 
mencionado; que en cuanto á las mejoras, recibida que fuera 
la causa á prueba demostraría que habían sido autorizadas y pre- 
senciadas por Méndez , 



I «ti., Jue. Merai 

Haenos Aires, Sin reo 9 de lKÍÍO. 

Y vistas: estas actuaciones iniciad as por [). Agustín Méndez 
cuntra D. Peiro N. Demaría, por desalojo de la íinea calle 25 
de Mayo n« 331, traídas á e*te Juzgado, pur ta iníwmpeteatfa 
opuesta al Juzgado de Paz «le la Sección 1- en la cual fueron 
primeramente iniciadas tle la que resolta : 

Queeldemaudunte señor Méndez se presentó solicitando el 
desalojo de la casa mencionada y que, convocadas la* partes 
á juicio verbal, tuvo lugar el que c^rre en acta de foja... á 
foja... en el cual Méndez reprodujo la demanda formul ula ante 
el Juzgado de Paz, habiéndole replicado la parte contraria, 
oponiéndole la eset [.cion de falta de personería, por no ser 
propietario de la casa en cuestión; y por haber el contrato de 
arrendamiento que acompaña sido celebrado por otra persona 
que el reclamante, siendo D, Agustín Méndez simplemente na 
encargado del propietario para cobrar Jos alquileres . Agrega 
también que existe un contrato verbal de arrendamiento de la 
misma casa por el término de nuco años, que empezó en Julio 
de 188(5, pagando el alquiler mensual de 350 pasos, cuyo con- 
trato no está vencido aún. 

Qne, conüado el locatario en ese contrato verbal, había 
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efectuado diversa b mejoras en la casa y pagos de impuestos de 
la misma» por todo lo cual deducía reconvención, ja sea contra 
D. Agustín Méndez ó contra este y bus hijos; ó contra D. 
TeóQlo Méndez, para que le abonen el importe de dichos gastos, 
y que, en todo caso, no podía sur desalojado, aún en la hipótesis 
deque nu hubiera contrato, mientras no se le abone el importe 
de las mejoras practicadas, según las disposiciones del Código 
Civil, aplicables al caso y que rigen el derecho de retención, 

Y considerando : i" Que en rirtud de la diligencia ordenada 
á foja 82 i o n el carácter de para mejor proveer, la parte de 
Méndez presentó el títuln de propiedad agregado á foja 84, ni 
que acredita que el demandante D. Agustín Méndez es el pro- 
pietario de la linea cuyo dibujo ne pide, pues esta escritura 
no lia sido tachada por la parte adve rsa, que el contrario en til 
juicio verbal de foja.,, aceptó expresamente la personería 
del demandante, reconociéndole su carácter de propietario que 
le había negado anteriormente, lo que elimina ¡i este punto del 
carácter de hecho controvertido. 

2* Que de los antecedentes de autos y de los documentos 
acompañad la, resulta comprobado que no existe contrato de 
arrendamiento entre Demaría y I). Agustín Méndez, pues el 
único que se ha acompañado, corriente á foja 03, no ha sido 
celebrado por este, sinó por Ü. Teólilo Méndez, siendo, por otra 
parte, de plazo vencido, como lo reconoce el mismo demandado, 
quien, en el juicio verbal de foja..., decluraque solo lo presenta 
como antecedente para esplicar la posesión que tiene de la 
cata. 

Es cíert-j que el demandado invoca la existencia de un con- 
trato verbal, pero, en primer Jugar, no manifiesta con quien 
celebró Ui- lio contrato y, por otra parte, este debe reputarse 
por no existente, en vista de haber sido negado por la parte de 
Méndez, siendo inútil la prueba sobre este punto, atento lo 
dispuesto por el artículo M03 del Código Civil, pues no so 
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inToo» principio de prueba por escrito, y el contrato esos de y 
con mucho el valor de doscientos pesos. 

Qne no existiendo contrato de arrendamiento, como se 
acaba de Tet, no existe el derecho de retención & guo se refiere 
el artículo 1547 del Código Civil, invocado por el demandado, 
el cual se aplica ú los casos en que existe un contrato que 
pudiera ser rescindido por culpa de una ú otra de las partes, y no 
cuando en anuencia de toda convención, cada parte es libre de 
terminarlo cuando mejor creyere conveniente; en este caso que- 
dan subsistentes los derechos de dominio del actor, que no 
pueden menoscabarse, invocando la existencia de mejoras nece- 
sarias ó útiles, que se pudieron haber hecho sin autorización 
espresa del dueño, las cuales deben ventilarse y ser apreciadas 
en juicio por separado, que uo admite el carácter sumario del 
desalojo entablado *-n este cuso, con prescindeucia de cual- 
quier otro. 

A a t¿ue si bien se lia alegado por la defensa la autorización 
dada por el dueño, esta ha sido negada por el artor, lo que 
resulta comprobado desde que este no ba sido tenido por dueño 
de la casa por el demandado, según espresa manifestación del 
mismo. 

5 o gue si bien no existe contrato de arrendamiento entre 
Demaría y Méndez, es evideute que el demandado entró á la 
casa tomo inquilino, en virtud del contrato ya vencido, y ha 
continuado pagando bis arrendamientos, lo que le coloca en las 
condiciones de inquilino sin término fijo, comprendido en el 
inciso 2 o del articulo 1U10 del Código Civil. 

Por estos fundamentos : se declara que 1), Pedro % Demaría 
debe desalojar la casa calle 25 de Mayo X' 1 331 en el término de 
cuarenta dias, contados desde la iWha de la notificación, que- 
dando á salvo sus acciones sobre mejoras y otros gastos, las que 
podrá deducir en el juicio correspondiente. Xotifíquesc original 

Andrés f 'garriza. 
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El demandado interpuso loa recursos de nulidad y apelación; 
J para fundar el primero dijo: que se había considerado j 
resoelto sin recibirse la cansa á prueba, la cuestión de ¡a Pa- 
tencia del contrato de arrendamiento, como si esto no pudiese 
tratarse en un juicio de desalojo si no so acompaña contrato 
escrito, cuando precisamente el juicio ordinari- ~¿ TÍ0 aie . 
gándose la existencia de contrato, desde que no se puede tratar 
sumariamente de desalojo sinú cuando no hay contrato 

Que el punto relativo á la admisión de la prueba de testigos 
se habría considerado en la sentencia, pues pudo en el término 
de prueba presentarse documentos que importaran principio de 
prueba por escrito, y las pospone, podían constituirla plena. 

Que así la sentencia es nula. 



Falla •> la 



Uueno* Aires, Julio ]9 de 1890. 

Vistos: Teniendo en consideración, por una parte, que no 
existe en la ley de Procedimientos para los Tribunales Federa- 
os, disposición al&lina por la cual deba precederse sumaria- 
mente en los juicios de desalojo, y que haya podido dispensar al 
Juez de Sección de pronunciarse en este caso sobre la escepcion 
deducida por el demandado, relativamente al valor da las mejo- 
ras reclamadas por la reconvención ; y considerando por otra 
que el demandado ha ofrecido prueba para justificar U eü¿ 
tencia de un contrato de locación por término no vencido aún • 
y que la averiguación de este hecho es necesaria i la decisión 
de esta causa. 

Por estoa fundamentos, y sin perjuicio de lo que corresponda 
resolver á su tiempo, respecto á la admisibilidad de la prueba 
testimonial en el caso: se declara sin efecto la sentencia apelada 
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de foja doscientas cincuenta 7 cinco, y devuélvanse estos autos al 
Juagado de tu procedencia, a fin de que proceda á tramitarlos 
y resolverlos, según queda indicado. Kepnestos losselloB.levuél- 
Tanse. 

BENJAMIN VICTOMCA, — FEDERICO 
IRARCCREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— ABEL RAZAN. 



CAUSA (XIII 



D. Manuel M. hmz contra D. Luis V masco -, 
sobre interdicte. 



Sumario. — Las operecioms de mensura, aún estrajudicial, 
j la colocación de estacas y mojones, son actcfr perfectamente 
caracterizados, qae justiíicnn la posesión, no apuntándose nin- 
gún hecho en contra do ellos. 



CtUQ. — 'D. Manuel Lojo, por I). Manuel M. Díaz, se presen- 
tó ante el Juzgado Federal del Kosario esponiendo: 
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Que Díaz es dueño y poseedor, habiéndolo mensurado en for- 
ma, del terreno situado en el ángulo sudeste de las callea Pa- 
raguay y Boulevard Argentino (ciudad del Rosario) de 28 me- 
tros 50 centímetros á la primera y 35 metros 40 centímetros á 
la segunda ; habiéndolo comprado en 98 de Abril de 4887 á D, 
Andrés Alberfci; 

Que no obstante poseerlo pacíficamente acababa de cercar y 
estaba aún cercando el terreno D. Luis Pinasco, atropeilando 
los derechos de Díaz; 

Que por esto, entablaba el interdicto de retener y el de obra 
nuera en el caso de que la pared no cstuv. se aún concluida, y 
pedía se condenara ¡il demandado á respetar la posesión de Díaz, 
con los daños y perjuicios y costas. 

Presentó el demandante: i Un plano en que so indica el ter- 
reno á que se refiere clinterdieto. 

2 o Una escritura pública hecha en el Rosario el 27 de Abril 
de 1887 por la cual ü. Antonio Ferré r y D. Arsenio Maseras 
venden A Ü. Andrés Albertt un terreno en el ángulo sud-este 
formado por el Boulevard Argentino y la calle Paraguay, com- 
puerta de 2H'"50 do frente al este, 3.V40 por el lado sud, 
20-70 de contratante al oeste; siendo diagonal la línea en el 
lado norte y roctas, dice, las de los lados este, sud y oeste. 

3 o Otra escritura pública de 28 de Abril de 1887 por la cual 
D. Andrés Alberti vende el espresado terreno a D. Manuel lí. 
Dia¿. 

Acreditada la competencia del Juzgado por ser Diaz argen- 
tino y Finasen estrangero, se convocó i juicio verbal y se man- 
dó suspender la obra nueva denunciada si estuviere aún ejecu- 
tándose. 

En el juicio verbal, el demandante reprodujo su demanda. 
El demandado es puso : 

Que al construir el tapial denunciado, lo había hecho en su 
carácter de mandatario general de D. José Oastagnino, dueño 
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j poseedor del tolu sobre el cual se ha hecho la obra, según lo 
acredita el instrumento que se halla en los autos posesorios pro- 
metidos per Dona Juana Cisneros de Machado contra Castagui- 
no, pendientes ante el mismo Juzgado Federal y del cual, de- 
bía agregarse copia; 

Que ni el demandante, ni sus causantes habían ejercido en 
tiempo alguno actos posesorios sobre la fracción en cues- 
tión; 

Que los instrumentos presentados por el actor, solo demos- 
traban tas trasmisiones operadas entre enagenantes y adqui- 
rentes, de derechos que jamas habían poseído ; 

Que ellos no acreditaban ni el dominio, pues no consta que 
los Tiscornia, causantes más remotos del actor, fueran ó hu- 
bieran sido en tiempo alguno, propietarios del terreno; 

Que su mandante adquirió el dominio del solar disputado, 
por compra quf 1 lmo en 1857 á Ü. Marcelino Machado ; y con- 
ferida la posesión al adquireute, de acuerdo con las leyes ri- 
gentes en aq ^lla época, la había conservado con arreglo á las 
mismas leyes y \ Lis actuales, por su voluntad de continuar en 
ella y por el hecho de tener la cosa sometida á su poder y dis- 
posición, no habiendo, por otra parte, sido jamás despojado de 
ella; 

Que Machado había adquirido á su vez la fracción, junto con 
otros solares, de su hermano 1). Casimiro Machado, según es- 
critura de 1860; 

Que para justificar la posesión de Castaguino y su propie- 
dad, ofrecía; I a las escrituras citadas, que existían en los autos 
n que ya se ha referido; 2 o las boletas espedidas por la oüeina 
recaudadora de impuestos en que constaba que Castaguino ha- 
bía abonado desde 1857 la Contribución Üi recta del terreno ; y 
8* las declaraciones de diversos testigos. Pidiij que se recha- 
zara la demanda, con costas. 
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Fallí» del Jhci i>4er»l 

Rosario, Agosto 6 de 1888. 

Vistos estos autos iniciados por demanda de D. Manuel Diez 
contra L>. Luis Pinasco sobre interdicto. 

Espone el demandante con fecha diea de Marzo del corriente 
año, que es dueño y poseedor del terreno ubicado en el ángulo 
sud este de las calles Paraguay y Uoulevard Argentino, de 
veintiocho metros cincuenta centímetros á la primera, por trein- 
ta j cinco metros con cuarenta centímetros al segundo, terreno 
que fué adquirido por compra hecha eo ventiocbo de Abril del 
año pruiimo pasado ú D. Andrés Alberti (documento de foja 8), 
comprador de Arsenio Maceras en veintisiete del mismo mes y 
año y este á su vez de l). A. Caldelarí con fecha once del ci- 
tado mes y año; que de ese terreno, él (Diaz^, era poseedor, ha- 
biéndolo hecho mensurar en forma, y que no obstante esa po- 
sesión pacífica, D. Luis Pinaseo atrepellando sus derechos, 
acababa de construir en el expresado terreno una obra, razo- 
nes por las ctiale-; deducía el interdicto de retener caso qne lo 
denunciado se encontrase terminado á la fecha de la provisión 
de la demanda, pidiendo se condenase al demandado á que res* 
petase aquella posesión con imposición además de las oostas, 
daños y perjuicios. 

Contentando el demandado D. Luis Pinaseo, espone ú foja 13 
que al construir el tapial denunciado, lo había hecho en el ca- 
rácter de apoderado general de D. José* Castagnino (poder agre- 
gado en copia á foja 22) dueño y poseedor del terreno en cues- 
tión según el título que le espidió en nueve de Noviembre de 
mil ochocientos cincuenta y siete, D. Marcelino Machado (es- 
critura de foja 37); que por ese terreno abonaba la correspon- 
diente contribución desdo la fecha de su adquisición y que ja- 
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más ni D. Manuel Díaz ni sus canstintes habían practicado acto 
alguno posesorio en el terreno de la cuestión. 

Abierta la causa á prueba en la audiencia de foja 12 vuelta 
«1 demandante produjo la de fojas 15,16, 17 y 18 vuelta, j 
el demandado la de fojas 19 vuelta, 21, 25, 37, 39 y siguien- 
te?. 

T considerando : Que siendo distinto el juicio posesorio del 
petitorio que se dirigí' ú adquirir ta propiedad de una cosa que 
ha salido del dominio, es de derecho esproso que en aquel es 
inútil la prueba de la acción de poseer, ya sea por ei deman- 
dante d bien por el demandado, setíun la prescribe el artículo 
2472 del Código Civil, salvo la eactpcion establecida en el caso 
de que, siendo dudoso el último estado de la posesión, no se 
venga en conocimiento justo do quien de los dos la tiene mus 
antigua, artículo 2471 del mismo Código. 

Que según los antecedentes déla presente causa, puede pres- 
cindirá por completo y en razón de la prueba producida, del 
mérito que arrojen los documentos de propiedad. 

Que Anejando la acción deducida, sea du retener la pose- 
sión como lo dice el demandante, siendo el acto llevado á eabo 
por el demandado, tendente a esduir por completo á aquel de 
la posesión, al menos en la parte del terreno litigado en pose- 
sión, no es de aplicación ni el artículo 327 de la Ley Nacional 
de Procedimientos, ni tampoco el 2496 del Código Civil recor- 
dado, pues que siendo el hecho que motiva la demunda una 
obra nueva, llevada á cabo en inmuebles del que se dice po- 
seedor, la acdon posesoria, tiene forzosamente que ser juz- 
gada como de despojo, artículo 2498 Código Civil y opinión de 
Aubry et Kau, pagina 156, párrafo 187, tomo 2 o , edi- 
ción 4*. 

Que en consecuencia, pora que la acción de recobrar pro- 
ceda por l.i via sumaria de las acciones posesorias, es necesa- 
rio que el demandante justiüquc haberse hallado, bien por sí 
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ó por otro, en poseaíou ó tenencia de la cosa demandada, el des- 
pojo y el tiempo en que este se ejecutó, artículo 2494 del Códi- 
go Civil y 328 de la Ley Nacional de Procedimientos» podiendo 
para el primero de lo- casus enunciados unir su posesión con 
la de aquel de quien hubo el terreno, artículo 2474. 

Que el demandante D, Manuel Dias, no lia justificado ha- 
ll-' r se hallado en la posesión ó tenencia del terreno de la refe- 
rencia, porque según las declaraciones de los testigos Rajona, 
foj;i 15, y Kojas, foja 17, aún cuandoellos desde más de un año 
anlesde la demanda, midieron y amojonaron el terreno cues- 
tionado, esa mensura fué eslrajudiciul, según declaraciones 
propias y la mensura estrajudicial, no aprobada por la autori- 
dad competente, no puede servir de fundamento al ejercicio de 
una acción posesoria, según lo ha resuelto la Suprema Corte 
Nacional en la Causa CXX, tomo 6\ série 2", página 473. 

Que las declaraciones de los otros dos testigos del deman- 
dante, Consirat, foja 10, y Bum^, foja 18 vuelta, y de los del 
demandado, Galarcto, foja 19 vuelta, Campodónico, foja 21, y 
Castagnino, foja 25, diciendo que el terreno de la cuestión 
siempre había estado desocupada no habiendo nunca Diaz hecho 
en 61 acto posesorio alguno, y aún cuando se tomase como cier- 
to el hecho del amojonamiento, siempre resultaría la ineficacia 
do ól como acto posesorio: i° Porque no es de los actos com- 
prendido > en el artxulo 2384 del Código Civil ; y 2' Porque 
aúu cuando lo fuera, puede clasificársele de clandestino en ra- 
zón de que los testigos de la causa, esceptuando los dos agri- 
mensores, ignoraban la existida de esos mojones, 

Que por consiguiente, prescribiendo el artículo 2487 que el 
ejercicio de las accionea posesorias, solo corresponden á los po- 
seedores d- inmuebles, teniendo ellos por objeto la restitución 
ó lu manutención de la posesión en su plenitud y libertad, y 
careciendo el demandante de ese requisito indispensable, no 
puedo legalmente proceder la acción deducida. 



n PAIXW Dt LA SUPRIMA COMI 

P« estos fundamentos, fallo no haciendo lugar á la deman- 
da interpuesta por D. Manuel Diaz, absolviendo de ella al de- 
mandado, con costas á aquel. Hágase saber con el original y 
repónganse los sellos adeudados. 

G. Escalera y '¿uviría. 



Wmlím úm 1» Suprem» Orle 

Buenos Aires, Julio 23 de 1890. 

Tistes: Considerando, que de las declaraciones de fojas 
quince y diez y siete, resalta que el terreno materia del pre- 
sente interdicto fué mensurado y amojonado por órden de los 
causantes del demandante dos años antes, mus ó menos, dt- la 
interposición de la presento demanda, clarándose cu esa oca- 
sión por el agrimensor respectivo, estacas de madera, que fue- 
ron después sustituidas por mojones de fierro. 

Que de las mismas declaraciones resulta igualmente, que esa 
operación fué repetida un tiempo después por encargo directo 
del demandante. 

Que contra estos actos posesorios perfectamente caracteriza- 
dos con arreglo i la disposición del artículo dos mil trescien- 
tos ochenta y cuatro del Código Civil, no se ha apuntado hecho 
alguno de posesión por el demandado. 

Qne no es de aplicación, finalmente, al presente caso, ni tie- 
ne el alcance que el Juez de Sección le atribuye, la decisión 
d« esta Suprema Corte contenida en el tomo sesto, serie se- 
gunda (volumen XV), página cuatrocientos setenta y tres do 
sus fallos, á que alude Ja sentencia apelada de foja ciento 
cuatro. 

Por estos fundamentos, so revoca dicha sentencia, declaran- 
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dose que el demandante debe ser restituido i la Ubre posesión 
del terreno en cuestión, con las costas de este juicio y daños 
y perjuicios reclamados, con arreglo al artículo dos mil cuatro 
cientos noTenta y cuatro del Código Civil. Repónganse loa se- 
llos y devuélvanse, 

BENJAMIN VICTOR ICA. — FEDERICO 
IDARGÚREN. — C. S. DE LA TOR- 
RE.— ABEL BAZAH (en disidOQ- 

cia respecto de los fundamen- 
tos de tu presente resolución). 

tHSEDENClA 

Que la ejecución de las obras que han dado lugar al inter- 
dicta deducido ft foja diez, se lia realizado dentro del año eu 
qtn se estendió á I). Manuel M. Díaz la escritura de venta del 
terreno cuestionado. 

Que de la prueba producida por ambas partes, no resalta 
mérito bastante pata tener por comprobado en favor de nin- 
guna de ellas, el hecho de la posesión que respectivamente se 
atribuyen en dicho terreno con anterioridad á las obras de la 
referencia. 

Con efecto, y por lo que respecta al actor, ü bien es induda- 
ble, que la operación de mensura y amojonamiento de un ter- 
reno valdío ó inocupado, aunque sea hecha estrajudicial mente, 
importa un acto material de aprehensión del mismo, y como 
tal, siendo ejecutado con la intención de tener la cosa como 
suya, vale para adquirir sn posesión de conformidad con lo dis- 
puesto por el artículo dos mil trescientos setenta y tres del Có- 
digo Civil, y aún cuando, en tal sentido, deban considerarse 
como actos bien caracterizados de la posesión del inmueble de 
que se trata, las diferentes operaciones de mensura y amojo- 
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namiento estrajudiciales que ha alegado el demandante haberse 
ejecutad o en él por urden de sus cansantes y por la «uya, es de 
obaerrar, sin embargo, que solo ha justificado con el testimo- 
nio de los agrimensores Don Abelardo Bayona y Don Casiano Ro- 
jas, la mensura y amojonamiento estrajudiciales que en dicho 
terreno practicó el primero de estos peritos, como dos años an- 
tes de promovida esta causa, no habiendo respecto de las otras 
mensuras, mas testimonios que la declaración del testigo Rojas, 
que se dice autnr de las mismas, y que por su singularidad no 
puede aceptarse como prueba bastante del hecho. 

Que en consecuencia, no puede tampoco el actor ¡impararse de 
la disposición del artículo dos mil cuatrocientos setenta y cuatro 
del Código Civil, cuando pretende unir su posesión á la que por 
medio de la mensura y amojonamiento ya referidos, tuvo uno de 
sus causantes el Doctor Machado, desde que no ha justificado que 
él á su vt i z, la haya adquirido por las otras mensuras. 

Que en cuanto al d emandadu, es también de observar que £1 
mismo reconoce no haber ejercido actos posesorios, con anterio- 
ridad á las obras denunciadas, en el terreno de la cuestión, el 
cual siempre estufo, según dice, valdío, habiendo .limitado toda 
bu defensa á alegar que le corresponde la posesión de él por la 
compra que hizo dd mismo á D. Marcelino Machado, en escri- 
tura pública, con fecha diez de Noviembre de mil ochocientos 
cincuenta y siete, y porque en esa escritura declaró el vende- 
dor que, de conformidad con las leyes vigentes, le hacía entre- 
ga de la posesión y señorío del ierre no vendido; pero conviene 
tener presente en primor logar, que el demandado no ha jus- 
tificado que su causante tuviese la posesión du dicho terreno, y 
en segando lugar, que tampoco ha demostrado debidamente 
que lae referencias de la escritura que ha presentado, en cuan- 
to á los linderos que espresa, correspondan a la ubicación del 
que se cuestiona, debiendo decirse otro tanto de los boletos de 
contribución directa que ha exhibido. 
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Que dados estos antecedentes, es de rigor concluir, que el 
último estado de la posesión entre los litigantes es dudoso, j 
que la cuestión posesoria que se debate, debe con este motivo, 
resolverse en favor del que tuviese derecho de poseer, ó mejor 
derecho de poseer, según lo dispuesto por el artículo dos mil 
cuatrocientos setenta y uno del Código Civil. 

Que considerada la presente cuestión de este punto de vista, 
corresponde que ella se resuelva en favor del actor, porque los 
diferentes títulos que ha eihibido, reliriéndoá" todos ellos al 
terreno en litigio, acreditan otras tantas legítimas transmisio- 
nes del derecho de poseerlo, habiendo adquirido dicho terreno 
el Doctor Jo&c Olegario Machado, uuode los primitivos causan- 
tes de aquel, por justo título, y tomado posesión del mismo, 
previo mandato de la autoridad judicial, segun resulta de los 
términos de la escritura pública de foja sesenta y dos. 



AIIEI, BAlAN. 
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FALLOS DE LA BUPHEMA COK TE 



flon Fernando Savarese contra A. Carnoi y £>, por cobro de 
pesos; sobre liquidación. 



Sumario. — Dictada sentencia condenatoria sobre entrega 
de cantidad de tejas venidas eu un cargamento de tejas y baldo- 
sas, <J de su valor, la liquidación de este, debe comprenda so- 
lamente el importe que debe abonarse de aquellas, según lo 
juzgado. 



Caso. - El Juez Federal de la Capital, por aentencia de fe- 
chai de Diciembre de 1885, en los autos aeguitlos por Don Fer- 
nando Sámese, contra los señorea A. Carnot j Q\ confirmada 
por fallo de la Suprema Corte do 6 de Setiembre de t886\ con- 
denó al capitán Sámese a entregar á Carnot y O, 36.000 te- 
jas que falUban de un cargamento que Savareae babía traído 
da Marsella, consignado á Carnot, hechaded acción de un diez por 
ciento de la totalidad del cargamento que Sarareso admitía 
como quebrazón natural, ó en su defecto, á que pagase su im- 
porte, el que sería fijado por peritos con arreglo al valor que 
tenían al tiempo di. la eutrtga de la carga, con sus intereses 
moratoríos según la tasa del Banco. 
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Nombrados los peritos para hacer la estimación de lai tejía 
reclamadas, el de Carnot y C\ dijo: ana el valor de las tejas 
en la época de la entrega del cargamento era el de 50 pesos 
Tuertes el millar despachado ; y el perito de SaTarese, el de 50 
pesos papel el millar despachado en Barracas. 

La parte de Carnot, se conformó con la estimación hecha por 
el perito de la parte contraria, j el Juzgado mandó que el 
actuario practicase la liquidación. 

El actuario practicó la siguiente: 

Liquidación que practica el autuariu en cumplimiento del 
auto de foja 176 Tuelta. 
A saber: 

Importe de Ua Sfi.OOU lejas fu Imites previa 
ik'dureion de un 10 *;, sobre ta totalidad del 
«-argarni-uto ái8. 170 ti-jas , residía una fa! 
l.i de IM53 lejas que han sido lasadas á 
00 posos el millar (f. 17:»J, forman uu lo- 
tit dé 557 tí5 

Intereses de esta surnrt á contar desde el dita 
de Abril de 188-i [fecha de la última entro- 
r<! di-l cargamento , hasta el 10 de Noviem- 
bre d' 1 1H8H, cuatro anos y doAt'icuios vein- 
|0 y Ires dias al 7 % anual, importa» 177 30 

Son $ 734 95 

Impor!.i la presente liqtiidaeiun. la suma de setecientos 
treinta y cuatro posos con noventa y cu. *o iUvos moneda na- 
cional. S- K.úO. 

Buenos Aires, Noviembre 15 de 1888. 

JuanC. Atinados. 

Notificada de la liquidación, la parte de SaTarese no se con- 
formó con ella, y espuso : 
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Que en esta cuestión te había tratado de un cargamento com- 
puesto de tejas f baldosa* conjuntamente, de tal manera que 
en el buque estaban estivadas capas de tejis y capas de baldosas 
alternadas j todo en un cuerpo de carga, 

Qoe Carnoty C\ espTesaban á foja 63, en todo sn contesto 
que ae trataba de hacer pericia en el buque, de todas las tejas 
y baldosas rotas, etc. 

Que los peritos á foja 80, declaraban que fueron & hacer pe- 
ricia de tejas y baldosas conjuntamente, pues ambas cosas com- 
ponían un solo cargamento. 

Que los recibos que obraban en autos y que siTven de base á 
la liquidación, demostraban que eran un solo y mismo carga- 
mento la teja con tas baldosas y la mayoría de ellas, comprenden 
tejas y baldosas 'e tenían el mismo y exacto precio. 

Que por lo tanto, la tolerancia deMO . „ de rotura, se refiere 
á ambas cosas juntas, pues no podía decirse que estivadas jun- 
tas las ttjas y baldosas, los vaivenes y golpes de mar, habían 
roto mis tejas que baldosas 6 más baldosas que tojas. 

Que como en la sentencia el Juzgado declaro", que so dedujera 
el 107* de tolerancia de rotura de la totalidad del cargamos * 
to, debía hacerse !a liquidación de lo que resultase en tejas ro- 
tas, préTia deducción del 10 * . sobro la totalidad del cargamento 
que era uno solo de tejas y baldosas. 

Que por un olvido no había objetado la pericia de tasación en 
que se estableció como precio 50 pi sos moneda nacional por mi- 
llar, precio falso, puesto que el mismo dueño había declarado 
que solo valían 36 pesos el millar, lo que constaba en la cuenta 
de foja 23, del espediente caratulado * Savaresse, Don Ferdi- 
nando, contra A. Carnuty C\ sobre cobro de fletes > . 

Que en esa cuenta de foja 23 y a la vuelta de ella, declaraba 
que el precio era de 36 pesos, y que esa cuenta la reproducía en 
su demanda a foja 101 vuelta, de estos autos. 
Que como en materia de números no había cosa juzgada, y 
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el objeto de la justicia era siempre la - ?rdad, debía rehacerse 
la liquidación, poniendo el precio establecido por el mismo Car- 
not y C' f de treinta y seis pesos moneda nacional, el millar de 
tejas. 

Que las tejas entregadas del cargamento de teja y baldosas, 
fueron 212.470, y las baldosas entregadas juntas con laa tejas 
según lo demostraban los recibos, fueron 210,305, 

Que el cargamento se. eompi>¡oío, segnn el informe de la Adua- 
na á fojas 17 vuelta y 18, UpL citado espediente, sobre cobro do 
líete gúfl pedía se mandase traer á la vista: 

(le lejas ¿48.170 

Di? baldosas,.., á2;>.860 

474.350 

(Jue se entregó eiilre l<*ja> y bal- 
dosas. 4^2,675 

Biilregtdai de menos 51.675 piezas 

Que el 10 '"„ de tolerancia de rotara de la totalidad del car- 
gamento, era de 47, -435 piezas, que habían faltado en la totali- 
dad del cargamento 51 .075, resultando cntúnces una diferencia 
contra el buque de 4240 piezas, fueran tejas o baldosas era lo 
mismo. 

Que tenía derecho á la tolerancia de 47.435 piezas ; que en- 
tregó de menos 4240, que al verdadero precio de ;ití pesos el mi- 
llar, hacen 152 pesos con 04 centavos. 

Que el interesen los cuatro años y ocho meses, eran 40 pesos 
eon 20 centavos, que unidos al capital, forman 108 pesos con 
02 centavos, que era lo uu.vo qne se debía. 

Que admitiendo la liquidación a 50 pe^os. catorce pesos más 
del precio real, resultaría que con intereses y capital, importa- 
rían pesos 276 con 20 centavos, que era el máximum que se 
podría agregar. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Por !© que pedia ■« desaprobase la liquidación j se hiedra 
la jo las basen establecidas y á 36 pesos el millar. 

El Juzgado para mejor proveer convocó á las partes á una 
audiencia verbal. 

En la audiencia, la parte de Savaresse dijo: que reproducía 
bu escrito anterior. 
La parte de Caroot y C\ espumo : 

Que la liquidación estaba bien hecha, porque se ajustaba á 
los términos de la sentencia y á Ja tasación de los peritos, de 
foja 172, todo Jo cual e&taba consentido por las partes. 

Que Ja sentencia al ordenar la deducción del JO °/ 0l por rotura 
sóbrela totalidad del cargamento, se refería á Ja totalidad del 
cargamento de lejas, único que había sidu materia del juicio, 
i >mo constaba de la demanda y contestación de fojas 96 
y 104. 

Que el primer resultando de la sentencia definitiva miis clara- 
mente determinaba la mente de la sentencia, pues allí se dice 
que la mente dei juicio era un completo cargamento de te- 
jas. 

Que en cuanto á las baldosas y demás mercancías venidas en 
el mismo buque, no tenía por qué tomarse ahora en conside- 
ración, desde que no era cuestión su A judice, y desde que res- 
pecto de ellas, ae hahííin hecho privadamente Jas deducciones 
que correspondían» razón por la cual ellas no habían sido men- 
cioüíidfts ni discutidas en el presente juicio. 

Que en cuanto A la estimación de tas tejas hecha por los pe- 
ritos, estaba también consentida por las partes, con la particu- 
laridad de que se había aceptado el precio Jijado por el mismo 
perito del contrario como constaba a foja 173. 

Que por lo tanto ese precio no podía ser modificado, teniendo 
como tenía, Ja autoridad de cosa juzgada. 

Que no podía decirse que ese precio constituyera ultra peti- 
tio, desde que la demanda de Carnot y C\ no fijaba precio al- 
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gimo, sinó que ue refería al que resultara de la tasación que 
hicieran loa peritos, caso de no ser entregadas las tejas, y que 
esto era lo sentenciado y cumplido en autos. 

Que la cuenta a que se refiere el contrario nada tenín que 
nacer en el presente juicio, donde no habí* sido presentada ni 
había fundado acción alguna. 

Que esa cuenta espesó uu arreglo que se había tratado pri- 
vada y amistosamente antes de esta cuestión, donde se había 
puesto una cantidad redonda por la? tejas que faltaban, no 
como tasación justa de ellas sino como suma con la cual se 
conformarían las partes; pero que no habiendo el contrario 
estado conforme con ella, quedo sin valor alguno, y por esta 
razo,, fue que él no la invoco para nada en su contestación á la 
demanda y se sometió á la tasación que hicieron los peritos. 

Que por to tanto, pedía se aprobase la liquidación, condenando 
en las costas de la oposición al demandado. 

La parte de Savarese r.plicó diciendo: Que era un principio 
universal que A nadie so le puede mandar pagar más de lo que 
demanda y pide ; que Carnot cobró por sus tejas 35 pesos el 
millar como constaba en su cuenta de foj i... 

Que entonces la tasación no pasó de un error, en no haberla 
reclamado, y que no por eso debería reputarse consentida; que 
lo mismo que si hubiese cobrado un X % de interés en su 
demanda y los peritos hubiesen puesto el 30 para fijar los falo- 
res 4 pagar, no se- ría sinó un error, poniendo demás de lo que 
el demandante quiso cobrar. 

Que en cuanto á que el ÍO - debía deducirse como toleran- 
cia de quiebra de todo el cargamento de tejas y baldosas sos- 
tenía que solamente así era correcto hacerlo. 

Que los conocimientos que un capitán espide no sirven, ni 
pueden servir para establecer cual es la cantidad y objetos ó 
cosas de ur. cargamento, pues el capitán estaba obligado á 
espedir cuántos conocimientos le pida el fletador. 

T. I 
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Qoe era U póliza la que determinaba el quantum del carga- 
mento. 

Que en este caso las tejas y baldosas formaban un solo car- 
gamento, estivadas por capas como se veía * i los recibos ; y 
qoe aobre este punto reproducía su escrito de impugnación y 
pedía que se fallase de acuerdo coa lo allí solicitado, con costas 
por la injusta oposición del demandante. 

Valla del Jun federal 

Bucuo» Airt'ü, Julio 10 di 1 I «88. 1 

YTistos: Por los fundamentos aducido* por la parte do 
Catnot y C* en la precedente acta de juicio verbal ; y conside- 
rando además que eo lu demanda y en la contestación solo se ha 
discutido la falta existente en el cargamento de tejas; que por 
consiguiente, el pronunciamiento del Juzgado no puede refe - 
rirse sinó á este único punto ; que uparte de esto la parte soto 
ha reconocido el diez por ciento como rotura natural, en lo 
referente al objeto del juicio, que era el cargamento de tejas 
pudíendo ser muy diferente la proporción en baldosan coma 
que es un articulo menos frágil: apruébase la liquidación prac- 
ticada á foja 178. Repóngase el sello. 

Virgilio M. Tedia* 

Falla a> la Mupreaaa Carta 

Bucdüs Airea, Julio 33 de 1890. 
Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
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apelado de fujn ciento ochenta y ocho. Repuestos los sellos 
devuélvanse. 

BENJAMIN V1CTORICA. — FEDERICO 
IBARGCREN. — C. S. DE LA TOR- 
RE* — ABEL BAZAN. 



CAIMA CXV 



Quintana, Lescá y C\ contra Lüdersy C a ; sobre nulidad de 
procedimientos del Tribunal arbitral. 



Sumario. — Kl Juez de .Sección puede conocer en los inci- 
dentes que se susciten sobre falta di autoridad y jurisdicción 
de las personas que actúan tomo miembros del Tribunal arbitral 
nombrado ante 61. 



Vaso. — D. Sisto C, Reinoso por los señores Lüders y C% se 
presenta ante el Juzgado Federal del Paraná esponiendo: Que 
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la demanda que por daños y perjuicios promovieron los señores 
Quintana, Lescá y C\ contra Ladera y C\ el Juzgado, de acuer- 
do eon la ley, la sometió al juicio de peritos arbitradores; 

Que en consecuencia, cada una de las partes nombró un ¡irbi- 
tro y el Juzgado designó el tercero e-; presándose en el compro- 
miso que este era pura el caso de discordia ¡ 

Que aceptado y jurado el cargo, el arbitro nombrado por su 
parte asistió casi diariamente por espacio de 36 días i rasa de 
sn colega el Dr. Kuiz con el objeto de cumplir su misión; y 
como notase que este señor actuaba unas Teces ci>n él y otras 
teces lo mandaba persona [mente en busca del Dr. Arigós Ro- 
dríguez, solicitó tic los arbitros que no interviniera el terrero 
en el asunto sinú cuando fuera necesario, de acuerdo ion el 
compromiso, y que se designaia a ln ?ea el tugar y t¡i Imni > n 
que los úrbitro; debieran reunirse; 

Que al mismo tiempo pidió qur, habiendo renunciado el 
Secretario, se designase otro, y propuso al Escribano Público 
D. Luis S. Parodi. 

Que los Dres, fíuiz y Arígós Rodríguez, con prescindencia 
absoluta del arbitro nombrado por su parte, se reunieron y no 
hicieron lugar á su primera petición, y además, nombraron 
Secretario A un cuñado del Dr. Bmz; 

Que de este proveído dedujo re- ocatoriay apelación, pero con 
un traslado que se corrió á la otru parte, se le negó lo solicita- 
do, con costas; 

Que como en este último proveído no se hablara nada del 
recurso de nulidad, pidió al dia siguiente aclaración de él sin 
que se haya resuelto nada basta ahora; 

Que después de lo que deja espuesto, fué citado ñ una au- 
diencia á la casa habitación del Dr. Kuiz para las cuatro de la 
tarde, con el objeto de nombrar peritos para que levantaran 
una carta topográfica del lugar en que se verificó el choque de 
buques, origen del asunto, y como asistiese á las cuatro y 
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quince minutos, se encontró con que ya estaba firmada una 
providencia por los Ores. Ruiz y Artgós Rodríguez en ta que se 
resolvía que, no habiendo concurrido su parte, so daba por 
mimbrado el perito propuesto por la contraria, sin que se 
hiciera nuda en vista de la reclamación que formuló; 

Que pidió asimismo ú los arbitros que so permitiera á su 
abogado presenciar unns declaraciones que debían producirse 
en Gualeguay ú loque se accedió, pidiendo después además, que 
se le entregaran lus oficios para hacerlos diligenciar, a* lo que 
se proveyó también d«* conformidad ; pero, como no se le entre- 
garan los oíicios, reiteró su pedido, y entonce*, se mandó que 
informara el ruñado del Dr. Rui; y se diese vista á la parte 
contraría ; 

Que de sus escritos anteriores no ha sabido darle cuenta el 
Secretario nombrado por ios Arbitros y ha sabido por el Secre- 
tario del Juzgado que aquel los llevó al despacho sin notilica- 
cion, poniendo solo una constancia de qne la parte estaba ausente; 

Que estos herlios son los que le sirven de base para deduciré! 
recinto de nulidad que interpone; 

Que se trata de un arbitrage forzoso impuesto por el artículo 
del Código de Comercio, y eon eseepdoudesu árbitro, señor 
l'later, ninguno er:i perito como lo requiere la ¡ey y solo debido 
al descuido del apoderado de ellos (Ltiders y C% se esplica que 
concurriera á la audiencia sin su abogado, quien no habría 
consentido en la transgresión de la ley ; 

Que no teniendo los árbitros más facultades que las que les 
confiere el compromiso, el tercero no debió conocer en e' asunto 
siuó en el caso de discordia como se había convenido; 

Después de fundar en disposiciones legales y en la doctrha 
su afirmación de que los arbitros deben mantenerse dentro 'ie 
los términos del compromiso, agregó : que si bien los arbi* tifia- 
res mi estíin sujetos á formas para proceder, tienen el deber de 
observar los principios generales de derecho y ia equidad ; 
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Que así, no han podido los arbitros negarle hasta el derecho 
de saber el logar y labora en que han de reunirse, condenándo- 
le en costas por habertu pedido ; 

Que ta conducta de los Dres, Ruíz y Arigós Rodríguez i<¡ pone 
en el caso de ocurrir al Juzgado directamente interponiendo 
recuTsode nulidad del auto dictado por aquellos, y en el cual se 
falta abiertamente al compromiso, siguiendo un prr edimicnto 
irregular. 

El Juez corrió traslado, y lo a vacuo U. Antonio Uzin en 
representación de Quintana Lescúy C 1 , pidiendo el rechazo con 
costas del recurso interpuesto. Dijo: Que no es exacto que los 
arbitros Layan procedido con prescindencia del nombrado por 
Lüders y O, pues siempre lo han invitado á reunirse, habiendo 
él concurrido unas veces lirmando tas providencias acordadas, 
y absteniéndose en otras de hacerlo, por lo cual los otros dos 
arbitros han procedido, después de las cuatro de la tarde, á 
proveer formando tribunal ; 

Que era de notarse que el árbitro de Liiders y C", concurría 
cuando elle convenía á la parte que lo nombró, y no asistía 
cuando se trataba de algo conveniente para la otra parte ; 

Que los arbitradores han resuelto acertadamente, proceder 
formando tribunal, de acuerdo con la jurisprudencia estableci- 
da por la Suprema Corte (XXIX, pág. 322), pues de otra manera 
se haría imposible la resolución del asuntu; 

Que de los laudos de los arbitradores no puede reeurrirse sinó 
en el caso que se demuestre que procedieron Jolosamente; 

Que no es cierto que los arbitradores se hayan negado á 
aclarar su auto, que negó a Lüders y C» el recurso de apelación 
á que se refiere, pues declararon que negando el de apelación, 
entendían haber negado el recurso do nulidad, de acuerdo con 
lo dispuesto por el artículo 234 de la ley Nacional de Procedi- 
mientos; 

Que por lo demás, los recursos en caso de arbitradores no 
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pueden ser sinú del laudo mismo y no de la -i providencias inter- 
locutorias que ellos dicten. 

Fallo del Joei Federal 

Paraná , Setiembre 10 do 1889. 

Y Vistos; No Unirlo procedente el rc-tirso de nulidad sinó 
de las sentencias dilinitivas, s-gun el artículo 234 de la Ley 
Nacional de Procedimientos, y no teniendo este carácter las 
providencias de que se recurre : no ha lugar al recurso inter- 
puesto, '"OH costas. 

t. rimo. 

Falla de la Auprea» Corle 

Humos Aires Julio 22 de 1800. 

Vistos : Refiriéndose él recurso interpuesto á la organización 
y funcionamiento del Tribunal arbitral, apoyándose en motivos 
referentes no al conocimiento del fondo mUmo del negocio 
sometido al arbitraje ¡ti á incidente alguno dentro de su trami- 
tación regular, sinó á la falU de autoridad y jurisdicción de las 
personas que actúan como tales, y á cuestiones por tanto, de 
carácter previo y prejudicial al fallo del juicio y al ejercicio 
de su jurisdicción pnr los arbitros : se revoca el auto apelado 
de foja quince vuelta, y devuélvanse estos antecedentes al Juez 
de Sección para que proceda á tramitar y resolver como corres- 
ponda, el incidente en cuestión. Repónganse los sellos. 

BENJAMIN VICTO AICA. — FEDERICO 
IBARGÚBEN. — C, S. BE LA TOtTTít. 
— ABEL. BA7AS. 
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CAUSA CXTI 



Ü. Francisco Antonio Koch. contra ta Empresa del Ferro-Carril 
Buenos Aires y Hosario; sobre restitución de un baúl. 



Sumario. — Comprobado el hecho de la entrega de un baúl 
á la empresa porteadora, esta, aunque no exista carta porte, se 
halla obligada á restituirlo ó á abonar su valor y el de los 
objetos en él contenidos, determinado por peritos. 



Caso. — El dia 27 de Junio de 1889, D. Cárlos B, Hudtwal- 
cker, por D. F. Antonio Koch, se presentó aute el Juez Fede- 
ral de la Capital entablando demanda contra la Compañía del 
Ferro-Carril Buenos Aires y Rosario, por cobro de la can- 
tidad de 671 pesos moneda nación»!, valor de un batil conte- 
niendo varios objetos, y de 400 pesos más como indemnización 
de daños y á más la condenación en las costas del juicio. 

Dijo: Que en 14 de Marzo de 1889, su representado confió á 
la mencionada compañía dicho baúl con las objetos que enumera, 
por el valor de 671 pesos moneda nacional, y salió con un coche 
del ferro-carril, salvando felizmente su persona del aceí tente 
que tuvo lugar en Bancalari, en U noche del 14 al 15 y no 
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perdiendo más que una maleta cuyo valor le fué pagado por la 
misma compañía contra recibo de su puño ; 

Que malgrados todos sus esfuerzos, no pudo conseguir ya sea 
la entrega de su antedicho baul, sea una indemnización corres- 
pondiente ; 

Que por tanto, pedía se sirviera el Juez hacer lugar á la 
demanda entablada. 

Acreditada la competencia del Juzgadg y conferido traslado 
de , ■ demanda, so presentó á evacuarlo D. Antonio !'. Martines 
en representación de la empresa del Ferro-Carril al Rosario. 

Dijo: que la empresa lia atendido y satisfeclm sin dificultad 
los numerosos reclamos justificados á que dio lugar el accidente 
de-graciado de Ban< alari, pero no tiene el deber de satisfacer 
pretensiones tan destituidas de fundamento como las del señor 
Kocb. 

Que, como el mismo demandante confiesa, la compañía le 
pagó en el momento la maleta que perdió en e] accideute, no 
estando por otra parte obligada á pagarle el valor dd bau!, 
desde que, á pesar de las afirmaciones del demandante, es 
destituido de verdad el hecho de haber el señor Kocb entregado 
á la compañía el baul de que se trata. 

Que por tant ■, pedía se sirviera el Juez rechazar con costas 
la demanda instaurada por el señor Kocb, 

I alio del Juez Federal 

Buenos Aires, Setiembre H de 1889. 

Y vistos estos autos de los cuales resulta : 1* Que á foja... 86 
presentó JÜ. Carlos H. Hndtwalcker, por P. Francisco Antonio 
Koch, demandando á la empresa del ferro-carril de Buenos 
Aires y Rosario por cobro de la cantidad de seiscientos setenta 
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y un petos moneda nacional, valor de no baúl conteniendo di ve- 
ios objetos qu i enumera, el que quedó estraviado en el accidente 
ocurrido en dicha línea férrea, en Bancalari, la uoche del 14 al 
15 de Mario, cuatrocientos pesos más como indemnización, p«T 
inutilización, pérdida de tiempo y diversos gastos, y á más la 
condenación en las costas del juicio. 

2° Que la empresa demandada contostó esta demanda mani- 
festando que ella no había recibido para conducir el baul á que 
aquella ss refiere, y que por lo tanto no tetaba obligada d res- 
ponder de su supuesto estravío, con cuyo motivo el Juzgado 
mandó recibir la causa á prueba sobre los puntos enumerados en 
el auto de foja 13, habiéndose producido por ambas partes las 
que corren de foja... á foja... de estos autos. 

Y considerando: t n Que de lai declaraciones contestes de los 
dos testigos Emilio Forst» ry Fritz Hinsormuyer, foja 33 vuelta, 
resulta comprobado el hecho de que el demandante depositó 
para ser transportado por la empresa del ferro-carril de 
Buenos Aires y Rosario, en uno de los wagones del tren que 
descarriló y fué* quemado en parte, en las inmediaciones de la 
Kstaciou Bancalari, un baúl aproximativamente de las dimen- 
siones indicadas por aquel y conteniendo lod objetos enumera- 
dos en el escrito le demanda, el cual no ha sido entregado al 
demandante, desde el momento que la empresa no ba alegado 
siquiera que lo hubiera entregado. 

2" Que tanto el demandante como el demandado estíín con- 
formes en reconocer que uo ha existido carta de porte otorgada 
por la empresa porteadora al dunio de dicho baúl, de donde 
resulta que según lo dispuesto por el artículo.., del Código de 
Comercio, todas las contestaciones que se susciten con motivo 
del transporte de aquel, deben ser resueltas por los elementos 
de prueba suministrados por las partes. 

3" Que estando, por las declaraciones antes mencionadas, 
comprobado el hecho de la entrega del baúl á la empresa 
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porteadora, esta se encuentra en la obligación de responder por 
su devolución ú indi' ionización correspondiente, sin que sea 
bastante para sustraerla A esta responsabilidad el hecho alega- 
do y comprobado por el demandado (informe de foja...) de qne 
los equipajes de los inmigrantes como era Koch eran cargados 
directamente por estos sin contrato especial por escrito entTe 
ellos y la empresa, pues la ausencia de ese contrato no significa 
segun el mencionado artículo del Código de Comercio supresión 
de responsabilidad para el porteador, sinó quedar Migcto á la 
responsabilidad que pudiera resultar con arreglo á las pruebas 
presentadas por lus partes. 

í Que si bien el demandarlo ka insinuado incidentalmcnte 
que el accidente de liancalari fué ocasionado por caso fortuito, 
no ha intentado siquiera demostrar la exactitud de su aserto, el 
que por esta razón no puede ser tomado <*n cuenta. 

Por estos fundamentos; el Juzgado declara que la empresa 
del ferro-carril de Buenos Aires y Rosario está obligada á 
devolver á \K Francisco Antonio Kooh el baúl con los objetos 
mencionados en el escrito de demanda, ó en su defecto á abonar 
el importe de ellos, cuyo taior seni determinado en juicio espe- 
cial, por medio de perito» nombrados por las dos partes según 
lo dispune el artículo... del Código de Comercio, lo mismo que 
la indemnización por lus perjuicios causados, sin especial 
conde» ne ion 011 costas. Notifíquese original. 

Amivés f garrí za. 

ralis de 1» Suprema Corte 

Bueuos Aires. Julio 24 de 1890. 

Vistos : Atentas las consideraciones aducidas por el Juez do 
Sección en la sentencia apelada de foja setenta y cuatro, y la 
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disposición del artículo ciento sesenta y sois del Código de 
Comercio Tigente á la época de los hechos que han dado lugar 
i esta cansa, como la doctrina del artículo ciento setenta y uno 
del mismo Código : ¿e confirma con costas dicha sentencia, 
recomendándose al Juez de Sección cuide de no dejar en blanco 
en sos decisiones, las citas de las disposiciones legales á que se 
Teñera. Repónganse los sellos y dernéK'anse. 

BENJAMIN VICTORICA. — FEDERI- 
CO 1BAKGÚREN. — C Si DE LA 
TOnnE. — - AREL BAZA». 



CAUSA CX VII 



Criminal, deestradicion, contra Mario Brvny Carlos Sartoris 



Sumario. — A falta de tratados, la estradicion solo puede 
pedirse y otorgarse por la vía d i pl opiática , con arreglo al pro- 
cedimiento y condiciones establecidas en el Código de Procedi- 
mientos en lo Crimina!, y faltando alguna de ellas, no debe ser 
concedida. 
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Caso. — Lo indican las siguientes notas de la Legación de la 
República Francesa. 

Buenos Aires, Abril 13 de 1888. 

Señor Ministro i 

En la nocfat 1 del 23 al 24 ele Diciembre 1887 fué sustraída en 
Niza una suma de 35.000 francos en billetes del Banco de 
Francia y piezas de 20 fratwos, perjudicándose así ú la sonora 
Ballay, dueña del cafó La Renaissance, sustracción que U 
efectuaron varios individuos, entre los que se hallaban las nom- 
brados Mario Brun y Carlos Sartoris, 

Estos dos acusados parece que lograron procurarse por inter- 
medio de Dionisio Bessi, ebanista jornalero en Niza, y Firaoleon 

essi, jornab-ro en Monaco, un pasaporte entregado probable- 
mente por las autoridades do este punto ; se habrán, á lo que 
parece, embarcado el Í4 de Enero en (¡¿nova, ó bien en el A'oríí- 
Amorim ú bien en el C/ulteau Yifucm cou destino á Buenos 
Aires ú Montevideo. 

Aun no es posible verificar bajo qué nombre se eraba rc¡iron ; 
en Milán, donde se demoraron antes de partir, lírun sl hacía 
llamar Mariano Parisiu, nombre do su concubina : también 
tanto Brun como Sartoris se ban hecho pasar por Maro her- 
manos. 

Es más o menos cierto que Sarioris y Brun salieron para 
Buenos Aires; Fimoléon Bessi abandoné, en efecto, A Monaco 
dt'silr la pulida df- aquellas y se lia hecho dar uu pasaporte para 
la República Argentina. 

En consecuencia y conforme á las instrucciones del Señor 
Ministro du Relaciones Esteriorcs, tengo el honor de trasmitir 
á V. con un espediente que los apoya, dos órdenes de prisión 
contra Sartoris y Brun, á fin de obtener la estradicion de estos 
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doa individuos, como estoy encargado de solicitarlo del Gobier- 
no Argentino, á título de reciprocidad. 

La persona designada por el señor Sprguf en los dos interro- 
gatorios anexos bajo el nombre de pila de Cirios es el de Sartor i s, 
llamado Canean, llamado Cárlos de que se trat a en la declara- 
ción del señor Croe íchia t Comisario de policía en Niza. 

Al efectuarse el arresto do los dos acusados habría oport uni- 
dad para tomarles los valores que han robado. 

Agradecería mucho a V. E, el que quisiera hacerme saber la 
ulterioridad que se diera al presente pedido. 

Sirvase aosptar, señor Ministro, las seguridades de mi alta 
consideración. 

Cft. Itouvier. 

Legación dq la República Francesa. 

Buenos Aires, Junio 4 d<r 1888. 

Señor Ministro : 

Tuve el honor de trasmitirá V. E. el 13 de Abril último, 
varias piezas en apoyo de un pedido de estradicion, referente n* 
los nombrados Marius Brun y Alois Sartoris, llamados res- 
pectivamente como sobre nombre, Charles y Canean» acusados, 
el ptimero de ser uno de los autores de la sustracción fraudu- 
lenta de una suma de 35,000 francos, más ó menos, cometida en 
Niza en la noche del 2a de Diciembre de 1887, con perjuicio do 
la señora Bellay, y el segundo de haberse hecho cómplice, 
mediante encubrimiento, de esa sustracción fraudulenta. 

Según los informes recogidos por el señor Juez Instructor de 
Niza, estos dos individuos parece que salieron de Genova en la 
noche del 14 de Enero 1888, pero aún no se sabía si habían 
tomado pasage á bordo de Cháteau Yquem ó del Nord América, 
ni bajo qué nombres. 

Esta constatado hoy, que Sartoris Charles, llamndo Canean, 
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se embarcó en Génova en el Cháteau Yquem con boleto de 3« 
clase y un pasaporte, á nombre de Besa i Fimoleon da Monaco, 
y es probable que Msrius Bmn, que le babía acompañado & 
Milán y á GÓnova partió con él. Hay motivos para creer que esos 
dos individuos fueron hasta Buenos Aires, puerto de destino del 
ChÚteau Yquem, pues Sartoris, ó sea Bessi Fimoleon, tomó pa- 
saga para ese puerto. 

Al comunicarme estos informes el señor Ministro de Negocios 
Estrangeros, me ba remitido las dos nuevas órdenes de prisión, 
que V. E. hullará anexas, con la fotografía de los acusados. 
Las primeras venían acompañadas solo de una fotografía mal 
hecha de Marius Brun: la que el señor Juca "Instructor se ha 
podido procurar es mucho mejor. 

V. E. encontrará igualmente adjunta, copiíi del interrogatorio 
á que ae le sometió el 38 de Marzo, a uno de los acusados, el 
llamado Versar i, Seilio, preso en España, y después entregado 
por extradición, interrogatorio que acaba de amostrar la cul- 
pabilidad de Brun y Sartoris, pues establece su participación en 
el Tubo. 

El llamado Bessi Fimolé»n, de cuyo pasaporte, nombre y 
apellido se apoderó Sartoris, ha salido á su vez de Monaco, con 
otro pasaporte, en nombre propio, diciendo que se dirigía á 
Buenos Airea, donde es muy probable que se- haya juntado con 
Brun y Sartoris. Las fotografías que acompañan á las órdenes 
de prisión, evitarán toda equivocación ¡ por otra parte, el ver- 
dadero Bessi Fimoléon, es fácil reconocerle, pues es tartamudo. 

Agradecería yo infinitamente á V. E. tenga i bien hacer 
llegar estos nuevos informes y piezas anexas i la presente, á la 
autoridad que tiene á exámen el pedido de estradicion, a que me 
refiero. 

Sírvase V. E. aceptar las seguridades de mi alta considera- 
ción. 

Ck. Houvier, 
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Legación Francesa. 

Bueno» Aires, Marzo 20 de 1889. 

Señor Ministro : 

Como continuación de los notas que han sido dirigidas á V . l : . 
por el señor Kouvier el i 3 de Abril y 4de Junio de Í888, refe- 
rentes á ios llamados Mita J Sartoris, cuya estradicion estaba 
encargado de solicitar del Gobierno Argentino, tengo ti honor 
de comunicar ;i V. E. la carta siguiente recibida el 31 de Enero 
último por el señor Juez de Instrucción de Niza. 

c Buenas Aires, Enero 2 de 1889.— Señor Juez de Instrucción. 
— Vengo por la presente á hacer saber á V. S. el motivo de mi 
carta. He sabido el robo que fin' cometido en un café de la 
Ciudad de Niza; aquí en Buenos Aires existen dos cómplices 
principales: estos son los llamados Sartoris Carlos y línui 
Mario. Este último tiene un nombro ful so. Sartoris habí i 
dejado á su partida de Niza 8000 francos á sus padres, y al 
llamado Rossi José que vive con su madre. Así creo, que estas 
dos personas han sido cómplices en el robo, porque han llegadu 
á Buenos Aires con ese dinero y de le a establecerse uno de estos 
días. En cnanto A Brun tiene mucho más dinero que Sartoris. 
Esto es lo que ellos han dicho y han mostrado el dinero en pleno 
café. Así pues, señor Juez f si quiere V, S. separar estos dos 
individuos de nuestra sociedad, V. S. no haría sinó su deber. 
Así espero que Y. S. obrará con la mayor energía y hará apre- 
hender csob dos miserables. Sartoris reside aquí, con la fami- 
lia Rossi. En cuanto á Brun no se sabe donde reside. Pero 
también lo tendrá V. S. con Sartoris, porque están siempre 
juntos. Andan vestidos como personajes ; tienen los mismos 
trajes hecfais en Cénovn, reloj y cadena de oro. imperando que 
V. S. hará lo que le digo, cuando es toda la sociedad de Niza la 
que "scribe, tengo el honor de ser servidor de V. S. Firmado : 
Sigaud Alejandre». 
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Buenos Aires. — Quedan'' muy grato á Y. E. si se digna hacer 
llegar estos datos a la autoridad encargada de las pesquisas que 
han sido ordenadas con motivo de los inculpados. 

De acuerdo con las instrucciones del señor Ministro de Ne- 
gocios Estrangeros, tengo igual monte el honor de trasmitir 
adjuntas a V. E., relativamente á eatos individuos, dos nuevos 
mandatos do prisión, y un estrado de los originales de la Escri- 
banía mayor di la Corte de Assises del Departamento de los 
Alpes Marít irnos. 

Quiera aceitar, señor Ministro, las seguridades de mi más 

l'tle ti. de iíondy. 

A S. E. el señar t>r, (Jutrno Costa, Ministro </<• Itelíiaones 
Estertores, 



Fallo del Juíi Frdrrnl 

Hinrote Air^, Mayo 7 de 189U. 

Vista esta solicitud de estradicion presentada por la Legación 
de la República de Francia contra los detenidos Mario Hrun y 
Carlos Surtorís, acusados y condenados por haber sustraído 
fraudulentamente en Xiza, y en reunión do varias personas, la 
suma de treinta y cinco mil francos con perjuicio de la señora 
líellay ; oídas sus declaraciones y la defensa presentada por el 
Defensor Dr. 1». Mariano Várela y considerando : 

I* Que no existiendo vigente tratado de estradiciou entre la 
República Argentina y la de Francia, y de acuerdo á la dispo- 
sición del artículo tí!8 del Código de Procedimientos en lo 
criminal y artículos I" y tt2 de la kn* de eslradi ¡un el caso 
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presente debe ser juzgado y resuelto de acuerdo a las disposi- 
ciones consignadas en dichas leyes. 

2° Que de los documentos acompañados y declaraciones pres- 
tadas resulta comprobada la identidad de los individuos recla- 
mados con los detenidos Brun y Sartorio, habiéndose por otra 
parte acompañado copia de las órdenes de arresto espedidas por 
el Juzgado de Instrucción de Niza contra los espresados Mario 
Brun y Carlus Sartoris, copia de las disposiciones legales apli- 
cables al caso sui judicc, y finalmente los datos y antecedentes 
necesarios para justificar la identidad de las personas requeri- 
das, requisitos exigidos por el articulo 12 de la citada ley de 
estradicion, estando el caso comprendido dentro de la disposi- 
ción del artículo 2" de la misma. 

3° Que si bien el defensor de los detenidos alega que ta soli- 
citud de estradiciou ba sido hecha únicamente por las autorí- 
dades políticas de la Nación requirente, faltando en ella el auto 
emanada de Juez competente y dirijido á las autoridades del 
país requerido, según lo exige el artículo 650 del Código de 
Procedimientos, no es posible considerar esj omisión como causa 
para denegar la estradicion. La disposición citada no la exige 
como requisito indispensable y es mar» bien una regla de proce- 
dimiento para los tribunales argentinos, pues la facultad de 
dictar órdenes de arresto y solicitar la estradicion depende de la 
organización interna de cada pais, dentro de la cual las nacio- 
nes son soberanas, bastando á la Nación requirente que los 
actos emanen de autoridades competentes y estén debidamente 
autenticados. 

Por otra parte, sería difícil á los jueces dirigir esa solicitud á 
una Nación determinada, desde que no pueden conocer por la 
natural, za do las funciones que desempeñan, ia residencia do los 
procesados, correspoudicudo esta averiguación más bien á las 
autoridades diplomáticas establecidas y acreditadas en distintas 
naciones, circunstancia que las habilita para efectuar aquella, 
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bastando solamente que exista una órden de arresto emaaada 
de la autoridad judicial competente, como sucede en el presente 
caso. Confirman este aserto las disposiciones contenidas en el 
artículo 651 del Código de Procedimientos, idénticas á la del 
artículo 1£ de la ley de estradícion, que enumeran los documen- 
tos que dolerán acompañar toda solicitud de estradícion, no 
figurando entre ellos el indicado por la defensa, y sitan soló en 
lo pertinente a la sentencia de condenación Ó al mandato de 
prisión, según que se trate de un condenado 6 de un presunto 
delincuente ; y sobre todo lo confirma el artículo 655 del mismo 
Código, que enumera los puntos sobre los cuales debe Tersar 
mímicamente el juicio en un pedido de estradícion, siendo tan 
solo, entre otros, sobre si la sentencia ó auto de prisión, en su 
caso, han sido espedidos per los Tribunales competentes del 
país requirente. Por lo demás, la defensa nu ha alegado lo 
contrario, siendo además evidente, que el Juez de Instrucción 
es en Francia, Juez competente para espedir mandatos de 
arresto. 

Considerando que el artículo 667, que establece, de acuerdo 
con los principios generalmente aceptad os en esta materia, que, 
cuando el delito que motiva la estradicion tenga una' pena 
menor en la líepública, el encausado no aerá estraído, sinó á 
condición de que los Tribunales del país que lo reclama, le 
impondrAn la pena menor, es aplicable á los detenidos Brnu y 
Kartoris ; pues nuestro Código Penal (art. 188, inc. 2%) castiga 
el robo en poblado y en banda ó complot, con la pena de seis á 
diez afios de presidio, y según el testimonio del fallo de la Corte 
en lo Criminal de los Alpes Marítimos, corriente A foja... dichos 
procesados han sido condenados, en rebeldía, á la pena de veinte 
anos de presidio. 

P*>r estas consideraciones, acuérdase, i título de reciprocidad 
la estradícion solicitada por la Legación de Francia de los indi- 
viduos Mario Brun y Carlos Sartoris, con la limitación en la 
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penalidad á que se refiere el último considerando anterior, para 
todo lo cual se pasara original este espediente al Ministerio de 
Justicia, de acuerdo y para los efectos del artículo de la ley 
de estradicion. Notifiques* original. 

Andrés t (jar riza. 

VISTA DEL SESOK 1'BOCURADOH GENERAL 

Buenos Aires, Junio 17 de 1890. 

Suprema Corte: 

La sentencia del señor Juez de Sección abunda de tal manera 
en justas y fundadas consideraciones, que b a ¡¡tárame referirme 
á ellas para pedir su confirmación. Si los documentos presenta- 
dos por el señor Ministro de Francia no fueran bastantes á 
fundar su pedido, á la verdad que no se co-iciDu qué otros 
pudiera exigirse. 

Si en esta parte, única en que se basa la defensa no tiene 
razón el defensor, la tiene sobrada, en cuanto pide sea condición 
espTesa de la entrega, que la pena que haya do imponerse á los 
individuos reclamados, no sea, eu ningún caso, mayor que la de 
seis a diez años de presidio, con que nuestras leyes castigan el 
hecho criminal que motiva la estradicion, artículo Í88 del 
Código Penal. 

Eduardo Costa, 

.4 mío de I» Suprema C«rl« 

Buenos Aires Julio 17 de 1890. 
Para mejor proveer, diríjase oficio a) Poder Ejecutivo de la 
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República á fin de que, por el conducto correspondiente, be 
sirva recalar de la Lección de Francia, la remisión en un tér- 
mino no mayor de cinco días, de los documentos que puedan 
obrar en su poder referentes al auto ií ordenes espedidas por las 
autoridades competentes de aquel país, decretando la solicitud 
de estradicion de los detenidos Carlos Kartnrisy Mario Brun. 

BRRJAMIS V1CTOR1CA. — FEDERICO 
IflAHCÍ'MEN. — C. S. DE LA TOR- 
RE. — AREL RAZAN. 

Fallo de Ib NupremAiarlf 

Ru.-nos Aires. Julio 21 oY IHÍJO 

Visto* : Prescribiendo el artículo seiscientos cuarenta y ocho 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, que * á falta de 
traslado», la estradicion será podida ú otorgada por la vía diplo- 
mática, ron arreglo at prmedi miento y condiciones t¡ue se 
establecen en este Código ». 

Y considerando. — Primero : Que entre esas condiciones se 
halla determinada en primer lugar por el artículo seiscientos 
cincuenta y. uno de dicho Código, la presentación de un testi- 
monio literal del autn que decrete la solicitud de estradicion 
espedido por la» autoridades competentes del país rt-qu ¡rente, á 
parte del auto de prisión respectivo, si se trata de un procesado 
ó presunto delincuente, ó de la sentencia de condenación, si se 
trata de un condenado. 

Segundo : Que entre los antee i dentes acompañados en este 
caso por la Legación de Francia para solicitar la estradicion de 
los detenidos Marius Brun y Carlos Sartoris, no se encuentra 
el auto que haya decretado la solicitud precitada, ni se mencio- 
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Dft que él «xiata ó se haya pronunciado por la autoridad compe- 
tente, apoyándose dicho pedido á este respecto, solamente en los 
decretos de arresto y eBtracto de las minutas de la Escribanía 
del Tribunal respectivo, referentes á la sentencia en rebeldfr, 
pronunciada contra los detenidos. 

Tercero : Que tampoco se ba obtenido dicho auto, no obstante 
haber esta Suprema Corte requerídolo para mejor proveer de la 
Legación de Francia por el conducto correspondiente, según 
aparece de las diligencias de fojas ciento cuarenta y tres y 
siguientes. 

Cuarto : Que por el artículo seiscientos cincuenta y cinco del 
Código «fe Procedimientos antes citado, se autoriza espresn- 
mente al refujíado requerido de estradiciou, á oponer contra el 
pedido de entrega, los defectos de forma en la parte extrínseca 
de los documentos que f naden dich-* pedido, y virtual y nece sa- 
namente por consiguiente, la inexistencia ó falta de presentación 
de los documentos requeridos por la ley. 

Quinto : Que siendo un principio y un precepto de ley también 
según se ha d icho, en materia de extradición, que la demand a com o 
los procedimiento» que le conciernen en defecto de tratados, son 
rejidos y deben sustanciarse en conformidad á la legislación 
interna del Estado que cono, c de ella, los Jueces del país 
deben someterse i sus precepto 4, sin que les sea dado prescin- 
dir de uno mas que del otro ni de ninguno de ellos. 

SeHo : Que el arresto de los detenidos aparece datar desde 
más de seis meses 4 esta parte, y resulta excedido por consi- 
guiente notablemente, el tiempo de detención que en caso de 
urgencia y solamente en favor de países ligados con la Repúbli- 
ca por tratados sobre la materia, autorizan los artículos seis- 
cientos setenta y uno á seiscientos setenta y tres del Código de 
Procedimientos, inter se recibe el pedido diplomático de extra- 
dición en debida forma. 

Por estos fundamentos, se revoca h sentencia apelada de 
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foja ciento treinta y uno, y se declara no haber lugar ála estra- 
dicion pedida de los detenidos ya nombrados Marios Bran y 
Carlos Sartoris, quienes deberán ser puestos inmediatamente 
en libertad. Hágase saber, líbrense las órdenes necesarias y 
pásese este proceso original al Ministerio de Relaciones Este- 
rtores a los efectos del artículo seiscientos cincuenta y nueve 
del Código de Procedimientos, dejándose la correspondiente 
constancia. 

BENJAMIN V1CT0RICA. — FEDERICO 
IBARGtlREN.-- C. S. DÉ LA TORRE. 
— ABEL UAZAN. 



CAUNA CXVIII 



IT Gregorio, Palacios de Uurand, contra I). Pablo Ferrando : 
sobre rescisión de contrato de locación 



Sumario. — El destino abusivo de casa de prostitución dado 
ála casa alquilada, por el sub-arrend;itano di- ella, es causa de 
rescisión del contrato de locaron. 
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Caso. — El dia 38 de Abril de 1888 D. Ernesto Duraud, por 
D* Gregoria Palacios de Daraod, se presentó ante til Juez 
Federal de la Capital pidiendo la rescisión de un contrato de 
arrendamiento, que su poderdante tenía celebrado con D. Pablo 
Terrando, por loa casas de su propiedad en ta calle Tucuman N° 
412 al 416, desde el 4 do Agosto de 1885, en virtud de los 
siguientes motivos: 

Que D. Pablo Forrando, directamente ó sub-arrendando, 
había consentido que ge estableciera en la parto du dicha casa 
que lleva los números 412 á 410, una casa de prostitución, eon 
puerta de hierro. 

Que si bien es cierto que en el contrato que presenta, no se 
ha establecido cual será el destino del inmueble, este destino 
sin embargo debía ser el que por su naturaleza la casa estaba 
destinada A prestar, y uu el abusivo, contrario á las buenas cos- 
tumbres y dañoso como el ;i que se ha destinado. 

Que su demanda está perfectamente fuudadaen derucho, según 
las disposiciones de los artículos 1503, 1504, 1351, 1559 y 
1561 del Código Civil. 

Acompañó un contrato ante escribano público, del cual 
resulta que con fecha 4 de Agosto de 1885 la señora Gregoria 
Palacios de Uurand diú en arrendamiento á L). Pablo Ferrando 
por siete años, las dos lincas unidas de su propiedad en la calle 
Tucuman número 412 al 416, con la sola prohibición, respecto 
al us», que no podría el locatario tener en dicha íinca depósito 
de materias esplosivas, 

Acreditada la competencia del Juzgado por la diversa nacio- 
nalidad de las partes y conferido traslado de la demanda, se 
presentó al Juez Federal D. José A. Barbera, por 11. Pablo 
Ferrando, pidiendo el rechazo de la demanda con costas. 

Dijo: Que la causal alegada para fundar la acción contraria 
era completamente agena á la voluntad de su representado ; 

Que más bien los hechos hacen sospechar una indirecta par- 
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ücipacioii dü hijo y apoderado de la demudante D. Ernesto 
Durand, que desde hace tiempo trabaja eo id sentido de obtener 
la rescisión del contrato, ofreciendo A 1). Pablo Ferrando hasta 
cuatro mil pesos para obtenerla, y amenazándolo de que él 
buscaría el medio para rescindir la locación; 

Que muy bien puede suponerse que I). Ernesto Durand se 
haya servido de este medio, comprando la sub-locataria D' 
Margarita Sanzani, del momento que esta vendió el negocio 
que tenía en la casa sin dar el más mínimo aviso á Ferrando, 
siendo por otra parte imposible que aquella señora haya encon- 
trado quien Ir compre su negocio, sin previamente entenderse 
el comprador ron el principal locatario ; 

Que Ferrando ba iniciado también una di manda con anterio* 
rídad á esta, por la misma causa y con el mismo fin, contra su 
sub-arrendataria Margarita Sanzani ; 

Que el artículo 7 o del contrato de locación soto prohibe al 
locatario guardar en la tinca tocada depósitos de materias esplo- 
sivaSf y que aún admitiendo que en realidad hubiese habido 
culpa ó negligencia en Ferrando en no impedir el uso que se ha 
hecho de la casa locada, el artículo 1504 del Código Civil, no 
autoriza la rescisión del contrato y m solo establece que el 
locador podrá impedir al locatario yue haga servir la casa 
arrendada para otro uso ; 

Qur no esttindo determinado en el contrato de locación el uso 
que se debe hacer de la casa, las disposiciones de ley citadas 
por la parte actora nu pueden tener el alcance que la misma les 
atribuye. 

r«llo del Jura Federal 

Buenos Aire*. Mayo 18 de 1889. 

Y vistos estos autos promovidos por D" Gregoria Palacios de 
Durand contra D, Pablo Ferrando, sobre rescisión de un contrato 
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de loa cuales resulta: I' Que con fecha 4 de Agosto de 1885, 
U actor* 7 el demandado celebraron un contrato de locación, 
en virtud del cual la primera dio en arrendamiento al segundo 
dot fincas unidas de su propiedad, ubicadas en la calle Tucu- 
miD, bajo las cláusulas y condiciones contenidas en la escritura 
pública, corriente de fojas 1 a 3, con que se ha instruido la 
demanda, entre las cuales figura la de que el contrato duraría 
el término de siete años, á contar desda el veinte de Setiembre 
del año de su celebración, 

2 o Que fundándose la locadora en que el locatario había 
establecido 6 consentido en que se establezca una « asa de pros- 
titución en una de las fincas qne son objeto del contrato, con 
todos los signos y atributos estertores qne caracterizan esos 
establecimientos, sacándola de esa manera de su destino habi- 
tual, se presentó al Juzgado entablando la competente demanda 
para que se declare judicialmente rescindido el contrato, en 
virtod de lo dispuesto en los artículos 1503, 1554, 1^59 y 1561 
del Código Civil. 

3" Que el demandado contestó á foja 14 el traslado que le fué 
conferido, alegando en su defensa: que la causal alegada para 
pedir la rescisión del contrato, aunque no suficiente para ello, 
era completamente ajena á su voluntad, y que los hechos, tal 
oomo se habían producido, más bien acusaban ó nucían sospe- 
char una indirecta participación del hijo y apoderado de la 
demandante, quien, desde tiempo atrás, trabajaba en el sentido 
de la rescisión ; que con anterioridad á este juicio había iniciado, 
por esa causa, demanda contra D* Margarita Sanzani, por 
rescisión del contrato de sub-arrend amiento del local á que se 
aludía, ante el Juez de Paz do la Sección 3' ; que las disposi- 
ciones de la ley invocadas por la demandante eran inaplicables 
at caso subjudice, con tanta más razón, cuanto que el artículo 
7 del contrato de locación solo le prohibe guardar en la finca 
materias esplosivas, desde que no se había determinado el 
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destino que debía darse á la casa tocada ; que aún admitiendo 
que de su parte hubiese habido culpa ó negligencia, no impi- 
diendo a la sublocataria hiciera uso de ta casa para el negocio 
que se ha dicho, el artículo 1504 no autorizaba la rescisión, 
stnó solo que el locador jiodía impedir ;il locatario que haga 
servir la casa arrendada para otro uso. 

4 o Que la causa fue recibida á prueba por auto do foja 26, 
habiéndose producido en el término de ley, laque espresa el cer- 
tificado de foja... sobre cuyo mérito han alegado ambas partes. 

Y considerando: 1 Que de los informes espedidos por la 
Municipalidad, corrientes á foja 43, resulta evidenciado que en 
una de las casas que fueron objeto del contrato de tocación 
agregado á foja I, se estableció, desde el 27 de Octubre de 
1887, una casa de tolerancia con el correspondiente permiso 
municipal, lo que quiere decir que tiene el carácter de pública, 
hecho que por otra parte no ha sido negado en la contestación 
ú la demanda; 

2 n Que habiendo el demandado insinuado, aunque sin atirmar 
precisa y categóricamente, hechos tendentes á hacer suponer 
que el establecimiento de esa casa no era más que un artificio 
empleado por el hijo y representante do la actora, para conse- 
guir, por ese medio, la rescisión del contrato, que, de otro modo 
no había podido obtener, el Juzgado recibió la causa a prueba 
para su justificación, no habiéndose, sin embargo, producido 
ninguna que siquiera haga verosímil su existencia; 

3 a Que tampoco resulta probado on autos que la referida casa 
de prostitución haya sido establecida por la que se dice sub- 
arrendataria, Margarita Sanzani, pues el acta labrada ante el 
Juzgado de Paz de la Sección 3 a , foja 18, único documento 
producido al respecto, es insuficiente para justificar legalmente 
el hecho de que se trata, por cuanto emana oclusivamente del 
demandado, siendo, por lo tanto, equivalente ¿ la manifestación 
del mismo, efectuada en ta contestación á la demanda; 
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4 o Que, por otra parte, admitiendo que sea él cierto, de la 
propia manifestación del demandado y testimonio de la referida 
acta, resulta : que este tuvo conocimiento del establecimiento 
de la casa, mucho antes de iniciado el presente juicio, y solo 
di^ algunos pasos en el sentido de su desalojo, después de tener 
conocimiento que había sido demandado por la rescisión del 
contrato, siendo muy verosímil que lo haya tenido desde la 
instalación de la rasa, por su carácter de locatario principal, 
de donde se desprende qu»i la casa se al«rió y ha exigido con sa 
consentimiento tácito, atento lo que prescribe et artículo 1146 
del Código Civil ; 

5 o Que continuando en relación al locador, del mismo modo 
que si no hubiera suWrriendo. las obligaciones del locatario, 
y, por consiguiente, lis derechos de aquel, conforme á lo dis- 
puesto en el artículo 1001 del Código Civil, es indudable que A 
locatario principal es responsable de las acciones á que haya 
lugar, por los hechos de los sub -arrendatarios y con más razón 
cuando ellos tienen el consentimiento tácito ó espreso del mlfr 
locador, como si emanaran de este mismo ; 

6" Que, aún cuando no se ha espresado en el contrato de 
locación el uso á que debían destinarse las lincas locadas, este 
debe necesariamente ser un uso honesto y que no sea contrario 
A l is buenas costumbres, porque, de otra manera, el contrato 
sería de ningún valor, conforme á lo dispuesto en el artículo 
1503 del Código Civil, no encontrándose seguramente en este 
caso el establecimiento de una casa pública de prostitución, 
máxime si se Usne presente que funcionaba en una casa de 
inquilinato, donde habitan numerosas familias y niños; 

7 o Que, según el artículo 1559 del mismo Código, si el loca- 
tario emplea la casa arrendada en otro uso que al que está des- 
tinada por su naturaleza ó por el contrato, el locador puede 
demandar, entre otras cosas, según las circunstancias, la resci- 
sión del contrato; y según la Ley 6% título 8", partida 5*, una 
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de las causales porque el locador puede echar al locatario, antes 
del vencim lento del termino del contrato de locución, es « cuando 
usase mal de ellu, faciendo algún mal porque se empeorase, 
ó allegando en ella matas mujeres 6 matos lio mes, de que se 
siguiere algún mal á la vecindad». Es igualmente una razón 
para despedir al locatario, antes de la espiración del contrato, 
dice el jurisronsulto Pothier, citado por el autor del Código 
Civil, en la nota & los artículos 1503 y 1504, cuando no goza de 
la casa como debe, si la degrada ñ deteriora, ri hace de ella un 
burdeí; 

K° Finalmente, que il mismo demandado ha reconocido y sos- 
tenido la procedencia de la rescisión del contrato, antes de la 
espiración del término; por la causal alegada en la demanda, 
según consta en el testimonio del acta labrada ante el Juzgado 
de Paz do la 3* Sección, mi litando A su respecto las mismas 
razones aducidas por él en_ dicha acta, dados los antecedentes 
precedentemente ron signad os. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando rescindido el con- 
trato de locación de foja I, Notifíqnese con el original. 

Virgilio }L Tedin. 

ralla de I* Kuprrmn Orle 

Buenos Aírtc Agosto W de 1880, 

Vistos: Aceptando los fundamentos de la senteucñi apelada 
de foja ciento siete, en lo que se relien; á la existencia del he- 
cho principal en que se basa la demanda, ó sea el destino abu- 
sivo dado á una de las casas comprendidas enel contrato de foja 
primera, por la suh-locataria. puesta en ella por el demandado, 
con perjuicio de las dos propiedades arrendadas, y la imputabi- 
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Hdad de aquel en tal hecho, dada la disposición del artículo mil 
quinientos sesenta y uno del Código Civil; y comprobado como 
■e halla, que solo después de interpuesta la presente demanda 
y con conocimiento de ella, procuró la reparación dt tal falta : 
se confirma con costas dicha sentencia, y repuestos los sellos 
devuélvanse. 

BEKJAHIN VlCl OH It A. — FEDERICO 
IBARGÚREK. — * C, S. DE LA TOR- 
HE. — ABEL RAZAN. 



CAUSA i' XIX 



La Empresa del Ferro-Carril JSord-Este Argentino, contra D. 
Eladio (iuesalaya; sobre expropiación. 



Sumario. — Debe confirmarse la sentencia aceptada por el 
eapropiado, ea la que se fija al terreno espropiado 6 indemniza- 
ciones correspondientes, un valor inferior al que resulta de las 
informaciones periciales. 
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Caso. — En 12 de Julio de 1889 se presentó ante el Juz- 
gado D. Julio Pessini, en representación rie la empresa del 
ferro-carril Nord-Este Argentino, esponiendo : que coa arreglo 
á la ley de concesión y contrato celebrado con el Poder Eje- 
cutivo Nacional en Junio 12 de 1886, venía á ejercitar el de- 
Techo de expropiación sobre una área de 2500 metros de largo 
por 25 de ancho, de pertenencia de IK Eladio Guesalaga, con 
quien no había podido llegar á un acuerdo sobre el precio de la 
expropiación. 

Que él ofrecía á razmi de 30.000 pesos la legua cuadrada, la 
suma de 09 pesos 50 céntimos, caya i ira a depositó, pidiendo 
la posesión. 

Citadas las partes á comparendo y agregados los planos, sin 
cuya vista la parttMie Guesalaga observó que nada podía deter- 
minar, el actor modificó la demanda, declarando que la hacía 
por la cantidad de 2950 metros de largo por 25 de ancho, ó sea 
73.750 metros cuadrados, depositando otros 12 pesos 50 centa- 
vos t para completar la suma de 82 pesos moneda nacional que 
correspondía á esa área a razón de 30.000 pesos la legua. 

D. Aleja.ídroMombelIo, por Guesalaga, contestó que el precio 
ofrecido no indemnizaba los perjuicios que causaba el fracciona- 
miento por el cual quedaban á un lado las casas, corrales, agua- 
das, se dividían é inutilizaban tres potreros con sus alambra- 
dos que eran destinados i invernar hacienda, se inutilizaba un 
puente de piedra y varios paredones del mismo material, fuera 
de los inconvenientes que tendría la hacienda en buscar lomas 
durante la lluvia y la escasez de pasos a nivel. 

Pidió que por el precio del terreno y de la indemnización de 
perjuicios se le abonara la suma de cuatro centavos el metro 
cuadrado. 

No habiendo podido llegar á un acuerdo, el Juez les invitó á 
nombrar peritos, habiendo el demandante nombrado i D. Fran- 
cisco llesoagli y el demandado á D. Honorio Calvo. 
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PERICIA DE DOH FRANCISCO RESOAGLI 

Pojadas. Agosto 20 de 1889. 



Sr. Juez Letrado: 



Para llenar la comisión de perito tasador de la zona de ter- 
reno que le toma en el campo del Sr. (iuesalaga la vía del fer- 
io-carril XoTd-Este Argentino, tuve que costearme al terreno, y 
recorrido toda la línea, y esto verificado, rae aproximé al perito 
por la parte del Sr. Guesalaga, con quien no hemos podido ni 
aproximadamente uniformarnos, porque á cuatro centavos el 
metro cuadrado como entiende este valer, resultaría la legua 
cuadrada á i .080,000 pesos nacionales de cuya justipreciación 
no ha querido descender por lo que vengo ú hacerlo por sepa- 
rado. 

La zona de terreno que le toma la línea férrea a! Sr, Guesa- 
laga son pequeñas alturas, partes bajas y bañados algunos, le 
atraviesa tres alambrados, uno que corresponde á un pequeño 
potrerito, donde vi un puentecito de ninguna significación y que 
no le toca, no le toma terreno cultivado ni plantas de ninguna 
especie, me aproximé igualmente al ingeniero de sección para 
ver la altura del terraplén en el perfil y comprendo que él es va- 
de ab le de una parte á otra del campo y entiendo que si no lo 
fuera la empresa está obligada á poner pasos á nivel y demás 
obras para dejar el campo en la ¡seguridad en que se encuentra ; 
y en atención á lo que valen los campos por estas alturas y la 
especialidad del tamaño y estar alambrado el del Sr. Guesalaga, 
vengo á tasar á razón de 20.000 pesos nacionales la legua cua- 
drada por la parte de latinea y con más un 40 por ciento como 
indemnización ; es cuanto creo valorarlo Sr, Juez. 

Otrosí digo : que no habiendo papel sellado en Receptoría se 
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lia de servir V. S. aceptar cate en papel común con cargo de re- 
ponerse. 

francisco liesoagli. 

pehicia de noy fiONonro calvo 

PosniJ«s r Affdslo 30 de 1889. 

Sr. Juez Racional : 

Honorio Calvo, perito nombrado por I). Eladio Guesalaga en 
el juicio que sigue con el representante del ferro-airril Xord- 
Este Argentino, sobre apropiación, á V. $, respetuosamente 
dice : 

Que encontrándome en completa disidencia con el Sr. Resoa- 
gli, perito nombrado por la empresa, respecto de la indemniza- 
ción de los perjuicios que con sujeción al auto de V. H. y dispo- 
sición espresn de la Ley, debe abonar dicha empresa constructora 
á D. Eladio Guesalaga, me veo obligado bien á mi pesar á dic- 
taminar por separado. 

i ú Me he constituido al lugar donde debe construirse la vía 
férrea que motiva este juicio. He podido apreciar así, seíjunmi 
leal saber y entender, todos los perjuicios que ella lt> va á irro- 
gar al propietario de ese campo. 

Se trata de una es tensión no mayor de una legua, toda alam- 
brada, y destinada por su proximidad al pueblo y por sus con- 
diciones físicas, diré así, á invernada» de animales para el 
abasto. 

Todos sabemos loque es y lo que importa una * invernada ». 

Hay que llevar allí animales chucaros, generalmente toros, 
porque son los que se consiguen á menos precio. Se castran y sa 
obtienen así novillos que dan un resultado pingue con más de 
uu ciento por ciento de utilidades. 
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Pero para el engorde, se necesita campo especial por boj pas- 
tos, por sus aguadas y por su misma situación, porque se trata 
de ganado arisco que en un campo muy poblado ó muy transita- 
do, andaría como hacienda alzada, y en vez de engordar se en- 
flaquecerla; y la «invernada» que no produce engorde, en 
Tez de dar pingües ganancias, da resultados desastrosa. 

Eso es elemental. 

2" El Sr, Guesalaga en su campo, con sos potreros de piedra 
y de alambre, perfectamente repartidos ; en un lugar apartado, 
con rinconadas inmejorables, pastos vaguadas excelentes, tenía 
una «invernada» que podía producirle muy buena renta, aquí, 
donde la carne se esta haciendo artículo de lujo. 

Con sus poblaciones y mangueros de un ludo y sus potreros 
de otro, se podían hacer las faenas de campo con suma facilidad 
y con todas las comodidades necesarias á esa clase de traba- 
jos. 

La vía, cruzándolo como lo cruza, todo lo trastorna. 

Deja de un lado los corrales y la casa y le fracciona los potre- 
ros inutilizándolos; reduciéndolos & proporciones que no po- 
drán utilizarse para el objeto que se destinaban. 

Le destruye un puente, le destruye loa paredones de piedra 
que formaban otro de los potreros de más costo y de mayor se- 
guridad y le desequilibran todo, cambiando par completo la faz 
del establecimiento. 

Tal vez los perjuicios materiales por roturas do alumbrados, 
destrucción de puentes y paredones de piedra, no sean de ma- 
yor importancia, un centenar ó dos de pesos. 

Pero hay que tener en cuenta que aquel establecimiento, único 
tal vez como para « invernada », para todo servirá en adelante, 
menos para el objeto que le destinaba su dueño, no solo porque 
sería necesario hacer nuevas poblaciones en la mayor fracción 
que le deja la vía, sinó que habría que hacer también nuevos 
potreros; y ni aún asimismo, dada la estension de campo que 
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Tendría á ocupar; ni las haciendas tendrían campo bastante 
como para pastar tranquilamente, ni podría nunca hacerse una 
« internada » de las comodidades que tenía ó tiene actualmen- 
te la del Sr. Guesalaga. 

Por estas consideraciones, rengo en cumplimiento de mi co- 
metido á avaluar los perjuicios enumerado* en la suma de 2500 
pesos moneda nacional, comprendiéndose en esta avaluación el 
valor de la parte espropiada, calculando á razón de 25.000 pe- 
sos la legua. 

Honorio Calvo. 

Conferida vista de lan partes, cada una impugnó el dictamen 
del perito nombrado por la otra. 

EISr.Mowbello, por Guesalaga, manifestó que en vista de la 
disconformidad de los peritos y de las partes, creían acertado 
que el Jm-z nombrase una persona competente y de reconocida 
rectitud áfin de que dictaminase acerca del valor del campo y 
los perjuicios que la vía le originaba, previa inspección ocular. 

El actor manifestó conformidad, siendo puramente para ilus- 
trar más el asunto. 

KI Juez nombró al efecto indicado á D. Aurelio Villalonga 
qui! fué aceptado por las partes. 

Aceptado por este el cargo, presentó la siguiente: 



PERICIA 

Posadas, Setiembre ü dv 188í. 

Sr. Juez Nacional: 

Para dar cumplimiento á lo ordenado por TJ. S. y cumplir con 
el deber de perito avaluador, me trasladé al establecimiento del 
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Si. Gnssslsgs y he recorrido la traza de la línea y visto los 
perjuicios que sufre y las erogaciones que tiene que hacer para 
poder continuar ocupando su campo, como hoy lo hace con in- 
vernada. 

£1 cruce déla línea según plano, toma una ostensión de 2861 
metros lineales; corta en tres partes el alambrado; siendo uno 
de estos el que pertenece á un pequeño potrero que rodea la 
quinta contigua at establecimiento; divide el campo en dos frac- 
ciones, quedando el establecimiento y corral-rodeo, en la más 
pequeña que se compone de una área de terreno de un cuarto de 
legua próximamente. 

Las erogaciones que tiene que hacer el Sr. Oueselaga, son las 
siguientes: Una línea de alambrado en ambos lados de la vía, 
que forman la cantidad, ó sea la longitud de 5722 metros. 

Su costo : 



Hechura de 5722 metros de alam- 
brado, á 4 pesos cada cien me- 



1907 postes colocados cada tres me- 


8 


228.88 


tros, a 30 pesos ciento 




572.10 


00 quintales alambre á 5 pesos. , . , 


i 


300 


Traslación del corral-rodeo y he- 








» 


100 


Un rancho y un pequeño corral pa- 




ra puesto. 




too 


Corte de los tres alambrados y refor- 






ma del potrero 


li 


100 



Ahora bien, como ya tengo indicado, la propiedad queda divi- 
dida en dos partes, y siendo esta tan pequeña como es, la per- 
judica depreciándola del valor que hoy tiene, y que lo avalúo á 
ramn de veinte y cinco mil pesos moneda naoioual la legua, la 
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parte que comprende la línea y un cinco por ciento de indemni- 
zación sobre et valor total que representa el campo avaluado en 
los veinte y cinco mil pesos legua cuadrada. 

Aurelio Vi tía tonga. 

Falla del Jura Lelrwto 

Posadas, Seti^mbro ;i0 de 1889. 

Vistos estos autos seguidos por D. Julio Pessini en repre- 
sentación de la empresa del ferro-carril Xord-este Argentino 
sobre espropiacion de un terreno en este territorio, pertene- 
ciente £ D. Eladio Guesalaga. 

Resultando: Que con fecha \% de Julio ocurrió al Juzgado 
dicho señor Pessini esponiendo; que la empresa que representa, 
está facultada de acuerdo con la ley de concesión y contrato 
celebrado por los concesionarios con el Poder Ejecutivo de la 
Nación en Junio 12 del 80, para espropiar los terrenos necesa- 
ri ns para la via férrea a construirse do Monte Caseros á Posa- 
das, y requiriéndose con este objeto la estension de dos mil 
quinientos metros de largo por veinte y cinco de ancho de que 
es propietario <<1 señor Guesalaga en « Ojos de Agua », no ha- 
biendo podido llegar & un acuerdo en el precio» sjlicitaba la de- 
cisión judicial de la diferencia. 

Que como precio é indemnización ofrecía la suma de sesenta 
y nueve pesos cincuenta centavos á razón de treinta mil pesos 
legua de dos mil setecientas hectáreas, la cual ponía desde 
luego á disposición del demandado teniendo presente que la 
vía no causa perjuicio alguno que se hubiere indemnizado por 
separado y que la empresa se compromete á dejar la propiedad 
en pleno estado de seguridad. 
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Convocado á juicio verbal el demandado, nada se determinó 
por no conocer este Ja traza de la línea j en consecuencia lus 
perjuicios que podría originar, en atención & lo que se poster- 
gó hasta que aquel presentara los planos. 

Agregados los planos turo nuevamente lugar la junta y el 
demandante espuso que ratificándose en su escrito primero, 
modificaba su demanda haciéndola ostensiva á la cantidad de 
dos mil novecientos cincuenta metros de longitud por veinte y 
cinco de ancho ú sean setenta y tres mil setecientos cincuenta 
metros cuadrados, por los coales ofrece ochenta y dos pesos mo- 
neda nacional, tomando siempre la base de treinta mil peso* 
legua. 

D. Alejandro Mombelío, que concurrió en representación del 
señor Quesalaga dijo: que la suma ofrecida, que entendía <-ra el 
precio del terreno, no indemnizaba los perjuicios que origina- 
ba la expropiación, pues en primer lugar, fraccionaba la pro- 
piedad, dejando de un lado casas, corrales, aguadas y dividía 
tres potreros con sus alambrados, dejándola completamente inú- 
til al fin que la destinaba (invernadas) dado lo reducido de ella. 

Que á más le inutiliza otros trabajos, un puente de piedra, 
y varios paredones del mismo material, fuera de los inconve- 
nientes que ofrecerá á la hacienda que busca las lomas du- 
rante las lluvias, la escacez de pasos á nivel según el perfil 
como se vé en los planos que presenta (fs. 24 y 25), terminó 
manifestando que incluyendo la tierra y los perjuicios so le 
abone á razón de cuatro centavos el metro cuadrado. 

En vista de tal desacuerdo se procedió al nombramiento de 
peritos que informen sobre el valor del bien y los perjuicios 
que acarrea la espropiacion, haciéndolo la parte de la empresa 
en I). Francisco Resoagli y la de Guesalaga en D. Honorio 
Calvo. 

Estos se espidieron (á fs. 28 y 30) avaluando el primero á 
razón de veinte mil pesos la legua, más un cuarenta por ciento 
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como indemnización de perjuicios, que los hace consistir en el 
corte de tres alumbrados ; j el segundo en dos mil quinientos 
pesos nacionales, uno y otros por considerar estos de mucho 
mayor magnitud y estimar aquel á razón de veinte y cinco mil 
pesos la legua. 

Bada vista á las partes, cada uno impugnó el dictamen del 
perito de la contraria por las consideraciones alegadas en el 
escrito y acta do fojas 33 á 38, por lo que convinieron en el 
nombramiento de un tercero que el Juzgado propusiera, nom- 
bramiento que recayó en 1). Aurelio Villulonga. 

Este se espidió diciendo que para seguir ocupándose el cam- 
po con inver nada dados los inconvenientes de la vía férrea, es 
necesaria una línea de alambrado en cada costadode la vía. cuyo 
valor estima en mil cien pesos noventa y ocho centesimos i la 
traslación del corral rodeo, construcción de un pequeño corral 
y un rancho en la mayor de las fracciones en que el campo 
queda dividido y reforma de un potrero, tod-i lo que conjunta- 
mente con el perjuicio qne ocasiona la rotura de tres alambra- 
dos, lo estima en trescientos pesos. 

El terreno á espropiar lo aprecia a razón de veinte y cinco 
mil pesos legua y la depreciación que sufre la propiedad jmr 
fraccionamiento, en un cinco por ciento de su vator. 

Corrida vista de esta tasación, el representante de la empresa 
la observó reproduciendo entre otras consideraciones la rela- 
tiva á las facultades de este perito para una nueva justiprecia- 
ción que niega haber consentido. 

El Juzgado para mejor proveer ordenó la agregación de tos 
títulos de propiedad. 

Y considerando : Que según la ley de 13 de Setiembre de 
1866 (art. 16) la indemnización de los bienes expropiados debe 
comprender no solamente su valor venal, sinó también el de 
todos los perjuicios y gravámenes que sean consecuencia for- 
zosa de la expropiación . 
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Que respecto del terreno de que se trata, el demandante ha 
dicho ser necearlo para la via. setenta y tres mil seteeiento. 
cincuenta metros cuadrados, por Jo cual orrece ochenta y dos 
pe«os moneda nacional y aún cnando los peritos han tomado 
una b«e menor, la indemniiacion no sería equitativa ajustán- 
dola a esta en virtud del mayor precio por aquel ofrecido 

Que pasando á determinar les gravámenes y perjuicios que 
también infice la espropiaeion, el demandado ha manifestado 
1» depreciación que sufre el terreno por fraccionamiento lo 
mismo que los peritos Calvo y Villalonga. En efecto, por' los 
croquis agregados en autns, se vé que la propiedad se divide on 
dos, siendo natural que en terrenos de pastoreo distantes algu- 
nas leguas de los centros de población y de una reducida osten- 
sión como el que nos ocupa, que tiene solo poeo más de media 
legua cuadrada, se afecte y disminuya su valor. 

El desmérito que por esta circunstancia ae ocasiona es apre- 
ciado en la tasación de foja 42 en un cinco por ciento del valor 
de ta propiedad. 

Que respecto al alambrado en los dos costados do la vía que 
juzga menester el perito Villahnga, si bien es cierto que pue- 
de ser necesaria la separación de las do* fracciones dada la sub- 
división a que el dueño tiene sometida la propiedad y al fin que 
la destino, no lo es la doble línea que más bien puede ser per- 
judicial, p U es entrando animales á la via se encierran en la ca- 
lle que forma sin tíner donde huir, ocasionando su muerto y 
accidentes en los trenes, mucho más cuando la empresa se com- 
promete á colocar guarda barreras para ganados y dejar en com- 
pleta seguridad el campo. 

El gasto por este gravámen que dicho perito estima en mil 
cien pesos noventa y ocho centavos, debe equitativamente que- 
dar reducido á la mitad, quinientos cincuenta con cuarenta y 
nueve centavos. 

En cuanto á las nuevas poblaciones que el perito Calvo con- 
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sidera precisas en la mayor de tas fracciones y facción de nue- 
vos potreros, Vil Monga reconoce también el perjuicio, y preci- 
sando el gaBto, lo estima en trescientos pesos. Esto es justo, 
porque quedando limitado á una de las fracciones en que el 
ferro-carril divide el terreno el servicio que tas poblaciones, 
corrales y potreros prestaban a la totalidad, necesita el espro- 
piadoejccutar enla otra, otras, sino* las mismas que sirvan para 
el mismo fin. 

Que la espuesto demuestra que el perito que practicó la ta- 
sación de foja 28, se ha alejado mucho de la verdad, al contra- 
rio de la apreciación pericial del tercero que el infrascrito cree 
bien hecha y contra la cual nada se ha justificado. Las obser- 
vaciones del representante de la empresa reletivas ¡i esta ope- 
ración carecen de fundamento, porque como lo espresa la pro- 
videncia consentida de foja 40 vuelta, en el acta de su referen- 
cia se halla determinado el carácter esencialmente pericial con 
que se invistió a este, sin ser dignas de atención las otras con- 
sideraciones aducidas. 

Que de estos antecedentes no resultan datas suficientes para 
dar por comprobado el perjuicio que el demandado pretende se 
le irroga por inutilización de un puente y pared de piedra, pues 
si bien el perito Calvo cree que existe, Resoagli lo niega dicien- 
do ser el puente de ahguna significación. El perito Villalonga 
no menciona tal gravámen. 

Del croquis de foja 24 no aparece que sea necesario demoler 
esas obras para mejor utilizar la fracción en que queden com- 
prendidas, y particularizando el muro, debe también tenerse pre- 
sente que se ha reconocido ya el perjuicio que ocasiona la vis 
en el potrero á que sirve y el gasto que se necesita para lare- 
forma de este y en el que puede hasta ser nuevamente emplea- 
do el material de que se compone. No puede pues esto, consi- 
derarse de abono. 

Por estos fundamentos ; se declara que la empresa del ferro- 
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canil Nord-este Argentino, debe abonar a D. Eladio Guesa 
Itga como indemnización de la espropiacion : 

I* Ochenta y dos pesos moneda nacional por precio de se- 
tenta y tres mil setecientos cincuenta metros cuadrados de ter- 
reno necesario para la ría, á razón de treinta mil pesos legua 
etpañola; 

* Ochocientos ocho pesos treinta y cinco centavas en que 
se estima el desmérito que sufre la propiedad por el fracciona- 
miento calculado en un ciuco por ciento del valor de catorce 
millones quinientos cincuenta mil trescientos noventa y dos 
metros cuadrados ; 

3* Quinientos cincuenta pesos cuarenta y nueve centavos á 
que ascienden según la tasación de foja 42, las diversas partida* 
referentes al alambrado de dos mil ochocientos sesenta y un 
metros á uno de los costados de la vía, quedando la empresa 
obligada a hacer las obras necesarias para la seguridad de la 
propiedad; 

4* Trescientos pesos que segtin la misma tasación importa 
la traslucían del corral rodeo, construcción de un rancho y un 
pequeño corral, destrucción de alambrados y reforma de un 
potrero. 

Así mismo se declara, de conformidad con el artículo 18 de 
la Ley de Espropiacion, que la* costas del juicio son á cargo 
del espropiaute por ser la indemnización que se mand;i pagar 
superior á la oferta. 

D. Quiroga. 

Buenos Aires, Agosto 19 Je 1890. 

Vistos : Habiendo el apropiado D. Eladio Guesalaga aceptado 
la apreciación contenida en la sentencia apelada de foja setenta 
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y tres, y por lo que resulta de las i o formaciones periciales cor- 
rientes en autos: se confirma dicha sentencia en lo que respecta 
til valor de la estension en metros t del terreno á espropiarse, 
como en lo relativo á las demás indemnizaciones i que ella se 
refiere, con costas. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN VICTOR1CA. — FEDERICO 
IBAftGÍIftEH. — C. 8. DELATOR- 
RE. — ABEL BAZAH. 
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/>* Mercedes S, de Levingtton, contra (i. flaimn S. Várela ; 
sobre interdicto posesorio. 



Su maño. — Resultando comprobada la posesión á título de 
dominio, y la perturbación causada en ella por ei demandado, 
debe restituirse al actor la libre posesión del terreno materia del 
litigio, y prohibirse al demandado todo acto perturbatorio en 
la misma. 
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Cato. — En 2 de Hayo de 1889» se presentó D. Emilio F t 
Lnqne, por D* Mercedes 8. de Levingstnn, tinte el Jaez Federal 
de San Luis, manifestando : Que perteneee en propiedad y 
pleno dominio á su mandante ta fracción de terreno ubicada en 
el parase de c El Balde » entre Santa Teresa y Mundo Nuevo, 
designado bajo el X" II del plano d» la mensura respectiva] 
según consta de los títulos de propiedad á favor de su mandante 
de la Estancia denominada « La Estanzuela» y de la mensura y 
plano de la misma aprobados judicialmente, que con el título de 
propiedad, tiene acompañados en los autos que sobre reivindicn- 
«ion de las fracciones de terreno denominadas Santa Teresa y 
Mundo Nuevo tiene promovidas sn mandante contra D. Ramón 
S, Várela y D, Pedro Silvera y ¡i los que se refiere, de conformi- 
dad con el artículo 10 de la ley Nacional de Procedimientos. 

Que hace próximamente seis meses, como máximun ocho, que 
D. Ramón Vareta ha empezado i servirse sin el consentimiento 
y á despecho de las prohibiciones de los señores Levingston, 
encargados de su mandante, de un balde do propiedad de esta 
para dar de beber a sus haciendas, y últimamente Várela se 
ocupa de hacer reparaciones en unos cercos viejos existentes en 
el misino tugar y de propiedad de la señora Levingston. 

Qoe como los actos espresados constituyen verdaderos actos 
posesorios, que importan un atentado á los derechos de propie- 
dad de su mandante, fundándose en los artículos 2495 y 2496, 
viene á interponer la acción de manutención en la posesión del 
inmneble mencionado, contra D. Ramón S. Várela, para que se 
ordene la cesación de la turbación, se garanta á su representa- 
da en la plenitud y libertad de sos derechos posesorios y se 
condene á Várela en los daños y perjuicios y costas del juicio 
(art. 2494, C. C. y 329 L. de P.). 

Acreditada la competencia de la Justicia Federal, se ordenó 
que las partes comparecieran á juicio verbal. 
En el juicio verbal, el actor dió por reproducida ia demanda, 
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j la parte de Tárela sin contestarla, opuso como artículo previo, 
que se declarara que U demanda no había aido propuesta en 
forma, por no haberse acompañado las copias de ella j de los 
documentos que la instruían. Negado por el actor el derecho 
del demandado para oponer escepcioneB dilatorias en este juicio, 
sosteniendo á la vez que la omisión de las copias no constituía 
un defecto en la forma de la demanda, el Juez, atento lo dispues- 
to por el artículo 333 de la ley de Procedimientos, mandóse 
prosiguiera el juicio, pudiendo tenérsete cuenta oportunamen- 
te las observaciones del demandado sobre el defecto legal en el 
modo de proponer la demanda. 

El demandado pidió revocatoria y apeló in subsidium, y el 
Juez no hizo lugar á los recursos por poder los litigantes usar 
de todos sus medios de defensa en la audiencia, produciendo 
alegaciones y observaciones. 

Fallo del Juex Federal 

San Luii. Junio 26 du 1889. 

Y vistos : Por lo que resulta de autos y considerando: 1 u Que 
el actor t! ti todo juicio debe probar la demanda en las bases con 
que Ja entabló y le fué* admitida, y en la que ha deducido el 
representante de la señora de Levingston, manifiesta que perte- 
ueciéndolc la propiedad y posesión del terreno ubicado en el 
paraje de c El Balde i entre * Santa Teresa > „ Mundo N'uevo » 
el demandado señor Várela, de seis a ocho meses atrás, ha 
empezado á servirse del agua de un pozo de balde ulli existente, 
pura sus haciendas, sin consentimiento y contra las prohibi- 
ciones de los encargados de dicha señora, y que además se ocu- 
pa actualmente de hacer reparaciones en unos antiguos cercos 
de rama; por lo que importando estos actos del segundo un 
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ataque á sos derechos, según los artículos 2403 y 2496 del 
Código Civil, promueve contra él la acción de manutención en la 
posesión del precitado inmueble; 

* Que de la prueba testifical que se ha rendido, para acre- 
ditar el hecho de ta posesión y la turbación en la misma, que es 
el punto á resolverse, resulta sustancialmente : i" que los 
derechos invocados por la demandante doman de ios que tenía 
D. Ramón Abel Ante, que no se determinan de qué clase fueran 
y que este último solo ejerció sobre los ranchos y un potrcrillo 
que construyera hace cinco años más ó menos, cuya ocupación 
tomó la señora de Levingstun por medio de un encargado ó 
casero, ahora dos años próximamente; 2 o que cuando D. Ramón 
Abel Ante levantó los ranchos y el potrerillo, estaba va hecho 
con mucha anterioridad el pozo ó balde en cuestión; 3 a que la 
señorade Levingston ni persona alguna en su nombre ha ocupado 
con haciendas de ninguna clase ni disfrutado el campo denomi- 
nado « El Balde., limitando su posesión únicamente al potre- 
rillo y ranchos en que habitó su antecesor; y 4° que de las 
deposiciones de los testigos ofrecidos por el actor y especial- 
mente D. José E, Suarez, foja 33 vuelta, Juan Antonio Saldaña, 
foja 36, Zoilo Navarro, foja 45, ValoisOlguin, foja 54, y Juan 
Mora, foja 59, consta que D. Santos Amaya, como capataz de D. 
Ramón Várala, desde hac más de un año ocupa el campo * El 
Ualde.con población y hacienda*, teniendo sus ranchos sepa- 
rados de Los que hizo el señor Ante ; 

3 o Que de lo espuerta se deduce que la señora de Levingston 
tiene una ocupación eselusha de dos años, más ó menos, en las 
casas y potrerillo que se han mencionado y que fueron de Ante, 
y el señor Várela lo que ba tomado y ejerce sobre el campo 
llamado «El Balde*, por más de uu año; sin que se pueda 
citar en favo T de las pretensiones de la primera a todo el inmue- 
ble el deslinde ó mensura que de este se ha practicado a* solici- 
tud suya, porque además d* haber hecho verificar el señor 
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Várela en el mismo terreno otra operación igual, según lo 
revela el espediente acompañado, ella es solo aclarativa y no 
declarativa de derechos, y lo que se trata de investigares la 
actual posesión y la interrupción que so denuncia. La Suprema 
Corte en uno de su* fallos ha establecido que el que no tiene ni 
ha tenido la posesión, no puede deducir el interdicto de retener 
(eérie 2", tomo 13, página 19) ; 

4* Que si el Sr. Ante, 6 su sucesora singular, al tomar la 
posesión del terreno en que se hallan el potreríto y los ranchos, 
hubieran formado la intención de tenor por suya y de someter 
al ejercicio de .sus derechos la totalidad del campu « El Balde *, 
r.ü debieron consentir quv el demandado entrara á ocuparlo pú- 
blica y pacíficamente, como lo ha hecho durante más de un año, 
sin haberlo inquietado en todo ese tiempo, ni practicado acto 
alguno de posesión, en el sentido propio y legal de esta palabra; 

5" Que correspondiendo la acción de manutención al po- 
seedor de un inmueble, turnado en la posesión, siempre que es- 
ta no fuere viciosa, respecto del demandado, por otra parte, de 
estos autos no consta de qué naturaleza sea lo que alega la de- 
mandante sobre vi campo « Kl Balde», suponiente que alguna 
tuviera en la actualidad; 

6 o Que para que tenga lugar el interdicto de retener, que es 
el promovido, se requiere que el demandante se halle en actual 
posesión y que pe baya tratado de inquietarle en la misma, es- 
treñios que no han sido demostrados en el presente caso, pues 
que respecto del primero, solo ha tenido y tiene la ocupación de 
los ranchos y el potrerillo, y en cuanto al segundo, ni las repa- 
raciones de los cercos antiguos que hace el demandado ni el 
pozo de cuya agua se sirve para sus ganados, ha probado que 
estén comprendidos en ellos. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo pedido por el 
demandado, no ha lugar con costas, á la a :eion posesoria que 
se ha deducido. Notí0qnese con et original y repónganse los 
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•ellos, desglosándose los documentos traídos ad effeclum 

P. T. Miyutz. 




efiriénd 



Buenos Aire», Agosto 21 de 1890. 



Vistos: Refiriéndose la demanda de foja siete solamente al 
potrero 7 poso de balde construidos dentro del campo de este 
nombre y no á la totalidad de su área; y resultando comprobada 
en autos por las declaraciones de foja veinte y nueve á foja 
cuarenta y nueve, la posesión á título de dominio de dicha frac- 
ción por la demandante doña Mercedes 8. de Levingston, como 
la perturbación cansada en ella por él demandado D. Ramón S. 
Várela, y la precaridad del título con que este último ba usado 
del pozo mencionado: se revoca la sentencia apelada de foja 
ochenta y nueve, declarándose que la demandante debe ser res- 
tituida á la libre posesión del terreno en cuestión, con prohibi- 
ción al demandado de todo acto perturbatorio en ella, siendo de 
cargo de este las costas del juicio. Repónganse ios sellos y de- 
vuélvanse. 



BEnJAMIII VICTOIUCV — FEDERICO 
tBARGORE!*, — C. S. üE LA TORRE. 
— LL'IS V. VARELA 1 — ABEL 
BAZA*. 
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€ ¿USA CXXI 



La Compartía de Ferro-Car riles Pobladores contra Itoñá Malvi- 
na Vernet de Cidiey, por expropiación ; sobra nulidad tí ex- 
cepciones previas. 



Sumario. — i* El error en la persona demandada que ha 
sido oportunamente rectiücado, y el exceso en el terreno pedido 
por L'i expropiante, no son causa de nulidad. 

* Ko el J uici0 d e expropiación todas las excepciones deben 
oponerse en la contestación dejla demanda. 



Caso. - La Compañía de Ferro-carriles Pobladores pidió con- 
tra Doña Malvina Vernet de Geüy la expropiación de un terreno 
que tenía que ser ocupado por lu vía férrea, y su posesión provi- 
soria, que le fuú concedida prévia oblación d<*l precio ofrecido. 

Citados á juicio verbal, el Doctor Alberto Isla se presentó por 
Doña Malvina Vernet de Cidiey, y rectiücado et nombre de la 
demandada, convino con el representante de la Compañía en 
postergar el juicio para el oclio de Aguato de mil ochocientos 
noventa y uno. 
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ACTA V RESOLUCION 

En ocho de Agosto de 1891, comparecieron ante S.S. el doctor 
Narciso Sosa por una parte, y por la otra !). Alberto Isla; así 
reunidos, el primero reprodujo su demanda y sostuvo que el pre~ 
cio ofrecido es el que tenían los terrenos en la época en que se 
dictó la le^ y se aprobó el trazado y era al que debía atenerse. 

Concedida la palabra al Sr. Isla, expuso: Que sin entrar al 
juicio de expropiación venía a pedir se declarase nulo todo lo 
obrado, primero, porque la expropiación se había deducido 
contra doña Malvina Vcrnet de Gelly, cuando su representada 
es doña Malvina Vernet de Cid ley ; segundo, porque Id exten- 
sión del terreno demandado no cabía dentro del que tiene su 
representada ; y tercero, porque la posesión también era nula, 
porque la que limaba como poseedora, no tenía título ninguno, 
ni aún siquiera et de habitante. 

£1 Dr. Sosa replicú, que no procedía la acción de nulidad por 
cuanto en la justicia federal sólo se acordaba de las senten- 
cias definitivas ó de las interlocutorias que causen gravamen 
irreparable, lo que no sucedía en este caso ; que si es cierto que 
hubo un error en demandar á la señora Vernet de Gelly en vez 
de la señora Vernet de Cid ley y éste se subsanó por parte del 
apoderado de esta última, quien hizo la rectificación del nom- 
bre y convino en postergar el juicio (acta de foja 10 vuelta 
y 11); que por otra parte, aunque estuviera mal denominada 
en la demandu primitiva, no lo era así en la segunda, y solo 
contestando á la demanda podía oponer la excepción de no ser 
parte, y de ninguna manera por separado, como lo tiene resuel- 
to la Suprema Corte, entre otras causas, en la serie 2*. título 11, 
página 342 de sus Fallo*, Que en cuanto á la extensión del terre- 
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no, aunque tosiste en que la línea ocupa lo que él demanda, es 
uuo de los puntos á resolverse por lo* peritos j no afecta por 
tanto la cuestión principa). Eu cnanto á la posesión solo tenía 
que decir que ella estaba consentida como consta de autos (roja 10 
vuelta). Y pide por tanto se rechazara con costas laaccion de nu- 
lidad entablada y que el Juzgado intimara al demandado con- 
atestra derechamente la demanda, pues se trata de un juicio 
especial ísimo, que por la ley debe ser sumario. 

El Juzgado, tomando en consideración, en cuanto al hecho, 
que hi determinación de la persona del demandado, se encuentra 
hecha por su mismo apoderado, y en virtud de ella tomó parte 
en este juicio ; en manto á la extensión de la cosa demandada, 
puedo ser objeto de litis, pero no una causal de nulidad, como 
puede serlo y motivar reclamaciones la posesión indebidamente 
trasmitida, puro no autorizar la detención del juicio. 

Que en cuanto al derecho, en las excepciones contenidas 
en el artículo 75 de la ley de enjuiciamiento se encuentran 
excluidas las que se refieren al error ó defecto en el nom- 
bre del demandado y á la cantidad ó cosa demandada según 
fallos de la Suprema Corte citados, y finalmente, que en juicios 
sumarios di- cualquier naturaleza el alegato debe comprender 
todas las excepciones y defensas que bagan á lo principal, y á 
lo accidental, por lo cine y de conformidad con tus alegatos con- 
cordantes del representante de la empresa, ordena se tuga ade- 
lante el juicio para que han sido citados. 

Él representante de la demandada, oída que fué la anterior re- 
solución, dijo que apelaba por el fondo, y el representante de 
la empresa á su vez, que lo hacía por las costas, Su Señoría 
convino en ncordar la apelación solicitada, mandando se eleva- 
ran los autos en la forma de estilo. Con lo que terminó el acto, 
doy fé. — /. Aíbarracin. — Narciso Sosa. — Alberto isla. 
Ante mí : tlfiriMtm > /'. Hunos. 
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Falte flete Ustpretii* Ctrt« 

Buenos Aires, Agosto 26 de 1890. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma el auto de foja 
veinte y nna ; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN VICTORICA. — FEDERICO 
IBAUGÚREft . — C. S, DE LA TOR- 
RE. — LUIS V. VARELA. — ABEL 
RAZAN. 



CAUSA €V\II 



De infracción á iu& ordenanzas de Atina na, contra 
don Antonio Vahar ron 



Sumario. — La concesión, para corregir la manifestación Je 
despacho, hecha sin tenerse en vista que con anterioridad a la 
solicitud de adición había habido un principio de verificación, 
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no exime de la pena establecida por las Ordenanzas de Aduana 
en los casos de infracción á sus disposiciones. 



Caso. — Don Antonio Gabarro», con manifiesto N* 93,627, de 
83 bultos, venidos con el Provence, en 31 de Octubre de 1887, 
declaró entre otros, 20 bultos con 3045 kilos frazadas borra de 
pelo, que pidió ú despacho. 

En 6 de Febrero de 1888 dijo que había cometido un error de 
manifestación, pues el peso exacto era 2371 kilos frazadas du 
algodón y 2042 kilos frazada borra do p"lo, y estando aún en 
depósito las mercancías pidió verificación. 

La Contaduría informó que se había peuido el despacho de los 
20 fardos con 3405 kilos frazaü¡is borra de pulo. 

El Vista M'jliiin informó que dichos fardo- habían sido des- 
pachados por él. 

El Administrador de Aduana por decreto do 6 de Febrero 
concedió la verificación con recargo del 2"»' a sobre la cantidad 
omitida, 

Se hallan agregadas al espediente dos notas, una de 28 de 
Enero de 1888 del Sub-Administrador don] Eduardo Anido, 
ordenando la verificación de toda mercadería que no hubiese 
sido entregada hasta la fecha perteneciente al parcial número 
93.627 del vapor l'rooence, entrado el 31 de Octubre de 1887. 

Otra de la misma fecha del Inspector Olivera haciendo saber 
al encargado de la tí" Subdivisión, señor Niño, que detuviera las 
mercaderías. 

En 8 de Febrero fueron entregadas bajo fianza á Cabarron 6 
fardos con exceso do 1235 kilos frazadas borra de pelo, y 14 
fardos con 2687 kilos frazadas de algodón. 

En 7 de Febrero, el inspector Olivera dió euenta al Sub-Ad- 
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ministrador Anido que se había pedido verificación, después de 
encontrarse detenida la mercancía, que el despacho fué efectua- 
do por el Víita Metían, sin haber verificado los bultos, y que 
tenía vehementes sospechas de un exceso de 1008 kilos burra de 
pelo, j nua diferencia de calidad de 2374 kilo-; frazadas de 
algodón; lo que ponía en conocimiento con arreglo á los artícu- 
los 128, 930, 1025 y 1026 de las Ordenanzas de Aduana. 
Se mandó levantar el sumario. 

El Vista Del Sar declaró que él Su b- Administrador le habló 
de no despachar en confianza los bultos. 

£1 Inspector Olivera declaró que tuvo conuci miento por el 
encargado de ta 6 a Subdivisión señor Niño, que el interesado 
pedía se le pasara el parcial, porque había hecho una solici- 
tud pidiendo adicionar unos kilos; que apto continuo pasó el 
parte preventivo, habiendo ordenado la Aduana la entrega de 
tus mercancías bajo fianza ú solicitud del señor Borzone, toman* 
do asimismo el exceso que resultó de 1235 kilos frazadas borra 
de pelo no manifestado, y una diferencia de calidad en 14 far- 
dos de 2687 kilos frazadas de algodón, cuya diferencia de afo- 
ro es superior. 

El Vista Mellan declaró que el despacho fué delegado por 
tenei en esa fecha el artículo de que se trata un solo derecho en 
tarifa: que es práctica poner en el parcial de despucho los se- 
llos correspondientes para que los encargados de Jos depósitos 
hagan entrega de las mercaderías prévia verilicacion . 

Cabarrou declaró que solicitó y se le concedió verificación do 
la diferencia que forma objeto de este parte. 

El Inspector Olivera aur lió la declaración que en la solicitud 
de fianza el interesado manifestó conformidad sobre el exceso j 
diferencia de calidad: que la solicitud de verificación fué pre- 
sentada después de apercibidos el declarante de las diferencias' 
y con posterioridad alaórden expedida por el Sub-Ad mi ni Ara- 
dor para la verificación de la mercadería. 
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ILESOLUCfON DEL ADMIUSTRADOR DE ADUANA 

llueims Aires, Julio 2i de 1838. 

Vistos y Resultando: Que está comprobado lo espuesto en el - 
parte de foja 5, y ampliación de foja 7, en los que se da 
cuenta de haberse encontrado en la veriücacion del despacho, 
de que trata el parcial número 93,027, el exceso de 1235 (mil 
doscientos treinta y cinco) kilos, frazadas borra de pelo y la 
diferencia de calidad en 2687 (dos mil seiscientos ochenta y 
siete) kilos frazadas algodón en vez de borra de pelo. 

Que estas diferencias han sido reconocidas por el despa- 
chante en la lianza, por la que se hizo entrega de las mercade- 
rías de que se trata, comu consta & fojas 18 y 19. 

Que la excepción opuesta, de haberse concedido rectificar las 
diferencias mencionadas no tiene subsistencia; por cuanto aque- 
lla concesión fué hecha en la suposición de que la Aduana no se 
hubiera apercibido con anterioridad de tales deferencias, lo que 
no ha sucedido así; pues con fecha 28 de Enero, el señor Sub- 
Administrador ordenó la verificación de dicha mercadería, 
como consta á foja 4 de este espediente. 

Por lo espuesto y con arreglo ai artículo 930 de las Ordenanzas 
d<> Aduana, declaro caído en comiso el exceso de 1235 (mil dos- 
cientos treinta j cinco) kilos frazadas borra de pelo, y pagúense 
dobles derechos en los 2687 (dos mil seiscientos ochenta y siete) 
kilos frazadas, que resultaron ser de algodón, en vez de borra 
de pelo.— Hágase saber j pase á contaduría á sus efectos y re- 
pónganse los sellos. 



./. Granel. 
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Cabarrou tpel6 t Ante el Juez Federal dijo que ¡as dos razones 
ana fundan la resolución apelada son insubsistentes. 

Lo de haber reconocido los excesos «n la solicitad de fianza 
perene esos excesos loa había reconocido ya en la solicitud de 
rectificación. 

La de haber sido condicional la concesión de verificación, 
porque ella fué amplia, y contenía adema* Ja pena del 2 

Que con arreglo al artículo 1062 de las Ordenanzas de 
Aduana y 222del Códigode Procedimientos, que es supletorio de 
aquellas, el Administrador de Aduana no ha podido en 24 de Ju- 
lio rever el fallo de 6 de Febrero. 

Que nada demuestra que la mercadería estaba detenida antes 
de la concesión de 6 de Febrero, y por el contrario: 

1° 8e le acordó la verificación , lo que demuestra que la Adua- 
na nada había notado: 

t° La nota sobre sospechas de exceso tiene fecha 7 de Febrero; 

3" Esta misma nota no resalta entregada al Sub-Administra- 
dor de Aduana sino el 5 de Marzo, que es la fecha puesta al 
pié de ella, y habría demorado más si ae le nuciese pasado por 
intermedio de los Jefes inmediatos, y no directamente al Sub- 
Administrador, quien aparece ser parte interesada. 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 



Buenos Aires, Ocmbre 13 Je 1888. 

Sr. Juez: 

Las consideraciones aducidas en el escrito del recurrente (fo- 
ja 35) las reputo atendibles. En mérito de ellas y de las cons- 
tancias de autos, soy de dictámen que V. S. debe revocar la 
resolución administrativa, cuya reposición se ha solicitado. 



José A. Víate. 



Buenos Aires, Octubre 26 do 1888. 



Y Fistos estos autos, traídos en apelación de resolución del 
Administrador de Aduana por don Antonio Cabarroti; 

Y considerando: i" Que la resolución apelada se funda prin- 
cipalmente, en que la concesión para corregir la manifestación 
de despacho había sido hecha, sin tomarse en vista que había 
habido con anterioridad ú la solLitud de adición, un principio 
de verificación por parte de la Aduana. 

2" Que este principio de verificación aparece comprobado por 
el tenor de la nota de foja 6, en la que, con fecha Enero 28, 
es decir, nueve días antes de la solicitud do adición, que lleva 
fecha do Febrero 6, el Su b- Administrador Anido ordenóla de- 
tención y exámen dulas mercaderías manifestadas en el parcial 
número..... 

3 a Que el artículo 934 de las Ordenanzas de Aduana, espresa- 
mente dispone que ta solicitud de adición puede solamente 
producirlos efectos de disminuir la pena, ruando fuere presen- 
tada antes de existir principio de verificación. 

4" Que á esta disposición no podría oponerse la concesión 
hecha para la adición: tanto porque fué hecha sin conocimiento 
de los verdaderos antecedentes del caso, cuanto porque no está 
en las atribuciones de la Aduana disponer ni modificar las dis- 
posiciones legales; y 

5° Que tampoco puede interponerse como una resolución de 
la Aduana, los términos de la concesión, por cuanto impone un 
recargo en el pago de los derechos y en caso de serlo no cansaría 
instancia, como ha sido resuelto ya en diferentes ocasiones. 

Por estos fundamentos, los concordantes de la resolución 
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apelada, y no obstaste lo dictaminado por el señor Procurador 
Fiscal, fallo confirmando la resolución del Administrador de 
Aduana. Hogase saber, notifíquese con el original y repóngan- 
selos sellos. 

Andrés t ya triza. 

Cabarron apeló y se le concedió libremente e] recurso. 
Espresando agravios pide la revocación de la sentencia ape- 
llida. 

Dice quo habiendo estado conforme el fiscal, es decir, las 
partes, el Juez no ba podido, de oficio, condenarle. 

Que el primer fundamento de la sentencia no es exacto, por- 
que nada existe en el espediente que demuestre que ha habido 
un principio de verificación; lejos de esto, Ia< sospechas de que 
habla el autor del parte de foja... fueron comunicadas el 7 de 
Febrero, después de haber pedido la rectificación, 

Eo dicho parte se habla de suposiciones, y no de verilkaciuu. 

Que no puede ndmitirge que la Aduana ignoraba al hactrlc la 
concesión, que hubiera habido el principio de verificación que 
dice el Juez, tanto más que aquella se hizo previos los informes 
de la Contaduría y Vistas que son los únicos que intervinieron en 
la verificación y despacho de las mercaderías. 

Que el 4" considerando es insostenible, porgue la nota de 
foja 6 ha sido incorporada al espediente sin constancia úv que 
ge le haya dado tramitación,— porque el mismo Sub-adminis- 
trador que la firma no le ha dado importancia, no refiriéndose 
á ella, en la facción del sumario, — porque el sumario se funda 
en la nota de 7 de Febrero,— y porque la nota de foja 6 no 
puede modificar las constancias del espediente. 

Que respecto del 3 U y 4? considerando, se ha demostrado que 
no ha existido principio de verificación, y la verificación fué 
concedida previos los informes de Contaduría y Vistas, 
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Que si U Aduana no puede modificar las disposiciones legales, 
tampoco pueden aplicarse penas con e! fonda mentó de meras su- 
posiciones, y proceder con un rigorismo inusitado. 

Que la Aduana no ha modificado disposiciones, y el Adminis- 
trador tienu la facultad de disminuir pena*, y aún do absolver 
de ellas. 

Que respecto del 5" considerando, es inadmisible que no deba 
calificarse de resolución el decreto de 6 de Febrero concedien- 
do la verificación, la que por tanto no era revocable. 

Concluye haciendo notar que la pena que se le impone no 
solo recae sóbrelos 1008 kilos borra de pelo y 2371 kilos de 
algodón, objeto de las sospechas del parte de foja,., sino sobre 
I23:i kilos de la primera partida, y 2(387 déla segunda. 



VISTA DE!. SESO» l'lUtCrjKADDII G&XKIUL 

Buenos Airi's, Noviembre 13 de 1888. 

Su¡ tmna Corte; 

La solicitud para salvar el error del manifiesto fué presenta- 
da en Febrero fi, foja 7* mientras tanto en Enero 2¥, ocho di as 
antes, fojas 5 y 6, ya el mismo error había sido advertido por 
la Aduana, que había ordenado la verificación. 

Esta circunstancia quita toda espontaneidad y todo mérito á la 
rectificación solicitada, única consideración que el recurrente 
hace valer en su defensa. 

Estoy, en consecuencia, por la confirmación de la sentencia 
recurrida. 

Eduardo Costa. 
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Buenos Aires, Agosto 26 de 1890. 



Vistos: Por los fundamentos aducidos en los considerandos 
pri útero ií cuatro de la sentencia apelada do foja cuarenta y uno 
y teniendo en consideración que la resolución de foja ocüo no re- 
viste por su naturaleza el carácter de cosa juzgada : se confirma 
con costas dicha sentencia, y repuestos los sellos, devuélvanse. 



HENJAM1K YICTOflltiA. 



FEDERICO 



IBARGCREH.— C. S. DE LA TORRE. 



LUIS V. YAItELA . — -ABEL BAZAS. 




CAUSA «XXIII 



Don l'ablo ttahn contra don Juan i\ Méndez, sobre cumpli- 
miento de un contrato de locación de servicios ó indemnización 
de perju icios. 



Sumario. — i" El contrato de locación de servicios por tiem- 
po determinado, rescindido por el conductor antes de la conclu- 
sión del término, sin demostrar la incapacidad del locador para 
prestar los servicios contratados, obliga á aquel u la indemniza- 
ción do perjuicios, 

2 o Los perjuicios, en ese caso, deben ser determinados por 
arbitrbdores, y en su avaluación deben tenerse en cuéntalos 
sueldos lijados, los gastos personales del loeador y la libertad 
en que se ha hallado para ejercitar su profesión, durante el 
resto del contrato. 



Caso* — Don Pablo Hahn ocurrió ante el Juzgado Federal de 
Tucuinan, exponiendo: que en Junio de 1887 fué contratado 
como ingeniero y mecánico para el establecimiento de don Juan 
Crisóstomo Méndez, y en esa misma fecha se trasladó desde 
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Hamburgo a Tucuman púa hacerse cargo de loe trabajos que 
debía desempeñar en dicho ingenio. Que el contrato debía durar 
tres anos desde el día que principiase á prestar sus servicios ó 
entrase al ingenio, dándosele Ja casa, el viaje y doscientos pesos 
mensuales. Que en estas condiciones llegó á Tucuman y trabajó 
en el establecimiento de Méndez durante tres meses, cumpliendo 
satisfactoriamente todas sus obligaciones. Que Méndez vendió su 
ingenio á una sociedad, y con este motivo desconoció el contra- 
to. Que si se trasladó á Tucuman, fué porque el contrato le pro- 
porcionaba un bienestrar y le permitía formar un pequeño capi- 
tal. Que uno de los contratantes no puede rescindir el contrato 
cuando quiera, y si esto hiciere, debe responder por los perjui- 
cios que ocasione. Que en este sentido legisla el Código Civil tra- 
tando especialmente de la locación de servicios (artículo 1638). 
Que viviendo en el ingenio, sus gastos no ascendían i cien pesos 
moneda nacional mensuales, así es que el contrato le representa- 
ba una utilidad líquida de mil doscientos peso* anuales por lo me- 
nos, y que en los treinta y tres meses que faltan para el venci- 
miento de aquel, alcanza á la cantidad de tres mil trescientos 
pesos. Pidió que se condonara á Méndez al cumplimiento del 
contrato, y si rehusa, al pago de la indemnización lijada y de- 
más que hubiere lugar, con costas. 

Presentó el actor un¡i traducción del contrato á que alude y 
en el cual se expresa lo que reíiere la demanda, habiendo sido 
representado en él don Juan C. Méndez por los señores Mayntz- 
husen y Workcnthier, de Hamburgo. 

Acreditada la competencia del Juzgado, por ser alemán el 
actor y argentino el demandado, se corrió traslado de la di- 
manda. 

Después de resolverse un incidente sobre excepciones i pro- 
movido por el demandudo, este contestó pidiendo el rechazo de 
la demenda, con costas. Dijo: que contratado Halin por sus 
agentes en Europa, para servir en el ingenio á satisfacción de 
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él (Méndez), como ingeniero y mecánico, resaltó qaeen el tiem- 
po que sirvió, ha logrado convencerlo que es capaz de descom- 
poner una válvula, pero no de componerla, de suerte que está 
satisfecho de su incompetencia como mecánico, no ya como in- 
geniero. Que habiendo sufrido un engaño respecto A la compe- 
tencia del demandante, no podía sufrir perjuicios ni consentir 
en la continuación de servicios que hasta peligrosos eran, y por 
esto luí separado de la casa, Que se trata entonces del caso 
previsto por el artículo Í63-Í del Código Civil, cuya aplicación 
pide. Que opone además como perentoria, la excepción que opa- 
so antes como dilatoria y fue* rechazada como tal. En esa opor- 
tunidad, el demandado se exeepcionó diciendo: que no negaba 
la existencia del contrato ; pero que, al hacer la venta de que 
habla la demanda, ese contrato, como los de todos los otros 
empleados del ingenio azucarero, la traspasó á la sociedad com- 
pradora romo era natural, porque do otra manera no habría 
podido marchar. Que asi, es la sociedad compradora la que debe 
ser demandada, estando ella dispuesta ú salir al juicio, en prue- 
ba de ln cual firma el escrito el gerente de ella, don Alfredo 
ütizman. 



Fnllo del Jnrz Federul 



Tucmiiíin, AgOSLO 3:1 1888. 

Vistos estos autos seguidos por don Pablo Hahn contra don 
Juan C. Méndez, pidiendo que este cumpla el contrato de loca- 
ción do servicios celebrado en Hamburgo el 30 de Junio de 
1887 ó en su defecto se le declare rescindido por culpa del le- 
unindado, condenándolo al pago de la indemnización de perjui- 
cios estimados en la demanda y demás responsabilidades á que 
bu hiere lugar, resulta de lo alegado y probado : 
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1° Que según el testimonio de foja 1* que no ha sido obser- 
vado por Méndez, éste contrató en Hamburgo, por medio de 
sus representantes los señores Mayntzhusen y Workenthier, 
los servicios del demandante don Pablo Hahn, para que los 
prestase en el ingenio del primero, en su calidad de mecánico 
y á ¡satisfacción de .Méndez, durante el término de tres años á 
contar desde el dia de la entrada á la fábrica y mediante el 
sueldo mensual de doscientos pesos. 

2 o Que después de tres meses de permanencia en la fábrica, 
mientras esta pertenecía al señor Méndez, el demandante fué 
separado del trabajo por los sucesores de éste, tan luego como 
se hicieron cargo del ingenio. 

3° Que instaurada con este motivo la presente demanda, 
Méndez se excepciona pidiendo el rechazo de ella: 1° porque 
el mecánico Hahn no es competente para desempeñar el servi- 
cio á que se obligó por su contrato, habiendo mostrado su com- 
pleta incapacidad en su oficio, en el tiempo que duró su perma- 
nencia en la fábrica ; 2" porque no es á Méndez, sinú á sus 
sucesores, contra quienes debe dirijir su acción el demandante, 
pues, eu virtud del contrato -le venta del ingenio, se traspaso á 
los compradores, todos los tle la misma clase, pendientes oon 
sus empleados, razón que oponía ci>mo excepción de fondo á ta 
demanda. 

Y considerando : Í° Que la causa de la resolución del contrato, 
antes del plazo señalado para su expiración, como se funda por 
la parte de Méndez, en la incapacidad del actor para cumplir á 
satisfacción los servicios contratados, colocaría la cuestión den- 
tro de los términos del artículo 1634 del Código Civil, según el 
que se entiende reservada ka aprobación á j nielo de peritos. 

£° Que dada ta gran dificultad y los inconvenientes que ofrece 
esta clase de prueba, la producida por el demadado es de todo 
punto ineficaz, pues de los dos testigos solo uno, don C. Cha- 
van ne es competente por su calidad de Ingeniero Mecánico, 
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para examinar con precisión los trabajos encomendados á Hahn, 
no siendo de mayor alcance, la producida á su vez por el a;tor, 
la que ofrece igual singularidad. 

3" Que en el caso sub judice, favorece al actor la presunción 
de su capacidad é idoneidad como mecánico, pues como tal ha- 
bía sido contratado por los representantes de Méndez, quienes 
debían haber tenido el cuidado, j aún más, el deber de examinar 
previamente los condiciones requeridas para que Hahn desem- 
peñase cumplidamente sus servicios, presunción que se robuste- 
ce por el hecho de haber permanecido el actor tres meses tra- 
bajando en la fábrica del señor Méndez, quien no lo observó" 
por los medios á su alcance, basta el momento de la demanda y 
después de enagenada la fábrica. 

4" Que importando el contrato Mendez-Hahn una obligación 
de hacer, por parte de ¿ste, no es cesible por su propia natura- 
leza, sin mediar consentimiento de ambas partes, el que no ba 
ocurrido en el caso actual. Por lo tanto, la excepción de fondo, 
propuesta en la contestación á la di-manda, á fin de que se dirija 
la acción contra los sucesores del demandado, no es admi- 
sible. 

5 o Que habiendo el señor Méndez por un acto propio dfí su 
voluntad, desistido de continuar con los servicios de Habn, 
debe, conforme á lo que dispone el artículo 1G38, indemnizar á 
éste todoB sus gastos, trabajos y utilidades que pudiera haber 
obtenido por el contrato. 

Por estos fundamentos, deíinitivamente juzgando, fallo; or- 
denando a don Juan C. Méndez, abono a don Pablo Hahn la 
utilidad líquida que le resulte á éste de sus sueldos asignados 
durante el resto del contrato, previo descuento de los gastos 
personales que al actor hubiera tenido cumpliéndose el contrato, 
y que estimarán peritos, si no se conformara con lo declarado 
por éste en la demanda, con costas; salvo los derechos que el 
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demandado pudiera tener contra sus sucesores. Hágase saber 
con el original, 7 repónganse los sellos. 

Francisco L. García. 

fmtlm «> la ftuprem» Corte 

Bueiioa Aires, Agosto 86 de 1SJ0. 

Vistos: Por sus f andamentos, se confirma la resolución apelada 
de foja setenta y tres vuelta, con declaración de que la pericia 
prescrita por ella, será con carácter arbitral, j de que la indem- 
nización mandada abonar será fijada, teniendo en consideración 
además de las circuntancias enunciadas en la sentencia recurri- 
da, la de qne el demandante se ha hallado en libertad para el 
ejercicio de sq profesión desde la fecha de su separación del 
establecimiento del demandado. Hepuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

REMAIIIK VICTOniCA. — FEDERICO IBAH- 
GÜHEN. — C. S. DE LA TORRE. — 
LUIS V. VARELA . — ABEL BA2AN. 
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Pon José Oigutn contra Don Abrakam Miranda, sobre devolu- 
ción de hacienda y reconvención: por cabro de posos. 



Sumario. — i" Ordenada la devolución de hacienda previo 
abono de pastaje, éste debe ser pagado según el precio conve- 
nido, 6 el que se determine por peritos. 

2" No probados los hechos en que se funda la reconvención, 
debe éitn ser rechazada. 



Cuso. — Don Tedoro M. Lindoso, por Don JoaéOlguin, se pre- 
sentó ante el Juzgada Federa] de Salta esponiendo: que el 7 
de Febrero de 1887, Olgnin entregó á Don Abraham Miranda, 
íéinte toros de cuenta para que los alimentara con los pastos de* 
su finca sí lin de poderlos negociar ventajosamente en tiompo 
oportuno. Que de esos toros Miranda no le ha vuelto sinonuere. 

Que los once restantes se negó á entregarlos Don Anatolio 
Miranda, Administrador de los negocios y del establecimiento 
de su padre, Don A'-r.iham Miranda, obedeciendo órdenes 
de m según la carta que presenta. Que al ocurrir por los toros, 
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Olguin pidióla cuenta del pastaje para abonarla inmediatamen- 
te. Que la negativa de devolución de los toros le ha privado de 
negociarlos ventajosamente, como se lo había comunic ido ya á 
Miranda, haciéndole cargo de 80 pesos moneda nacional por 
cabeza. Que la conducta de Miranda le ha cansado verdadero 
daño aprcciable en d ir» ero y que debe indemnizar conforme á 
lo dispuesto en los artículos 1008 y 1069 del Código Civil. 
Pidió que se condenara á Don Abraham Miranda á la entrega 
de los once animales con pérdidas, intereses}' cosías. 

Corrido traslado contestó la demanda Don Angel M. Uvejero 
por Miranda y dtdujo reconvención. 

Dijo: Que es cierto que su representado tenía en su poder los 
bueyes que se reclaman, pero que la entrega de ellos no ha sido 
solicitada prívio pago del pastaje. Que desde 1887, Miranda 
tenía en su poder ti nos animales vacunas que üigtiin había colo- 
cado para pastar. Que ú medida que éste tenía necesidad de ellos 
para su negocio de carnicero, los samba de la linca (ic Miranda 
sin pagar el pastage previamente, pues así se habían manejado 
siempre en sus relaciones de comercio. Que m¡is tarde estas 
cuentas produjeron inconvenientes entre los do>, y entónces 
Miranda le previno a Olguin que en lo sucesivo no podría reti- 
rar ningún animal sin pagar el pastage. Que al poco tiempo y 
hallándose ausente Miranda, fué Qlguin á « obrar los animales 
que hoy reclama y se te contestó que s>>¡0 le serían entregados 
cuando pagara el pastage, á lo que no accedió. Que Miranda 
persiste en su propósito de no entregar los animales mientras 
no se le pague el pa*tage, fundado en el dereciio de retención 
que le acuerda el Código Civil en sus artículos 3939 y 3940. Que 
i su vez reclama ú Olgnin el pago de 513 pesos moneda nacio- 
nal que adeuda 4 Miranda. Que aquel contiú hace algún tiempo 
ú éste, st'is toros invernados al precio de 00 pesos cada uno; y 
más tarde se le proporcionó otro más por Miranda, con la con- 
dición de que volvería uno de las mismas condiciones y calidad ; 
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y como ésto no ha sucedido reconviene por el valor de todos 
ellos, que asciende á 420 pesos moneda nacional. Que por pas- 
taje de los mismos toros que Olguin reclama y otros más que 
ha tenido á pastos desde Febrero, junto eon unos caballos, 
adeuda á Miranda 93 pesos 66 centavos moneda nacional, con 
lo que w completa la suma objti v o de la reconvención. Pidió que 
se aceptara la reconvención y se pTOIOjfcra con arreglo á de- 
recho. 

Conferido traslado, lo evacuó el representante de Olguin pi- 
diendo el rechaza con costas de ln reconvención. Dijo: que no 
es cierto que se adeude el valor do los se ¡a toros comprados por 
Olguin, pues como consta del recibo que presenta, ellos fueron 
pagados á razo n de 50 pesos moneda nacional y no de 00 como 
dice el demandado. Que no es cierto que Miranda le haya dado 
A Olguin un toro con la condición dé devolverle otro de igual 
clase. Que no es cierto que Olguin haya resistido el pago del 
pastage pues quiso abonarlo cuando redama los toros y no se 
le quiso recibir su importe» como consta de la copia do carta 
que acompaña. Que el valor del pastage solo asciende i 43 pe- 
sos moneda nacional, cuya cantidad está dispuesto á consignar. 

Presentó el actor : i* un recibo que dice así: «Recibí de Don 
José Olguin el valor de seis toros a 58 pesos moneda nacional 
cada uno, di> cuyo valor se descontó los 380 pesos 83 centavos 
de herrajes y 74 pesos 70 centavos da valor de cuenta por dine- 
ro pedido á papá. 

« sa» Pnociseo, Abril G de 1887. 

< Ánatolio Miranda. » 

2° Una carta del mismo Anatolio Miranda á Olguin, sin fe- 
cha, comunicándole que su padre había dejado órden de no 
entregar los toros hasta su vuelta, por lo cual no podía dar la 
órden para la entrega de ellos. 
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Estos dos documentos fueron reconooidos por su firmante de 
41 anos de edad. 

3" Copia de una carta fecha 27 do Abri! de 1887 dirijida por 
Olguin á Don Abraham Miranda en que le pide la cuenta ie los 
pastos para rugarla ínmediatainent;; y la entrega en el ano de 
los once toros haciéndole cargo, de lo contrario, de 80 pesos 
moneda nacional por cada toro. 

* «II» drl Jure fr'rdri-ftl 

Salla, l letub» l" di I8tí?. 

Y vistor; El proi-urador Don Teodoro Linduao, en reprusen- 
tacion de Don José Olguin, espolie: Que en 27 de Abril su re- 
presentado entregó á Don Abraham Mirnndii veinte torus para 
que los invernara en su finca, que solo te fueron devueltos nueve, 
y que habiendo ocurrido por los once reatantes, previo pago del 
pasto, el administrador se había negado; que esta negativa sin 
razón le había ocasionado perjuicios, reteniendo lo que no era 
de su propiedad y por lo cual demanda la devol ución de los once 
toros, como los perjuicios y ganancias de que se vió privado y 
las costas del juicio. 

El demandado acepta el hecho de existir en su poder los once 
toros de Olguin, pero niega que fueron reclamados prévio pago 
de los pastos, y que los retiene fundado en el derecho que le 
acuerdan los artículos 3939 y 3940 del Código Civil; al wism^ 
tiempo reconviene á Olguin por el pago de 5i3 pesos moneda 
nacional , fundado en que éste le es deudor de siete toros ven- 
didos á 60 pesos, más el pasto cuyo valor asciende á 93 pesos, 
hacen la suma ante dicha. 

Corrido el traslado de Ja reconvención, dice Olguin que los 
seis toros vendidos fueron pagados, según se vé por el doeumen- 
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to que acompaña, y niega absolutamente que le hubiese dado 
el sétimo toro á condición de devolverle otro de igual clase. 
Repita que estuvo y está dispuesto á pagar el valor del pasto, 
á lo cual siempre se había negado Miranda, como consta de la 
carta que adjunta; que lo que se le debe por el pasto es de 43 
pesos, suma que ofrece consignar. Abierta la causa á prueba se 
produjo la que instruye el certificado del actuario. 

Y considerando: i ft Que deesto3 autos consta que loa once bue- 
yes que están cnjpoder de Miranda, son de la propi'-ladde Olguin, 

2 n Que no se ha probado por aquel, sino que, al contrario, 
Wguin siempre estuvo dispuesto á pagar el valor de los pastos 
consumidos y que, siendo esto asi, Miranda no tenía derecho 
para retener los once toros que se reclaman, 

3* Que la reconvención por seis toros á razón de 60 pesos no 
se ha justificado, y más bien Olguin ha probado que loa seis 
que compró fueron pagados á Anatolio Miranda, hijo del deman- 
dado, según el recibo reconocido de fojas 33. 

4 n Que tampoco ha comprobado Miranda que se le debiera 
un toro más en las condiciones estipuladas, puesto que siendo 
por ¿1 hecha esta afirmación le correspondía su demostración. 

5° Que habiendo prohado Olguin que siempre estuvo en dis- 
posición de pagar e) valor de los pastos consumidos, la roten* 
ciou de los toros es completamente infundada. 

6 Q Que, por consiguiente, siendo lo que Miranda cobra por 
pastos de 93 pesos en el supuesto del derecho de retención y 
lo que asegura Olguin de 43 pesos debe estarse á esta ultima 
cantidad, que no es objetada tampoco por el demandado. 

Pos estas consideraciones, fallo: se devuelvan en el término 
de tercero dia los once toros que Miranda retiene indebidamente 
en su finca , prévio pago de los 43 pesos debidos por aquel con 
costas. Repóngase ios sellos y notifíquese original. 



Benjamín Figueroa. 
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Buenos Aires, Agoslo28de 1890. 

Vistos: Limitándose la sentencia apelada de Joja sesenta y 
seis á ordenar la entrega de los bueyes reclamados en la demanda, 
previo pago de su pastage, con prescindencia de ta reclamación 
de dafnia y perjuicios con tenidos en la misma, y sido aceptada ella 
en tules términos por el demandante; y teniendo eu considera- 
ción que, en consecuencia, soto queda por averiguarse el valor 
de dicho pastage, determinado ¡jor una de las partes en cuarenta 
y tres y por la otra en noventa y tres pesos, sobre lo cual no se 
lia producido prueba en autos. Que por lo que respecta á la 
reconvención, en cuanto se refiere al valor de tos siete bueyes 
reclamados por el demandudo, aparece ella del todo improbada 
en autos, según se establece en la sentencia apelada : se con- 
Grma dicha sentencia, con declaración de que el valor del pasta- 
ge debe ser abonado según lo convenido y en su defecto á juicio 
de peritos. Repónganse I03 sellos y devuélvanse. 

BENJAMIN VICTO MCA. — PEDERICO IIIAH- 
GChEN. - C. S. I»E LA TOHKE. — ABEL 
BAZAS. 
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D. Chi'isü'an II. Chris tensen, contra ti, Francisco Francia- 
ni t sobre cobro de fieles y reconvención p averias en ta 
carga 



Sumario. — 1" No negjdoat>n la contestación los hechos que 
fundati la demanda, debt-ii darse por reconocidos. 

2" Después de entregada la carga no pueden reclamarse ave- 
rías, si no se ha comprobado en tiempo y forma su existencia, 
importe y causas. 

3 o No siendo necesaria, para resolver, la apertura de la cau- 
sa 4 prueba, la omisión du este trámite no causa nulidad. 



Caso. — D. ChristianH. Cliristeusen, capitán de la barca Pido 
se presentó ante el Juzgado Federal de la Capital, esponiendo : 
que D. Francisco Francioni le adeudaba el flete de 554 cajones 
de vidrios, importantes según el conocimiento que acompañó 
(f. 2), 3l 52.13.2 que á 47 penique y por peso equivalen á 
S 267,47 centavos moneda nacional oro sellado. Que las merca- 
derías fueron traídas en el Ftdo del que era capitán y entregadas 
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1 ü. José MiTaoga, de la Boca del Riachuelo, por cuenta y ur- 
den de Francioüi, como consta del recibo que también presentó. 
Que el consignatario de las mercaderías se había negado bajo 
fútiles protestos á abonarle lo que 1<? adeuda, y por eso, funda- 
do en la disposición del artículo 1250 del Código de Comercio 
entablaba contra 01 demanda por la suma ya espresada, con in- 
tereses y castas, pidiendo so le condenara á su pago. 

En el recibo por las mercaderías, que empresa la demanda, 
se refiere que t ilas estaban en mala condición, y llev:i la fecha 

2 de Setiembre do 1889. 

Corrido traslado de la demanda, la contestó por el demanda- 
do el Dr. D. Jorge Argerich, entablando al mismo tiempo con- 
tra el capitán, reconvención por la cantidad de $2000 oro se- 
llado, importe de perjuicios con más las costas del juicio* 
Dijo : que la casa de Francioni es on su ramo la primera del 
país y no sin fundamentos muy sérica lia podido dejar de pagar 
la insignificante suma que se le cobra. Que en efecto, comu 
so ve en la protesta que formuló 1). José M a ranga, y en ta pe- 
ricia que efectuaron el práctica y el perito naval de la Prefec- 
tura Marítima, los vidrios estaban en su mayor parte hechos 
pedazos á causa del pésimo estado en quu fueron estivados 
¡í bordo. Que Francioni, teniendo en cuenta no solo la pérdi- 
da intrínseca sino también el hecho de verse privado del artí- 
culo en la cantidad necesaria estima los daños en la suma de 
2000 S oro ja mencionada, fuera de Jas costas causídicas. Que 
funda la contrademanda en la disposición de los artículos 1008 
y 1070 del Código de Comercio. 

Presentó el demandado : 

1" Testimonio de la protesta formulada porMaranga ú mim- 
bre de Francioni, con fecba 21 de Julio de 1887, por los per- 
juicios resultantes del estado de los vidrios. Esta protesta no 
aparece notificada al capitán. 

2" Un informe espedido por el práctico de la Prefectura 
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Marítima por órden de esta j i solicitud de Francioni con fe- 
cha 25 de Julio de) mismo uño. Dice el práctico que noeu- 
coutró ú bordo ni al capitán ni al piloto; y no habiendo quien 
lo entendiera procedió á verificar por sí mismo el estado délos 
cajones de vidrios, encontrando en la boca de escotilla pero en 
la bodega, cien ó ciento cincuenta de esos cajones, completa- 
mente desestimados y colocados de llano unos encima de otros, 
como en actitud de aprontarlos para ser desembarcados. Que 
no habiendo quieu lo comprendiera no pudo ver la estiva de 
don Je procedían los cajones. Que la colocación de los que con- 
tienen vidrios, puestos de llano unos encima de otros, es con- 
traria al procedimiento que debe emplearse para entregar la 
carga con las menos roturas ¡> isibles. (¿ue esta clase de car- 
gas requiere una estiva especial, y si así no lo hacen los esti— 
vadoreSj los Vicios que resulten deben ser imputados directa- 
mente al buque. Que convendría que otro perito que hable 
inglés fuera al buque para reconocer la estiva. 

3" Otro informe del perito naval de la Prefectura, Dice : 
qu«' la rotura de los vidrios proviene de dos causas: i* de la 
mala estiva del buque ; 2" del poco cuidado con que se mane- 
jan los cajones al desembarcarlos. Que á consecuencia de la 
manera como habían sido estivados bis cajones, tuvo que pro- 
ducirse on el mar movimientos y desarreglos en la carga, oca- 
sionando roturas en una mercadería tan frágil. Que le ha pa- 
recido que los empleados en descargar los cajones » gnoraban los 
cuidados que requiere el manejo de tal mercaduría, aumentan- 
do por su modo de trabajar las roturas producidas por la mala 
estiva. 

Corrido traslado de la reconvención, la contestó el capitán 
pidiendo su rechazo con costas, y que se accediera i lo pedido 
en su demanda, en vista del silencio guardado por el demanda- 
do sobre los hechos y fundamentos de aquella, y el cual debe 
tomarse como una confesión según lo dispone el artículo 86 de 
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la ley de procedimientos. Dijo: que niégala existencia de to- 
da responsabilidad por bu parte respecto de los daños que se 
reclaman, así como el valor en qiu se estiman. Que rechaza la 
protesta presentada por no haberle sido notificada. Que la pe- 
ricia qne se presenta ha sido hecha eiprofeBo sin su interven- 
ción j no reviste el carácter judicial que ha debido tener, y es 
además vaga en sus términos, pues se funda en un simple cál- 
culo de prohabilidades, como de ella misma se desprende. Que 
el práctico hizo el oxámen sin citación del capitán, y mal pudo 
juzgar del buen ó mal arrumage de 1» carga, cuando dice que los 
100 ó 150 cajones estabun unos sobre otros como para ser des- 
_embarcjdos; no pudieudo efectuarse la descarga sí a alterar el 
arrumage. Que niega que los daños que pueda haber en el car- 
gamento procedan de lámala estiva, correspondiendo al consig- 
natario la prueba de su alirmacion y no probándola debe des- 
estimarse su pretensión. Que así se desprende del espíritu del 
fallo de la Suprema Corte conlenidn en el volumen XVIII, pá- 
gina 386; y la rotura existente en el cargamento es un riesgo 
natural de la navegación en materia tan frágil como el vidrio; 
es uo vicio propio de la cosa. Que el otro perito se limita á 
conjeturas más ó menos atrevidas como la de que le ha pareci- 
do que las mercaderías no eran tratadas como era debido, pro- 
cediendo él también sin intervención del capitán. Que los pe- 
ritos uo han avaluado los daños como debieron hacerlo si se que- 
ría llenar los fines que debe satisfacer toda verdadera pericia. 
Que por lo demás, la pericia judicial es la única que puede 
llenar los fines de los artículos 1246 y 12¿7 del Código de Co- 
mercio y la única atendible como esencial y necesaria para con- 
servar el derecho á reclamar indemnizaciones, como lo tiene 
resuelto la Suprema Corte en las causas volumen XXI, páginas 
108 y 629 y volumen XIV, páginas 10 y 215. Que la contrade- 
manda do es ¡.resa detalladamente en qué consisten los conside- 
rables daños que reclama. Que como lo ha dicho niega su monto 
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y la responsabilidad por ellos, y observa que los artículo* 1008 y 
1070 del Código de Comercio no son aplicables al caso, no solo 
por no serle imputables los daños, sinó porque no hau sidocom- 
probados en tiempo y forma. 



Y vist'iá estos autos promovidos por D. Cliristian Christen- 
sen capitán del buque Fitlo contra D, Francisco Francioni 
pnr cobro de la suma de doscientos sesenta y siete pesos moñu- 
da nacional oro sellath con cuarenta y siete contatos proce- 
dente de Hete de quinientos cincuenta y cuatro cajones vidrios 
venidos en el espresado buque á la consignación del demanda- 
do, bajo laa cláusulas y condiciones contenidas en el conocimien- 
to de foja 2, vertido á fojas 3 al idioma nacional. 

Y considerando: 1" Que al contestar la demanda, Fraucioui 
no ha desconocido ó negado ninguno de los hechos que le sirven 
de fundamento, limitando su defensa á contradeinundar a] ac- 
tor por la cantidad de do- mil pesos moneda nacional en que 
e-tima las averías que dice haber sufrido la referida mercade- 
ril! y los perjuicios que le ba ocasionado la entrega de tas mis- 
mas en malas condiciones, de modo que debe estimarse como 
reconocida la verdad de aquellos Lechos en conformidad ú lo 
di-puesto por el artículo 86 de la Ley Nacional de Procedi- 
mientos. 

2° <jue para ser procedente la acción por reclamación de 
averías sufridas en la carga y demás indemnizaciones que de 
ese hecho puedan resultar, es indispensable que la existencia de 
la avería, su importe y las causas que la hayan producido sean 
comprobadas en el tiempo y forma que determinan lus artícu- 
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Buenos Ain's. Julio ií de 1888. 
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lo* 1240 y 1447 del Código de Comercio, lo que no consta se 
hay» verificado, ni el ¡demandado lo ha insinuado siquiera. 
(Fallos de ta Suprema Corte, tomo 12, série 2\ páginas 108 

3° Que los documentos acompañados por el demandado en 
apoyo de la reconvención carecen de valor legal para probar 
esos hechos, tanto por no ser la forma precisa y especial que 
la ley exige para conservar el derecho á deducir cualquier re- 
clamación, por cuanto se han practicado sin citación ni in- 
tervención del capitán que debía responder de las averías, no 
pudiendo tampoco ser materia de prueba ulterior después de 
haber pasado los efectos A manos del consignatario según se de- 
duce de lo dispuesto en el artículo 4246 del Código de Comercio; 
pues en este caso sería imposible determinar con seguridad que 
las cansas prodoctoras son imputables al capitán. 

4* Que según el artículo 10U7 del Código citado, el capitán 
no responde de los daños qne sufra la rarga cuando proviene de 
vicio propio, fuerza mayor 6 culpa del cargador, debiendo con- 
siderarse en t>ste caso que la naturaleza frágil del vidrio es un 
vicio propio de la cosa, circunstancia que hacía más imperiosa la 
prueba pericial en la forma y época que la ley lo prescribe pa- 
ra constatar la culpa ó negligencia del capitán. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando á D. Francisco 
Francioni al pago de la suma demandada con sus intereses mo- 
ratorios según la tasa de los bancos públicos y las costas del 
juicio, absolviendo al actor de la reconvención. 

Xotifíquese con el original y repónganse los sellos inmedia- 
ta mente. 



Virgilio V. Tcrlin. 
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Falle 4* I» Suprema it Vmwte 

Buenos Aires. Agosto i8 de 1890. 

Vistos : No habiendo sido necesaria eu este caso la apertura 
de la causa á prueba, según lo demuestran los hechos constan- 
tes de autos, y apreciaciones contenidas en la sentencia apela- 
da de foja cuarenta, no ha lugar al recurso de nulidad inter- 
puesto ; y por los fundamentos de dicha sentencia, se confirma 
ella con costas; y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN YICTORICA- — FEDERICO IBAH- 
GÚhEN. — C. S. DE LA TORRE. — ABEL 
RAZAN. 



Ih Ensebio f\ Careta, contra IK Isaac i. Iternai; sobre cobro 

Ue pesos. 

Sumario. - El documento que menciona el reribo actual de 
una suma prueba que dicha suma lia sido recibida. 



favo.— Don Ensebio P. O a reía se presentó ante el Juzgado Fe- 
deralde Santiago del Eatsro, espontendo: Que según convenio ce- 
lebrado con Don Isaac L. Bernnl, ésto se comprometió á abonar- 
le la suma de cuatrocientos pesos por la cesión de su parto en 
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la sociedad que formaban los dot para el negocio del « Gran 
Hotel de París >; que bebiendo cumplido por so parte lo que 
el convenio le imponía dejando á Bernal solo dueño del Hotel, 
y que usara basta que le convino de la firma social, de acuerdo 
con lo estipulado en la cláusula tercera, ha pasado con exceso el 
plazo fijado en dicha cláusula pura elevar ú escritura pública el 
convenio, formalidad que uo so ha practicado por innecesaria, 
sin que Bernal haya cumplido la obligación que le imponía la 
cláusula tercera de pagarle cuatrocientos pesos ; que Bernal 
pretende que no le debe cada, afirmando que ja lo ha pagado 
aquella suma ; por lo cual lo demanda para que so le condene á 
su abono con costas (art. 1201, Código Civil). 

Presentó el demandante el convenio a que hace referencia y 
dice así ; 

«Kntre los suscritos Don Ensebio P. García y Don Isaac L. 
Bernal, únicos socios de la firma E. García y Compañí» que 
esplota en esta ciudad el Gran Hotel de Paris ; con el propósito 
de disolver la sociedad que tenían constituida, se ba arribado dé 
comun acuerdo, á las si^uii-ntes bases : 

« 1' Desde el día veinte y dos de Febrero del presente anu que- 
da á cargo de Dou Isaac L. Bernal el activo y pasivo de la cusa, 
siendo, por tanto, en lo sucesivo el esclusivo dueño del Gran 
Hotel de Paris. 

« 2 a El Sr. Euscbio P. García recibe en compensación, por 
el abandono de su parte en la sociedad, ¡i favor de Isaac L. Ber- 
nal, la suma de cuatrocientos pesos moneda nacional. 

t 3* Este convenio queda ya perfecto, pero para evitar falsas 
interpretaciones del público, se reserva hacerlo conocer y elevar 
á escritura pública, basta el día veinte y dos de Mayo del pré- 
senle añ'i, quedando mientras tanto, en aparencia, el estable- 
cimiento Gran Hotul de París, bajo la misma lirma social. 

c Conformes con todos y cada uno de los artículos que prece- 
den y obligados aprestarle fiel cumplimiento, firman dos de un 
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tenor j para un solo objeto en Santiago i 22 de Febrero de 
1888.—/. L. Bernal. — Ensebio P. Garda. 

* En caso que el Sr. García quisiera acortar el término fijado 
en el artículo 3* podrá limitar ese plazo á dos meses de la fecha. 
— J. L. Bernal >. 

Acreditada la competencia del Juzgado por ser argentino el 
actor y francés el demandado, se corrió traslado de la de- 
manda. 

Don Nicanor Salvatierra la contestó por Bernal pidiendo sn 
rechazo con costas. Dijo : que el actor pretendía cobrar por se- 
gunda vez los cuatrocientos pesos que ya lo habían sido pag-dos. 
Que en efecto, ellos le fueron entregados al mismo tiempo* 
que se firmaba el convenio, no siendo presumible que un procu- 
rador tan activo en el cobro de cuentas como García, hubiera 
dejado pasar tanto tiempo sin eiigir el pago. Que no es pre- 
sumible tampoco que espesándose en el articulo 2* del con- 
venio que García recocen compensación por el abandono de su 
parteen la sociedad, la referida suma, haya permitido que así 
se consignara si ello do fuera cierto. Que el artículo 2" del 
convenio importa un recibo y así lo ha considerado Bernal 
al pagar los cuatrocientos pesos sin recabar otro documento 
Que el 22 de Febrero de 1888, se firmó el convenio, y el día in- 
mediato luiente aparece en el taiondela libreta de cheques 
girados por Be nal, uno por 050 pesos dado i García, suma que 
agregada a 50 pesos que le fueron entregados en efectivo, com- 
ponen la de cuatrocientos pesos. Qnees tan cierto que García 
recibió el cheque d.» 350 pesos y el Banco Nacional se lo pagó 
qtie consta en el libro de caja de Bernal como pagada dicha suma 
por el mencionado Banco el dia 24 de Febrero, lo que probará 
en caso necesario. Que en el mismo dia y en el propio libro 
de caja aparecen los cuatrocientos pesos como pagados á García 
según convenio. Que existe además una persona que presen- 
ció la entrega del dinero y del cheque. 

T. i 
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Autos y vistos : £1 ciudadano argentino Don Eusebio Filóme" 
no García se presenta demandando al ciudadano francés Don 
Isaac Luis Berna) , por cobro de la suma de cuatrocientos [• ■ sos 
nacionales y fundando au demanda dice el primero : Que en 22 
de Febrero del corriente ano, celebró con Bernal el contrato de 
disolución de la sociedad que giraba en esta plaza con la razón 
social de E. García y compañía, y que según lo establece el ar- 
tículo 2° de ese contrato, liernal debía abonarle la suma de 
cuatrocientos nacionales, los que hasta la fecha tío le habían si- 
do pagados, en cuya virtud pedía al Juzgado se le mandara 
abonar esa cantidad. Contestando la demanda, Bernal afirinu 
haber pagado á García esa suma como se desprende del teito 
del contrato mismo, que dice en su artículo 2* que García recibe 
por el abandono de su acción la cantidad de cuatrocientos pesos. 
Abierta la causa á prueba y debiendo ésta versar sobre el pago 
qne Bernal afirmaba haber hecho á García y que éste negaba 
haberse efectuado ; la parte de Bernat produjo la que corre de 
foja... á foja... y la de García, la que corre de foja.. . a foja... 
Además Bernal presentó una libreta de cheques y su libro de 
caja de su casa «Grand Hotel de Paris^». Estudiando la prue- 
ba producida corresponde interrogarse desde luego, si Berna!, 
ha probado en efecto, que pagó á García la suma que éste co- 
bra, ó sí por el contrario, este ha probado no haberle sido abo- 
nada esa suma. Desdejuego, la prueba producida por las partes 
no reviste los caracteres de la eridencia ; ella deja lugar ó la 
duda; porque, en efecto, las declaraciones de los testigos Gari- 
baldi y Diaz, no son satisfactorias para el hecho de la prueba, 
uo hacen la luz en el asunto, y la confesión de Bernal nada 
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prueba tampoco de ana manera conclnyente, en su contra. 
Corresponde aplicar, para la sol ación del caso sttb judice, la 
regla de Jurisprudencia quo establece que : * en caso de duda 
legal ó en igualdad de circunstancias, debe decidirse en favor 
del reo ó demandado ». Así pnes, aplicando al caso sub judice, la 
regla citada, definitivamente juzgando, fallo: absolviendo á Don 
Isaac Luis Bernal, de la demanda contra él entablada por Don 
Ensebio P. García, por cobro de la cantidad de cuatrocientos 
pesos nacionales. Y no resultando temeridad por parte de los 
litigantes, cada parte pague tas costas causadas. Así lo pro- 
nuncio, mando y firmo en este mi despacho del Juzgado Nacio- 
nal de esta Sección, i los diez y siete dias del mes de Noviembre 
de mil ochocientos ochenta y ocho. Repuestos que sean los se- 
llos, nottfíquese original y archívese este espediente, caso de no 
ser recurrida esta sentencia. 

P. Otaechea \j Alcor ta. 



r*lio de I» ftuprem» C«rto 

Buenos Airrs, 28 de Ajrosio iJe 1890. 

Vistos : Por lo que resulta del tenor literal del documento de 
foja primera y de la* declaraciones de foja* veinte y cinco y 
veinte y nueve: se confirma con costas la sentencia apelada de 
foja cincuenta ; y repuestos los sellos, devuélvanse, 

KENJANI* VICTOIUCA. — FEDERICO 
IBARGÚREJI.— C. S. DE LA TORRE. 
— AREl. RAZAS. 
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CAUSA * WVI I 



Criminal, contra el ex-vienrio foráneo de la Provincia de 
Jujuy, l). Demetrio Cau¡ por rebelión y sedición. 



Sumario. — El desistimiento de la apelación en las causas 
criminales, autoriza ta devolución de los autos al juzgado de su 
procedencia. 



Caso. — Lo refiere el sjguienLe 

t'Mll* riel Jim Fr4er*l 

J tijuy, Agoslo áiS de 

Vista esta causa criminal, seguida por el Procurador Fiscal 
contra el es-vicario D. Demetrio Cau, acusando á éste de los 
delitos o.ue enumera en el resumen de su querella, del modo 
siguiente * 

i* El hecho de haber declarado con voz de autoridad, en 
perfecta vigencia, la Carta Pastoral del llustrlsimo Obispo de 
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Salta y por consiguiente la del Dr. Clara que eje catan y man- 
dan ejecutar decretos de Concilios, Balas, Breves y Rescriptos 
Pontificios, como el Syllabu&, sin el pase del Gobierno, des- 
pués que éstp lo ha negado y condenado la conducta de aque- 
llos, delitu comprendido y penado en el 2 o período del artículo 
5* de la ley nacional de 14 de Setiembre de 1863. 

2 o El hecho de poner con voz do autoridad en perfecta vi- 
gencia la Carta Pastoral del Ilustrísimo Obispo de Salta que 
impone loa decisiones de un congreso llamado Católico 
(rumano) sobre las del Congreso Nacional (argentino), lo que 
propiamente signííioa destruir la Constitución y cambiar la 
íoruu de Gobierno, delito comprendido en e-l inciso i° del 
artículu 14, pénalo por la disposición del 2 o período del artículo 
15 de la misma ley. 

3° El hecho do preteudor con voz de autoridad, que el Go- 
bierno imponga la enseñanza religiosa en las escuelas del 
Estado, loque propiamente significa querer arrancar tal me- 
dida del Gobierno, delito comprendido en el 2* inciso del ar- 
ticulo U y penado por la disposición del 2° período del artículo 
15 de la ley. 

4 fl El hecho de prohibir con voz de autoridad, la asistencia de 
los niños ii las escuelas creadas por las leyes del, Congreso, lo 
que significa propiamente, impedir la ejecución de dichas leyes, 
delito comprendido en el inciso i" del artículo 20 y penado 
por la disposición del artículo 21 de la misma ley. 
El acusado espone en su descargo entre otros argumentos: 
1" Que al reasumir el Fiscal su acusación no considera á esas 
Pastorales, como en el cuerpo de ella, violatarias por los prin- 
cipios que desenvuelven y las vonüdes que enseñan, sino en 
cuanto mandan ejecutar decretos de Concilios, Bulas, Breves 
etc, sin ol pase del Gobierno, lo que es inexacto puesto que las" 
Bulas y demás Rescriptos Pontificios que se citan son invoca- 
dos para robustece la fuerza da las verdades que se enseña y 



FALLOS DB LA SUPREMA CORTE 

justificar los preceptos cuyo cumplimiento se aconseja, siendo 
tomado en cuenta como doctrina aceptada por la Iglesia uni- 
versal ; que aún en el caso de que las Pastorales dispusiesen la 
ejecución de las Bulas y B reres aludidas, quedada todavía al 
acn&ador la obligación da demostrar que son de los que ugeesitan 
el <i ne» para que se considere inoursu en las penas señaladas 
en el artículo 5 o de la ley nacional de 14 Ce Setiembre de 1863. 

2" Que al poner en vigencia la Pastoral del Ilustrísimo 
Obispo de Salta que recomendaba las decisiones del Congreso 
Católico no imponía esas decisiones y que aunque las hubiera 
mandado cumplir no habría en ello un acto criminal, pues esas 
resoluciones fueron tomadas en presencia de los Poderes Públi- 
cos de la Nación sin que esos católico!» h;iyan sido Uetados á los 
tribunales á respondí r de sus opiniones y tíñemenos puede serlo 
el acusado quo solo ha abierto juicio sobre sus trabajos, consi- 
derándoles convenientes para la salud espiritual de sus creyentes: 
que tampoi-o hay en ello un acto de rebelión por que el artículo 
Mde la ley de Setiembre citada declara que solo son reos de 
rebelión los que se alzan públicamente y en abierta hostilidad 
contra el Gobierno Nacional para cualquiera de los obji tos que 
espresa . 

3" Que al pretender que el Gobierno imponga la enseñanza 
religiosa en las escuelas del Estado, lo ha hecho así, si por pre- 
tender se entiende procurar ó solicitar alguna cosa, pues ha 
puesto todos los medios á su alcance y hasta ha tocado los resor- 
tes de la amistad con los hombres investidos de los Poderes del 
Gobierno para inducirlos ú que consignen la religión éntrelos 
ramos de la enseñanza primaria; que al hacer eslo no se le ocur- 
rió pudiera sostenerse que tales actos constituían delito cuando 
así se llama á la violación de la ley penal vigente, no habiéndose 
promulgado aún la que prohibe hacer eso : quo aceptando que 
losespresados actos signifiquen querer arrancar tal medida del 
Gobierno, sería indispensable demostrar que la pretendía del 
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Presidente de la República, alzándose públicamente y en abierta 
hostilidad cootra el Gobierno de la Nación pura que el hecho 
acriminado estuviera comprendido en el inciso 2 a artículo 14 
de la ley del 63: que si pretendió quo se imponga la enseñanza 
religiosa en las escuelas e^ta pretensión no so dirijió al Gobier- 
no Nacional que nunca intentó dar ley do educación para esta 
Provincia, sino al de la Provincia, y que, si hubiera en esto, 
fundamento para uua acusación, serían los Tribunales de 
la Provincia los que debían entender en ella y no este juz- 
gado. 

4" Que el cargo que se le hace por el hecho de prohibir la 
asistencia de los niños á las escuelas creadas por las leyes del 
Congreso, no importa incurrir en el delitu comprendido en el 
inciso 1", artículo 20 de la citada ley nacional del 63, p irque 
ningún acto caracteriza su alzamiento en el sentido de la ley 
para impedir el cumplimiento déla ley de escuelas ; que esa ley 
de escuelas de 4 de Julio del aun 81 fué sancionada por el 
(V'^reso como Poder Legislativo de la Capital y Territorios 
nacionales, que no está vigente en esta Provincia, peroaunquo 
fuera obligatoria en ella, no va á imponer penas 1 los que no 
concurran A las escuelas, pues, aunque declara obligatoria la 
instrucción primaria, dejala libertad de cumplirla en el propio 
techo o en escudas privadas y que no hay ley que obligue 
á los padres a hacer concurrir sus hijos tí las escuelas efeadas 
por las leyes del Congreso. 

Recibida la causa a prueba, en esta estación no se ha produ- 
cido ninguna, habiéndose solamente pedido por el Procurador 
Fiscal que se tenga como prueba de su parte los documentos pro- 
sentados con la querella. 

Y considerando : f°Por lo que respecta al primer cargo de la 
acusación : que aún cuando en esta se sostiene la culpabilidad 
del cx-vicario Cau por el hecho de haber declarado con voz 
de autoridad en perfecta vigencia la carta Pastoral del Ilustrí- 
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simo jispo de Salta y de consiguiente la del doctor Clara fun- 
dado en que estas ejecutan y mandah ejecutar decretos de Con- 
cilios, Bulas, Breves y Rescriptos Pontificios cuuio el Syllabus, 
sin el pase del Gobierno, no se ha demostrado que las declara- 
ciones hechas por el Pontífice Pió IX eu 14 de Junio de 1864 de 
que no podían er ;oiiciencia frecuentarse las escuelas contrarias 
i la Iglesia Católica, u: la aprobación y continuación del mismo 
Papa de 24 de Noviembre del citado año á la contestación que 
la congregación de Propaganda Fide diú á la consulta que le 
hicieron de los Estados Unidos, ni la circular de 12 de Junio 
de 1878 del cardenal Monaco de Valleta dirijida á los pirro. -os 
de Roma que menciona la Pastoral del Vicario Capitular doctor 
Clara, revistan el carácter ó" entren cu la categoría de los 
documentos á que se refiere el artículo 5" de la ley penal de 14 
de Setiembre de 1803. En efecto, no basta decir que por las 
citas que se hacen en la referida Pastoral so mandan ejecutar 
decretos do Concilios, Bulas, Breves y Rescriptos l'untilicios; 
era necesario acreditar si de hecho se trataba, que A esas Bulas, 
Breves, etc., se les había negado el pase por el Gobierno, ú si 
la cuestión era de hecho ó de derecho, justiGcar la existencia de 
esas Bulas, Breves, etc., presentándolas eu juicio, para que con 
su exámen, pueda ol juez estar en aptitud de apreciar, si, como 
lo requiere el artículo 5 U de la ley penal citada, son de acue- 
llas que necesitan para su ejecución el pase del Gobierno sin 
haberlo aún obtenido: lo que no so ha hecho por parte del acu- 
sador, quien solo menciona do una manera especial el Syllabus. 
sin afirmar, ni comprobar que oste documento pontificio baya 
sido presentado para obtener el pase ó exequátur, y si éste le ha 
sido negado. Pero dando por sentado que á dicho ducumento le 
hubiese sido negado el paso estando comprendido entro los que lo 
necesitan para poder ser ejecutados en la República, de las lec- 
turas de las Pastorales del Vicario Clara, del Uustrísimo Ubispo 
de Salta y del manifiesto del ex-vioario Foráneo Cau, se vé 
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claramente que la primera abarca tres puntos, el uno sobre la 
Escuela Xormal de niñas á crearse en Córdoba y apoya su. 4 
asertos en citas enumeradas al principio de este considerando; 
fi segundo se refiere si la enseñanza de la Universidad de San 
Carlos en la misma ciudad con motivo de la aprobación dada 
por la Facultad de Derecho á una tesis presentada a ella poco 
tiempo antes f titulada De los hijos adulto titos, incestuosos 
U sacriteyos, fundándolo en los H revea del Pontífice Pió VI de 
30 .le Julio de 1798 y de 23 de Abril de 179 i, en una Encíclica 
de Gregorio XVI, en las proposiciones 22, 45 y 47 del Syllabua 
de Pto IX y en la Regla i 3 del Indice Romano, y el tercero 
habla de los periódicos irreligiosos que se publicaban entonces 
en la dicha ciudad de Córdoba, sosteniendo su doctrina en la 
Encíclica do Pió IV, htfcr multíplices. Ahora bien, la pastoral 
del Obispo de Salta y el manifiesto del ex-vicario de Jujuy 110 
tocan otra cuestión que la relativa á la asistencia á las escuelas 
primarias, imponiendo á los padres y madres el deber de retirar 
a sus hijiH de las escuelas dírijidas por personas no católicas 
ó en las que de hecho esté esc luida la unseiianfti del catecismo, 
y 0li u cuando en esa pastoral se declara que la prohibición de 
colocar á los hijos católicos es universal y que lo que obliga á 
los católicos de Córdoba obliga con la misma fuerza o los 
de la Diócesis do Salta y del mundo todo, no puede deducirse 
lógicamente de bloque se ejecute ni mande ejecuta! el Syllabos, 
ni los Breves de Pió VI, etc., citados para combatir la aceptación 
dp una tisis por la Universidad de Córdoba y ninguna aplica- 
ción puede tener en la Diócesis de Salta en la que no existe un 
solo establecimiento universitario. Por otra parte, las citas que 
contiene el primer punto de la Pastoral del Vicario Capitular 
de Córdoba no pueden mirarse, tales como ellas aparecen y por 
el alcance que se les da eu la misma Pastoral, sino como decla- 
raciones generales de los papas en que han dado ;í conocer la 
doctrina de la Iglesia á este respecto y eu Jas que se basan para 
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sostener su prohibioiou á los padres y madres de mandar sus 
hijos católicos á las escuelas de la referencia. 

Se deduce, pues, del examen de ambas pastorales que el 
Obispo de Salla al hablar solamente de la asistencia á las es- 
cuelas no se ha hecho solidario de las ideas y fundamentos adu- 
cidos en el segundo y tercer punto de la del Vicario Capitular 
de Córdoba tratados distinta y separadamente del primero y 
sin atingencia ninguna con l ?s fundamentos de éste. Se deduce 
igualmente que el Vicario Foráneo de J tijuy al declarar en su 
manifiesto en perfecta vigencia la Carta Pastoral del Obispo de 
Salta, no d¡í á esta una interpretación estensiva que abarque 
todos los puntos de la de Córdoba ; que su tendencia y su tiu 
fueron el cumplimiento en esta Provincia de la Pastoral de su 
superior el Obispo de Salta y que no descubriéndose de la lec- 
tura de ésta ni de su examen detenido que por ella se ejecutan 
y mandan ejecutar decretos de 1< s Concilios, üulas, Breves, y 
Rescriptos de la Corte Pontificia, el acusado no cae bajo la san- 
ción del artículo 5" de la Ley 14 de Setiembre de 18(>3. 

2* Que son evidentemente injustificados los otros tres cargos 
de la acusación, porque con la publicación del manifiesto el 
acusado n<j ha infrinjido los artículos 14, ni el inciso T del 
20 de la ley penal de 1863, pues, como en esos artículos se 
dice, es necesario el alzamiento público con armas para que 
haya rebelión ó sedición y no se ha alegado en la acusación ni 
probádose un solo hech*» que haga suponer 6 importe el alza- 
miento que requiere la ley en abierta hostilidad para cualquiera 
de los objetos que en ella se espresa. Si analizamos esos cargos 
encontramos: 1" qm« al declarar el acusado vigente la Pastoral 
del Obispo de Salta que impone las decisiones de un congreso 
llamado católico, sobre las del Congreso Nacional (como lo 
sienta la acusación) no ha heeho otra cosa que adherir á la opi- 
nión vertida por aquel contra la escuela láica sin sobreponerlas 
en manera alguna á las disposiciones del Congreso Nacional, 
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que por ninguna ley ha establecido la obligación forzosa á los 
padres de mandar á sus hijos á tales y determinadas escuelas ; 
lo que según la letra y espíritu de la ley no es destruir la Cons- 
titución de la Nación ni cambiar la fórmula de Gobierno; 
2" que tampoco se ha contravenido la disposición dfil inciso 2 o 
del mismo artículo 14 con la pretcnsión que se atribuye al acu- 
sado de que se imponga la enseñanza religiosa en las escuelas, 
no h.i hiendo existido el alzamiento público como se ha dicho 
antes y on abierta hostilidad contra el Presidente do la Repú- 
blica con el fin di- arrancarles osa medida, ni mucho menos del 
Congreso, para cuyo acto criminoso se necesita además la vio- 
lación del recinto di- sus sesiones; 3" que el hecho de prohibir 
la asistencia de los niños a las escuelas creadas por las leyes 
del Congreso, no significa impedir la ejecución de ellas, ni 
coloca al acusado como infractor del inciso 1", artWlo 20, de la 
referida ley penad, pues falta el elemento esencial, el alza- 
miento público que caracterizara el acto como delito, aparte de 
qu-> esa prohibición no es absoluta, porque si se obliga a los 
padf@g bajo la criminación de la pena espiritual do privarlos de 
los sacramentos, & sacar sus hijos de las escuelas dirijidas por 
maestros no católicos ó de las que de hecho no se dé la ense- 
ñanza de! catecismo, se insinúa al mismo tiempo el deber de 
colocarlos en otras escuelas y colegios en los que sin menoscabo 
de la enseñanza científica se dé una educación i- smer adámente 
cristiana. Las leyes del Congreso cuya ejecución se dice haber 
sido impedida, no pueden ser otras que Jas dictadas para dota? 
á las provincias de establecimientos nacionales de educación, 
como son los colegios y escuetas normales. Pin ninguna de esas 
leyes se establece la obligación á nadie de ingresar en dichas 
escuelas y colegios, ni so han erijido en delito el consejo ni el 
mandato que impida con voz do autoridad la asistencia á ellas 
para que caigan bajo la acción de la justicia, porque no )*iMen- 
do ley anterior al hecho, que lo defina y castigue como delito, 
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ese «oto pvdria provocar una medida administrativa como la 
que se tomó suspendiendo al Vicario de Jujuy, mas no dar 1 li- 
gará ana acusación ante los Tribunales Nacionales, 

Por estos fúndame utos, fallo : absolviendo al ei-vicario fo- 
ráneo de esta Provincia don Demetrio Cau de la acusación con- 
tra él deducido por el Procurador Fiscal. 

Pablo illas. 



VISTA DEL SESOU PROCURADOR CEIHEIlAL 

Buenos Aires, 27 dt> 1RKJ 

Suprema Corte : 

ha sentencisde foja 139 pronunciada por el Juez Federal Dr, 
don Pablo Blas, por la que absuelve al ex-vicario foráneo do 
la Provincia de Jujuy, déla acusación deducida contra él por 
el Procurador Fiscal por los delitos de rebelión y sedición, me 
parece cc:iforme con la letra y el espíritu de la Ley Nacional 
deHde Setiembre de 1863, que designa los crímenes cuyo 
juzgamiento corresponde á* Ion Tribunales Federales. 

Deciden esta mi opinión, las misma» razones aducidas en los 
considerandos dedieba sentencia, las que 1 mi juicio, justifican 
debidamente la absolución que contiene su parte dispositiva. 

Así, Exmo Señor, no es posible continuar la apelación inter- 
puesta contra dicha sentencia por aquel Procurador Fiscal y 
otorgada para ante V, E« 

Si como demuestra el inferior en los considerandos de su 
sentencia, el ex-vicario Cau no ha cometido infracción alguna 
de las leyes penales vigentes, ni se ha hecho acreedor al castigo 
qae ellas establecen, no sería justo ni conveniente prolongar 
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esta causa por más tiempo; la qae desde luego infiere, por si 
Bola, un daño do justificado al acusado. 

Creo, Eimo. Señor, que los Obispos y prelados de )a Iglesia 
Católica, tienen por su propia institución, el deber y por con- 
siguiente, el derecho, de enseñar a sos Heles la doctrina que 
aquella profesa, Recibieron esa misión del fundador de lamis- 
iii i Iglesia, quien los instituyó diciendoles : Enseñad á toda* 
tas naciones. 

Si 110 cumplieran tal d«ber, y si carecieran de derecho ;,ana 
cumplirlo, no se concebiría, en mi opinión, la existencia los 
obispos católicos. Podría decirse con razón, que carecían de 
toda misión en la aueieJa'l católica que forman los fieles ; de 
suerte que, no puede negárseles, en mi opinión, ese derecbo de 
enseñar, de prevenir á los mismos líeles respecto de los actos 
que la misma Iglesia condena, de amonestarles y aún de impo- 
nerles las penas puramente espirituales que las leyes de aquella 
establecen. 

No quiero decir con esto que \ i libertad y la independencia 
de los obispos en el cumplimiento de su deber y en el ejercicio 
de su derecho, no reconozcan límite alguno en sus relaciones 
con el Estado. Su límite esta demarcado por el ün mismo de 
su institución y por la naturaleza de su misión evangélica. 
Viven dentro del Estado, y deben por tanto la misma obe Üencia 
;i sus leyes, en cuanto es del resorte de estas quú les deben los 
demás habitantes de la nación. 

Así pues, mientras no violen ley alguna, ni atenten contra 
la existencia de los poderes públicos constituidos, Ja acción de 
los obispos y prelados debe ser, en mi opinión completamente 
libre paraesponer su juicio, del punto de vista de la ¿ ¡riña 
católica, respecto de los actos ejecutados por aquellos Poderes, 
ó do las disposiciones adoptadas en dichas leyes. 

Si reconocemos en la prensa periódica el libro derecho de 
traer á eiámenea esas leyes y esos mismos actos, de juzgarlas 
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7 de criticarlas con la más ámplim libertad, sin que de tal dere- 
eho se lea forme un delito 6 crimen, no podríamos en justicia 
negarlo á los obispos y prelados, obligados i velar por la pureza 
de la doctrina que tienen por principal misión el deber de pro- 
pagar y de predicar. 

Es muy cierto qne la prudencia más sema debe guiar siempre 
todos los actos de los que, constituidos en autoridad, tienen ü su 
cargo la dirección de las almas como el gobierno de los pueblos. 
Las cuestiones religiosas que tanto apasionan los espíritus y 
perturban las conciencias, deben en lo posible ser tratadas con 
aquel tino qne eiije el bien publico, y á que desde luego obliga 
nuestra ley fundamental, que consagra ámpliamente para todos 
los habitantes el derecho de profesar libremente su culto. Pero 
la falta á estos principios, por m&s lamentable que seaen algún 
caso, no podría por sí sola constituir un delito. 

Antonio E. Maíaver. 



Vmltm de l» luprewa Corte 

Hui-iios Aires. Seüembre i do íawo. 

Atento el desistimiento contenido en la precedente vista del 
seüor Procurador General : vuelvan estos autos al Juzgado úe 
su procedencia. 

BENJAMIN VICTOHICA. — FEDERICO 
iBARCfiREPi. — C.S. DE LA TOHHE. 
— LUIS V. VARELA.— ABEL BAZAA , 
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CAUSA 4*1 VI II 



Don l.Ji (Usen, capitán de ta barca ¡Xorucgu « //cía», contra 
l'ortalis fréres, Carbonicr y C\ ¡mr robra de estadías; 
sobre desglose de un documento. 



Sumario. — Una tez reconocida lu autenticidad de un docu- 
mento no puede el que lo reconoció pedir au desglose, fundado 
en bu presentación tardía en autos. 



6'qío. — En 27 de Febrero de 1888, don Kduardo Haynes, en 
representación de don L. J. Olscn, demandó ante el juzgado de 
Sección de Santa Fó á loa señores Portalts frcres, Curbonier y 
0* para que fueran condenados al pago de 407 pef.oá moneda 
nacional oro sellado procedentes de sobrestadías. 

Tramitada la causa y después de haberse alegado de bien 
probado, la parte de los señores Portal is f reres, Carbonter y 
€ a que había hecho mérito en el suyo de un recibo de chance' 
I ación dado por el capitán de la barca lleta, presentó el si- 
guiente pliego de posiciones que debía absolver el apoderado 
del capitán Olsen, acompañado de un documento que dice así : 



FALLOS DE LA SCFUMA COltl 

c Recibí de los señores PorUlis fréres, Carbonier y C\ la 
cantidad de setecientos catorce pesos tres contatos moneda na- 
cional oro por saldo de flete de mi boque Beta. 



* Rosario. Noviembre 18 de 18N7. 



« L. J. (Usen i . 



Posiciones 

Confiese cómo es cierto que la firma del documento que se \? 
exhibirá en este acto puesta al pié del recibo que por saldo del 
flete otorgó á los demandados don L. J. Olsen es la del capitán 
del fíela. 

Contestó: que sin tener absoluta seguridad creía ser esa la 
firma del capitán del buque ¡teta, manifestando, además, no 
ser oportuna la presentación del documento reconocido, puesto 
que habiéndole tenido la parte contraria desde antes en su po- 
der, creía que debió ser presentado al contestar la demanda ú 
en el tiempo en que la causa estuvo abierta á prueba. 

La parte de Portalis, dijo: que creía oportuna la presenta- 
ción del documento por constituir él una parte do la posición, 
teniendo derecho para esas posiciones en el estado actual de la 
causa. 

LapartB del capitán del Reta, pidió no sé hiciera logar y 
Be mandara desglosar el documento presentado de contrario 
Dijo: 

Que en el acta de juicio verbal sí' había opuesto á la presen- 
tación del documento de foja 122 pidiendo su desgbse y devo- 
lución, lo que el juzgado aún no había resuelto, encontrándose 
por este motivo agregado. 

Qoe la ley de Procedimientos en su artículo 10 dispone que el 



DE JUSTICIA NACIONAL 



177 



actor en toda especie de juicios, ha de producir con su demanda, 
las escrituras y documentos que justifiquen el dmecho que de- 
duce lúe después no se te admitirán nuevos documentos que no 
sean de fecha posterior á la demanda, 6 bajo juramento de que 
antt's no había tenido noticia de ellos. 

Cítú también el artículo 85 de la misma ley. Que la presen- 
tación del documento de foja 122 nada tiene que ver con la 
excepción opuesta por los seíiores Portalis al contestar la de- 
manda ; que por consiguiente» no podía ser admitida por el Tri- 
bunal, 

Que aunque versare sobre excepciones opuestas por el deman- 
dado no podía el juzgado aceptar el documento por haberse 
presentado con las posiciones después del término de prueba y 
aún después de haber su parte alegado de bien probado. 

Que no se podía alegar que el documento presentado recien 
había llegado á manos de los demandados, 6 que no tañeran 
noticia de ello porque tenía fecha anterior á la demanda. Que 
el renibodado por su poderdante por saldo de íletes, no puede 
obstar á una demanda por sobreestad ías, que era una obliga- 
ción distinta de la del pago de íletes. 

Conferido traslado de este escrito, don Domingo González» 
por los señores Portalis, contestándolo, dijo : 

Que constatando el recib > de foja 122. haber el capitán de 
la iteta cobrado todo el Hete en Noviembre 18 de 1887 y 
habiendo declarado la Suprema Corte que el pago de todo el 
Hete importa el cumplimiento del contrato de netamente por 
parte de los fletadores, el hecho de haberlo recibido el capitán* 
sin reserva ni salvedad alguna respecto do las estadías, probaba 
que estas no se cansaron ó que fueron incluidas en el pago de 
aquel. (Serie 2", tomo 21 , pág. 31 4). 

Que el demandante confunde con la absolución de posiciones 
lo estatuido respecto de la presentación de documentos en ge- 
neral ; que en el caso actual no se trata de la s'mple presenta- 
t. x 13 
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cion de documentos, niño de la confesión de una de tas partes, 
aún cuando al producirse esta prueba se baya acompañado un 
recibo suscrito por el demandante. Que decir que no lia tenido 
derecbo de presentar ese documento equivale á sostener que en 
la prueba de posiciones no se puede hacer uso de documentos, ni 
exijir su reconocimiento, lo que importa una restricción ilegal 
j contradictoria, privándose á los litigantes de un importantí- 
simo medio probatorio. 

Que cuando se trata de instrumentos firmados por un tercero, 
se exije que sean presentados dentro del termino probatorio 
para evitar sorpresas de última hora y facilitar el derecbo de 
defensa ; pero que ese peligro no existe cuando los documen- 
tos han sido suscritos per cualquiera de los interesados, que 
entonces no puede invocar sorpresas ni ignorancia á su res- 
pecto, 

Que la Suprema Corte había establecido el reconocimien- 
to de cartas que se presenten en juicio después del término pro- 
batorio, no pueda ser admitido sinú en forma de posiciones. 

Que por lo espuesto pedia se rechazara con costas, la petición 
relativa al desglose del documento de foja iSEi. 



Tallo rfelJu» tVdrral 

iUj»iirio» Setiembre 7 du lusa. 

Y vistos este incidente motivado por la presen Laciou del do- 
cumento corriente á foja 122, relacionado con la pregunta del 
interrogatorio respectivo y á mérito de considerarse ella verifi- 
cada en estación inoportuna del juicio, atentas las disposiciones 
contenidas en los artículos 10 y 11 de la Ley Nacional de Proce- 
dimientos de Setiembre 14 de 1869. 
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Y considerando : I o Que los mencionados preceptos de la ley 
nacional citada no reconocen otras limitaciones que las que de 
una manera clara, espresa y terminante, se hallen en ellos 
mismos consignadas, siendo por lo tanto ilegal la interpreta- 
ción que á su espíritu pretende atribuirse, haciendo distinción 
entre los documentos emanados «i.- terceros y ios suscritos por 
los interesados en el juicio, á Un de sustraer á estos últimos del 
imperio de las reglas A las cuales se quien. 1 solo considerar so- 
metidos los primeros. 

2 o Que siendo así debe reputar*- estemponWa toda presen- 
tación de documentos efectuada con posterioridad ú los escritos 
de demanda 6 contestación, á no ser que medie muí A otra de es- 
tas circunstancias : l'que la fecha de aquellos sea posterior á 
lo de estos ¡ 2* que un raso contrario prometa bajo juramento, 
la parte que intenta su exhibición, haber recién llegado á su 
poder, no habiendo en el caso siíÍi jutlicc concurrido ninguno de 

l'lllíS. 

3" Que esta doctriua no importa coartar en mo lo alguno el 
derecho que !a ley acuerda á las partes para ponerse posiciones 
un cualquier estado del juicio, pues para los casos en que la 
eficacia de éstas reclamara la exibicion ó reconocimiento de un 
documento del cu. ti no se tuvo anteriormente noticia y no pudo 
por tanto ser acompañado juntamente con los escritos iniciales 
de la causa, existe el recurso de asegurarlo así, bajo la forma- 
lidad dol juramento, qut la misma ley considera indispensable, 
pero al mismo tiempo sulicientc pura subsanar una dificultad 
que de ritro modo obstaría para la admisión de aquellos. 

Por tanto, y de acuerdo con lo resuelto por la Suprema Corte 
en los fallos que su registran en la serie 2\ tomo 10, página 434, 
y série 2\ tomo 11, página 100, se resuelve hacer lugar a la so? 
licitud de desglose del citado documento de foja 122. Hágase 
saber y repóngase. 

Escalara y Zifviría. 
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F*ll« de I» Suprema Corte 

üir'Lus Aires, Setiembre i «if Iti'M. 

Vistos: estando ja reconocida la autenticidad del documento 
de cuyo desglose se trata en este incidente, y sin perjuicio de 
que por la sentencia se aprecie el alcance de tal acto en los 
términos eu que ¡se ha verificado se revoca el acto apelado de 
foja ciento cuarenta y seis, y se declara no haber lugar al des- 
glose solicitado. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

BENJAMIN VICTORlCA. — FEDERICO 
IBAI1GCREN,— C. S, DE LA TORRE- 
— LUIS V. VARELA. — AREL 
I1AZAN. 
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¡ton José Fermri amtm el doctor don Enrique Unjo, Juez de 
frtz de ¡u H n Sección de ta Capital, por daños y perjuicios: 
mhre competencia. 



Sumartü. — Los Jueces tócales no son demanda!) les ante la 
Justicia Nacional por sus actos y procedimientos de tales. 



Caso, — En 5 de Agosto de 1889, don Jos£ Ferrari demandó 
ante el Juzgado Federal de la Capital ai doctor don Enrique lío- 
jo, para que se le condenase al pago de 5000 pesos nacionnles, 
por los daños y perjuicios que le había ocasionado demorándole 
indefinidamente la resolución de varios asuntos, 

Relacionando dichos asuntos dijo: 

Que en 24 de Enero de 1887 sa presentó ante el Juzgado de 
Paz de la 8" Sección con un testimonio en forma, de depósito 
en el Banco Nacional , solicitando se librase oficio á dicho esta- 
blecimiento para que se le entregara la cantidad de 5 114,35 
depositados álaórden del Juzgado, y cuyo depósito resultó ino- 
ficioso. 

Que habiéndose estrnvtado un espediente que seguía contra 
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¡os hermanos Frosaate por entrega de uua partida de vino que, 
según sentencia ejecutoriada debían hacerle, tuvo que pedir 
testimonio en forma al Juez de f instancia y presentarse en 
22 de Julio del 88, al referido Juzgado de Paz, pidiíepdo el 
cumplimiento de dicha sentencia. 

Que en et espediente que seguía contra Luis Pavese por co- 
bro de pesos, pasado de ¡a 5 a Sección, pidió en 6 de Agosto de 
1888 se pusiera á la órdendel Juzgado de la 8" la cantidad de 
52 pesos depositada por la contraparte, y cuya entrega A su 
favor había sido ordenada el 8 de Febrero del 84. 

Que habiendo obtenido de ta respectiva Cámara de Paz el 
qik' nueve veces ordenase e) pronto despacho, no se pudo conse- 
guir se diera cumplimiento á la intimación. 

Que en 28 de Marzo del 89 so presentó á la Cámara con tres 
recursos de queja, uno prn cada espediente, y que cata decretó 
et informe del Juez, con remisión de antecedentes en el término 
de 24 horas, y que estos tres recursos con las respectivos reso- 
luciones, faltaban en los espediente*, comí) también otros pedi- 
dos y resoluciones. 

Que por todo lo espuesto y en virtud al artículo 1112 del 
Código Civil, entablada demanda por daños y perjuicios en la 
suma de 5000 pesos contra el citado señor Juez de Paz, doctor 
don Enrique Rojo. 

Acreditada la competencia por la diversa nacionalidad de 
las partes, el Juzgado confirió traslado de la demanda. 

Don Lorenzo A. JIussio, en representación del señor Rojo; sin 
contestarla, opuso la escepcion de incompetencia y dijo: 

Que según el artículo 45 de la Ley Orgánica de los Tribuna- 
les de la Capital, correspondía & ta Cámara de lo Civil el cono- 
cimiento de las causas que pudieran ocasionar la remoción de 
los Jueces de Paz, sin cuyo requisito era improcedente toda 
acción para exigir ta responsabilidad judicial por las faltas que 
cometieren. 
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Que la Ley daba á ta Cámara de lo Civil la misma facultad 
que la Constitución Nacional, en sus artículos 51 y 52, dá al 
Senado para juzgar Aloe demás jaeces de ta Nación, de suerte 
que el señor Ferrari, debía haber empezado por gestionar la re- 
moción de su mandante, y que pedía espresa condenación en 
costas. 

De la excepción opuesta se confirió traslado al demandante 
quien lu evacuó diciendo: 

Que el Juzgado debía rechazar con costas la excepción opues- 
ta ordenando al demandado contestase directamente puesto que 
consideraba completamente fundada la procedencia de la Juris- 
dicción Federal, en el hecho probado de hallarse las partes 
comprendidas en la disposición del artículo 2°, inciso 2°, de la 
Ley sobre Jurisdicción y Competencia de los Tribunales Fede- 
rales, en cuanto & Jas pencas; y que respecto á la causa cor- 
respondía al señor Juez resolver si el daño causado por actos ilí- 
citos, era susceptible de reparación conforme al artículo 1083 
del Código Civil. 

Fallo del Ju» Mrr«l 

Buenos Aires, Noviembre 20 de 1889. 

Y vistos pura resolver sobre la excepción de incompetencia 
de jurisdicción deducida en el escrito de foja 7 en la demanda 
promovida por don José Ferrari contra el Juez de Paz de la 
Sección octava, doctor don Enrique Rojo, por indemnización de 
daños y perjuicios. 

Y considerando: 1° Que la acción deducida se funda en 
irregularidades que se dicen cometidas y retardos maliciosos en 
la tramitación de espedientes ante el referido Juez de Faz en 
que era interesado el demandante. 
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* Que es un principio inconcuso de derecho, que la parte 
que se siente agraviada por irregularidades cometidas en el pro- 
cedimiento por los Jueces de los Tribunales inferiores debe 
bascar la reparación ante los mismos Jueces ó ante los superio- 
res por medio de los recursos autorizados por las leyes. 

3- Que de acuerdo con obc principio establece el artículo 26 
de la Ley Orgánica de los Tribunales de la Capital que las Cá- 
maras de Paz conocerán de los recursos que se interpongan 
contra las resoluciones de los Jueces de Paz y de los recursos 
de queja por retardada Ó denegada justicia, sin perjuicio de] re- 
curso de reposición que autoriza el procedimiento ordinario 
según el caso, 

4 o Que por consiguiente los agravios que puede inferir un 
magistrado del órden judicial en el ejercicio de su jurisdicción 
no puede ser materia de acción ante otros Tribunales, para ob- 
tener reparaciones civiles, sino en cuanto ellos importen un 
dehto o falta que constituya justa causa para hacer remoción del 
Wgo J tan solo después que la remoción se haya operado en 
•l juicio correspondiente, lo que no sucede en el presente caso. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 7, 
fallo: declarando que este juzgado es incompetente para enten- 
der en la demanda de foja i. Notifíquese con et original. 

Virgilio H. Tedin. 

VISTA OEL SBflOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Agosto íó de 1890. 

Suprema Corte: 

Creo que es arreglada á derecho, y que por lo tanto debe ser 
confirmada por V, E. la resolución de foja 11 del Juez Federal 
doctor Tedia. 

Antonio £\ Malaver. 



BI JUSTICIA 1UC10IUL )g5 



Palla de la «uprrm. fmrlt 



Ciii'uos Airw. Soliumbr.- i ilü J89t>. 



V isto»: ,\o s.e do susceptibles de revisión por ) a J BBttoij( 
Nac,o n(lI l03 Mto¡ j procodim¡eatus de , os Jueees Iocale 

m.d.d a pcd d e| IM1[ Pr00UT|l(Ji)r GeQeriiI en su 

de fl7„ ' ,un<, »™"'<» coocordau.es del auto apelado 



BEJiJAMW VICTOHICA. — FEDEHICO 
IBARCCBES. — c. S. DELA TOB- 
RE - — ABEL HAZAS. 
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P. Ornar ini hermanas contra tos herederos Grognet^por 
cumplimiento de sentencia; sobre falta de personería. 



Sumario. — El haber el juez ordenado a la parte demandada 
la justificación de mi personería, y no haber ésta cumplido con 
dicha providencin, no es motivo para suspender la prosecución 
de la causa, ynoresoker en la rebeldía acusada. 



Caso. —En 8 de Junio de 1889, Don Antonio Hernández por 
los señores P. Omarini hermanos presentó al Juez Federal de 
Santa Fé, dos certificados otorgados por la Secretaría del mis- 
mo Juzgado, de los cuales resultaba: que en un juicio sobre 
interdicto de obra nuera, seguido por los señores P. Omarini 
hermanos contra los herederos Grognet, la Suprema Corte había 
dictado una resolución declarando que los demandantes debían 
ser restituidos á la posesión de que habían sido privados, é 
indemnizados de los daños y perjuicios, con costas á los deman- 
dados. 

En virtud de esta sentencia dicho procurador pidió contra los 
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señores Gro&net, el pago de los daños y perjuicios que estima- 
ban en la suma de pesos e2.825con 40 centavos moneda na- 
cional. 

Conferido traslado, Don Juan lí. Grtiz se presento en 18 de 
Julio de 1889, afirmando que los herederos Grognet estaban 
todos conformes en que se siguiera el pleito con él j pidióse le 
diera vista del espediente mencionado sobre interdicto, fallado 
por la Suprema Corte, 

Et Juez adhirió a lo pedido mandando al mismo tiempo acre- 
ditar la personería invocad;! . 

En 19 de Setiembre, no habiéndose todavía contestado el 
traslado, Don Antatiiu Hernández por los señores P. Omarini 
hermanos, acusó rebeldía y pidió se mandara coi testar en el 
término improrogable de 24 horas. 



Pallo del Juc-m Fedrral 

Rosnrio, Si-ticrabro 13 di! 1889. 

No habiendo aún Dua Jua.i M. Ortiz acreditado su persone- 
ría como esta ordenado por decreto de O do Julio último, y no 
siendo correcto antes de llenar ese requisito exijír contestación 
á la demanda, pida esta parte lo que corresponda y se proveerá. 

Escalera. 



* «II© «e la SuprtMi < «r íe 

Huciios Aires, Setiembre 4 de 1890. 

Vistos: No siendo motivo para suspender la prosecución de 
esta causa, la falta de justificación do la personería, ordenada 
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por lm providenciado foja quince vuelta: 86 revoca el auto ape- 
lado de foja diez y seis vuelta, y vuelvan al Juez de Sección, 
para que resuelva en la rebeldía acusada. 'Respucstos los sellos 
devuélvanse. 

BENJAMIN VICTORICA. — FEDERICO 
IBARGURBN . — C. S. DBLATORKE. 
— LUIS V. VARELA. — ABEL 
RAZAN. 
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Contra B. K. Von Emster, sobre infracción á las Ordenanzas 

de Aduana 



Sumario. — Probido el exceso de mercaderías sobre las ma- 
nifestadas y no justificado que el hecho procede Je un mero 
error, corresponde la aplicación de lo dispuesto en el artículo 
915 de las Ordenanzas de Aduana. 
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Caso. — El encabado de la Oficina Principal del Resguar- 
do de la Aduanado esta Capital, ü. Alfredo Silva, denunció al 
Gefe del Resguardo, que confrontados los giros de descarga 
del vapor inglés Hannover, entrado al puerto en Febrero 18 de 
1884, y consignado al Sr, K. Von Emster, con la relación fir- 
mada por el guarda de á bordo y visada por el Comisario, resul- 
taba que habían salido de á bordo de dicho buque 374 barricas 
de azúcar más de lo manifestado ; é hizo presente que el ca- 
so estaba previsto en el artículo 68 y penado en el 915 de las 
Ordenanzas de Aduana. 

Ordenada la formación del sumario correspondiente por el 
Administrador de Aduana, y citado el interesado, se pidió in- 
forme á la Coutaduría y á la Alcaldía. 

La Contaduría informO que cunstan en el manifiesto general 
del vapor Hannover pedido á despacho por la casa de La- 
salle é hijos, y W. Paats y C", doscientos cuarenta bultos 
marca W. P. C. y 625 bultos marca L. consignados ú di- 
chas casas. 

La Alcaidía informó que introducido por el vapor Hanno- 
ver constaba haberse recibido y entregado de Despacho Di- 
recto y trashordo los mismos bultos á que se refiere la Conta- 
duría con arreglo á lo manifestado. 

El interesado manifestó que la equivocación en las papeletas 
del vapor inglés Hannover por 374 barricas de azúcar de 
más, proviene de haber bajado á tierra el oficial 2 o de la carga 
y el que quedó á bordo en su lugar apuntó dos veces las 374 bar- 
ricas en la papeleta que dió al patrón de la lancha; y que no se 
había manifestado más cantidad de barricas de azúcar que la 
que Tealmente se había descargado, lo que demjstraba clara- 
mente la equivocación. 

Solicitado informe del Resguardo y dado eBte, el Adminis- 
trador dictó la siguiente resolución: 
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RESOLUCION DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 

Runaos Aire», Junio 31 de 1888. 

Resultando de ¡a confrontación practicada por el encargado 
de la principal del Resguardo, D. Alfredo Si ka, de los giros de 
la descarga del vapor inglés Hannover, que exceden 374 
(trescientas setenta y cuatro) barricas azúcar, tus mismas que 
no fueron manifestadas; y estando constatado suficientemente 
por el informe que antecede que no se ha espedido papeleta al- 
guna por duplicado, como lo pretende el declarante, se resuelve : 
Que el agente del vapoT Hannover sufra la pena de dobles 
derechos, sobre el valor de los barricas excedentes, de acuerdo 
con lo dispuesto por el artículo 915 de las Ordenanzas de 
Aduana. 

Hágase saber y fecho pase á Contaduría para su liquidación 
y ejecución de lo dispuesto en el artículo 1030 de tas mismas ; 
reponiéndose los sellos por el denunciante. 

J. Luis Amadeo. 

Von Emster pidió reconsideración y fundándola dijo, que el 
piloto encargado de hacer las papeletas no se había fijado en 
que parte de las barricas de azúcar que anotaba se habían des- 
cargado ya, dando así lugar ii la diferencia que se ha notado j 
que esta afirmación esta corroborada por las papeletas que 
acompaña, pues en ellas resultan anotadas dos veces una misma 
pacida de la marca L. F. 529/625 como descargadas por las lau- 
chas Martin Garda y la Argentina ; que no se comprende que 
tratándose de un mismo consignatario y por un mismo paquete, 
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venga una partida de azúcar con ta misma maroa y numeración; 
y que la intención de contrabandear uo podía existir en el 
agente del vapor puesto que ninguna utilidad reportaría ni ese 
hubiera sido el camino indicado. 

Vuelto el espediente á informo del Resguardo este informó 
que examinados los documentos de descarga había encontrado 
errores en las papeletas y 97 barricas anotadas tíos veces, pero 
que siempre había un exceso de 245 barricas, 

RESOLUCION DEL ADMINISTRADO» DE ADUANA 

Buénoa Aires, Julio 14 de 188-1. 

Por equidad y reconsiderando la resolución de foja... se 
resuelve : reducir el exceso ¿245 barricas de azúcar é* imponer 
como pena la mitad de la inllijida en la sentencia recurrida ; 
debiendo abonarse los derechos correspondientes al Fisco y re- 
ponerse los sellos por la casa. 

Hágase saber y fecho pase á Contaduría á sus efectos. 

J. Luis Amadeo. 

m 

Apelada la resolución por Von Einstcr se concedió el recurso 
para anta el Juez Federal. 

Ante el Juez Federal, Von Emster pulió la revocación de la 
resolución del Administrador de Aduana y que se declarara que 
no se había incurrido en la pena impuesta por la resolución, ni 
en la que establece el artículo 915 de las Ordenanzas de Adua- 
na por cuanto no ha resultado exceso alguno de barricas de 
azúcar á la conclusión de la descarga del vapor. 

Kspuso que los puntos & resolver eran : 1" Si ha resultado 
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á la terminación de la descarga mayor número de barricas de 
azúcar que las manifestadas, y 2 o ¿En caso negativo puede apli- 
carse la pena que establece el artículo 915 por espresar mayor 
número la papeleta del piloto ? 

Que el primer punto esta resuelto en autos por los informes 
de la Contaduría y de la Alcaidía, que espresan que se ha des- 
cargado igual número de barricas de azúcar que las manifes- 
tadas. 

Que resuelto negativamente el punto, hay que tener presente 
que el artículo 915 es correlativo con el 68 y éste establece que 
es necesario esperar el resultado de la descarga para saber si 
efectivamente resultan de más Jos bultos que espresan las pa- 
peletas del piloto, para en el caso afirmativo aplicarse la pena ó 
multa que establece el artículo 915 de las Ordenanzas. 

Que no habiendo habido esceso como queda demostrado la re- 
solución del Administrador debe revocarse. 

Que no entra á considerar la exposición del Guarda Especial 
sobre quepneden haber sido sustraídas las barricas de azúcar : 
í° porque noessériadadoel número de estas; 2 o porque el Ad- 
ministrador no la ba tenido en cuenta, y 3 n porque el lanchero 
sería en ese caso el autor y el responsable por ese hecho. 

Evacuándola vista que se le confirió, el Procurador Fiscal pi- 
dió la confirmación con costas de la resolución apelada. 

Dijo que el exceso penado por la Aduana aparece comprobado 
por documentos emanados del mismo apellido, que con argucias 
pretende eludir la pena. 

Que la descarga de un bupue requiere tal serie de operacio- 
nes que con toda propiedad puede llamársele un hecbo comple- 
jo i que desde que se permite el alije del buque hasta que la 
mercancía llegue á los depósitos de aduana, ella pasa por mu- 
chas manos y cada trasmisión está sujeta á ciertas formalida- 
des tendentes todas a evitar el fraude y garantir la fiel percep- 
ción de la renta. (Art. 54 á 75 de las Ordenanzas). 
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Quenada importa que las mercancías traídas por las lanchas 
ó tierra y entregadas á la Alcaidía este* n conformes con lasque 
constan en el manifiesto general del buque, desde que por otra 
parte consta que la lancha recibió mayor cantidad de amellas 
y que en el trayecto desde ñ buque mayor á tierra, han podido 
ser trasbordad «a 6 desembarcadas clandestinamente. 

Que en cuanto al error en que se dice ha incurrido el piloto bien 
pudo el Sr. Von Emster comprobarlo como lo ha hecho respecto 
ú las 95 barricas que le han sido deducidas por Ja Administra- 
ción de Aduana. 



Falla del Jura Federal 



Jim-nos Aires, Majo 22 de im. 

Y vistos estos autos traídos por D. K. Von Emster, consig- 
natario del vapor inglés fíannover en apelación de la reso* 
loción del Administrador de Aduana, condenándolo al pago de 
derechos por doscientas cuarenta y cinco barricas azucar que 
han resultado de exceso en los originales de descarga del espre- 
sado vapor, sobre lo manifestado en el manifiesto general de su 
cargamento. 

Y considerando: i a Que según se desprende délos informes 
del ltesgnardo de fojas 2, 5 y 8, el exceso que revelan las pape- 
letas deá boTdo comparadas con el manifiesto general, es de 

rescientas setenta y cuatro barricas, razón por la que lá reso- 
lución administrativa de Junio 21 de 1884, á foja 8 vuelta 
condenaba al recurrente al pago de dobles derechos sobre el 
importe total de las trescientas setenta y cuatro barricas ; reso- 
lución que fué modificada por la misma aduana en su resolu- 
ción de Julio veinte y cuatro de mil ochocientos ochentay cua- 
t. x í3 * 
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tro, á foja diez y nueve, teniendo en consideración muy espe- 
cialmente las observaciones aducidas en el informe del Res- 
guardo [de foja trece, en el que se pone de manifiesto varios 
errores cometidos en las papeletas del piloto, ya en el número 
délos bultos, como en duplicación de algunas barricas. 

2 o Que según se desprende de la simple comparación de las 
disposiciones de los artículos 57, 58 , 08, 872, 915 de las Or- 
denanzas de las Aduanas los errores cometidos en las papeletas 
de a bordo no establecen sino una mera presunción de fraudo 
que no determina por sf solo la aplicación del artículo 015, sino 
en el caso de que ejecutada la descarga resulten [bul tus de más. 

3° Que en el caso presente la descarga resultando conforme 
con el manifiesto general del buque, pone de manifiesto el error 
cometido en las papeletas de descarga . 

\ Que el mismo administrador en la resolución recurrido, 
acepta como un hecho justificado, el error de la» papeletas, re- 
formando su primera resolución foja. y 

5 a Que ¡a investigación hecha ante este juzgado no suminis- 
tra antecedente alguno respecto á un desembarco de la goleta 
D. Juan de Gara y en su trayecto del costado del buque d 
los muelles de la aduana. 

Por estos fundamentos, fal'o: revocando la resolución apelada 
de foja diez y nueve y declarando a D. Krau Von Emster libre 
del pago de derechos sobre et exceso de doscientas cuarenta y 
cinco barricas, que no ha resultado comprobado por la descar- 
ga y demás antecedentes del proceso. 

Hágase saber notificándose con el original. 

Andrés Ugarriza. 
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VISTA t>EI. SESíMt PROCDRADOa CBWERAL 

Batato* Aires, Julio 1¿ de I88b\ 

Suprema Vari? : 

mm con el Procurador Fisc;il que ¡as «peracionesUe aduana 
no pueden finarse aisladamente, siendo por el contrario todas 
sulidanas, como parto do un sistema. En todas, y en cada una 
se requiere exactit.nl y verdad, porque unas sirven de control 
á tes otras, y el error cometido bu una puede redundar en una 
confusión lumnntable, en perjuicio de ta renta. Si así no fue- 
ra, las MMttiii se habrían limitado á castigar el contraban- 
do, sin establecer cierta penalidad para una serie de operacio- 
nes sucesivas. 

M error en las papeleta» que da el oJicial ó piloto del buque 
que hace la desearla, al lanchero que trae- laa mercaderías á 
Tierra, iioesdcl todo inocente aunque resulte coufarme la des- 
carga con el manifiesto general. 

•Si nada significara poner bultos de masen estas papeletas 
nada sería má< sencillo que cometer este error en la esperan- 
za de que los bultos puestos de más se trasbordaran en el trán- 
sito; y en la seguridad deque no era osto posible, no s i incur- 
ría en pena alguna. 

La impunidad de eáte error ó falsedad podrí a redundar co- 
mo se vé, en menoscabo de la renta, y si no estuviera previsto 
por los artículos 68 y 915, caería bajo la disposición del f095 7 
siguiente. J 

Por otra parte yací Administrador ha hecho uso de la facul- 
tad que el 1056 le coulicre, reduciendo: i > el número de las 
barricas de azúcar manifestadas de mái, y después, la pena á la 
ni i f a d . 
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Encuentro, por esto, justa su resolución de fojas 19 y pida la 
revocación de la del Juzgado de Sección 

Eduardo Costa. 

. 

Falto d« I» Hupremi t'«»r«r 

Duchos Airns, Setiembre 1 de 18)0. 

Vistos: Hallándose justificado el exceso de mercaderías pro- 
cedente de la descarga del vapor inglés ffannover que dá lu- 
gar á este proceso, tanto por las boletas de descarga espedidas 
por el guarda de á bordo con intervención del piloto del buque, 
como por el recibo estendido por el empleado de los lancheros 
que verificaron dicha descarga, según resulta de la declaración 
de foja sesenta y cuatro ; y no habiéndose justificado circuns- 
tancia alguna que sirrti i acreditar ese hecho como un mero 
eiror, según lo pretenden los demandados. 

Por estos fundamentos, y de conformidad á lo espuesto y pe- 
dido por el señor Procurador General a foja setenta y siete : 
ae reroca la sentencia a íelada de foja setenta y se confirma 
la resolución administrativa de foja diez y nuere. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

itfcNJAMIN VICTO RICA. — FEDERICO IBA H- 
GtHEM. — C. S, DE LA TORRE. — LUIS 
V. VARELA. — AREL RAZAN. 
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CAUSA 4 XXXII 



I). Miguel Mádrid* contra D. Jósé Baeigaittppo; sobre cobro 

ejecutivo i/^/cws. 



Sumario. — Opuesta al juicio ejecutivo la escepciou do pago, 
y demostrado que las sumas entregadas por el demandado bas- 
tan á cubrir el valor del importe ejecutado, debe admitirse la 
escepciou y no hacerse lugar á la ejecución. 



Cíiío. — En 8 de Marzo de 1887, D. Manuel López Zamora, 
con poder general deD. Miguel de Madrid, se presentó al Juzga- 
do de Sección de Santa F¿ acompañando un pagare protestado 
por la suma de 1219 pesos con 47 centavos moneda nacio- 
nal oro sellado, suscrito por D. Jo jé Bacigaluppo, pi- 
diendo que d objeto de preparar la vía ejecutiva se ordenara 
comparecer al Sr. Bacigaluppo á reconocer su firma, pues el 
protesto no se había hecho en la persona del deudor. 

Acreditada la competencia por la diversa nacionalidad de las 
partes, se mandó citaT á Bacigaluppo no habiendo comparecido, y 
acusada rebeldía se dió por reconocido el pagaré (auto de foja...) 
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j á petición de) ejecutante se dictó el auto cíe sotrendo foja 
15 vuelta. 

No habiendo el ejecutado satisfecho Ja suma dimandada den- 
tro del término decretado, se mandó trabar embargo de bienes 
del deudor para cubrir dicha suma. 

Citado de remate, el procurador D. Juan E, Vi lez |>or ü. Jo- 
sé Bacigaluppo, opuso la excepción de pago, pídiuudo el rechazo 
de la ejecución con costas, esponjeado: 

Que apuren temen te por el pagaré do foja I a su representado 
debía al Sr. Madrid la soma de 1487 pesos con 18 centavos mo- 
neda nacional, inclusa la diferencia de moneda ; que lijaba como 
tipo del cambio el 22 % por baber sido éste el valor corriente 
en plaza en la fecha del vencimiento de la obligación. 

Pero que, por los recibos que acompañaba emanados los unos 
del mismo ejecutante y los otros de sus encargados ó factores 
resultaba qu..- su poderdante babía entregado al Sr. Lamndrid 
la cantidad de 3000 pesos moneda nacional con posti rioridad 
al vencimiento del documentóle foja I y en el objeto de que 
se imputasen a] pago de los arrendamientos vencidos. 

Que con estas entregas de dinero, la obligación por la que ae 
le ejecutaba había sido satisfecha con esceso, resultando á favor 
de su representado una diferencia de 1(513 pesos, loque bacía al 
Sr. Madrid deudor de una suma de consideración. 

Que entre su representado y el Sr. Madrid babía existido, co- 
mo era do práctica entre arrendador y arrendatario, una especie 
de cuenta corriente no terminada aún por una liquidación final, 
razón por la cual aparecía el ejecutado entregandu una suma 
mayor que la debida, y seesplicaba por esto mismo el liecho de 
encontrarse el pagaré en poder del ejecutante. 

Acampa fió tres recibos por la suma de 1000 pesos moneda 
nacional cada uno ; el primero ( foja 40) de fecha 12 de Abril de 
1887 suscrito por Miguel de Madrid ; el segundo y tercero (fo- 
jas 41 y 42), de fechas 21 de Julio y 9 de Marzo de 1887 res- 
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pectivumente, firmadas por D. Fernando Rivascon poder de Don 
Miguel de Madrid. 

Conferido traslado de la excepción, D. Manuel López Zamo- 
ra, por el ejecutante*, pidió su rechazo cotí coatas y que se man- 
dare llorar adelante la ejecución fausta hacerse trance y remate 
de los bienes embargados. 

Acompañó dos cuentas por arrendamientos debidas por Baci- 
galuppo A Madrid, nna de 1884 pesos á 31 de Diciembre de 1888, 
con un saldo á favor de Madrid de 1219 pesos oro, por cuyo 
saldo recibió un pagaré al 90 de Enero de 1887, y otra de los 
arriendos posteriores, á razón de un peso veinte y cinco centavos 
oro la cuadra hasta todo el primer semestre de 1887 con un 
saldo de G68 pesos 24 centavos. 

Dijo que los recibos no tenían relación alguna con el pagaré 
de foja 1 ( que representaba el saldo de tos arriendos debidos 
del año do 1884 y 1885, y quu se referían A los arriendos poste- 
riores, por los cuales, según la segunda cuenta, reducidos los 
3000 pesos á oro, quedaba Bacigaluppo deudor de 668 pesos 
24 centavos oro. 



Fallo «Srl Jiim fr>drrAl 

Rosario, 2¿ de Julia J« 1889. 

Y vistos estos autos ejecutivos íníciciados por D. Miguel de 
Madrid contra D. José Bacigaluppo, por cobro de la suma de 
mil doscientos diez y nueve pesos nacionales oro sellado con 
cuarenta y siete centavos, que se dice adeuda el demandado, 
como saldo de arrendamientos. Al objeto de preparar la corres- 
pondiente vía ejecutiva, solicita el actor el reconocimiento de la 
firma que suscribe el documento de foja 1 por parte del demau- 
dado y a mérito de no haber éste comparecido á practicarlo, se 
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declara por el auto de foja 13 vuelta, reconocido el predico 
pagaré, dictándose en seguida á foja 15 vuelta y á solicitud de 
la misma parte demandante, el respectivo anta de solvendo, pos- 
teriormente at cual y acusada nueva rebeldía contra el ejecutado 
á causa de no haber satisfecho la suma demandada dentro del 
plazo decretado, se manda por el auto de foja 26 va cita librar 
oficio á la autoridad del domicilio de éste, á los efectos del em- 
bargo correspondiente á dicha cantidad. 

En este estado comparece el ejecutado, bajo la representación 
del procurador Velez y se le manda citar de remate por el auto 
de fojas 38 y 30 deduciéndose entonces la excepción de pago por 
el escrito de foja 47, fundada en que habiendo entregado el eje- 
cu'ado al señor de Madrid, con posterioridad á la fecha del pa- 
garé de foja 1, las samas que acusan los recibos de fojas 40, 
41 y 42, la cual asciende á tres mil pesos moneda nacional bi- 
llete, resulta un exceso de pago en favor del último, calculándo- 
se al 22 y„ de premio el valor del oro, con relación al billete en- 
tregado, agregándose en ese misino escrito que la circunstancia 
de aparecer aún ti documento de foja 1 en poder del señor Ma- 
drid, era á mérito de existir entre este y Bacigaluppo, cuenta 
corriente. 

Contestada la excepción á foja 51 , pide el ejecutante su re- 
chazo haciendo presente que las entregas á que se refieren los 
recibos acompañados por el ejecutado, no tienen atingencia al- 
guna al pagaré de foja 1 , el cual procede de saldo de arrenda- 
mientos correspondientes á los años 1884 y 1885, restando por 
lo tanto todavía aquel los relativos á lus años 1886 y primer se- 
mestre de 1887, con los intereses respectivos, agregando que 
como aparece de la cuenta de foja 50, se enenentra abonado el 
valor de los recibos mencionados. 

Abierta á proeba la excepción, se produce la de absolución de 
posiciones por parte del ejecutado comento de fojas 64 á 66 
vuelta después de la cual se presenta el alegato del ejecutante 
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y analmente, para mejor proveer el informe de fojas 79. 

Y considerando: |«Que al contestar la primera pregunta del 
interrogatorio de foja 64 el ejecutado confiesa huber arreglado 
con el señor de Madrid en 20 de Octubre de 1886, los arren- 
damientos que adeudaba correspondientes á los nños(1884y 1885) 
miJ ochocientos ochenta y cuatTo y mil ochocientos ochenta y 
cinco, firmando por el saldo el pagaré de foja i, confesión que 
hace indudable que ese saldo correspondía á la deuda de los 
referidos años ochenta y cuatro y ochenta y cinco. 

2° Que con relación a los arrendamientos correspondientes 
al ano mil ochocientos ochenta y seis, apareen estos satisfechos 
en la parte que comprende el valor arreglado por los recibos re- 
conocidos de fojas 40, 41 y 42 deducido el pagaré de foja I y 
por su excedente, pues así resulta de la fecha que dichos recibos 
llevan, todas ellas posteriores al año citado mil ochocientos 
ochenta y seis, no habiendo por su parte el ejecutante desauto- 
rizarlos, demostrando referirse esos documentos á otros arren- 
damientos ó negocios distintos. 

3" Que con relación al primer semestre del año mil ochocien- 
tos ochenta y siete que también se cobra por el ejecutante no se 
ha probado tuviera por dicho tiempo ocupado el campo el ejecu- 
tado debiéndose por tanto, en virtud del principio general de 
acuerdo con el cual el onus probandi es siempre á cargo del actor 
y en caso contrario estasc a favor del demandado, aceptar lo 
afirmado por este al contestar la tercera pregunta del referido 
interrogatorio de cuya declaración resulta que la ocupación del 
campo no se prolongó sino hasta el año (1880) mil ochocientos 
ochenta y seis. 

i" Que por las mismas razones de falta de prueba y principio 
invocado, debe igualmente suponerse que el precio convenido 
por cada una de las ochocientas cnatro cuadras, comprendidas 
en el arrendamiento, según confesión del demandado, fué á ra- 
zón de un peso oro la cuadra y no uno veinte y cinco centavos 
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de la misma moneda, como lo pretende el ejecutante (contesta- 
ción á la cuarta pregunta de las posiciones). 

5 o Que fijadas así las porciones respectivas de las partes 
mediante la determinación general que queda establecida acerca 
de la deuda y pagos á cuenta de la misma hechos por el ejecu- 
tado y habiendo aquella sido contraída á precio de moneda na- 
cional oro, si? hacía necesario conocer el premio que éste turo 
en las diversas épocas, para poder establecer la procedencia ó 
improcedencia de la excepción deducida, según que resultase ó 
no snldo ú favor del ejecutante ó ejecutado y ¡t este objeto res- 
ponde precisamente el informe corriente A foja 79 espedido por 
el gerente del centro comercial de esta ciudad y por lo mismo 
revestido de la mayor autoridad que era dable exigir en garantía 
de la exactitud de tal operación. 

o Que teniendo por base ese informe, la reducción a mone- 
da nacional pro, de las cantidades entreoídas por el ejecutado y 
á que se refieren los recibos dé fojas 40, 41 y 42, arroja los si- 
guientes resultados : primero, el recibo de foja 40, importando 
un mil pesos moneda nacional billete al tipo de ciento treinta 
y cuatro con ochenta (134,80) que tenía el oro el dia de su fecha, 
representa la suma de setecientos cuarenta y un pesos ochenta 
y cuatro centavos oro; segundo, el recibo de foja 41 por igun i! su- 
ma que el anterior y al tipo de ciento treinta con treinta (130,30) 
representa la de setecientos sesenta y siete pesos con cunreuta 
y seis centavos moneda nacional oro ; tercero, el recibo de foja 
42 también por su valor de mil pesos billete y al tipo de ciento 
treinta y cinco (135) equivale á la cantidad de setecientos cua- 
renta pesos con setenta y cuatro centavos oro, haciendo r°r 
tanto las tres sumas referidas un total de dos mil doscientos cin- 
cuenta pesos con cuatro centavos oro, que descontado de la suma 
importe del pagare* de fuja 1, ó sea mil doscientos diez y nueve 
pesos con cuarenta y siete centavos oro, mas el valor del arren- 
damiento correspondiente a 1886 r que sobre la base establecí- 
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da, asciende á ochocientos cuatro peses de la misma moneda, 
haciendo por consiguiente la suma de dos mil veinte y tres pesos 
con cu ar unta centavos oro, arrojii todavía a fnvoi del ejecutado 
un saldo por importe de doscientos veinte y seis pesos con cin- 
cuenta y siete centavos oro, el cual debe considerarse bastante 
para compensar los intereses deveugadas por las sumas adeuda- 
das pot más alto que pudiera suponerse el tipo fijado para las 
mismas. 

7" Que no á otra conclusión conducen los documentos pre- 
sentados por el ejecutante, pues juzgando por la cuenta corriente 
á foja 50 y teniendo <i este fin en consideración el resultado ge- 
neral de la misma arrojando por todo saldo contra el ejecutado 
la suma de seiscientos sesenta y ocho pesos con veinte y cuatro 
centavos oro, se viene á que dicho saldo proviene de haberse 
incluido en la mencionada cuenta el importe del arrendamiento 
correspondiente al primer semestre de mil ochocientos ochenta 
y siete, y calculado aquel i razón de un peso veinte y cinco cen- 
tavos la cuadra ; y co rao ni una ni otra partida pueden ser acep- 
tadas, en razón de las consideraciones espuestas precedentemen- 
te, resulta siempre la compensación, por lo menos de la denda 
reclamada. 

Por estos fundamentos se resuelve no llevar adelante la eje- 
cución, con costas al ejecutante ; mandándose levantar el em- 
bargo trabado en bienes del ejecutado, á cuyo efecto se librará 
el correspondiente oficio á la autoridad respectiva. Hágase sa- 
ber con el original y repónganse los sellos. 



(i, Escalera y Zuviria. 
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Falla de I» fluprrm» Corte 



Bueuos Aires, Setiembre 4 do 1890. 

Vistos: Bastando á cubrir el valor del documento de foja 
primera y el de los arriendos posteriores, segu.ii lo demuestra la 
sentencia apelada de foja ochenta y una, las entregas que de 
los recibos de fojas cuarenta, cuarenta y una y cuarenta y doá, 
resulta haber hecho el ejecutado al ejecutante en pago de di- 
chos créditos, y no habiendo el último acreditado suficientemen- 
te que >1 valor do los arriendos mencionados haya sido mayor 
que el reconocido por el ejecutado, ni que el arrendamiento se 
haya estendido al año de mil ochocientos ochenta y siete como 
se pretende por el recurrente : se confirma con costas la senten- 
cia referida y repuestos sellos devuélvanse. 



BENJAMIN VICTORICA, — FEDERICO 
IRARGtiREK.— C. 8. DE LA TORRE, 
LUÍS V. VARELA. — ABEL RA- 
ZAN. 
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El doctor don Florentino Vócos^ encargado de ta oficina II de 
Balances de Iterjistro, contra don Bartolomé fiardella y don 
Fernando Peres, por cobro ejecutivo de pesos ; sobre honora- 
rios y recusación. 



Sumario. — i" Es improcedente el recurso interpuesto fuera 
de tiempo, 

2 o Lo es también e! de un auto no apelable. 
3° No es admisible la recusación no deducida formalmente, 
y fundada en una disposición inaplicable. 



Caso. — El doctor don Florentino Vócos encargado de la 
Oficina B de Balances de Registro por acuerdo del Gobierno Na- 
cional de I a de Febrero de 1886, se presento en 29 de Marzo de 
1887 ante el Juzgado Federal de la Capital demandando á don 
Bartolomé Gardella, como fiador solidario de don Fernando Pé- 
rez, por la suma de 7068 pesos de derechos de adnana atrasados 
debidos por éste. 

Dictado el auto de solrendo, y habiendo resultado inútil el 
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sa*adas*¡©iKlo de embargo por insolvencia de Gardella, entabló 
J «guió acción ejecutiva contra don Fernando Pérez. 

Perei manifestó que no tenía bienes, pero el doctor Vócos pre- 
vio informe de la oficina del registro de las propiedades sobre 
las qne tenían don Bartolomé Gardella y don Fernando Pérez, y 
laa que éstos hubiesen transferido á bus hijos don Angel Gar- 
della y don Manuel Pérez que pidió y obturo, hizo embargar 
un terreno sito en la parroquia de Santa Lucía que resultuha 
haber sido enegenado por don Fernando Pérez á su hijo Manuel 
Pérez, alegando que la enagenacion era simulada y nula, según 
el artículo 300* del Código Civil. 

Se quedó así el juicio ejecutivo hasta obtener sentencia 
de remate por el pago do capital, intereses y costas contra don 
Fernando Pérez. 

Don Manuel Pérez se presentó poniendo en conocimiento del 
juez que la finca no era de él, siuó que después de haberla com- 
prado á don Fernando Pérez la vendió á D. Jesús Arias, siendo 
actualmente de un señor A, Garmendia, que se hallaba au- 
sente. 

No obstante esta manifestación, el eíoctor Vócos siguió ade- 
lante en Ja ejecución haciendo tasar la finca. 

Hecha la tasación, a pesar de la oposición del ejecutado que 
reclamaba por no ser dueño do la misma, el doctor Túcos pidió 
su aprobación . 

En este estado, alegando las manifestaciones de don Ma- 
nuel y don Fernanda Pérez de no ser de ellos la finen, pidió el 
embargo de la casa-quinta de don Fernando Pérez, sita en Bcl- 
grano, calle Maipú, número 8. 

Obtuvo el embargo. 

Pérez manifestó que esa finca se hallaba eu ejecución por el 
Banco Hipotecario de la Provincia, y que era inútil ejecutarla 
nuevamente. 

Se siguió, sin embargo, la ejecución sobre esta linca, y se 
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tasó, ordenándose el remate de ellm por los martilieros O. Got- 
land y Ca. 

Antes de verificarse la renta Pérez acompañó una nota del 
señor Ministro de Hacienda de la Nación, comunicándole que se 
iba -Á ordenar al doctor Tóeos que suspendiese la ejecución 
basta nueva orden, y solicitó que se inandura suspender la 
renta. 

Suspendida la renta, los tasadores y los rematadores pidieron 
la liquidación y pago de sus honorarios. 

Pérez sostuvo que habiéndose devengado éstos sobre bienes 
que no le pertenecían, so gestión debía entenderse con el doctor 

Yücos. 

No se hizo lugar A esta solicitad por haber sido condenado el 
deudor al pago de cosían pur la sentencia de remate. 

El doctor Vocos pidió entonces se regulasen sus honorarios 
f|ue estimaba en 1600 pesos. 

Pérez manifestó disconformidad y su opuso al pago de los 
honorarios alegando que e] Dr. Vocos era encargado del Fis«o, 
pero tenía el cincuenta por ciento de lo que cobraba j y pidió so 
declarase que no estaba obligado á ese pag\ 

El juez, por la misma razón de haberse ejecutoriado la sen- 
tencia de remate con el cargo de costas al ejecutado, no hizo 
lugar á lo solicitado, y manda regular los honorarios del doctor 
Vocos, y practicar la liquidación de los gastos de sellos y 
otros. 

Los honorarios fueron regulados en 1000 pesos, siendo con- 
lirinada la regulación. 

Se hizo la liquidación, conteniendo estas bases, los derechos de 
liquidación, lo pagado a la oficina de hipotecas y embargos, los 
sellos empleados y los sellos ¿reponerse, la cuenta de comisión 
y gastos de los martilieros, importando todo la *uma de 1560 
pesos y 42 centavos. 

Hecha saber la liquidación, el Dr. Vócos pidió se ordenase 
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U renta de la finca embargada en Belgrano, con el objeto de 
pagar el aaldo de dicha liquidación, salvo que el juzgado creyere 
que se intimase narramente su pago. 

El Jnei hizo intimar el pago, bajo apercibimiento déla suma 
qne espresaba la planilla. 

Pasado el término de tren dias, el Dr. Vócos pidió se ordenara 
U renta del inmueble embargado. 



Vmif 4*1 Jues Federal 

Buenos Aire», Junio 10 de 1889. 

Obserrando el juagado que el auto do sol vendo dictado á fo- 
ja 152 vuelta comprende el importe total de la planilla de foja 
í 51, en cuyo total están incluidos los honorarios regulados al 
Dr. Vocos y los derecho* pagados al regulador. 

T considerando: Que la mente del Juzgado fué ordenarla 
intimación de pago tan solo de las costas que son a curgo del 
deodor ejecutado. 

Que en este caso no se encuentran las cantidades correspon- 
dientes á las partidas mencionadas, pues ejecutando el Dr. Vó- 
cos á los deudores del Fisco en virtud de un contrato que lo hace 
dueño de la mitad de lo que se cobre, según resulta de autos 
tramitados en este juzgado, es abogado en causa propia. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto en la 
ley 2\ titulo 22, partida 3*, déjase sin efecto el acto de foja 
152 vuelta, en cuanto se refiere á dichas partidas; y no habien- 
do aún sido citado de remate el deudor, no ha lugar á la venta 
solicitada del bien embargado, y pida esta parte lo que corres- 
ponda. Repóngase la foja. 



Virgilio Tedin. 
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El Dr. Tocos notificado el mismo día, se presentó en 15 de 
Junio solicitando la revocación por contrario imperio del tato 
anterior. 

Dijo que el ejecutado se bailaba obligado á pagar las costas ; 
que entre éstas estaban sus honorarios; que el pago de éstas 
había sido gestionado por él, y el juez no había hecho lugar al 
pedido de Pérez de no ser obligado á dicho pago ; que así fueron 
regulados, y confirmada la regulación, hecha y no observada la 
planilla de costas, é intimado el pago de su importe, que se de- 
jaba sin efecto por el auto observado, de oficio, y prejuzgando 
un punto soore el cual el juez no estaba llamado á pronunciar, 
esto es, si el mandato que desempeñaba era gratuito ó remune- 
ratorio, y si procedía 6 no el cobro de sus honorarios. 

Que el auto de solvendo del importe de la planilla estaba eje- 
cutoriado, y no podía ya dejarse sin efecto de oficio. 

Que él debió ser oído por tratarse del derecho de cobrar ho- 
norarios, del que se le privaba. 

Qué él no había venido al Tribunal á arreglar sus derechos 
con el Fisco, ni 4 discutir sus obligaciones para con él, que es 
el único Jaso en que sería procurador en causa propia : 

Que había ocurrido como mandatario de él, y que el Fisco no 
le ha transferido el dominio de los créditos que perseguía como 
tal mandatario ; que por consiguiente él no litigaba en causa 
propia, sino del Fisco, y tenía derecho á cobrar honorarios. 

Que su encargo de perseguir a los deudores morosos era de 
mucho trabajo, y no era eice»ivo que á ma¿ de los honorarios 
8 e le recompensase con un tanto por ciento, cuando según las 
Ordenanzas de Aduana, las multas y penas de comiso correspon- 
dían enteramente á los descubridores, artículo 1030 de las Orde- 
nanzas, siendo así que toda ó la mayor parte de la deuda atra- 
sada que gestionaba tenía ese carácter. 

Que su mandato no era gratuito, diñó remuneratorio, porque 
así se infiere del trabajo profesional que ejerce, así lo ha signi- 

T. X j, 
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ferio en todos sos escritos, usando en olios la estampilla pro- 
feeicnal ; 

Que por estas razones pedía la revocación del auto observado, 
sin más trámite 7 sin audiencia del deudor. 

En otrosí dijo que el juez había prejuzgado acerca del punto 
ocurrente, j hacia presente lo dispuesto en el artículo 43, inci- 
so 7 o , ley de Procedimientos, para que si cree que está inhabili- 
tado se inhiba desde luego y proceda en consecuencia, 6 en caso 
contrario proceda en su mérito ; que él no quería formar artícu- 
lo, porque esto le llevaría á esperar nn año su resolución dado 
el orden de turno qne es per i meo Un las causas ante el su- 
perior. 

ralle «el Juci Feries*»! 

Buenos Aires, Agosto í» dt k 1H8R. 

No siendo procedente la recusación cuando se interpone el 
recurso do reposición, porque al crear la ley este recurso no ha 
entendido que hay prejuzga miento sobre el punto que dá orí- 
gen á él, no ha lugar. 

T en cuanto á la reposición: estando ajustado el auto de foja 
154 vuelta á la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte 
en nn caso análogo, no ha lugar. 

Virgilio M. Tedin. 

Kl Dr. Vúcos apeló i diciendo que era ?erdad que hauía sig- 
nificado anteriormente que no recurriría al superior, esto era 
en la inteligencia que se hubiese resuelto desde luego la n posi- 
ción solicitada, y seguu correspondía ; que viendo que las cau- 
sas que tenía ante el juzgado se eternizaban, le asistía el fon- 
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dado motivo para creer que había predi* posicioa ó parcialidad 
en contra de los derechos que representaba, ó un contra de sus 
derechos personales» y en tal caso tenía que buscar en el supe- 
rior la enmienda y el amparo ó protección consiguiente. 

El juez le concedió el recurso en relación. 

Después de esto se presentó el apoderado de Pérez con una 
nota del Ministro de Hacienda de la que resultaba haber arre- 
glado y chancelado [a deuda para con el Fisco, y pidió se man- 
dara levantar el embargo existente y archivar el espediente. 

El juez mandó levantar el embargo. 

El Dr. Vócos reclamó, alegando que el auto anterior era nulo 
por estar pendiente ¡a apelación del juez, y pidió, que suspen- 
diéndose todo procedimiento se mandaran correr los autos con 
la apelación pendiente. 



Auto del Juez Federal 

Buenos Ainis, Octubre 2 de 1H81». 

No obstante qiit- la recusación deducida por esta parte versa 
sobre un incidente relativo a los derechos personales del recu- 
rrente que no afecta el fondo de la cuestión al cual se refiere la 
providencia reclamada, pues aún estando impedido el Juez para 
pronunciarse sobre la reconsideración pedida por el Dr. Vócos, 
respecto de sus honorarios, no lo estaría sobre los demás t¡ ami- 
tos del juicio principal ; atento lo espnestu y pedido en el pre- 
cedente escrito, suspéudense los efectos de la providencia de 
foja 173 vuelta, y corra la apelación concedida. 



Tedin. 



Hm-rins Aires, Setiembre 4 de 1890. 

Vistos: No habiéndose apelado oportunamente el auto de 
foja ciento cincuenta y cuatro vuelta, y no siendo reourible el 
de foja ciento sesenta y cinco vuelta con arreglo á la Ley Na- 
cional de Procedimientos en su articulo ciento cinco : no ha lu- 
gar al recurso interpuesto en lo que respecta á lo ordenado en 
el auto citado de foja ciento cincuenta y cuatro vnelta. 

Y considerando en cnanto ¿ la recusación interpuesta contra 
el Juez de Sección: que ella no fué deducida formalmente en el 
escrito de foja ciento sesenta y una ni es procedente en ningún 
sentido, por no ser de aplicación en el caso la disposición del 
artículo cuarenta y tres, inciso sétimo de la Ley de Procedi- 
mientos, en que se baila fundada : se confirma con costas el 
auto recurrido de foja ciento sesenta y cinco vuelta en cuanto 
no hace lugar á dicha recusación. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BEflJAlllB VICTOR IC A. — FEDERICO 
iBARGtiHfcK. — C. 8. DE LA TORRE. 
— LUIS V. VARELA. — ABEL 
BAZAN. 
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Criminal, por extradición de Andrés y Clemente lonco; 
por quiebra fraudulenta // falsificación 

Sumario. — Estando llenadas las condiciones requeridas por 
el artículo «51 del Código de Procedimientos en lo criminal, 
ha lugar á la extradición, con declaración de que la pena á im- 
ponerse á ¡os detenidos no será mayor que la establecida por las 
leyes argentinas á los delitos por los que se 'es procesa. 



Casa. — Resulta de las siguientes piezas : 



¡TRADUCCION) 

Legación de S. M. el Rey de I La lia. 

Buenos Aires, Enero 29 de 1H90. 

Señor Ministro: 

Refiriéndome á mi nota de fecha 20 de Diciembre próximo pa- 
sado, n* 597, y en Tirtnd de instrucciones recibidas del Gobierno 
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del Rey, mi Augusto Soberano, tengo el honor de ocurrir á la ex- 
perimentada cortesía de V. K., rogándole quiera, tomando por 
base las disposiciones de las leyes en vigor en esta República, 
dar los pasos necesarios para la extradición de los hermanos 
Andrés y Clemente Zonco, de Biela, acusados de quiebra 
fraudulenta y falsificación eu escritura de comercio, los rítales, 
según me fui cor tes mente comunicado por nota de ese houo~ 
rabie Ministerio de fecha 28 de Diciembre próximo pasado, 
se hallan detenidos en la Cárcel de ésta para ser sometidos al 
procedimiento de la extradición. 

Al efecto tengo el honor de trasmitir ú V. K. tos anexos 
documentos justificativos del pedido y exigidos por el artículo 
651 del Código de Procedimientos penates de esta República, 
relativo á la extradición dei delincuente, A saber : 

I o Orden du prisión del Juez de Instrucción del Tribunal *U» 
Biela contra los precitados individuos que deben ser entregados, 
fechada el 13 de Diciembre próximo pasado ; 

2° Señas de ¡os mismos ; 

3° Copia de las disposiciones legislativas aplicables al hecho 
de ojie se les acusa, según las leyes italianas. 

La prontitud con que fueron presos los hermanos Zonco, me 
hace esperar que la presente demanda no quedará, eoino todas 
las precedentes, sin llevarse & cabo real, X tin de que el Gobier- 
no del Rey que ya ha demostrado su buena voluntad entregan- 
do en 1874 á las autoridades argentinas al malhechor Mariano 
Lucio Fernandez pueda ahora, después de recibir una prueba 
de reciprocidad efectiva, proceder cuanto antes, á la extradición 
del individuo Hipólito André, que se halla detenido en la Cár- 
cel de Génova á pedid" del Cónsul general argentino en esa 
ciudad. 

Ruego, pues, á V. E. t me comunique á la posible brevedad, 
la concesión de la extradición, á fin de que, de acuerdo con el 
Real Consulado en ésta, puedan tomarse las medidas oportunas 
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para la estraga de dichos delincuentes, y al agradecer anticipa* 
d amenté á V. E., su cortesía, tengo el honor de recordarle 
y renovarle las seguridades de mi más alta consideración. 

7. Autora. 

Defensa 

Bueno* Ain*s, Abril 7 de lKWj. 
Señor Juez Federal en lo Criminal: 

YA defensor de pobres por Andrés y Clemente Zonco en tos 
autos que seles sigue sobre extradición, evacuándola vista que 
se me ha conferido digo : 

Que el Señor Ministro de Italia solicita la extradición de los 
hermanos Zonco acusados de quiebra fraudulenta y falsifica- 
ción de escritura de comercio según lo afirma el peticionante. 

El artículo 651 del Código de Procedimientos en lo Criminal 
dispone, que en la nota ú comunicación en que se solicite la 
extradición debe acompañarse un testimonio literal del auto 
que decrete esta diligencia y además los documentos que se 
enumeran en sus incisos I o , 2 o y 3*. 

El documento de foja i , que acompaña el señor Ministro en 
s:i solicitud, no reúne las condiciones que la leyexije para que 
V, S. pueda acceder a su pedido- No contiene el testimonio lite- 
ral del auto que decretó la extradición de mis defendidos (arti- 
culo 651, Cód. de Froced. en lo Criminal). Se refiere únicamente 
al auto de prisión que dictara el señor Juez de Instrucción del 
Reino de Italia, y no es una copia auténtica como lo dispone el 
inciso I 4 del artículo citado. 

Está escrito en idioma italiano y no ha sido vertido a la ten- 
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fM nacional, requisito que es indispensable para que V. S, 
pueda dar corso á la diligencia que Be solicita. 

La copia de las disposiciones legales aplicables á ios hechos 
que Be imputan á mis defendidos, y que corren de fojas 5 á 
12 de estos autos, no es auténtica como lo manda el Código de 
1a materia en el inciso 8° del articulo 651. No habiendo, pues, 
acompañado el señor Ministro de Italia los documentos que la 
ley considera indispensables y en la forma que ella prescribe 
para que proceda la extradición de mis defendidos, pido á V. S. 
se sirva no hacer lugar á ella, y en caso que mis tarde se lle- 
nen las formalidades de la ley para que proceda la diligencia 
solicitada, pido, también desde ya, que siendo más benignas 
las penas que establece nuestro Código, solo concuda la extradi- 
ción que se solicita á condición que los tribunales del Reino de 
Italia aplicarán á mis defendidos la pena menor, de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo G67 del Código de Procedimiento». 

Será justicia, etc. 

G. # Granel. 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Abril 19 de 1890. 

Señor Juez: 

Las consideraciones aducidas por el Defensor de pobres á fo- 
jas 36, son, á juicio del Procurador Fiscal, bastante fundadas 
para que V. S. resuelva de acuerdo con lo pedido por dicho de- 
fensor. 



J.A. Víale, 
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Fall® d«| Ju» Fráemi 

■ 

Buenos Aires, Hoyo 12 de 1890. 

Y vista esta solicitad de extradición presentada por la Lega- 
ción de Italia contra los detenidos Andrés Zonco j Clemente 
Zonco, acusados de quiebra frauda lento y de falsiBcaoion en 
escritura de comercio, oídas sus respectivas declaraciones y la 
defensa presentada por el Defensor de pobres Don Gervasio F. 
Granel 

T considerando: i° Qne no existiendo tratado de extradición 
vigente entre la República Argi-iitinn y el Reino' de Italia, y dé 
acuerdo A lo dispuesto por el artículo 48 del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal y artículo 326 de la ley de extradición, 
la presente solicitud debe ser juzgada y resuelta de acuerdo A 
las disposiciones consignadas en dichas leyes. 

2" Que por las declaraciones de los detenidos y en vista de 
los documentos acompañados, resulla comprobada la identidad 
de los solicitados en extradición Andrés y Clemente Zonco con 
los encausados, habiéndose acompañado por otra parte copia de 
las órdenes de arresto expedidas por el Juzgado de Instrucción 
del Tribunal Correccional de Biela (Italia) contra los espresa- 
dos Zonco, y copia de las disposiciones aplicables al caso, según 
la legislación italiana, requisitos exigidos por el artículo 12 de 
la ley de extradición, estando el caso comprendido dentro de la 
disposición del artículo $>de la misma. 

3 o Que si bien la defensa ha alegado que esta solicitud de- 
biera ser rechazada por no haberse acompañado copia del auto 
emanado do las autoridades judiciales de Italia en que se solicí- 
tala extradición, no es posible aceptar esa demanda en presen- 
cia de las disposiciones que rigen el caso. 
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El artículo ®55 del Código de Procedí intentos en lo criminal 
precisa en ins seis incisos ios pontea sobre los cuales debe limi- 
tarse el jo icio de extradición , no Agorando entre ellos el exá- 
raen del auto i que se hace referencia, lo que demuestra que 
aquel no es exigido, bastando, según lo dispone el inciso 6 o de 
dicho artículo, que se acompañe la sentencia ó auto de prisión, 
segnnlos casos emanados do las autoridades judiciales compe- 
tentes, documento agregado de foja... de estos autos. 

Con la presentación de dicha copia quedan plenamente cum- 
plidos los propósitos de garantía y seguridad tenidos en vista 
por la ley alexijir la intervención del poder judicial compe- 
tente para conocer en un delito, siendo evidente que las autori- 
dades diplomáticas sirven en el presente caso como intermedia- 
rías para el cumplimiento de la* disposiciones do aquellos. 

4° Que la falla de autenticación de los documentos acompa- 
ñados á la solicitud do la legación de Italia, alegada por el 
defensor, no puede ser aceptada por el Juzgado desde el mo- 
mento que esos documentos han sido considerados y tramitados 
como suficientemente auténticos por el Ministerio de Relaciones 
Exteriores, que está en aptitud de verificar su exactitud, y ade- 
más autorizado para rechazarlos por falta de ello en virtud de 
lo dispuesto por el artículo 13 de la ya citada ley de extradi- 
ción, bastando como suficiente autenticación para el Juzgado el 
hecho de ser aceptados é introducidos por la vía diplomática. 

5 o Que los delitos poique son solicitados en extradición Iob 
detenidos Andrés y Clemente Zonco están previstos y penados 
por nuestras leyes, el de quiebra en los artículos 198 y 199 del 
Código Penal, y el de falsificación de letras de cambio ú otros 
documentos de crédito, considerado como delito de carácter na- 
cional, poT el artículo 05 de la ley que designa los crímenes 
cuyo juzgamiento compete i Tribunales Nacionales y siendo 
la penalidad que ¡i dichos delitos aplican las leyes argentinas 
menor de las leyes italianas acompañadas, la extradición á tftu- 
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lo de reciprocidad no puede concederse de acuerdo al artfoulo... 
de la ley de extradición sinó bajo la espresa condición de 
que los Tribunales del país requirente aplicarán a los detenidos 
Zouco la pena menor. 

Por estoa fundamentos acuérdase ;í titulo de reciprocidad la 
extradición solicitada por la Legación de Italia de Iob individuos 
Andrés Zoncoy Clemente Zouco, con la espresa limitación en la 
penalidad ¡i que so refiero el considerando anterior, para todo el 
cual se pasará original este espediente at Ministerio de Justicia 
de acuerdo y para los efectos del artículo 23 de la ley de extra- 
dición. 

Andrés t'aarriza. 



VISTA IIEL SESOH PltOCUIIAÜilK GENERA!. 

Hílenos Aires, Junio 10 de 1H90. 

Suprema Corte : 

La sentencia del Sr, Jmz de Sección está perfectamente fon- 
dada, y bástame referirme a las consideraciones en que ahunda 
puní pedir su confirmación. 

Solo obserraré con el Defensor y el Juzgado, que, con arreglo 
á nuestras leí es, el delito de quiebra fraudulenta tiene pena 
de tres A seis años de penitenciaria; y el de falsificación de 
libros de comercio la de un mes á un año de arresto (Articulo 
i98á281 del Código Penal). 

Con arreglo á la disposición del artículo... del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, deberá ser condición precisa de 
la entrega de los individuos reclamados que éstas penas no 
sean excedidas. 



Eduardo Costa. 



m 
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Falto 4* to Stipr«M» Cwtf 

Buenos Airea, Setiembre 6 de 1890. 

Vistos y considerando : Primero. Que según lo demuestra la 
sentencia apelada do foja cu atenta y tres, la identidad de tos 
detenidos Audrés y Clemente Zonco t se halla comprobada por 
sns propias declaraciones corrientes de fojas veinte y nueve 
rnelta á treinta y dos, y 

Segundo. Que con ei documento traído en virtud del decreto 
para mejor proveer do esta Suprema Corte corriente á foja cin- 
cuenta y tres, y cuya versión al idioma nacional corre de fojas 
sesenta y nueve á setenta y una, y con los demás que se linn 
producido y corren de fojas una á veinte tres, se encuen- 
tran llenadas las demás condiciones requeridas por el artículo 
seiscientos cincuenta y uuo del Código de Procedimientos, para 
la extradición de los espresados Andrés y Clemente Zonco 

Por estos fundamentos y du conformidad á lo pedido por el 
señor Procurador General en su vista de foja cincuenta y una : 
se confirma la referida sentencia de foja caarenta y tres, con 
declaración de que la pena á imponerse á los detenidos, no será 
mayor que la establecida por las leyes de la República a los 
delitos porque son procesados y queso mencionan en los artícu- 
los ciento noventa y ocho á doscientos uno, y doscientos ochenta 
á doscientos ochenta y cuatro del Código Penal. 

Higase saber y pásese original este espediente al Ministerio 
de Relaciones Exteriores, de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo seiscientos cincuenta y nueve del Código de Procedi- 
mientos. 

BENIAMIN VICTORICA — FEDERICO IB Alt- 
GÚREN. — C. S. DE LA TORRE. — LUIS 
V. VARELA. — ABEL BA7,AH. 
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El doctor don Tomás J. Luquc, contra tloña Hoyes fi. de Acuna; 
por cobro ejecutivo de pesos 



Sumario, — La obligación de una mujer casada, sin constar 
en din la vénia del marido, no puede fundar un juicio ejecu- 
tivo, ni dar tugará embargo preventivo. 



Caso. — Don Desiderio Dante, en representación del doctor 
Laque ocuTriáante el Juzgado Federal de Corrientes, y expuso: 
que según escritura otorgada en 1 1 de Junio de 1883, su repre- 
sentado ea acreedor de doña Reyes Banegas de Acuña por la 
suma de 3000 pesos fuertes que le entrego para alimentos, y 
promover gestiones judiciales contra suesposo. Que dicha escri- 
tor» fué presentada en el juicio ejecutivo seguido por la señora 
Banegas y su esposo don Fermín Acuña contra el doctor Loque 
por cobro de un pagaré por 3500 pesos, para deducir su impor- 
te del crédito ejecutado; pero el Juez de lacauEa que lo es el de 
Comercio, no la tomó en consideración por haberse presentado 
fuera del término de la citación de remate. Que en la misma 
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ejecución, le dió fian» para garantir las resultas del juíoio que 
•e promoviera á consecuencia de ella. Que no habiendo el doctor 
Loque conseguido el pago de su crédito, y en vista de lo dis- 
puesto por eUrtlculo 249, inciso 3° ( de la Ley de Procedimientos, 
pedia que se intimara á su deudora el pago dentro de 3* día de 
los dos mil pesos fuertes ó su equivalente en moneda nacional, 
intereses y costas. Pidió además que se ordenara el embargo 
preventivo de la cantidad cobrada al doctor Luqne por los ea po- 
sos Acuña y Hanegas en el juicio ejecutivo seguido unte el Juez 
de Comercio de Corrientes, embargo que procede no solo por 
haberse dado la fianza á que se ba aludido, sinÓ porque se trata 
de instrumento público, y atento lo dispuesto por la ley 60 
de Toro ó sea la 5*, título i \ f Libro iO, Novísima Recopilación 
y por el artículo 38, inciso 2* del Código de Procedimientos de 
la Provincia. 

Para acreditar el fuero federal, ofreció la parte á los testi- 
gos don José Antonio Paiba y don Baldomcro Paiba, los cuales 
sabían que el doctor Luque tiene su domicilio en Buenos Aires 
y la demandada y sn esposo en la Provincia de Corrientes, De- 
partamento de Libres. Examinados tos testigos don José An- 
tonio Paiba expuso que tanto el doctor Luque como la deman- 
dada y su esposo son argentinos, domiciliado el primero en 
Buenos Aires, como es público y notorio, ignorando cual sea 
en la actualidad el domicilio de los segundos, pero que antes 
estaban domiciliados en el Pasodo los Libres, jurisdicción de ta 
Provincia de Corrientes. Don Baldomcro Paiba expuso: que el 
doctor Luque es argentino con domicilio en Buenos Aires y que 
los esposos Acuña, argentinos también, tienen su domicilio en 
la ciudad de Paso ele loa Libres. 
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Falla del Ju«iFNeral 

Corrientes, Mar/o Udultü». 

Resultando justificado el fuero y examinando cuidadosa- 
mente el instrumento con que se deduce la presente ejecución 
ne observa que la obligación contraída por doña Reyes Hanegas 
de Acuña casada con don Fermín Acuña, es meramente natural, 
per no constar en dicho instrumento el consentimiento del espo- 
so para contraerlo ó la autorización judicial en su defecto; y por 
lo tanto no son de tos documentos que por su forma traen apa- 
rejada ejecución con arreglo al artículo 24U de la Ley de Proce- 
dimientos; por esto y do acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
252 i» fine de la misma ley» no se hace tugar á la ejecución que 
se pide en lo principal, y por los motivos consignados, tampoco 
se hace lugar al embargo preventivo que se solicita en el segun- 
do otrosí teniendo en cuenta lo dispuest i en el artículo 515 del 
Código Civil; hágase saber y repóngase. 

£. A. Lujambio. 

El ejecutante pidió revocatoria de este auto y apeló en subsi- 
dio. Fundando el primer recurso dijo : que los 2000 pesos reci- 
bidos por la señora Banegas lo fueron pura pagar deudas por 
alimentos contraidas para su subsistencia actual y futura j 
para dar espensas al apoderado que nombró para demandar á 
su marido por separación de bienes. Que para esta claso de 
deudas, la ley no exige autorización del marido por el carácter 
de urgencia y de necesidad que envuelven y según el artículo 
191 del Código Civil dicha autorización no es necesaria en los 



pleitos de la mujer contra el marido 6 del marido contra la mo- 
jil. Que asimismo, según el artículo 190, se présame la auto- 
rización del marido en las compras al contado que la mujer 
hiciese t en las compras al fiado de objetos destinados al con- 
sumo diario de la familia. Que así, la obligación está dentro de 
los términos legales y es exigible á la mujer ó al marido. Que 
solo estos y bus herederos pueden reclamar la nulidad de loa 
actos de la mujer por falta de la autorización del marido, según 
el artículo 193, y así, no procedo de oficio la declaración de 
que no es ejecutiva la obligación. 



Jkmtm del Ju«i Feder»! 

Corrientes, ¡Hayo 30 de 1890. 

Vistos: poT sus fundamentos y teniendo además presentes, las 
disposiciones contenidas de los artículos 185, 18» y 194 del 
Código Civil, Tijentes en la época en que se contrajo la obliga- 
ción que consta de la escritura púhlici de foja primen á tres: 
no se hace Jugar á la reposición que se pide del auto de foja 
once vuelta, y se concede en relación la apelación interpuestaí 
remitiéndose en consecuencia los autos á la Suprema Corte en 
la forma de estilo y á costa del apelante. 

M¿ A, Ltijambto. 



Vmnm de I» SupreHM Cmrtm 

Buenos Aires, Setiembre 9 de 1890. 

Vistos: No trayendo aparejada ejecución la obligación de fo- 
ja primera por emanar de una mujer casada, y no constar que 
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haya sido otorgada con permiso del marido, ni mediar el reco- 
nocimiento de éste: se confirma el «uto apelado de foja once 
vuelta en cuanto no hace logar al despacho de la ejecución" 
iniciada, m al embargo preventivo solicitado, y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BEHJAHiH VICTORICA. — TE DE RJC O 
IBARGUREM. — C. S. DE LA TOR- 
RE. — LUIS V. VARELA — ABEL 
BAZAS. 



CAUSA C'\ XAH 



Don Luh MiQud Caballero, contra Dona Petrona Fernandez de 
Peluffo, por reivindicación; sobre competencia. 



Sumario. - *• Loe juicios sobre propiedad ó mejor derecho 
en cosas embargadas, corresponden el conocimiento del juez del K 
embargo. 

* Para los efectos del fuero Federal, la mujer casada tiene 
la nacionalidad de su marido. 
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Coto. — En 8 de Mayo de 1889. Don Augusto L. Ahina, 
en representación de don Luis Miguel Caballero, se presentíante 
el Juez de Sección de Corrientes esponiendo: 

Que su representado celebró con sa hijo Tomás Caballero en 
18 de Julio de 1885, un contrato por el cual se le encomendó 
el cuidado de un establecimiento de campo que poseía en pro- 
piedad con su esposa, en el Departamento de Monte Caseros, 
haciéudoU 1 entrega, con fecha anterior al contrato, de los 
bienes semovientes que en el establecimiento existían. 

Que con motivo de mía demanda entablada por doña Petrona 
Fernandez de Peluffo contra su esposo don Antonio Peluffo y 
don Tomás Caballero, deduciendo interdicto de adquirir la 
posesión de un campo de su propiedad que Peluffo arrendó á 
don Tomás Caballero, el Juez de I a instancia de Monte Caseros, 
condenó á los demandados en el juicio, al pago de costas, daños 
y perjuicios que se estimaron en 6000 posos moneda nacional. 

Que para hacer efectiva la sentencia condenatoria contra don 
Tomás Caballero, y á petición de la demandante se embargaron 
las haciendas de su representado como si fueran de su hijo don 
Tomás Caballero, en virtud de estar éste al frente del estable- 
cimiento, en ejecución del cuntrato de la referencia. 

Que la propiedad de las haciendas embargadas so justificaba 
por el contrato y certificado de marca que acompañaba, 

Que habiendo sido turbado su representado en la plenitud y 
libertad de su derecho real do dominio, por el embargo indebido 
trabado en sus haciendas A petición de doña Petrona Fernandez 
de Peluffo, deducía la acción de reivindicación de las citadas 
haciendas contra doña Petrona Fernandez de Peluffo, la que 
podía estar en juicio por si, por tener pkito contra su ma- 
rido. 

Conferido traslado de la demanda, don Ruperto U. Giménez 
por doña Petrona F. de Peluffo, sin contestarla opuso la excep- 
ción de incompetencia. 
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Dijo: que habiendo obtenida *a representada sentencia favo- 
rable en la demanda interpuesta contra don Tomás M. Caba- 
llero y su esposo don Antonio Ptduffo. ante el Juzgado de i' 
instancia de Monte Caseros, pidió se embargaran las haciendas 
pertenecientes al primero, i íin do responder con el producto 
de ellas a las resultas dd juicio. 

Que la parte Peluffo-Caballero, apeló de la sentencia con- 
denatoria del inferior, y el superior Tribunal ordenó se sus- 
pendiera todo procedimiento hasta tanto se sentenciara la 
apelación. 

Que las haciendas permanecen embargadas por órden judi- 
cial y bajo el cuidado de un depositario, no habiendo por con- 
siguiente su representada entrado en posesión de ellas; que el 
vecino Juan Gabarragn, n quien se había encomendado el cui- 
dado délas haciendas embargadas, que ni siquiera fueron tras- 
ladadas de su primitivo lugar, no era pjseedor ni detentador á 
nombre de su mandante, sino por autoridad y orden de un juez 
competente. 

Que siendo esto así era improcedente la acción de reivindica- 
ción instaurada de contrario, que la acción que correspondía 
entablar el actor era la de tercería de dominio, si creía suyas 
las haciendas y hacerlo ante el juez de liante Caseros que era 
el competente y que había conocido en el juicio principal entre 
su mandante y los señores Caballero y Pelnffo. 

Que por lo espucsto, oponía en primer término ta excepción 
especilicada en el artículo 73, inciso 4", de la Ley de Procedi- 
mientos y como consecuencia do ella la incompetencia de ju- 
risdicción, pidiendo el rechazo con costas de la demanda. 

Conferido traslado de la excepción la parte de Caballero con- 
testándola pidió sus rechazo con costas. 

Dijo: Que el juzgado era competente para entender en este 
juicio en razón de las personas que intervenían en él, como lo 
habla probado con los testigos presentados. 
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Que los hechos alegados por la demandada para demostrar la 
improcedencia de la acción y los derechos en que se fonda, afec- 
taban el fondo mismo del juicio, y por lo tanto no podían ser 
tomados en consideración como fundamento de la excepción di la* 
torta deducida. 

Que si bien era cierto, que el articulo 73, inciso I a , de la Ley 
Nacional de Procedimientos admite como excepción dilataría la 
de incompetencia de jurisdicción, debe entenderse que ella pro- 
cede solo cuando el demandante no ha probado que se halla en 
el caso de los artículos 2% 3 o y 4° de la ley citada. 

Que vü el caso presente, él había demostrado la procedencia 
de la acción por la distinta nacional id o d de las partes que liti- 
gan; j por lo tanto el Juez Federal era competente de acuerdo 
con lo dispuesto por el articulo 2 o , inciso 2 a , de la ley sobre ju- 
risdicción y competencia de los Tribunales Nacionales. 

Que si la acción deducida era 6 no procedente y si los he- 
chos espuestos por sus representados ó por la demandada eran 
Terdaderos ú falsos, cuestiones eran que afectaban al derecho 
que reclamaba como materia principal del pleito, nu podiendo 
hacerse un incidente de previo y especial pronunciamiento, 
como ya lo tiene resuelto la Suprema Corte en el tomo 9 o , página 
568 de sus Fallos y en la sentencia que resolvió un incidente 
análogo, también en el fondo, de) doctor Luna, en la causa se- 
guida por don Telmo Delfíao contra don Ambrosio Calvario, 
por cobro de pesos. 

rmHm del Jun Federal 

Corrientes, Setiembre 17 do 1889. 

Vistos estos autos seguidos por 1). Luis 31, Caballero contra 
doña Fetrona F. de Peluffo sobre reivindicación, en los cuales 
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se opuso por el demandado la excepción de incompetencia de 
jurisdicción y 

Considerando: Que los bienes cuya reivindicación se pide 
por D. Luis M. Caballero se encuentran embargados á solicitud 
de Petrona F. de Peluffo y á las resultas de un juicio que este 
sigue ante los tribunales de esta provincia contra su esposo 
Antonio Peluffo y Tomás M. Caballero» como de propiedad de 
íste, según resulta de la esposicion liecha por la parte deman- 
dada á foja... y no contradicha por el demandante. 

Que, por el contrario, la parte demandante también dice, 
en su escrito de foja 10, que las haciendas cuya reivindicación 
reclama» fueron embargadas por órden del Juez de i" Instan- 
cia do Monte Caseros. 

Que en los juicios que se formulan ¿obre la propiedad ó mejor 
derecho en las cosas embargadas debe conocer el juez que de- 
cretó el embargo, cualquiera que sea la nacionalidad ó vecindad 
del que gestiona. 

Por estos fundamentos este juzgado se declara incompetente 
para entender en esta causa; y en consecuencia, se rechaza la 
demanda, con costas, debiendo ocurrir el demandante ante 
quien corresponda si así le con finiere. Repóngase. 

E. A. Lujambio. 



VISTA DEL SESOR PnOCL'IUUOn -GESEUAL 

Febrero 98 de 1890. 

Suprema Corte; 

Don Luis Caballero, estrangero, demanda á doña Petrona F. 
de Peluffo, argentina, por reivindicación de unas haciendas 
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que dice ser suyas y que se encuentran embargadas por el 
Jugado Civil de Monte Caseros, bajo el supuesto de pertenecer 
á D. Tomás Caballero» contra quien dicha señora Peluffo sigue 
acción ejecutiva. 

La diversa nacionalidad no ha sido contradicha ; y por una y 
otra parte háse reconocido que los ganados objeto de la acción 
están embargados por orden j á disposición del Juez Civil de 
Monte Caseros. 

Por la diversa nacionalidad correspondería el conocimiento 
de la causa alJuzgado* de Sección, según pretende el deman- 
dante. 

Obran, emporo, consideraciones poderosas, que hace valer el 
demandado, para dar toda preferencia ul juzgado de Monte 
Caseros. 

De la esposicion de los hechos, habrá ya percibido V. E. la 
dirección torcida con que viene diiijidu ta demanda. Los gana- 
dos están simplemente embargados ; no han pasado A la pro- 
piedad ni siquiera á la posesión de la señora Peluffo, y mal 
puede dirijirse contra etlu occion, para que entregue lo que 
está fuera de su posesión y su dominio. Hay, pues, defecto en 
el modo de proponer la demanda. 

Los ganados, objetivo de la acción, son materia litigios;!, 
están á disposición del juzgado de Caseros, y es á éste a] que el 
actor ha debido ocurrir para hacer valer el nwjor derecho que 
entienda estar de bu parte. 

Pido por lo espuesto la confirmación de la sentencia apelada. 



Eduardo Costa, 
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talla de I* 



Corte 



Jhienos Aires, Seliumbre 9 de 1R90. 

Vistos: Por sus fundamentos, y teniendo en consideración 
además, que la información rendida á foja ocho para acreditar el 
fuero por razón de la diversa nacionalidad de las partes, lu ha 
sido solo en relación directamente á la persona de la demandada 
doña Petrona Fernandez de Peluffo, y no a la de su marido, 
según ha debido serlo, por ser á la persona de ¿ate y no á la de 
aquella que debe atenderse A los efecto» del fuero federal - se 
confirma con costas el auto apelado de foja cuarenta y una; y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 



VI*. JO RICA. — FEDERICO 
llUltGÚREft. — C S. DE LA TORRE. 
— LCIS V. VARELA. — ARIX RAZAN. 



FALLOf Dft LA SUKUA COATI 



CAUSA 4XWIII 



D. Juan \f. faz, contra don José l'icco; sobre pérdidas i intereses 



Sumario. — No puede atribuirse al hecho del demandado, 
que dió lugar al interdicto de obra nueva, la no edílicadon y 
deterioro de materiales del demandante, desde que resulta no 
haberse ejecutado dicha edificación en varios años dea pues de 
haber cesado ese hecho, y terminado e\ juicio de interdicto. 



Caso. — Don Juan M. Paz, por su esposa, se presentó ¡inte el 
Juzgado Federal de Santiago eaponiendo: Que aquella era due- 
ña de un sitio ubicado en la calle Independencia, de !6 varas 
de frente por 62 y tercia de fondo. Que desde que lo compró 
lo había poseído pacíficamente, habiendo hecho construir una 
pieza y un zaguán sobre la calle Independencia, y cerco de palo 
á pique con calidad provisoria, y hasta tanto reuniese el mate- 
rial para hacer la pared del corralón. Que desde un mes atrás 
había sido molestado en la propiedad de su esposa por el albafltl 
don José Píceo, quien introduciéndose en la propiedad destruyó 
el palo á pique y abrió cimientos en el sitio, haciendo caso omi- 
so de sus protestas. Que con este motivo había conseguido que 
fuese al terreno el Presidente del Departamento Topográfico, y 
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después de medirlo le hiciera saber á Píceo que había invadí - 
do terreno ajeno y colocara mojones en el límite divisorio. 
Que el mi*mo Píceo arrancó después los mojones y se internó 
en el terreno, abriendo cimientos para levantar pared. 

Dedujo en consecuencia, interdicto de retener y obra nueva 
para que se ordenara La suspensión en el acto y se condenara en 
definitiva a Picco a demoler de su cuenta la espresada obra, á 
dejar el sitio en su primitivo estado, y á la indemnización de 
daños y perjuicios, así como al pago de las costas. 

Acreditada la competencia del Juzgado, este convocó á las 
partes á juicio verbal y ordenó la suspensión d*_- la obra, todo 
con arreglo al artículo 337 de la Ley de Procedimientos. 

En el juicio verbal, el demandante reprodujo la demanda y 
pidió una inspección ocular. La parte demandada expuso: Que 
todo el terreno del actor, como en el que ¿I ha edificado, forma 
parte de otro perteneciente á don Manuel Juárez, quien les 
vendió á ambos litigantes, sin que se haya hecho división. Que 
t i edificio construido p* él, ha sido hecho con arn-glo al título 
originario y á la línea dada por el Departamento Topográfico al 
mismo Juárez. Que no estando dividido el terreno, ni teniendo 
conocimiento que su forma haya sido alterada pnr el Departa- 
mento Topográfico, él había edificado sujetándose á laestension 
que determinan los títulos de propiedad, previniendo que no tie- 
ne escrituras A su favor y que todo lo que ha hecho ha sido con 
arreglo á los títulos de don Manuel Juárez, vendedor del terreno. 

La parte demandante replico: Que el demandado no había 
podido alegar confusión de límites porque ól mismo, como en- 
cargado de Juárez, fue* quien te hizo entoga del terreno, acom- 
pañado de un agrimensor publico. A esto contestó el demanda- 
do que lo que se había dividido era la parte del frente, sin tener 
en cuanta la forma mas ó menos irregular respecto del fondo. 

EUuzgado ordenó una inspección ocular, ¡í la cual debía con- 
currir como perito el Agrimensor don Guillermo Keid. 
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Tavo lugar la inspección y el Juzgado, para mejor proveer, 
comisionó al mismo agrimensor para que practicase la mensu- 
ra del terreno de don Manuel Juárez y ubicara los de los com- 
pradores de las diversas facciones. Después de cumplir el 
agrimensor su cometido y de levantar el correspondiente plano, 
se dictó el siguiente fallo: 

Santiago. Julio ¿O litífi. 

T vistos: el interdicto de obra nueva promovido por don 
JuanM. Paz, en representación de su esposa doña Mercedes L. 
dn Paz contra don José Picco, resulta ¿ue tanto la señora de 
Paz como Piceo son compradores de fracciones de terreno en 
propiedad de don Manuel Juárez, cuya estension total es la ojie 
reza el documento de roja..,; que al edificar Picco, levantó la 
pared que aparece en el plano adjunto, designada con las letras 
t A* de la que se trata y cuya demolición solicita Paz, por decir 
que entra en la fracción de terreno que su señora compró á Juá- 
rez; que practicada una inspección ocular, como consta i foja..., 
se percibió desde luego la necesidad que había, para resolver con 
acierto esta demanda, de que se practicara la mensura de la 
totalidad del terreno de Juárez, ubicando las distintas fraccio- 
nes por el vendidas, para, una vez conocida su posición respec- 
tiva, determinar con precisión, si la pared en cuestión quedaba 
ó no dentro de la fracción vendida á la señora de Paz; que ha- 
biéndose verificado la mensura por el perito agrimensor Reid. 
como consta á foja..., resulta de ella claramente que la pared 
de que se trata está situada dentro de la fracción vendida á Paz, 
sea que se tome por punto de partida, para ubicar el terreno de 
Paz, la línea e, f, ó la línea E. S. Por tanto: fallo ratificándola 
suspensión de la obra decretada á foja,.. Hágase saber con el 
original y repónganse los sellos. 



/*. Otaechea y A teoría. 
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Apelado este fallo pur la parte de Paz, en cuanto no condena 
en los daños y perjuicios, a<f como ti la demolición de la obra, 
la Suprema Corto dictó el siguiente fallo: 



Hílenos Airo, Abril ¡10 dtr 1N8T. 

Vistos: atento lo dispuesta en los artículos dos mil cuatn» 
i ientos nu renta y cuatro y dos mi i quinientos del Código Civil: se 
condena al demandado don José Picco á la demolición dé la pared 
construida en ol terreno del demandante, y á I? indemnización 
do las costas y pérdidas é intereses que se haya cansado al úl- 
timo por su culpa, quedando en esta pirte modifioada la sen- 
tencia apelada de foja treinta y siete. Repuestos los sellos y 
satisfechas las costas de esta segunda instancia por el apelado, 
devuélvase. 

j. i¡. GonoSTUCA.— j. i)o>iwgi;ez.— 

l'LAIIISLAO FIUAS. — FKtlEHfCO ll!A II- 
CL'ltES.-C. S. DE LA TOItltE. 



Devueltos los autos, se presentó ante el Jnzgadü don Juan 
Haría Paz, exponiendo : que habiendo sido condenado Picco por 
la Suprema Corte á indemnizarle las pérdidas*! interesesy de- 
biendo estrisser justipreciadas por peritos, pedía se convocan á 
juicio verbal para nombrar estos. El juez proveyó de confor- 
midad, y en consecuencia don Juan Mirla Paz propuso por su 
parte á don Benito G. Rodríguez, y don José Picco a don Rufino 
M. Rocha, A quienes el Juez hubo por nombrados. 

Los peritos se espidieron así: 

Señor Juez: Los peritos nombrados por V. S. ( cumpliendo 
con lo mandado por auto de fecha..., justipreciando las pérdi- 
das, interesesy costas causadas eu el espediente seguido por 
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don Juta M. Paz contra don José Píceo sobre interdicto de 
obra nueva. 

i° Por los honorarios del abogado señor David. . . s 150 » 

Intereses do esta suma al 2 % » 36 » 

2 o Los honorarios del doctor M. Herrera » 75 » 

Intereses de esta suma al 2 % . „ > 30 » 

3 o Por un poder del doctor Fonce . . , > 15» 

4° Gastos diversos motivados por juicio y copia, . . > 40 » 

5* Deterioro de materiales , 25 , 

6 o Paralización de la obra pe se estaba por cons- 
truir, según consta, y pérdida de veintiun meses 
de alquiler de las dos piezas suspendidas con 

motivo de ta cuestión á veinte pesos mensuales. . » 420 > 
7 a Aumento del precio de la obra, como diferencia 

de aquella fecha á la presente > 200 » 

8" Dinero por papel á devolver, a pagar » 40.50 

Total. ... $ 1039.50 

Dejando así cumplimentado nuestro cometido, firmamos d« 
conformidad, en Santiago del Estero, at i de Julio de 1888. 

Benito G, fíodrigttez.—mfino M. liocha. 



Comunicado este dictamen & las partes, la de Paz manifestó 
que no estaba conforme con él por considerar sumamente baja 
la suma fijada, la cual pedía pe aumentara por lo menos hasta 
3000 pesos, en cuy a cantidad avaluaba Jas pérdidas sufridas. 

La parte de Picco, espuso: que no estaba conforme con el ci- 
tado dictamen. Que los peritos debieron justipreciar simplemen- 
te los daños y perjuicios que él hubiera ocasionado por causa de 
la construcción de la pared, teniendo á la vista los títulos de la 
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propiedad; observar y medir la estensionde terrenos que posee 
cada uno de los litigantes y espresar con claridad el fundamen- 
to do los perjuicios; si efectivamente la pared esta construida en 
terrenos de Paz ó no, para proceder equitativamente y no ima* 
ginariamente como lo han hecho. Que los peritos han ultrapa- 
sado su misión, pues siendo simples particulares han reculado 
honorarios de abogados, procuradores, costas, etc. Que los ho- 
norarios, hace tiempo fueron pagados por 61, como lo acredita 
con los cuatro recibos que presenta: dos del abogado David, el 
uno por 126 peso-i y al otro de 70 pesos; otro del señor Herrera 
por 80 pesos y el último del agrimensor líeid por 63 pesos 60 
centavos; habiendo pagado además 100 pesos por honorarios del 
procurador López, como consta por la sentencia dictada por el 
Juez. Que según los títulos que presenta también, posee el ter- 
reno que forma martillo con frente de dos metros y medio á la 
calle independencia hoy Tucuman, hasta 18 metros 30 centí- 
metros de fondo, colindando con Puz tanto al frente como con- 
tra la línea del fondo, sin haber edificado en él, del cual solo se 
sirve para entrar y salir de su casa. Que si los peritos hubieran 
medido, habrían encontrado las 16 varas de frente que marcan 
los títulos de Paz, y si est? no ha ediücado, será porque no tie- 
ne con que hacerlo. Que inmediatamente de ser notilicado de ht 
sentencia que ordenaba la demolición de la pared, esta fué re- 
tirada dentro de su terreno oclusivamente sin servirse del me- 
dio ladrillo del terreno col ind inte de Paz. Qui= los peritos han 
procedido con mala fé ú ignorancia sin detenerse siquiera ó ave- 
riguar si estaba justo el terreno que dan los títulos de Paz, ni 
si la pared estaba dentro del terreno de Píceo, é imputando in- 
tereses del 2 % mensual sobre honorarios ya pagados. Pidió que 
se desechara totalmente la planilla formulada por los peritos. 

Presentó esta parte : los recibos que menciona en su espoai- 
cion, siendo otorgado el que se refiere á los honorarios y gastos 
del agrimensor líeid, por el apoderado de éste, D. Eusebia Gar- 
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oía. Presentó también la escritura de renta á su favor, de un 
terreno, en la cual se espresa la existencia del martillo ú que se 
ha hecho referencia. 

A solicitud de Picco, el Juez convocó á las partes á juicio ver- 
nal. En este acto Pieco reprodujo su oposición, pidiendo ade- 
más, que se practicara una inspección ucular. Paz espuso; que 
no obstante haberse mostrado disconforme con el dictamen 
pericial, se ni nnif estaba ahora conforme con élj que los hono- 
rarios de los abogados Herrera y David que íigurabnu en la 
liquidación, fueron abonados por el unte los Tribunales de la 
Provincia, en los diversos jnieios seguidos con PiccO, y para 
comprobarlo, pedía se trajeran ad effecfum tñdendi esos espe- 
dientes ; que los daños y perjuicios causados por Picco debían 
ser apreciados por peritos según lo había establecido la Suprema 
Corte en el fallo série 2", tomo 8", página 100, y con arreglo al 
artículo 1109, Código Civil, figuran agregados al acta del com- 
parendo sin hacerse mención de ellos dos documentos q«£ dicen : 

Certifico: que D. Juan SI. Paz, abonó, el seisdn Octubre de 
mil ochocientos ochenta y seis la suma de setenta y cinco pesos 
nacionales por honorarios del Dr. Martin A. Herrera y al in- 
frascrito, como actuario, en el juicio que siguió con D. José 
Picco, sobre interdicto de obra nueva. 

Santiago, Julio 31 dií 1888. 

Pedro Garda. 

Santingn uel fetero, Julio 22 de 1887. 

Don Juan il\ Paz, á Alberto David, abogado, debe : 
Por mis honorarios en el juicio seguido por sn esposa do- 
ña Mercedes de Paz contra D. José Picco sobre inter- 
dicto de obi a nueva g 45 , 

Recibí su importe : 

A, David, 
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El Juez, con calidad de para mejor proveer, dispuso que se 
practicara una inspección ocular en el terreno cuestionado, á la 
cual deberían concurrir los peritos, y que estos fundaran el 
dictámen que habían espedido. 

Kxiste solo la constancia de haberse practicado la inspección 
sin expresarse los resultados. 

Los peritos fundaron su dictamen en i-sta forma : 



Señar Juez : 

Los peritos nombrados para justipreciar Jas pérdidas, intere- 
ses y costas causadas á D. .Tumi María Paz, por el juicio que 
sobre interdicto de obra nueva siguió contra 1). José Píceo, des- 
pués de hacer las inspecciones y revisaciones del caso, estiman 
los daños y perjuicios sufridos por el Sr. Paz, en la forma si- 
guiente : 

1 D Por paralización de la obra de dos piezas que debía 
construir el Sr. Paz, el que dejú de percibir los al- 
quileres de ellas, una vn terminadas, durante vein- 
tiún meses, ú veinte pesos mensuales, y siendo el 
pleito seguido entre los señores Paz y Píceo la cau- 
sa de esta paralización, creemos que estos perjui- 
cios deben comprenderse entre los causados por el 
pleito ¡ 5 420 » 

2' Aumento en el precio de la obra y en el de los mate- 
riales que debieran emplearse en las dos piezas, en tos 
veintiún meses transcurridos, en razón de que, á 
medida que pasa el tiempo, aumenta el precio en el 
jornal de los trabajadores y en el material de cons- 
trucción, Begun los informes que se han tomado de 
personas competentes 200 » 
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S° Por honorarios pagados por el Sr. Past á los aboga- 



dos Herrera y David, según los recibos que hemos 

tenido a la vista 225 » 

4 o Por intereses de esta suma al 2 % 66 » 

5 o Por un poder conferido al Dr. Ponce 15 » 

6° Por gastos diversos motivados por el pleito y una 

copia 40 t 

7° Por deterioro del material que debia emplearse en 

la construcción de lis dos piezas antes referidas. . . 2í> > 
8 o Por dinero á devolver al Sr. Paz, gastado en papel 

sellado 40.50 



Son mil treinta y un pesos cincuenta centavos nacionales. 

Dejando ratificada de esta manera la planilla de gasto», per- 
didas é intereses que elevamos á V. S. el \A de Julio último, 
firmamos la presente, en Santiago del Estero á 14 de Agosto 
de 1888. 

Emito C. Rodrigues* — Rufino M, Rocha, 

Tai bien para mejor proveer, ordenó el Juez que se trajeran 
los espedientes indicados por Paz y seguidos ante el Juez de 
Provincia. Este Juez remitió un espediente seguido entre Paz 
y Picco espresando en la nota respectiva, que en él constaba que 
los honorarios del Sr. Herrera babían sido abonados por Paz. 
£1 espediente no ba sido elevudo. 

Con motivo de l nuevo dictúmen de tos peritos, Picco reprodujo 
su oposición, pidiendo además, que se justificara en juicio ordi- 
nario, cada una de las partidas en que se h ice consistir los da- 
ños, y respecto de los honorarios devengados en el espediente 
seguido nnte la Justicia provincial, dijo que no podía hacérsele 
caTgo de ellos, porque eran consecuencias do un juicio mal ini- 
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ciado por haberlo sido ante una jurisdicción que no era la suya, 
dada bu calidad de estrangero. 
Se dicto después el siguiente auto : 

Santiago, Agoslo 27 de 1888. 

Y vistos : De la esposicion hecha por las partes se desprende 
claramente que existen hechos sobre los que no hay conformidad 
entre ellos y sóbrelos cuales proc. Je, por tanto, la prueba para 
acreditarlos. Se trata en el presente cuso de la apreciación de 
las pérdidas é intereses sufridos por Paz ¿consecuencia de Píceo; 
y, basándose esa apreciación en hechos controvertidos por las 
partes, no hay otro medio Itgal de comprobarlos que el recibi- 
miento á prueba délos mismos. Por todo lo espuesto: declaro 
que las pretensiones de Paz deben deducirse en juicio ordina- 
rio; é importando la esposicion de los peritos de foja», con 
más la esposicion de Paz, una demanda de éste ; y la oposición 
de Picco de foja,., su contestación, caso que no quisieran las 
partes reproducirlas, se abre esta causa á prueba por el término 
do 20 dias comunes y prorogables, debiendo aquella versar 
sobre los hechos alegados por Paz, como fundamento de sus pre- 
tensiones y negados por Picco, Hágase saber. 

/'. Olaechea ij Álcorta. 
Producida la prueba, se dictó el siguiente: 



Falla del Juca Federal 

Vistos: ene! interdicto de obra nueva, promovido por don 
Juan M fl Paz contra D. José Picco, la Suprema Corte resolví*,, 
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á foja 88 vuelto T que Píceo pagara á Faz las costas, pérdidas é 
intereses sufridos por pste último por culpa del primero. Para 
justipreciarlos, se nombraron peritos por ambas partes, los que 
se espidieron á foja 112, apreciando uquellos en la suma de 
1031 pesos 35 centavos moneda nacional. Píceo negó que fueran 
ciertos los Lechos sobre que reposaba el dictámen pericial y 
Paz no se conformó con él, por considerarlo limitado en su monto, 
creyéndose acreedor á mayor cantidad. Como se alegaban hechos 
sobre los que no había conformidad de partes, se abrió ú prueba 
el incidente, debiendo ella versar sobre aquellos. Ambas partes 
produjeron la de testigos ; la de Píceo, la que corre de foja 149 ¡i 
foja 151, y de fojas 154 á 157 ; y la de Paz la que corre de fo- 
jas 144 á 146. 

Ahora bien, corresponde interrogarse: ¿Qué resulta de la 
prueba Tendida? ¿Ha demostrado por ella Paz, que no sean 
ciertos los hechos en que fundan su dictamen los peritos, ó por 
e! contrario, Píceo ha probado la falta de fundamento de aquel? 
Desde luego, debía probarse que Paz no había podido edificar su 
casa, debido d la cuestión que tenía pendiente con Picco. Lns 
declarac ion' S de los testigos de Paz afirman que así sucedió, 
pero de Ittá deposiciones de los ofrecidos por Picco, resulta lo 
contrario, y siendo estos de mayor número, no se puede dar por 
probado el hecho fundamental del dictamen pericial, en cuanto 
al lapso de tiempo espresado, pues es el que dá origen á las 
partidas de más valor del dictamen de foja 1 i% 

Los testigos de Picco están contestes en afirmar que hace dos 
años, más ó menos, que la pared divisoria entTe Píceo y Paz, 
existía ya donde esta, según la resolución de los tribunales, de 
modo que ella no puede ser obstáculo que se opusiera á la cons- 
trucción de las piezas de Paz, 

Del eiámen de autos resulta que» á mediados de Junio de 
1886, se inició el interdicto ante este Juzgado, siendo resuelto 
en Julio 20 de ese mismo año. 
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Ahora, en cuanto á los honorarios pagados por Paz, con oca- 
sión de haber ocurrido ante la jurisdicción provincial, ¿es justo 
hacerlo de ello responsable a Picco? 

Siendo éste cstrangero y Paz argentino, procedía el fuero Fe- 
deral, y si Paz no ocurrió ú éste, no es culpable de ello Picco. 
Así, en el incidente sobre declinatoria de jurisdicción ante el 
Juez de i a Instancia en lo Civil de la Provincia, según resulta 
de Jos autos traidos ad effeetum videndi, Paz fué condenado á 
pagar las costas en él causadas. Pensamos, pues, que Picco no 
puede ser responsabilizado por aquel incidente ageno á su volun- 
tad, en cuanto al ejercicio de la acción do Paz, ante un Juez in- 
competente. Fué un error del actor Paz, imputable á él mismo. 

De los recibos de fojas iloá 118 consta que Picco pagó los ho- 
norarios devengados por los abogados David y Herrera, por el 
Dr. Punce y Gómez ante la Suprema Corte y los gastos de papel 
sellado, (Recibos de foja... citados). 

De modo que solo por el término de seis meses puede acep- 
tarse la justipreciación que hacen los peritos, sobre los alquile- 
res que debieron producir las dos piezas que debió trabajar Paz t 
y allrmam-is que solo por seis meses, por cuanto hace dus anos 
y medio :í que se inició el interdicto, y de estos hace dos años, 
mas ó Jiivnos, que estaba ya construida la pared divisoria entre 
Paz y Picco, según queda constatado por las declaraciones de 
foja... 

Así, pues, las partidas que Picco debe pagar, son: 
Por paralización de la obra y pérdida de alquiler a Ta-* 



zon de 20 pesos nacionales al mes, en seis meses $ 120 

Deterioro del material 25 

Aumento de precio de la obra 50 

Papel sellado hasta la fecha 68 

Honorarios de peritos á razón de cuarenta pesos cada uno. 80 

Honorarios al Dr. Gorosito 10 
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Con mas los intereses de piaza desde la demanda, sobre ia su- 
ma de 963 pesos m ¿ionaies qne debe abonar ¡« Faz. 

Así lo pronuncio, mando y firmo en Santiago 1**1 Estero i los 
quince dias del mes de Enero del año de mil ochocientos ochenta 
j nueve. Xotifíquese original , repuestos que sean los sellos, y 
archívese. 

P. Otaechea y Aborta. 



rail* 4e I» Carie «uprena 

Bhouoí Aires, Setiembre 9 de 1890 




Vistos : No habiéndose demostrado que la no edificación de 
las piezas á que se refiere la demanda haya dependido dd 
hecho del demandado, pues resulta do autos que hasta la fecha, 
al menos, en que eatos antecedentes han sido traídos ante esta 
Suprema Corte no se ha ejecutado esa construcción, a pesar de 
haber cesado con anterioridad de varios años, el hecho que dió 
lugar á la demanda de interdicto; y no habiéndose tampoco 
justificado que el deterioro de los materiales á qne alade igual- 
mente la demanda haya sido causado por obra ó culpa del de- 
mandado: se revoca la sentencia apelada de foja ciento setenta 
y nueve en la parte en que importa una condenación para el 
demandado, y se confirma por sus fundamentos en lo demás. 
Devuélvanse debiendo reponerse los sellos ante el Juzgado de su 
procedencia. 

BENJAMIN VICTORtCA. — FEDERICO IBAR- 
GOREN. — C. S< DE LA TORRE. — LUIS 
V. VARELA. — ABEL BAZAN. 



oí justicia nacional 



CAUSA C'XXXYIH 



Mónica P, de Frías, contra i). Antonio Suf/hni; sobre 

reivindicación. 



Sumario.— En la renta sucesiva de un mismo inmueble a di- 
versas personas, el primer comprador tiene derecho preferente 
al posterior aunque hubiese tomado posesión primero de la 
cosa vendida, si al hacerlo tuvo conocimiento de la venta ante- 
rior. 



Caso.— En 22 de Noviembre de 1884 D. Delfino López por 
D* Mónica P. de Frias, se presentó ante el Juzgado Federal 
de Santiago, entablando acción en contra de D. Antonio SuffiV 
ni, sobre reivindicación y cobro de arriendos de una estancia 
sita en el departamento Giménez Primero, pidiendo que se con- 
denase al demandado á la formal entrega de la propiedad qué 
motiva este litis, como asimismo a los frutos civiles percibidos 
durante su indebida posesión j de los que en adelante percibie- 
re desde la notificación de ta demanda, todo con especial con- 
denación en costas, y esponiendo: Que en 1857 el esposo de su 
representada D. Javier Frias, compró por intermedio de D. Juan 
Manuel Iramain las tierras existentes entre las propiedades de 
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Y iliaca j Palomar; que previa denuncia, dospucs de llenadas 
las formalidades de la ley para la adquisición de tierras fis- 
cales, después de abonado el valor de las tierras en tesorería, 
esto es, 350 pesos bolivianos importe do 7 % leguas ú 50 S <■' & 
según precio de la ley, le fueron estas adjudicadas por de- 
creto del P. Ejecutivo de fecha 20 de Febrero de 185", 
en el que se ordenaba al Agrimensor General de la Provin- 
cia, D. Amadeo Jacqties, practicase la mensura de estas 
tierras y pusiese á Frías eu posesión de ellas: que Jaiques 
comenzó la mensura; que después de medidas dos leguas debió 
suspender la operación por haber dado con un espinal impene- 
trable que no le permitía el paso» pero en atención á «que se 
podía señalaT de una manera precisa los elementos principales 
de deslinde correspondientes á las tierras que había dejado de 
mensurar» dió al Sr. Frius posesión de todas las tierras com- 
prendidas entre el Palomar y Yitiara, con una tstension de 
tres leguas y media según consta de foja 6 en el informe del 
Agrimensor, quo no alcanza á las compradas por el Sr. Fiias, 
que eran siete leguas y me^ía. 

Que desdH el año 57 hasta el 77 vivió el Sr. Frias en 
quieta y pacífica posesión : que recien en ese año (77) D. Sa- 
lustiano liravo se presentó denundando como del Fisco estas 
mismas tierras; que durante la tramitación de la solicitud y 
en el acto del remate el Sr. Frias protestó, y el Fiscal en aten- 
ción ú ello se opuso á la compra solicitada por Bravo, quedan- 
do todo «n nada según consta en el espediente respectivo que 
para en poder del demandado por recibo dado al Secretario Sr. 
Yolde; que Frias continuó el goce qoieto de su posesión; 
que recien en 1879 apareee D, Antonio Suffloni como pro- 
pietario de estas tierra* sin haber mediado enajenación de su 
parte, ni legalmente de parte del Fisco y habiéndolas adquiri- 
do D. Felipe Berdia, que fué simple encargado para solicitar 
del Gobierno la venta de las tierras denunciadas por Bravo y al 
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cnal Berdia se hizo la adjudicación solicitada, prescindiendo de 
todas las formalidades legales; que el Gobierno no ha podido 
cnagenur esas tierras á Berdia, pues uo eran de 61, sínodo 
FriaS ; que Bordia tampoco pudo á su vez venderlas á íiuftioni, 
pues él no tenia derechos sobre ellas, pues la enngenacion había 
sirio hecha prescindiendo de las formal idudes legales é hirién- 
dola así de insanable nulidad ; que así entablaba formal de- 
manda contra el actual poseedor D. Antonio Sufíloni, para que 
se declarase el mejor derecho de su representada en virtud de 
tos títulos do propiedad que acompañaba. 

Acreditado que el caso eorrespondía ¡i la Justicia I' deral y 
conferido traslado de la demanda, 1». Antonio Sufíloni eva- 
cuándola dijo: 

Que le sorprendía la demanda contra íl entablada por la viu- 
da ile 1). Javier Frías, por no apoyarse en un derecho siquiera 
verosímil, y en nin-un hecho cierto, que pudiera dar elicacia á 
la acción entablada. 

tjnu en 20 de Junio de 1850 D. Juan M. Iramain en repre- 
sentación de D. Javier Frías denunció ante el Gobierno como 
de propiedad pública, pidiendo se le diese en venta, una lonja 
de terreno existente entre las Estancias de I iliaca y Palomar 
ubicadas en el Departamento iiimcites /'rimero, jurisdicción do 
esta Provincia, determinando su perímetro por medio de linde- 
ros preexistentes» pero sin designar su área. 

Que seguidos tos trámites de ley para la adquisición de ter- 
renos públicos, el Gobierno, por decreto de 31 de Diciembre de 
1856, mandó que el interesado oblase en Tesorería la cantidad 
en que había sido avaluado el terreno denunciado, que eran cin- 
cuenta pesos bolivianos cada legua cuadrada, pero sin mencio- 
narse la fuma total á pagar, lo que quiere decir que ni el inte- 
resado ni el Gobierno sabían la estension snperficial del terreno 
denunciado y que este último entendía vender no ad Corpus, si- 
nó por medida, pues la estension resultaría de la mensura que 
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n practicase dentro del perímetro denunciado, y como en el 
mismo día el interesado obló la soma de trescientos cincuenta 
pesos bolivianos, importe del terreno comprado al Estado, resol- 
ta que el interesado calculó en siete leguas y media cuadradas 
la superficie total del terreno denunciado. 

Que verificado e) pago, el Gobierno, por decreto de 20 de Fe- 
brero de 1857, hizo traspaso de los derechos del Estado sobre el 
terreno denunciado, á D. Javier Frías, ordenando al Agrimen- 
sor general ubicase el terreno deslindándolo, midiéndolo y amo- 
jonándolo, y habiéndosele remitido el espediente para el des- 
empeño de sn cometido, se espidió en 12 de Agosto de 1857 
narrando las operaciones practicadas, de las que consta, « diú 
posesión á D. Javier Frias de la lonja denunciada, que se com- 
pone de e leguas 86 varas de Norte á Sud, empezando en el mo- 
jón esquinero Noroeste de Vitiaca para el Snd y 2983 varas de 
Este a Oeste y que como faltase terreno para completar el n li- 
mero de leguas pagadas, le diú á título de compensación otro 
lote de terreno ubicado al Noroeste del denunciado»; por su par- 
tid interesado solicitó nueva integración y el Gobierno, pré- 
vio informe del Agrimensor, entregó al Sr. Frias por intermedio 
del mismo Agrimensor un tercer lote al Norte de los dos pri- 
meros ya entregados ; resultando así, quo la cabecera Sud del 
terreno comprado por Frias, limitaba con el mojón esquinero 
Sud-E$te de la Estancia del Palomar. 

Que el terreno que reivindica la demandante «está situado 
muy al Sud del esquinero Sud-Este de la Estancia de] Palomar » 
y por eso fuera de la posesión que el Agrimensor Jacques diú 
al Sr, Frías. 

Que la reivindicación no procedía, pues de lo espuesto resul- 
taba que el predio del demandado no se superponía al poseído 
por el actor, y no existía tampoco confusión de límites, siendo 
falsa también la usurpación citada por el actor, desde el mo- 
mento en que no hay superposición. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



249 



Que es propietario del terreno que se reivindica en virtud del 
título de propiedad que acompaña otorgado á su favor por D. 
Felipe Berdia, quien lo compró al Estado y tomó posesión judi- 
cial en 1879, prévia mensura y amojonamiento judicialmente 
aprobados, sin oposición por parte de Frias. 

Que así, no siendo ciertos los hechos en que se funda la de- 
manda, pedía so le absolviese de ella, se condenase en todas 
las costas á la actorn, finiendo al mismo tiempo en confor- 
midad á los artículos 2091 y 2108 del Código Civil á citar de 
eviccion al Fisco de esta Provincia, primer vendedor del terre- 
no reivindicado. 



Fallo d#l Juez Federal 

Y vistos: Del detenido estudio de estos autos seguidos entre 
l) a Múnica I\ de Friaa, vecina de la provincia de Tueuman, y 
1). Antonio Suflloni de esta, sobre reivindicación de una zona 
de tierras situadas en el departamento de Giménez Primero, re- 
sultan los siguientes hechos: 

Kn el año de 1837, D. Juan Manuel Iramain, vecino de 
esta ciudad, en representación do D, Javier Frias, vecino de 
lado Tncuman, denunció y compró al Fisco de esta Provin- 
cia, la zona de tierras comprendida dentro de los siguientes 
linderos: entre las Estancias de Vitiaca y Pa tomar, de Nor- 
te ú Sud, desde dicha estancia hasta el mojón de la misma 
en su ángulo Sod-Ueste y de Poniente á Naciente con la línea 
frontera de Vitiaca hasta la del Palomar, lindando por el Na- 
ciente con la línea frontera occidental de la Estancia de Vitiaca 
en toda su ostensión, y por el Norte con tierras de D. Salustia- 
no Zavalía, llamadas La Puerta Delrjada,yyoT el Poniente con 
la línea frontera occidental del Palomar prolongando hasta 
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igualarse con la de V iliaca, y por el Sud con tierras de Teñen é. 
Ese terreno fué mena orad o por el agrimensor D. Amadeo Jac- 
ques, como consta por las diligencias y planos que corren á fo- 
ja... de estos autos; Frías pagó trescientos cincuenta pesos 
per el terruño denunciado a razón de cincuenta pesos legua 
superficial. Como de la mensura de Jacques resultara me- 
nor superficie que la comprada p.>r Frias, se Je dieron en com- 
pensación las zonas que aparecen en el plano de foja,,, coa las 
letras... Ahora bien, en 1879, D. Felipe lierdia denunció y 
compró uu terreno fiscal dentro de los límites siguientes: al 
Norte con D. Milano- Iramain, al F.stc con el Dr. León Suldati, 
Dr. Uladislao Frias y los señores Ituiz, al Sud cim D. Martin 
Herrera y al Oeste con Tenené de D. José Pió Achura), siendo 
el nombre del terreno denominado Paraná el que fue mensura- 
do por el agrimensor Bravo, según el plano y diligencias de fo- 
ja... La parte de Frias en su demanda empresa que estando 
el terreno de Suffloni (comprado por este á Berdia, según docu- 
mento de foja...) comprendido dentro del que denunció y com- 
pró ella, debía ordenarse su entrega. La parte de SufUoiii es- 
presó en su contentación, que ese terreno n«> quedaba compren- 
dido dentro del comprado por Frias, En mérito de la exis- 
tencia de este hecbo, sobre el cual no había conformidad de 
partes^ el Juzgado abrió la causa á prueba debiendo esta versar 
sobre si existía ó no superposición de los terrenos disputados, 
y en caso afirmativo sobre él mejor derecho de cada una de las 
partes, sobre el terreno en cuestión. La parte de Frias pro- 
dujo como prueba á su favor las declaraciones de foja... á fo- 
ja... la confesión de foja... y lo» documentos de foja... Lacle 
Suffloni a su vez produjo la que consta de foja... a foja... 
Formulando la parte actora su demanda adujo en pro do sus 
pretensiones los siguientes fundamentos de derecho: 

Espuso que el terreno comprado por Berdia primero y por Suf- 
floni después, fué siempre considerado como de Frías, que asilo 
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demostraban palmariamente las declaraciones testimoniales 
de foja... según las cuales resultaba que el terreno denomina- 
do Paraná fué siempre tenido por de Trias y que sus ocupantes 
actuales, lo poseían por autorización de Frías. Que la confe- 
sión do fi.ja.. . demostraba que Huflloni sabía que ese terreno 
era de los de Frias, pues su intervención como Fiscal de Estado 
en los trámites de la denuncia y compra le hicieron adquirir los 
datos necesarios para cerciorarse de que el terreno en cuestión 
fué el mismo que en 1877 denunció como Fiscal I). Sulustiano 
Bravo y cuyo remate fué suspendido por la oposición que formu- 
laron el Dr. Martin A. lli-rrera y \). Javier Frias. Que así lo 
comprobaba también el heclio de existir aún cu poder de Su f fio- 
ni, el uspediente sobre la denuncia y oposición ¡i U venta de ese 
terreno, según consta del Libro de recibos exhibido por el Escri- 
bano Volde (Recibo de 19 de Marzo de 1879, corriente foja i65 
del libro de recibos que se tiene á la vista). Que el hecho de 
la retención por parte de Sufitoní de ese espediente (en 13 fo- 
jas útiles), demostraba el propósito de ocultar la oposición á la 
denuncia y venta; obedeciendo sin duda á su interés de adqui- 
rir el terreno, como lo hizo después por intermedio de I). Felipe 
Bordia, según su confesión de foja.., 

Queen mérito dr '.oespnesto procedía que el Juzgado resol- 
viera ordenando que Frias fuera puesto en posesión del terreno 
que indebidamente poseía Sufíloni. Kste á su vez sostuvo la 
improcedencia de la acción intentada por Frias, porque la de- 
nuncia de Frias no había determinado una superficie lija de ter- 
reno, sinó simplemente el comprendido entro los límites que es- 
pecífico en 80 denuncia. Que el terreno comprado por tterdía 
al Fisco, no estuvo en posesión de Frías, ni fué mensurado por 
Jacques como lo constataba con la mensura de Bravo que corre 
á foja, .. Que en consecuencia, no estando el terreno por él com- 
prado a Berdía, comprendido dentro del comprado por Frias al 
Fisco, correspondía que el Juzgado no hiciera lugar á !o peti- 
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donado por Frías, con las costas del proceso. Además Stiffloni, 
citó de oficcion al Fisco, como consta á foja... sin que este úl- 
timo saliera á su defensa. £1 Juzgado ordenó para mejor pro- 
veer, que se mensuraran los terrenos disputados, es decir, no so- 
lo el de Paraná, sino también el de Frías, para, por ese medio, 
conocer su ubicación respectiva. El agrimensor D. Juan Chr in- 
tensen, comisionado al efecto, presentó el dictamen pericial que 
corre a foja 174, manifestando que en atención á poseer datos 
bastantes para dictaminar, bíu necesidad de la mensura préna, 
lo hacia así esponiendo que: con arreglo al plano csplicatiro de 
foja 178, el terreno denunciado y comprado por Frías fué el 
señalado con las letras A B C D, pues era el que quedaba com- 
prendido dentro de los linderos espresados en la denuncia do 
Frías de 1837, siendo B D el límite occidental de la antigua 
estancia de Viliaca. Que el terreno denunciado por Berdia t era, 
con toda probabilidad, por sus linderos espresados en la denun- 
cia el señalado con las letras R S C D del plano referido. Que 
lo que el agrimensor Jacques mensuró realmente fué el que 
queda encerrado por las letras A B R S, siendo A B M N el 
comprendido en su mensura, con más las compensaciones de- 
signadas por las letras E A F G, siendo H J E la segunda com- 
pra hecha por Frías. Que el terreno mensurado por BraTo, fué 
el comprendido dentro de las letras x b c f m n .r resultan- 
do este superpuesto al denunciado y comprado por Frias, en la 
superficie comprendida por las letras R S C D según los títu- 
los de uno y otro y jo M X ii en que la mensura de üravo se 
sobrepone á la de Jacques. Ahora bien, heclia así la relación 
circunstanciada de laesposicion délas partes litigantes y del 
dictámen pericial, corresponde interrogarse : si en efecto existe 
superposiciones de los terrenos de Frias y Suffloni; y en caso 
afirmativo, declarar cuál sea la parte que tenga mejor derecho 
á la parte superpuesta. 
Considerando: 1' Que dados íoí linderos especificados en la 
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denuncia hecha en 4857, el terreno que compró Frías, fué el 
que aparece comprendido dentro de las letras A B C D del pla- 
no de foja 178. siendo de advertirse que solo tomó posesión de 
la parte ABMX según la mensura de Jacques. 

2° Que ú su vez, lo denunciado y comprado por Berdia, según 
los linderos espresarlos, fué el terreno que queda comprendido 
dentro de los límites fijados por las letras R S C D del plano 
de foja 178, habiendo solo tomado posesión de la parte x b e 
f m n 30, según la mensura de Bravo, siendo justificado lo es- 
puesto por el agrimensor Chrístensen Tcspecto del lindero D. 
Hilarión Iramain. 

3 o Quu dadas las mensuras do Jacques de 1857 y k.s de Bra- 
vo de 1879, resulta qne hay superposición de los terrenos de los 
litigantes, con arreglo á su posesión respectiva, en la superfi- 
cie comprendida por las letras x }í ¿V n ó sean ochenta y seis 
hectáreas, cuarenta y cuatro áreas del plano de foja... siendo 
R S C D la ostensión en que el título de Berdia se sobrepone 
al de Frías. 

4" Que esos terrenos fueron siempre reconocidos como de 
propiedad de Frias según las declaraciones de foja,., debiendo 
este referirse sin duda á la parte que mensuró Jacques, es decir 
A B M N. 

5 o Que aún en la hipótesis deque no hubieran sido poseídos 
por Frias habiéndolos este comprado al Fisco conservaba un de- 
recho do dominio sobre aquellos, conforme á lo establecido en el 
artículo 2510 del Código Civil, es decir, en relación á la su- 
perficie poseída A B H X. 

6 o Que el mismo Suffl.cn i no ignoró que esos terrenos, es de- 
cir, los comprados por Berdia al Fisco, hacían parte del de Frías, 
al menos en parte, teuiendo por lo menos motivo para dudar al 
respecto, dado su conocimiento del espediente que le fué entre- 
gado por el escribano Yolde, y según se desprende también de su 
confesión de fojas 41 y 42. 
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7° Que la esteusjon de terreno comprada por Frías, según Ja 
oblación que hizo de trescientos cincuenta peses bolivianos, á 
raxon do cincuenta pesos legua, era de siete y media legua ó 
sean ciento cuarenta kilómetros cuadrados con sesenta y dos 
centésimos, habiendo recibido solo ciento once kilómetros, se- 
senta y cinco centésimos. 

8* Que la ostensión superficial de R S M D es de dos mil 
doscientos cincuenta y seis hectáreas, treinta y seis áreas. 

9 o Que la de M N C Des de dos mil doscientas diez y siete 
hectáreas ochenta y siete úreas. 

10» Que lado a?MXn os de ochenta y seis hectáreas, cua- 
renta y cuatro áreas. 

ÍP Que siéndolo deuunciadoy comprado por Frías A B C D 
y lo poseído solo A B M X, corresponde declarar: I a Que hay 
superposición de los terrenos de Suffloni y Frías ; 2 o Que esa 
superposición según ios titulo* respectivos es de la superficie 
R S C D ó sea de cuatro mil cuatrocientos setenta y cuatro 
hectáreas, reintitres áreas; y 3 o Que esa superposición según 
las mensuras de Jatques y Brava, ó lo que es lo mismo de la 
parte en que tomaron posesión, es de la superíicic x M N n, Ó 
sea ochenta y seis hectáreas, cuarenta y cuatro áreas. 

Vfr Que aunque los títulos se sobreponen en la sup. -rucie 
R S C D, no habiendo tomado Frias posesión sinóde la parte 
A B M N por la mensurado Jacquesde 1857; y habiendo Ber- 
dia,por la mensura de Bravo de J879 tomado posesiou solo de 
la parte abefmnxj m déla parto M X C D, resulta 
que la superposición de las posesionen es la de x M A* ;i ú 3 ea 
de ochenta y seis hectáreas cuarenta y cuatro áreas, 

f3 6 Que la disposición legal aplicable al caso es la del artí- 
culo 2791 del Código Civil según Ja ouol « cuando el reivindi- 
■ cante y el poseedor contra quien se da la acción presentasen 
t cada uno títulos de propiedad dados por la misma persona, el 
* primero que ha sido puesto en posesión déla heredad que se 
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c reivindica, se reputa ser el propietario»: y habiendo Sufflo- 
ni tomado posesión primero de la zona M N C D, es él quien 
tiene mejor derechoú ella, y Frías á la zona r M A* n deque 
tomú posesión. 

Por todo lo espuesto y de acuerdo con las consideraciones 
aducidas á foja... y foju... por el actor, definitivamente juzgan- 
do» fallo- 1 l| e debo declarar como declaro en efecto: 

i° Que la superficie de terreno comprendida éntrelas letras 
A lí H A' equivalente á sesenta y siete kilómetros cuadrados 
con treinta y un centesimos esde propiedad de Frias. 
^ 2 o Que la superficie M b c f m IV .1/ es de propiedad de 
Suflloni. 

3 ,J Que existiendo la superposición real di- la posesión de la su- 
perficie a? M N n equivalente á ochenta y seis hectáreas, cuaren- 
ta y cuatro áreas, esta superficie es también de propiedad de 
frita quien tiene mejor derecho úclla, por haber tomado pose- 
sión primero que Suffloni; debiendo en su consecuencia reco- 
nocerse como tal y cesar la posesión de Suflloni, todo con arre- 
glo al citado artículo 2791 del Código Civil, eon especial con- 
denación en costas, por haber sido declarada rebelde la parte de 
Suffloni y dejándose a salvo ú este sus acciones para hacerlas 
valer, donde, cuando y contra quien corresponda. 

Así lo pronuncio, mando y firmo en este mi despacho del Juz- 
gado Nacional de esta Sección de Santiago del Estero, á doce 
de Marzo de mil ochocientos ochenta y y nueve. 

Notifiques* en la forma del artículo 190 de la Ley de Proce- 
dimientos Nacionales, hágase saber al Fiscal de Estado de la 
Provincia; repuestos que sean los sellos, archívese este espe- 
diente, caso de no ser apelada esta sentencia. 



Olaeehea y Alcona. 
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La paria de D 1 Móoica P. de Frías apeló y espresando agra- 
rios pidió la revocación de la sentencia en la parte que declara 
de propiedad de Sufftoni el área comprendida entre las letras 
M, B, C, F, M, N, 11, del plano de foja 178 y condenar al de- 
mandado ásu restitución con sua frutos. 

Dijo que de los hechos resulta: l 9 que don Javier Frías, su 
causante, denunció y compró al fisco en 1857 la zona compren- 
dida entre las estancias de «Vitiacn» y c Palomar», de Norte á 
Sur desde dicha estancia hasta el mojón de la misma en su 
ángulo Sud-Oeste y de Poniente á Naciente con la nueva fron- 
tera de Vitiaca hasta la del «Palomar», lindando por el Naciente 
con la línea frontera Occidental con la estancia de «Vitiaca» 
en toda su estension ; por el Norte con tierras de Zavalfa lla- 
madas la (Puerta Delgada», por el Poniente con línea frontera 
Occidental del « Palomar », prolongando hasta igualar con la 
de «Vitiaca» y por el Sud con tierra* de f Tenerét», 

2° Que ese terreno fué mensurado por el agrimensor Jacques, 
pagándose por Frías 350 pesos ú razón de 50 pesos legua, y co- 
mo de la mensura resultara menos superficie de la comprada se 
le dió en compensación las zonas que aparecen en el plano de 
foja. . . 

3* Que don Felipe Berdia denunció y compró en 1879 un ter- 
reno fiscal dentro de los límites siguientes: al Norte Hilarión 
Iramaín, al Este doctor Soldati, doctor Frías y los señores Ruiz; 
al Sud, Martin Herrera y Martin A. Herrera; al Oeste «Tfnerét* 
de don José Pió Achával, siendo el nombre del terreno denun- 
ciado «Paraná», el que fu ó mensurado por el agrimensor 
Bravo, 

4° Que la parte de Frías espresa en su demanda que estando 
el terreno de Berdta comprado por Suffloni comprendido dentro 
del que compró ella, debía ordenarse su entrega; y 

5° Que la parte de Suffloni espresó en su contestación que ese 
terreno no quedaba comprendido dentro del que compró Frias. 
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Que siendo así el pleito, la cuestión sometida i la decisión ju- 
dicial es una cuestión de hecho que se reduce i averiguar si el 
terreno comprado por Suffloni al Fisco en 70 Be halla ó no com- 
prendido en el comprado por Frias ai mismo Fisco en 57 ; y como 
la prueba, según lo declara la misma sentencia, ha ve nido á de- 
mostrar que sí se halla comprendido, el juez ha debido deferir 
en todas sus partes á l;i pretensión de la demandante. 

Que el juez no lo ha declarado así por haberse apartado des- 
de su auto de prueba de las reglas de procedimientos, pues mien- 
tras debió limitar dicho auto ul único hecho controvertido, esto 
es, sobre si existía ó no superposición de los terrenos disputados, 
agrego, y en caso nlirniativo sobre el mejor derecho de cada una 
délas partes al terreno en cue-tion, como si el demandado hu- 
biera pretendido tener mejor derecho eu el caso de existir la 
superposición. 

Que es verdad que el juez al relacionar la parte del pleito 
relativa al derecho, establece que el demandado sostuvo la im- 
procedencia de la acción, porque la denuncia do Frias no había 
determinado una superficie Jija y porque el terreno comprado 
por Berdiano estuvo en posesión de Frias, ni fué mensurado por 
Jacques, pero que esto era inexacto porque lo único que preten- 
do deducir Suffloni como consecuencias de esos antecedentes 
es que no hay superposición de títulos y que el terreno comprado 
por él no se halla comprendido en el comprado por Frias. 

Qui- entóneos la cuestión sobro mejor derucho es obra exclu- 
siva del juez, siéndola única cuestión á resolver la de super- 
posición de las dos ventas del 57 y 79, pero Suffloni no ha pre - 
tendido sostener que en caso de existir la superposición, eu 
derecho fuera mejor que el de la señora de Frias. 

Que aún suponiendo que se hubiera hecho la cuestión de me- 
jor derecho, el juez la habría resuelto en contra de las constan- 
cias de autos y de las prescripciones legales. 

Que en el primer considerando dice el juez que del terreno 
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comprado por Frías solo tomó posesión de la parte A B M N 
del plano de foja 178, según la mensura de Jacques, pero que 
esto es inexacto y resulta de la confesión del mismo demandado 
que el agrimensor dio posesión a don Javier Frías de la lonja 
denunciada, siendo así que es en esa lonja donde existe la su- 
perposición que ba motilado este pleito. 

Que además, el juez ha debido tener presente en una cuestión 
de mejor derecho, la nulidad insanable del título de Suffloni, nu- 
lidad que resulta de las disposiciones del artículo 1361, Código 
Civil; que en efecto de las posiciones absueltas á foja... consta 
que Suffloni, como fiscal del Estado, oompró por la interpuesta 
persona de Berdia, bienes del Estado, de cuya venta estaba en- 
cargado, por razón de su cargo debía intervenir en la denun- 
cia y venta de esos bienes desde que formaba parte de la mesa 
de hacienda. 

Que igualmente siendo Fiscal del Estado ha comprado bienes 
que estaban en litigio ante el juzgado, ante quien ejercía sn 
ministerio. 

Que por estas razones la venta es nula, de nulidad absoluta, 
y ha debido ser declarada por el juez aún sin petición de parte, 
con arreglo ú los artículos 1043 y 1047 del Código Civil. 



Fckllo d«* Ih BnprrMiB torlf 

Buenos Aires, Setiembre 11 de 1890. 

Vistos: Resultando evidenciado por los hechos y considera- 
ciones aducidas en la sentencia de foja ciento noventa y cuatro, 
que el demandado D. Antonio Suffloni tuvo perfecto conocimien- 
to a la fecha de su compra al Fisco de la Provincia de Santiago 
del Estero de la estension del titulo de la demandante, el cual, 
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?egnn lo demuestra la misma sentencia, abraza todo el períme- 
tro de la figura comprendida entre las letras A B C D del plano 

de foja cieuto setenta y cuatro; 

Qtie por consiguiente, aunque se admitiera que la posesión de 
la demandante no se haya extendido á la fracción comprendida 
dentro de las letras MKD del plano citado, bu mejor dere- 
dio resp-cto del demandado en relación á esta fracción es en- 
denté, con arreglo á la disposición de los artículos quinientos 
noventa y cuatro y tres mil doscientos sesenta y nueve del Có- 
digo Civil, según los cuales en los casos de venta sucesiva de 
un mismo inmueble á diversas personas, el primer comprador 
tiene derecho preferente al posterior, aunque este hubiese to- 
mado posesión primero de la cosa vendida, si al hacerlo tuvo 
conocimiento de la obligación precedente del vendedor. 

Pot estos fundamentos, se revoca en la parte apeluda la sen- 
tencia referida de foja ciento noventa y cuatro, declarándose 
que la fracción de terreno antes enunciada, comprendida den- 
tro do las letras M X C D del plano de fojas ciento setenta y 
cuatro corresponde ala demandante ; y debe hacerse la entrega 
de ella por el demandado en el término de treinta dias, con 
mas sus frutos, sogun lo dispuesto por el articulo dos mit'cua- 
trocientes treinta y ocho del Código Civil. 

Hágase notar al Juez de Sección que no ha debido omitir en 
su sentencia la designación de las fojas y demás antecedentes 
qneoita ; notífíquese esta resolución con arreglo á Ja ley y re* 
puestos los sellos devuélvanse. 
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CAVSA IIIXIX 



l). Casimiro Mobles, contra D. Luis Casagraitdc ; sobre 
cumplimiento de un contrato. 



Sumario. — i°. No es procedente el recurso de nulidad, cuyas 
causales no se determinan por el recurrente, ni aparezcan de 
autos. 

2". Otorgadas dos boletas de venta, la aseveración del segun- 
do contratante de ser nula la primera bolcti, no justifica la ex- 
cepción de dolo que el otorgante opone a este, aunque s>ea falsa 
dicha aseveración. 



Caso. — En 13 de Febrero de 1889, se presentó ante el Juz- 
gado Federal de )u Capital* A cargo del Dr. Tedin, D. Casimiro 
Robles, esponiendo: 

Que I». Lnis t'asagrande, con fecha 7 de Diciembre de 1888, 
le confirió unu autorización por documento privado para que bajo 
las condiciones en él indicadas procediese á la venta de un ter- 
reno compuesto do una superficie de 40 manzanas, mis ó menos, 
de que aquel señor era propietario, en las Lomas de Zamora, ju- 
risdicción de la provincia de Buenos Aires. 
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Que ejercitando el mandato coa que había sido investido, 
buscó comprador y lo encontró en la sociedad anónima « Indus- 
trial de La Plata >, pactó con el representante de etla las condi- 
ciones del caso, y firmó el boleto de renta, que conjuntamente 
con ta autorización obraban en poder del comprador. 

Que conocidas estas cosas por su comitente, surjieron algu- 
nas dificultades para la escrituración por exigencias del escriba- 
no que estaba encargado de hacerla, y que para evitárselas a 
Caaagraude, convinieron después de algunoádins, en que le otor- 
gase ¡i él directamente la escritura mediante el pago del precio 
que ¿1 debía hacerle, entregándole ni efecto la suma de ciento 
treinta y cinco mil pesos nacionales. 

Que para garantir el cumplimiento de este compromiso, se 
redactó y firmó por el dicho señor el documento privado que 
acompañaba el que en su última parte so estableció que ta es- 
crituracion tendría lugar en el acto que ét lo exigiese. 

Que urgido por el comprador para terminar el negocio cele- 
brado, hizo uso del derecho quo le asistía, pero que Casagran- 
de se negaba á cumplir su compromiso, aunque su obligación 
de escriturar por el precio prefijado en el boleto era induda- 
ble. 

Que no pudiendo arribar ú nada práctico por la vía amigable, 
demandaba áCasagrande para que fuera condenado á la escritu- 
ración pactada y al pago de las cortas del juicio. 

El boleto acompañado, dice así ¡ 

«Luis Casagrande se obliga, en vista déla autorización que 
tiene el señor Robles de vender un terreno en el pueblo « La 
Economía», partido de Lomas de Zamora, compuesto de cuaren- 
ta manzanas más ó menos, firmarlo la escriturado venta al señor 
D. Casimiro de Robles, medíante el pago de ciento treinta y 
cinco mil pesos nacionales, en el acto que esto señor Robles me 
lo erija. — IJuenos Aires, Enero 22 de 1889. — Luis Casa- 
granfe.» 
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Acreditada la competencia federal por la d ¡Tersa nacionalidad 
de las partes, D. Ernesto J. Borré, por D. Xuis Casagrande, 
contestó pidiendo se declarase nulo el boleto de venta suscrito por 
su representado & favor del demandante, ó en su defecto impro- 
cedente laacoion deducida, con especial condenación en costas. 

Dijo, que la narración de los hechos en Ja demanda, manifes- 
taba la injusticia de este pleito, y la forma j medio de que so 
había valido Rubíes para colocar en esta situación a Casa- 
grande. 

Que aparecía vendiendo primero como representante de su 
poderdante A una empresa anónima los terrenos motivo de este 
pleito y que sin dar cuenta del resultado del mandato, como era 
de su deber, compraba él, personalmente la cosa, pero en una 
forma bien distinta de la que espresaba en la demanda, hacién- 
dose reo de una acción fraudulenta, que providencialmente sal- 
vaba á sn representado. 

Que I). Juan Anagoitia, intimo amigo de Casagrande desde 
ranchos años atrás, y en quien éste tenía gran confianza, tenía 
un hijo agrimensor, ú quien su mandante dió los títulos do pro- 
piedad de unos terrenos que poseía en Lomas de Zamora, pueblo 
de La Economía, para qur los mensurase y le indicase el área 
que ellos tenían. 

Que no habiendo podido reunirse Casagrande con el agri- 
mensor para hacer la operación , un hermano de éste, Cirilo 
Anagoitia, fué de paso con el señor Felipe Otaño á los terrenos 
de su poderdante y a su regreso vinieron i ver á Casagrande, 
en donde Otaiío, recomendado por su acompañante, le manifestó 
que traía nn interesado en comprar los terrenos que daban ori- 
gen á este juicio. 

Que Casagrande creyó que no se le pondrían obstáculos para 
la realización de an negocio propuesto por el hijo de un íntimo 
amigo, que debería interesarse en su suerte y la de sus hijos, y 
firmó el boleto letra A, que dice : 
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Hálelo Ue compra-venia 

D. Luis CaBugrande rende á D. Felipe Otano, por el precio 
de ciento diez mil pesos moñuda nacional (HO.OOOl mi terreno 
de su propiedad situado en el partido de «Lomas de Zamora », y 
cuya ¿rea se compono de cuarenta cu- iras (40) de (150) ciento 
cincuenta varas cuadradas, según escritura, cada una. 

El pago se hará al contado con cédulas hipotecarias dt* la 
Provincia, al precio de ochenta y cinco (85) y su verilicará en el 
acto de la escrituración en favor del comprador, debiendo el 
vendedor facilitar su lirma pura hipotecar en el lianco Hipote- 
cario de la Provincia. 

El comprador se tomará ocho (8) días que se contarán desde 
la fecha, para ver los títulos y el terreno, quedando obligado 
a manifestar su aceptación por escrito dentro de dicho término 
para que este boleto sea válido. 

Firmamos dos de un tenor, en Dueños Aires, á Noviembre 
veintiuno de mil ochocientos ochenta y ocho. — Luis V amaran- 
tic — Felipe i fía ño. 

Buenos Aires, Noviembre 28 de 1888, 

Acepto definitivamente este negocio en las condiciones espre- 
sadas en esto boleto. - Felipe Otaño. 

Que pasado el tiempo sin que el señor Otaño cumpliera su 
compromiso, á pesar de las reiteradas reclamaciones de Casa- 
grande, le dió un término para que lo hiciera, pues de lo contra- 
rio se consideraría desligado de la venta hecha. 

Que sabedor Robles de estos hechos se presentó con un amigo 
y ahijado de Anagoitia, llamado Emeterio Cobo, quien manifes- 
tó d Casagrande que le traía un comprador para sus terrenos. 
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Que un representado enseñó á Robles el documento firmado 
á favor de Otario, haciéndole presente ese compromiso anterior. 
Que Robles le manifestó entonces que el boleto firmado á Otaño 
era nulo, y que tomaba para sí la responsabilidad de la nueva 
venta, obligándose á defenderlo en caso de un pleito, corriendo 
él con todos los gastos. 

Qne no satisfecho su representado con esta simple declaración 
de Robles, le pidió de ella una constancia escrita, si deseaba que 
le vendiera la finca en la forma que le habla propuesto, á loque 
accedió, escribiendo el documento que acompañaba bajo la letra 
H, y que dice así; 

* Declaro yo el abajo firmado que me obligo defender al señor 
D. Luis Casagrande en el caso que D. Felipe Otaño se presente 
por la venta que dice le hizo el señor Casagrande por medio de 
un boleto, de un terreno de su propiedad, situado en Barracas 
al Sud, en el pueblo de La Economía, siendo de mí cuenta la 
defensa de este pleito, si lo hay, y sin que esté obligado el señor 
Casagrande á pagarme honorario alguno. Buenos Aires, Enero 
22 de 1880. — Casimiro Mobles. » 

Que al firmarle este documento, le presentó para que lo Qr- 
maTa él, la boleta de venta acompañada por Robles á la de- 
manda. 

Que Casagrande, de buena fé, creyó en io que de Robles le 
afirmaba, y puesto que se le ofrecía mayor precio por quien de- 
bía conocer los motivos do la nulidad de ia venta á Otaño, no 
dudó en aceptar la nueva proposición que se le hacía. 

Que el boleto presentado por Robles era completamente nulo, 
por ser éste comprador de malafé; y que en todo caso la venta 
establecía obligaciones reciprocas, y su representado no escusa- 
ría el cumplimiento de las que le eran propias, si de Robles 
aceptaba la venta subordinándola 4 las consecuencias que pudie- 
ran emanar del primitivo contrato celebrado coa Otauo (artículo 
HOTdel Código Civil). 
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Que CaBagranoe, segnn los hechos narrados, no respondía á 
Robles de otra cosa quede aquello á que se obligó ; j como esta 
obligación estaba sujeta á una estipulación que colocaba el 
ron troto de compra-venta en las condiciones de una verdadera 
cesión de derechos, no tenía inconveniente en llevar á efecto el 
compromiso contraído en la forma y modo que lo indicaba; es 
decir, á transferirle el derecho que pudiera competirle contra 
Gtaiio, para olitener la nulidad del boleto anteriormente Ar- 
mado. 

Pero que un boleto en tales condiciones era nulo, porque las 
acciones litigiosas no podían cederse bajo pena de nulidad, sinó 
por escritura pública, y que no podia negarse que era una ver- 
dadera acción litigiosa la comprada por Robles, dada la forma 
como su habían producido los hechos (artículo 1455 del Código 
Civil). 

Que par;i comprobar que Robles era un Bimple cesionario de 
Casagrande, bastaba tener presente el que éste había tenido 
conocimiento de todos los incidentes producidos con motivo fie 
Ja venta hecha íl Otaiio, y se obligaba por un documento á de- 
fender á Casagrande en el pleito que Otaño pudiera promoverle, 
de lo cual se desprendía lógicamente que el referido Robles co- 
noció el boleto suserito por su representado á favor de Otaiio, 
como también que Casagundo se creía imposibilitado de verifi- 
car una nueva venta» 

Que Robles tomó sobre si las consecuencias de la ¡ir¡. ;+i va 
venta ¡i Otaño, y las responsabilidades establecidas por 1 1 J •■ 
á todo deudor de obligaciones por falta de cumplimiento, ja 
total ó parcial, desaparecen en este caso, desde el momento que 
Robles compró la linca á Casagrande, sabiendo que existía una 
venta de fecha anterior. 

Que del documento que presentaba {letra B) se desprendía 
claramente que Casagrande no se había comprometido á trasmi- 
tirle nada, pues Robles conocía perfectamente que su mandante 
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no podía entregarle aquello de que ja se había desprendido. 

Que según la disposición del artículo 694 del Código Civil, 
Casagrande no podía escriturar á favor de Robles, pues si el 
precepto de ese artículo referente & contratos coocluid os, cuan- 
do la tradición de la cosa ha sido hecha, así lo dispone, debe 
aplicarse con mayor razón ni caso presente en que solo se tra- 
taba de una promesa de venta sujeta á un modo, á una obliga- 
ción previa. 

Que además Robles había comprado esos derechos en fraude 
de un tercero, y Casagrande no podía hacerse pasible de la acción 
dolosa del demandante, porque se convertiría en cómplice (art. 
990, 903. 931 y 932 del Código Civil), siendo nulo el acto suscri- 
to por su representado, porque la causa eficiente del mismo 
había sido el dolo de Robles (art. 594 . 1014 del Cód. cit.). 

Que pensaba, ademas, que el caso presente entraba or la 
categoría de los delitos del derecho civil, porque Robles, a 
sabiendas, había influenciado á su representado para que firmara 
aquel boleto que no solo dañaba a Casagrande, sino que perjudi- 
caba y dañaba loa derechos de tercero. 

Que considerando la cuestión bajo otra faz, se tenía que las 
cosas agenas pueden ser objeto de los contratos (art. H77, Cód. 
Civil). 

Que la cosa vendida por Casagrando á Robles era una cosa 
agena, puesto que ya se había desprendido de ella con la 
venta á Otano. 

Que Casagrande, ante las aseveraciones de Robles, de qnc 
el boleto firmado & Otaño era nulo, suscribió el nuevo com- 
promiso, sin garantir en manera alguna el éxito de la ven- 
ta, bien al contrario, garantido por el ecter de que lo que 
se lo vendía estaba sujeto á los resultados de la primera venta. 

Que Casagrande estaba dispuesto á ceder sus derechos y 
acciones, á hacer posible la prestación, pero no á defraudar 
á tercero. 
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A mis de los boletos A y B referidos, acompañó nn jbre 
dirigido por B obles á Casagrande y una tarjeta que dice: 
Consultorio jurídico de Casimiro de Robles. 

Do los documentos acompañados á la contestación de la de- 
manda el Juzgado confirió traslado, y et actor contestándolo, 
dijo: 

Que le bastaba para los efectos del juicio manifestar que 
Casagrande contestaba la demanda aceptando la ttactitud de 
tos hechos en olla consignado* y recuiiocierslo á iu voz que 
era suyo el documento en qut> fundaba la acción instaurada— 
qne si ese documento era nulo cumo lo pretendía Casagrande, 
ó si cumo él lo pretende era perfectamente válido, una vez 
que había empezado por declarar qne no obstante la obliga- 
ba :í que dicho documento se refería, no había comprado 
para él el terreno en cuestión por razón de tenerlo Tendido á 
otra persona en virtud do la autorización escrita que obra 
en poder del comprador conjuntamente con el boleto de ven- 
ta que en uso de su deiucho 1" íinnú, era cuestión que des- 
pués se discutiría y resolvería el Juzgado. 

Que igual observación hacía valer respecto de la importancia 
que se le atribuía al documento que firmó a Casagrande obli- 
gándose á defenderlo si era llamado á pleito por Ota fio, pues no 
obstante las consideraciones que hacía valer el demandado, 
^reía que el compromiso que para ese fin contrajo era absoluta- 
mente inadecuado para desnaturalizar la importancia moral y 
jurídica de la obligación que con pleno conocimiento de las co- 
sas que ocurrían, contrajo con posterioridad Casagrande, 

Con estos antecedentes e! Juzgado llamó autos y dictó el 
siguiente : 
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del Junde «míen 

Bueno* Airea, Mayo 9 de 1889. 

Y vistos estos autos promovidos por Don Casimiro Robles 
contra Don Luis Casagrande sobre cumplimiento del contrato 
de compra que espresa el boleto de foja J\ 

T considerando; I o Que cualquiera que sean las deficiencias 
6 irregularidades de forma que contiene el referido boleto, él 
espresa una obligación de vender á Robles un terreno indivi- 
dualizado por su ubicación y esteusion, de propiedad de Casa- 
grande, por el precio de ciento treinta y cinco mil pesos moneda 
nacional, el cual da derecho a las partes á exigir que se perfec- 
cione el contrato reduciéndola a escritura pública conforme á 
lo dispnesto en el artículo mil ciento ochenta y cinco del Código 
Civil. 

2" Que Casagrande por su parte, manifiesta estar dispuesto á 
cumplí- lo, con tal que previamente el comprador Robles cum- 
pla Ja obligación contenida en el documento de foja Í2, ha- 
ciendo desaparecer á su costa el inconveniente resultante para 
la escrituración del boleto de venta anterior, firmado a Don 
Felipe Otaño. 

3 o Quede los términos claros deleitado documento, no resul- 
ta que la obligación de Robles sea prévia a* la escrituración, 
sino que defenderá & su costa á Casagrande si Otario lo deman- 
dase por la escrituración 6 por las consecuencias resultantes de 
ta falta de escrituración, lo que podra ó no suceder, según las 
conveniencias de este y tener lugar antes 6 después de vendido 
el terreno á otros compradores. 

4 o Que no habiendo salido el terreno de cuya escrituración 
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se trata, del dominio 6 patrimonio de Casagrande por título 
traslativo de la propiedad, pues tanto el boleto firmado á Ota- 
ño como el que ha presentado Robles, solo contienen obligado* 
nes personales que pueden dejar de cumplirse, resolviéndose en 
la de indemnización de las pérdidas é intereses, conforme á lo 
dispuesto en el artículo mil ciento ochenta y siete del Código 
Civil, es indudable que está habilitado para transferirle el 
dominio á cualquiera de los dos compradores, según viera con- 
veniente, 

5° Que la sola circunstancia de existir un boleto á persona 
anterior no ooustituye en litigiosa la cosa que es objeto de ella, 
pues por tal se entiende solo aquello que se disputa en juicio; 
admitiendo el Código Civil la transferencia del dominio en tales 
condiciones, puesto que fija en el capítulo i", título 8 o del libro 
2", la posición respectiva de la* partes y sus derechos y obliga- 
ciones en tules casos según su buena ó mala fé. 

6* Que en cuanto al dolo ó fraude qut se dice haber empleado 
Robles para inducir á Casagrande á prescindir del compromiso 
contraído en el boleto de foja 13 y persuadirle á firmar el de 
foja i% basta observar que según se desprende de la propia 
manifestación del demandado, consisten en aserciones falsas ó 
disimulaciones de lo verdadero, respecto del derecho y á las 
disposiciones legales aplicables al caso, y que según el artículo 
920 del Código Civil, la ignorancia de las leyes ó el error del 
derecho, en ningún caso impedirá los efectos legales de los 
actos lícitos, ni escusará la responsabilidad por los actos ilícitos. 

Por estos fundamentos, fallo condenando á Don Luis Casa- 
grande á reducir á escritora pública el contrato estipulado en 
el boleto de foja 2, en término de diez días. Notifíquese con el 
original y repónganse los sellos. 



Virgilio M, Tedin. 
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Falle te |« Suprema Corle 



Bunios Aire*, frücmbrc 11 de I8íí0, 

Y vistos. Los recursos de nulidad v apelación deducidos por 
Don Luis Casagrande contra la sentencia de foja treinla y cua- 
tro. 

Considerando en cuanto al primer recurso: Que Casagrand* 
no ha determinado en su espresion de agravas, cuál sea el vicio 
queafecte la validez de la sentencia recurrida, vicio que por otra 
parte, no aparece de las constancias de autos. — por ello: se de- 
clara improcedente dicho rerurso. 

T considerando, en cuanto al segundo recurso: Que la nuli- 
dad del boleto de foja primera, que Casagra- le ha alegado, al 
oponerse á la demandadeducida por Don Casimiro Robles, y al 
espresar agravios contra la sentencia recurrida, se funda en el 
dolo que dice haber empleado este último, para la celebración 
del contrato que contiene dicho boleto. 

Que el dolo se hace consistir por el apelante en que Robles, 
teniendo conocimiento de un boleto de venta del mismo terreno! 
firmado con anterioridad á favor de Don Felipe Otaño, aseveró 
al vendedor queese boleto era nulo, comprometiéndose ¡í defen- 
derlo á su costa, si Otaño le promovía pleito, con lo que fué 
inducido d celebrar el nuevo contrato que le propuso Robles, fir- 
mando el boleto de la referencia. 

Que estos antecedentes no justifican en verdad la procedencia 
de la excepción de dolo para declarar en bu mérito la nulidad del 
boleto en cuestión, porque aún en la hipótesis de ser falsa la ase- 
veración de Robles sobre la nulidad del boleto firmado a* Otaño, 
lo que aún no se ha juzgado, ello cuando más, importaría un 
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erroT dederecho, ó ignorancia de la ley, que tan imputable sería 
al comprador Robles, como al vendedor Casagrande, desde que 
nadie puede por un error de esa naturaleza, impedir los efectos 
legales de los actos lícitos, ni escusar su responsabilidad por los 
actos ilícitos . 

Que según esto, v si hubiese habido dolo ó fraude ¡i los dere- 
chos de alguna persona en el acto de la segunda venta, no sería 
seguramente sino con relación a los del primer comprador, no 
pudiendo por lo mismo, el vendedor, prevalerse de esa circuns- 
tancia, para pedir la nulidad do tal acto, siendo como es, re- 
quisito esencial para ello, no ser participante del dolo ó fraude 
cometido en el acto qte se trata de anular (artículo novecientos 
treinta y dos del Código Civil); lo que no puede alegar en su 
favor, el vendedor Casagrande. 

Por estos fundamentos, y loa concordantes de la sentencia 
apelada de foja treinta y cuatro : se confirma con cosías dicha 
sentencia. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN VICTOIIICA. — FEUEBICO 
IIUItGÜILEK. — C. S. OE LA TOR- 
KÉé — ABEL BAZA*. 
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CALMA GXIm 



Don M. Pasman, con la Aduana; sobre clasificación de 

artículos, 



Sumario —De la dasificacíon de la Dirección General de lien- 
tas, sobre la calidad de artículos sujetos ú derechos de Aduana, 
no hay apelación 



Caso. — Resalta de las siguientes pieza* : 

RGSOU'CIOX DE LA D1HECC10X DE RHfTAÍ 

Dueños Aires, Abril 9 do 1889, 

Examinada la muestra de aceite y oida la opinión de varios 
comerciantes en el ramo, la Dirección resuelve : 

Declarar comprendida en el número cuarrnta j seis (40) de la 
tarifa del corriente año, la mercadería sobre o.ue versa esto 
espediente. 

Pase con su muestra ú, la Aduana de la capital, i sus efectos. 



5a ra vía. 
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HESO LUCIOS DEL ADMINISTRADOR DE ADÜANA 



Buenos Airos, Unjo 7 de 1NH9. 

Atento lo dictaminado por la Dirección de lientas en el infor- 
me que antecede, délo que resulta comprobado que los 150 (cien- 
to cmcuenta) cascos marca L G f que se manifestaron con 32 210 
(treinta y dos mil doscientos diez) kilos peso bruto aceite impu- 
ro para maquinas, de aforo 6100 milésimos kilo, partida núme- 
ro 40 de la Tarifa de Avalúos. 

Ton arreglo á lo dispuesto por los artículos 128 y 930 de las 
Ordenanzas de Aduana, resuelvo : se paguén dobles derechos 
*obre el valor de la diferencia entre la mercadería pedida á des- 
pacho y la que resultó de la verificación practicada. 

Hágase saber, A sus efectos pase ú la Contaduría v repónganse 
Jos sellos. 

J. Granel, 



RESOLUCION DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 



Buerios Aires, Mayo 17 .fe lm>. 



Estando basado el fallo de foja 7 de acuerdo con lo dictami- 
nado por la Dirección General de Rentas, cuyos fallos son ina- 
pelables cuando se trata como en el caso wb-judtce sobro dife- 
rencia de calidad ; conforme a io dispuesto en los artículos 135 
v 38de 1 as Ord,nanza S de Aduana. „o ha lugar al recurso in- 
terpuesto. Hoyase saber. 



T. JE 



J. Granel 
18 





PALLOfl H LA SUPREMA COIR 



VISTA PISCAL 



Buenos Aires. Octubre 4 de 1880. 



Señor Juez : 

El sumario instruido por la Administración de Reatas y que ha 
terminado con la resolución de foja 12 es incompleto en su baso 
fundamental. De la simple lectura de los autos resulta que no 
está constatado que el aceite analizado sea el que se pretendió 
despachar. 

En mérito de lo impuesto y de las consideraciones aducidas 
eo el escrito de foja 24, soy de dietámen que V. S. debe de- 
clarar la nulidad de la resolución recurrida, debiendo proceder 
la Aduana como corresponda 



Y vistos : Resultando del informe espedido por la Dirección 
General de Rentas que el aceite solicitado á despacho por el 
recurrente es el comprendido on el número cuarenta y seis de 
la Tarifa del corriente año; no obstante lo espuesto por el Pro- 
curador Fiscal, se confirma la resolución de Aduana, foja doce, 
y en consecuencia repuestos que sean los sellos deruélranse los 
autos con el correspondiente oficio. 



José .i. Víale. 



Pallo del Jn« 



Federal 



Buenos Aires, Octubre 3' de 188í>. 



Andrés Ugarrixa. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



fluenos Aires, Julio 25 de 1890. 

Suprema Corte; 

El Señor Pasman fonda el recurso, que ha traído á esta Cor- 
te, única y exclusivamente, en que la calidad de aceite no es la 
que corresponde á la clasificación de la Tañía aceptada por la 
Dirección de Rentas, sinó a otra distinta é inferior, y pide que 
V. E. mande examinarlo por la Olicína química Muaícipal. 

La clasiflcaeion de la Dirección General sobre la calidad de 
los artículos es. empero, inapelable, según la disposición clara 
y esplícita de los artículos 135 y 138 de las Ordenanzas, y la ve- 
rificación qu* Uoy se solicita, es, por consiguiente, inaceptable, 
y fuera de lugar. 

Sírvase T. E. confirmar la seuteocia apelada. 

Eduardo Costa. 



F«ll» rf« |. ««prc» Corte. 



Buenos Aires, Setiembre 13 de 1890. 

Vistos : De conformidad con lo espuesto por el Señor Procu- 
rador General en su vista de foja cincuenta y una ; y de acner- 
do con lo resuelto por esta Suprema Corte con fecha diez y siete 
de Octubre del año próximo pasado, en el caso de la Adnanacon- 
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tratos señores Chidey Filippot; se declara improcedente el re- 
curso de apelación interpuesto; y repuestos los sellos devuélvanse 
los autos al Juzgado de su procedencia . 

BENJAMIN VICTORICA, — FEDERICO 
1BARGÚREN. — C S. DEI.A TORRE. 
— LUIS V. VARELA. — ABEL BAZAN. 



CAUSA CXLI 



El Dr. I). Antonio M. Silva, contra ti. Vicente Craviotli, por 
ejecución de sentencia; sobre competencia. 



Sumario. — Fallecido el demandado por interdicto posesorio, 
el conocimiento de la causa debe pasar al Juez de la testamen- 
taría de aquel, aunque su estado sea el de ejecución de la sen- 
tencia. 
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Casa. —El Dr. D. Antonio M. Süra entabló contra D. Tícente 
Craviotti interdicto de amparo de posesión respecto de un terreno 
que poseía en el partido del Baradero. 

El interdicto fu£ fallado por el Jaez adhoc Dr. D. José 0. 
Machado, mandando poner en posesión a! Dr. Silva del campo 
comprendido en el triángulo H E J del plano de foja 21 del es- 
pediente agregado, y ordenando á Craviotti se abstenga de 
inquietarle. 

La Suprema Corte confirmó esta sentencia con fallo de 26 de 
Julio de 1886. 

Devueltos los autos, fueron pasados al Juez Federal especial 
Dr. Cabral, pasando en seguida al Dr. O'Farrell. 

Don Cirios Hudtwalker, apoderado de Crariotti, manifestó 
que éste había fallecido, que su noder había caducado, y los 
autos debían remitirse al Juez de la testamentaría por la uní- 
Tursalidad del juicio que atraía todos los asuntos en que la su- 
cesión era demandada. 

Se remitió la partida do defunción de Crariotti sucedida en 
15 de Junio dei884. 

Don Fernando Bourdieu, por D. Emilio Genond, dijo que Cra- 
viotti había fallecido dejando dos hijos, doña Agustín* esposa 
deGenoud» y D. Lorenzo ; que éste había fallecido también de- 
jando á su viuda doña Angela Genoud y un menor llamado 
Vicente. 

Que ern indispensable notificar a éstos y al Ministerio de 
Menores, y que el Juzgado debía declararse incompetente P ara 
seguir conociendo en el juicio, por tratarse de una demanda 
contra nna testamentaría, debiendo ordenarse la remisión de 
los autos al Juez de la testamentaría. 

Conferido traslado, el Dr. Silva dijo que ya el apoderado 
Hudtwalker había pedido ¿í la Suprema Corte que se notificase 
á )ob herederos de Cmiotü, y su pedido fué rechazado por estar 
bien notificada i ¿1 la sentencia. 
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Que ai bien el juicio de testamenta! ía era universal» éste 
atraía las demandas que se entablen contra la sucesión, artículo 
3284, C. C. y no las que se hallen pendientes en la fecha de la 
muerte del causante, las que pueden continuar ante el Juez 
Federal que conoce en ellas. 

Que esto ha sido resuelto por la Suprema Corte en el caso 
de Bustos y Manterola, en que por muerte de Bustos, los he- 
rederos dedujeron recurso de nulidad por incompetencia del 
Juez Federal, cuyo recurso fué desechado por fallo de la Su- 
prema Corte, por no haberse deducido en I a Instancia, lo que 
importó declarar que el Juez Federal, tuvo jurisdicción. (Fallos 
tomo 15, serie 2", página 290), 

Que en el presente caso se trata no solamente de un j u icio 
pendiente, sinóde la ejecución de una sentencia dada por los 
Tribunales Federales, que solamente éstos pueden ejecutar, 
máxime siendo los ejecutados argentinos y vecinos de la pro- 
vincia de Buenos Aires, y el ejecutante argentino vecino de la 
Capital, que es un caso de jurisdicción federal. 

Don Fernando Bourdíeu t con poder de doña Angela Genoud, 
viuda de D. Lorenzo Craviotti, se presentó y pidió también que 
el Juez Federal se declarara incompetente por ser mía testa- 
mentaría la demandada, apelando en caso denegado. 

Conferido traslado, el Dr. SiUa reprodujo las razones ex- 
puestas en su escrito anterior, pidiendo el rechazo de la excep- 
ción. 

■?•■■• 4*1 J«ei Federal 

La Plato, Norierabre 30 de 1887. 

Autos y Vistos: Considerando que el juicio sobre cumpli- 
miento de una sentencia se rige por el procedimiento de apre- 
mio, artículo 300 de la ley de Setiembre 14 de 1803; que en este 
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ja icio do procede la exoepcion de incompetencia del Juzgado, 
opuesta en los escritos de foja 211 y de foja 252; pjr estos 
fundamentos no se hace lugar á la excepción opuesta ; en sn 
consecuencia concédese el recurso de apelación, que en subsidio 
se deduce, en relación. 

Santiago fí. O'Farreli. 

VISTA DEL SESOR PROCURADO B GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 28 de 1887. 

Suprema Corte: 

Terminada la reñida cuestión, por tantos años seguida entre 
D. A. M. Silva y D. Vicente Graviotti, al ejecutarse la senten- 
cia que ordenaba el desalojo del campo disputado, falleció Gra- 
viotti. 

Surge con este motivo la dnda, acerca de si corresponde la 
ejecución al juez de la causa ó al do la sucesión. 

Me inclino á ésto último. En primer lugar, porque, al decla- 
rar déla competencia de las Justicias de Provincia los juicios 
universales de concurso de acreedores y partición de herencia, 
la ley no distingue entre juicios pendientes y juicios & iniciarse. 
Por otra parte, en la ejecución de la sentencia que ordena el 
desalojo, los herederos de Graviottí deben estar representados, 
puesto que la manera como el desalojóse verifique, puede com- 
prometer valiosos intereses de la sucesión. La formación de Ja 
testamentaría, es entonces de rigor, pues solo ella puede de- 
terminar quienes son herederos con derecho á intervenir en el 
juicio que, aunque sumaríaimo y por apremio, no por eso deja 
de serlo. 

Estoy por la revocatoria de la sentencia recorrida. 



Eduardo Costa. 



t y>ji.r • 
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Bueno* Aires, Setiembre 13 de 1890. 



Vistos: Correspondiendo á loa jueces locales de Ja Provi ocia 
de Buenos Aires, la ejecución de la sentencia dictada en el 
juicio de interdicto á que este incidente se relieve, atento el 
fallecimiento del demandado y lo dispuesto pur el articulo 
doce, inciso primero de la Ley Nacional sobre jurisdicción j 
competencia de los Tribunales Federales de catorce de Setiem- 
bre de mil ochocientos sesenta y tres; y de conformidad con lo 
pedido por el señor Procurador General : se revoca el auto 
apelado de foja doscientas cincuenta y seis ruelta declarán- 
dose que el conocimiento del incidente referido, corresponde al 
juez de la testamentaría de D. Tícente GraTiotti. Repóngase 
los sellos y devuélvanse. 



BENJAMIN VICTO RICA, — FEDERICO IBAR- 
GÜREN. — C. S. DE LA TORRE. 
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I>.Jo!¡éG. Lezama en la ejecución del V)r. Emilio Villanueva, 
contra i). flarloloméCarrérc t por tercería líe mejor derecho 



Sumario. — i° Los efectos de la inscripción de la hipoteca res- 
pecto de terceros, se extinguen pasados diez años, desde que se 
tomó razón de ella en el oficio do hipotecas. 

2 o El único medio de conservarías es la revocación de la ins- 
cripción en el registro correspondiente. 

3 o El efecto de los embargos no caduca por el transcurso de 
diez años, sinó que por su cancelación, ú por la inscripción de 
la transferencia del dominio ó derecho real inscripto á otra 
persona. 



Caso. — Don Leopoldo Iley, por don José G. Lezama, se pre- 
sentó ante el Juzgado Federal de la Capital en 18 de Octubre 
de 1888, exponiendo que había sido desechada la tercería de 
dominio que había deducido contra la ejecución por no haber 
escriturado la dación en pago de la finca que se había conveni- 
do para chancelar el crédito hipotecario que tenía contra Carré- 
Te, y venía á deducir la tercería coadyuvante por mejor dere- 
cho. 
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Dijo: que esta se fundaba en la hipoteca (pe se le otorgó sobre 
la finca ejecutada en garantía de su crédito, antes del embargo 
trabado sobre ella por el ejecutante; j que su crédito hipotecario 
no había quedado revocado por el convenio de dación en pago, 
por no haberse esto hecho efectivo, según resultaba de los autos 
de tercería de dominio. 

Pidió se declarara que su crédito debía ser pagado con sus in- 
tereses con preferencia al del ejecutante Dr. Villanueva y demás 
acreedores de Carrere, con el producido de la finca embargada. 

Conferido traslado, el Dr. Villanueva pidió el rechazo con 
costas de la tercería. 

Dijo que era incierto que U hipoteca otorgada al Sr. Lozanía 
fuera de Techa anterior ul embargo trabado poj su crédito; núes 
del expediente agregado á los autos y seguido por Lezama, 
Carrére y Puyrreton, resulta que la escritura hipotecaria se 
otorgó en 7 de Abril de 1875, al paso que el embargo trabado 
por é\ lo fué en 16 de Marzo anterior. 

Que el crédito del Sr. Lezama, que era por alquileres y fué 
garantido con hipoteca, quedó extinguido por la novación que 
se transformó por miituo consentimiento en la obligación de 
Carrere de darle en pago el inmueble hipotecado ; y que además 
la hipoteca que había sido otorgada en 1 875 quedó extinguida 
por el transcurso de 10 anos, con arreglo al artículo 3197, Có- 
digo Civil, 

Carrére pidió también el rechazo de la tercería del Sr. Leza- 
ma fundándose en las mismas razones expuestas por el Dr. 
Villanueva, y diciendo que la hipoteca otorgada A favor del Sr. 
Lezama en 7 de Abril de 1875, con posterioridad al embargo 
trabado por aquel en Marzo del mismo año, no podía perjudicar 
en ningún caso el derecho del Dr. Villanueva, con areglo al artí- 
culo 1174, Código Civil, que permite seden en hipoteca las co- 
sas embargadas, pero quedando & salvo el derecho del acreedor 
embargante. 
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tulla del Jw« Federal 

Buenos Airea, Noviembre 10 de 1883, 

Y vista la presente tercería coadyuvante deducida por don 
Leopoldo Rey en representación de don José Gregorio Lezama 
en el juicio seguido por don Emilio C.Villanucva contra don 
Bartolomé Carrero por cobro de pasos. 

Y considerando : 1° Que don Leopoldo Rey funda la oposición 
deducida en que su calidad de acreedor hipotecario de Carrcre, 
con la hipoteca sobre la finca de la calle de Junin número 316 
(viejo) de fecha anterior al embargo trabado por el ejecutante 
Villanuera, le da derecho d ser pagado con preferencia a este 
del capital é intereses que se le adeudan, 

2' Que mientra* tanto, del testimonio de la escritura hipote- 
caria otorgada por Car rere á favor de don José Gregorio Leza- 
ma y corriente á foja una de los autos seguidos por este contra 
Puyrreton (hoy Pedro Ballade) sobre tercería, q\<í corren agre- 
gados al expediente principal, aparece que dicha hipoteca fuó 
otorgada en dos de Abril de mil ochocientos setenta y cinco y 
desde cuya fecha basta el presente han transcurrido más de los 
diez años que el artículo del Código Civil establece como máxi- 
mun de duración del derecho hipotecario, encontrándose por lo 
tanto extinguido este último. 

3" Que aún en caso que esto no fuera asi, el embargo trabado 
á solicitud de Villanueva, según resulta del certificado corrien- 
te i foja treinta y tres vuelta del expediente principal, la fué 
con fecha diez de Marzo de mil ochocientos setenta y cinco, 
siendo por lo tanto anterior al derecho hipotecario de Lezama, 
prioridad que establece la preferencia en favor del crédito de 
aquel, de acuerdo con lo establecido en el artículo tres mil ocho- 
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cientos ochenta y nueve del Código Civil, y ley primera, título 
trece, partida quinta, que establece la prenda pretoria, siendo 
por lo tanto innecesario entrar ü examinar los demás fundamen- 
tos y cuestiones aducidas por la parte de Rey y que no destruye 
esa preferencia. 

Por estos fundamentos, fallo declarando que don José Gre- 
gorio Lezama no ha fondado la oposición deducida, y en conse- 
cuencia ordeno que se lleve adelante la ejecución, con especial 
condenación en costas. 

Andrés i'garriza. 

La parte de Lezama apeló y se le concedió el Tecurso libre- 
mente. 

Espresando agravios dijo: Que debía revocarse la sentencia 
apelada, declarándose que su crédito debía ser preferido á todos 
los créditos del Dr. Villanueva, esceptunndo únicamente el que 
motivó el embargo, del que se tomó Tazón en diez de Marzo de 
mil ochocientos setenta y cinco. 

Espuso: que al decir en su demanda que la hipoteca del señor 
Lezama era anterior al embargo del doctor Villanueva, fué por 
haber leído á la ligera el certificado de la oficina de hipotecas 
de foja veintiuna de los autos seguidos por Lezama contra Ba- 
llade, y no haber leido el de foja treinta y tres vuelta de los 
autos de Villanueva contra Carrére. 

Dijo que en el segundo considerando de la sentencia apelada 
se afirma que la hipoteca otorgada en dos de Abril de mil ocho- 
cientos setenta y cinco está extinguida por haber transcurrido 
más délos 10 años que el artículo 3197 del C, C. señala como 
maiinun de duración del derecho hipotecario. 

Que si esto puede desirse atendiendo á letra del artículo 
citado y su concordante 3151, no sucede lo misino si se tiene 
en cuenta el espíritu y la verdadera inteligencia de los mismos 
en armonía con las nociones jurídicas. 
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Que en efecto, en primer lagar, los 10 anos señalados en el ar- 
tículo 3197 son únicamente el término por el cual se opera la pres- 
cripción á favor del deudor hipotecario del privilegio óprelacíon 
para el pago de que goza su acreedor, como lo revela el cuerpo 
de ta nota de dicho artículo que se refiere al tiempo requerido 
según la ley 8*, título 9° del Código Romano para adquirir la 
propiedad de un inmueble poseído con buena fe* y justo título. 

En segundo lugar, la prescripción no puede correr contra el 
acreedor que está haciendo diligencias judiciales para hacer 
valer los derechos que le da su carácter de acreedor hipoteca- 
rio, como ha sucedido con Lezama respecto de Carrere que hace 
más de 13 anos los viene practicando. 

Kn tercer lugar, como lo observa el Dr. Segovia comentando 
el artículo 3198 (3200 de su numeración) cuando se produce la 
extinción del derecho hipotecario por adquirir el acreedor la pro- 
piedad de la cosa hipotecada, y cuando *;sta adquisición, sien- 
do resoluble, llega á revocarse, la hipoteca revive; y tal es, 
puede decirse, lo sucedido en el caso, en que el deudor se com- 
prometió ú dar al Sr. Lezama eu pago de su crédito, el bien 
hipotecado mediante el convenio de foja 15 de los auto* de 
Lezama contra Bailado, en virtud del cual sediú úrden judicial 
para poner al Sr, Lezama en posesión de él, y que quedó sin 
efecto por la instancia de tos embargos; de manera que, dese- 
chada la demanda de tercería de dominio declarando nula la 
adquisición del Sr. Lezama, puede afirmarse que la hipoteca ex- 
tinguida temporalmente por la reunión en el Sr. Lezama de las 
calidudes do acreedor hipotecario y de propietario, ha revivido. 

Que en el tercer cunsid erando se dice que el embargo ú favor 
del Dr. Villanueva es de 10 de Harzo.de 1875, y como anterior 
á la hipoteca del Sr. Lezama, el crédito de aquel debe ser prefe- 
rido al de este, de acuerdo con el artículo 3889, Código Civil, y 
ley 1\ título 13, partida 5", pero que ni el artículo 3889, ni la 
ley citada hacen al caso, pues el primero se refiere á la prenda 
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que es eos» muy distinta del embargo, y la segunda se limita 
á definir lo que es peño y cuántas maneras son déí. 

Que suponiendo que se dé preferencia al crédito de Villanueva 
por ser el embargo trabado en su garantía anterior á la hipo- 
teca del Sr. Lezamn, es de observar que no bay lógica en soste- 
ner la extinción del derecho hipotecario por el transcurso de 
10 nños de qne hablan los artículos 3167 y 3151, Código Civil, 
y admitir que la p relación creada por nn embargo pueda durar 
indefinidamente, pues la inscripción de nn embargo no puede 
ser de mejor condición que la de una hipoteca. 

Que prescindiendo de esto, por cuanto él sostiene que no hay 
extinción del derecho hipotecario, por haber sido ejeroitado en 
juicio* el argumento del tercer considerando solo puede aceptar- 
se respecto del crédito que motivó el embargo de 10 de Marzo 
de 1875. 

Que según se ve á fojas 22. 25 y 29 de los autos de Villanue- 
va contra Carrete, ese crédito fué por 1875 pesos de la moneda 
corriente antigua de la Provincia de Mu en os Aires, es decir, por 
75 pesos fuertes ó sea 77 pesos 50 centavos moneda nacional ; 
de manera qne solo puede preferirse al Sr, Villanueva en el pago 
de esta suma con los intereses á estilo de banco. 

Qne esta conclusión es tanto más justa, cnanto qne dicho 
crédito es perfectamente distinto de los demás créditos que ges- 
tiona Villanueva contra Carrero, puesto que aquel procedo de 
haber Villanueva pagado por Carrfsre la multa á cargo de este 
en que ambos habían incurrido por la falta de sello en un contra- 
to exhibido en juicio, y los demás proceden de alquileres ó de 
comercio de dudosa legititimidad celebrados entre Carrére y 
Villanueva. 

Qne esto se confirma con la disposición del artículo 253 de la 
ley orgánica de los Tribunales de la Capital, qne en las inscrip- 
ciones de embargos é hipotecas manda que se esprese la causa 
qne da lugar al embargo y el impuesto de la obligación que lo 
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origina, de loque la razón no puede ser otra que la de limi- 
tar al monto del crédito así especificado el privilegio que el 
embargo pretiere para su pago. 

Conferido traslado, la parte del Dr. Villanueva pidió la con- 
firmación con costas de la sentencia apelada. 

Dijo que el convenio de la dación en pago del inmueble hipo- 
tecado celebrado entre el Sr. Lezama y Carrero importó una 
novación del primitivo crédito de Lezama por alquileres, según lo 
que disponen los artículos 801 y 812 del Código Civil. 

Qne si bien para satisfacer su Begunda obligación el señor 
Carrére debió otorgar al señor Lezama la escritura de transfe- 
rencia de la finca, con arreglo al artículo 1184, inciso 1° del Có- 
digo Civil, esto no quiere decir que no se hubiese novado la 
primera obligación procedente de alquileres, paos la escritora- 
cioit no importaba sinó el pago ó el cumplimiento de la segunda 
obligación, y la novación existe independientemente de ese 
cumplimiento, según lo ensene Aubry y Rau, tomo 4°, página 
231 , y lo confirman las disposiciones de los artículos 783 y 816 
del Código Civil. 

Que el convenio de dación en pago, aunque hecho por instru- 
mento privado, siendo un contrato conaensual es válido, aunque 
la cosa objeto de la dación sea inmueble, como se deduce de los 
artículos 1140, 1185 y 1187 del Código Civil. 

Que por lo tanto, establecida la existencia de la novación, y 
dado el precepto del artículo 803 del Código Civil, que dice qne 
la novación extingue la obligación principal con sos accesorias, 
el crédito y la hipoteca constituida á favor del Sr. Lezama, que 
funda la tercería han dejado de existir. 

Que además, por el artículo 3197 del Código Civil, la citada 
hipoteca quedó extinguida por el transcurso de 10 años, sin qne 
sean atendibles los argumentos opuestos del Sr, Lezama. 

Que en efecto, el término de 10 anos no se refiere al tiempo 
necesario para operar la prescripción a favor del deudor hipóte- 
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cari* del privilegio del acreedor, como dice el Sr.Lezama, sinó 
qae es el señalado para la duración de la hipoteca. 

Que no siendo los 10 años término de prescripción, sinó de 
simple duración del derecho hipotecario, nada importa que el 
Sr.Lezama haya gestionado la realización de ese derecho. 

Que sin embargo, es inexacto que haya hecho esas gestiones 
duraute 13 unos, ni por ningún tiempo, como resulta del expe- 
diente contra Ballade y del seguido sobre cumplimiento de un 
contrato y cobro de pesos de Villanueva contra Carrero. 

Que lo que hace tres meses el Sr. Lezama litigó fué el domi- 
nio del inmueble hipotecado. 

Que finalmente, el Sr. Lezama no adquirió nunca ese domi- 
nio, y por consiguiente no es aplicable el argumento de que 
resolviéndose el dominio vuelve á revivir el derecho de hipoteca. 

Que fuera de todo esto» el artículo 1351 del Código Civil pro- 
cribe claramente que la hipoteca registrada tiene que renovarse 
antes de los 10 años para conservar los derechos del acreedor, y 
que esta renovación no habiendo sido hecha, han caducado. 

Que ante lo dicho, era innecesario ocuparse de la prioridad 
del embargo de 10 de Marzo de 1875; pero que no es exacto que 
este fué trabado por la multa, sinó que lo fué para garantir 
todas las responsabilidades del deudor. 

Concluyó diciendo que aunque el primitivo crédito del Sr. 
Lezama no se hubiera extinguido por Iti novación, se habría 
extinguido por la prescripción, por cuanto proceda de alquileres, 
y semejante crédito se prescribe por el lapso de 5 años; de ma- 
nera que extinguida la obligación principal por tal razón, quedó 
extinguido el derecho accesorio de hipoteca que funda la terce- 
ría en cuestión. 
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MI* «te Ib ! 

Buenos Aires, Setiembre 18 de 1890. 

Vista la tercería do mejor derecho deducida por Don José 
Gregorio Lezama, en el juicio ejecutivo seguido por el Dr. Emilio 
Villanueva contra Don Bartolomé Carrere, por cobro de pesos, 
resulta: 

Que dicha tercería se fundo en una escritura de hipoteca 
otorgada por Carrere sobre la casa calle de Junin número tres- 
cientos diez y seis, antiguo, el dos de Abril de mil ochocientos 
setenta y cinco y registrada el tres del mismo mes y año, según 
consta á foja primera del expediente traído para mejor proveer, 
caratulado t Lezama Don José Gregorio, contra Don Carlos 
Puyrrpton, sobre tercería 

Que en los autos ejecutivos de Villanueva contra Carrére, se 
trabaron á favor del primero sobre la citada casa, los embargos 
siguientes, á saber: uno el ocho de üarzo de mil ochocientos 
setenta y cinco, registrado el dia diez del mismo mes y año, 
por setenta y cinco pesos fuertes importe de la parte de multa 
por el sello del documento de foja dos de dichos autos, que 
Villanueva pagó por Carrero (fojas veintiocho y veintinueve); 
otro el diez y ocho de Junio del setenta y cinco, registrado 
el veintidós del mismo moa y año, por treinta y dos mil qui- 
nientos pesos papel moneda de Bnenos Aires, importe de alqui- 
leres adeudados por Carrere ¿ Villanueva (fojas cincuenta y 
cinco vuelta y cincuenta y siete); y otro, en Cn, en nueve de 
Marzo de mil ochocientos ochenta y siete, registrado el diez del 
mismo mes y año (fojas ciento veintisiete vuelta y ciento trein- 
ta y cinco vuelta) por la cantidad de cuatro mil pesos moneda 
nacional, que Carrero reconoció deber a Villanueva ademas do 
los alquileres. 

10 
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Qoe el ejecutante y el ejecutado se oponen á la tercería ale- 
gando la prioridad de estos embargos con relación i la fecha de 
la hipoteca : la novación de la obligación hipotecaria producida 
por el convenio de dación en pago de la casa hipotecada, cele- 
brado por Lezama con Carrére á foja quince de loa autos de Le- 
zama con Puyrreton y Carrére; y por último, la extinción de 
la hipoteca por el transcurso del tiempo señalado por la ley para 
su duración. 

Y considerando en cuanto a este último punto, al cual se con- 
trae la sentencia apelada: 

Primero: Que según la disposición de los artículos tres mil 
ciento treinta y cinco y tres mil ciento noventa y siete del Códi- 
go Civil, la hipoteca no perjudica á terceros, sino cuando se ha 
hecho pública por su inscripción en el oficio de hipotecas, y sus 
efectos se extinguen pasados diez años desde que se tomó razón 
de ella en dicho oficio. 

Segundo: Que por lo tanto, el derecho de preferencia en el 
pago que fundado en su escritura de hipoteca, alega Don José 
Gregorio Lezama, se halla totalmente extinguido; pues desde 
el tres de Abril de mil ochocientos setenta y cinco, en que se 
tomó razón de dicha hipoteca, hasta el doce de Octubre de mil 
ochocientos ochenta y ocho, <»n que so dedujo la tercería de mejor • 
derecho, fundada en ella, h& transcurrido con exceso el término 
de diez años, que la ley señala para su duración. 

Tercero: Que las gestiones hechas ante los Juzgados do la 
Provincia y Nacionales para obtener el pago del crédito hipote- 
cario, si bien han podido interrumpir la prescripción respecto 
de este, no son bastantes para impedir la extinción do los efec- 
tos que respecto de terceros atribuye la ley á la hipoteca re- 
gistrada ; pues el único medio de conservar aquellos es ta reno- 
vación de la inscripción de esta en el registro correspondiente, 
según se ve por lo dispuesto en el artículo tres mil ciento cin- 
cuenta y uno del Código Civil. 
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Cuarto: Que de las disposiciones citadas no puede deducirse, 
como lo pretende el tercerista, que el efecto de ios embargos 
obtenidos por Villanue*a, ha caducado igualmente por el trans- 
curso de diez años, sin haber sido renovada bu inscripción: 
primero, porque esas disposiciones se refieren á la hipoteca so- 
lamente, y por lo mismo, no puede hacérselas ostensivas á los 
embargos, que son distintos de aquella ; y segundo» porque la 
inscripción de estos y la duración de ios efectos de su inscrip- 
ción están regidos por las disposiciones contenidas en el título 
catorce de la ley orgánica de los Tribunales de la Capital, la 
cual en su artículo doscientos cincuenta y cinco (artículo dos- 
cientos cuarenta y cinco de la ley de mil ochocientos ochenta y 
uno) establece, que las inscripciones no se extinguen en cuanto 
á terceros sino por su cancelación, ó por la inscripción do la 
transferencia del dominio 6 derecho real inscripto á otra per- 
sona. 

Por estos fundamentos, y Jos concordantes espuestos por el 
Juez a quo: se conlirma con costas la sentencia apelada de foja 
treinta. Notifíquese con el original y repuestos los sellos de- 
vuélvanse con los autos traídos para mejor proveer. 

BENJAMIN VI crome A — FEDERICO 
IBARGUREN. — C. S. DELA TORRE. 
— LUIS V, VARELA. 
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D. Carlos Castilla, contra el flanco Racional, por entrega 
de un terreno ; sobre cumplimiento de sentencia. 



Sumario. — í° Disponiendo la sentencia que el demandado 
entregue la cosa Tundida, ó en su defecto reembolse el precio 
recibido con mus los daños y perjuicios, no debe aquel ser obli- 
gado á pagar loa intereses del precio. 

2 o Para estimar el quantum de los daños y perjuicios, debe 
abrirse la causa a prueba, y no ordenarse el nombramiento de 
peritos. 

Caso. — D. Cailos Castilla que había comprado juntamente 
con los señores Germán Oldendorff y Carlos F. Palacios un te- 
rreno in los suburbios del Rosario á I). Javier Munuce, quien lo 
había adquirido del Banco Nacional, demandó a este último a 
hacerle entrega del terreno, bajo apercibimiento de patjarle su 
valor actual y los perjuicios, con las costas. 

Castilla había comprado también su parte á los señores Ol- 
dendorff y Palacios. 

EIJuc* Federal del Rosario falló declarando que el Banco 
Nacional debía entregar á Castilla el inmueble vendido y en su 
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defecto restituirle el precio pagado, con indemnización de las 
costas, daños y perjuicios ocasionados. 

El Banco apeló y contestada la expresión de agravios, la Su- 
prema Corte falló que habiendo el demandado reconocido sn 
obligación de entregar el terreno en cuestión, ó de abonar en su 
defecto el pr?cio pagado por el demandante, desistiendo de la 
apelación que á este respecto tenía interpuesta ; y atentas las 
d i iposiciones contenidas en los artículos 505 y 5H del Código 
Civil, se confirmaba la sentencia, con costas, en la parte apela- 
da (Tol. 35, págioa374). 

Bajados los autos la parte de Castilla dijo: que habiendo de- 
clarado el Banco que no podía entregar el terreno que vendió, y 
debiendo pagar la indemnización procedente en subsidio, pidió 
que se les convocara ú una audiencia para el nombramiento de 
peritos que ilustrarían al Juzgado acerca del valor que dicho 
terreno tendría en la época actual. 

Corrido traslado, el Banco sostuvo que el precio que debía 
devolver al vendedor del terreno que no podía entregar, era el 
que recibió, y los daños y perjuicios, los intereses de ese precio; 
y pidió al Juzgado que así lo declarara. 

Falle M Juf* Federal 

Rosario, Abril 18 ik' 1890. 

Y vistos : Este incidente sobre ejecución de la sentencia de 
foja HO, confirmada por la Suprema Corte mediante su auto 
de foja 458 ; alegándose por el demandante, tener este derecho 
derivado de la misma sentencia, á obtener la devolución del 
precio del terreno que ha sido materia de este juicio, con más 
el resarcimiento de las costas, daños y perjuicios ocasionados, 
en tanto que el contrario limita su responsabilidad á la rostitu- 
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oíod del precio y pago de interósea, apoyado en la prescripción 
del artículo 1413 del Código Civil. 

Y considerando: I o Que en la parte dispositiva de la sentencia 
de este Juzgado, el Banco fué condenado á la entrega do la co- 
sa materia del litijio, 6 en su defecto a la devolución del precio 
y sus intereses á estilo de Banco, de acuerdo con la prescrip- 
ción contenida en el artículo 1 ÍI3 del Código Civil, como asi- 
mismo al pago do los daños y perjuicios procedentes de la ine- 
jecución de la obligación. 

2 o Que la Suprema Curte al continuar, a foja 158, dicha sen- 
tencia, ha invocado como fundamento de esa confirmación la 
disposición contenida en el inciso 2 a del articulo 505 del Código 
Civil y la prescripción que contiene igualmente el artículo 511 
del mismo Código. 

3 o Que estas disposiciones legales establecen de una manera 
terminante lo siguiente,: la primera, que los efectos de las 
obligaciones respecto del acreedor, son obtener de su deudor las 
indemnizaciones que correspondan; y la segunda, que el deudor 
de la obligación es también responsable de los daños é intereses 
cuando por culpa propia ha dejado de cumplirla. 

4° Que de todo lo anterior, surja eutónces, la consecuencia 
inmediata de qae el Banco Nacional se encuentra en la obliga- 
ción de resarcir al demandante, á más de los intereses de la 
suma entregada como valor del precio de la cosa objeto del con- 
trato de venta no cumplido, los daños y perjuicios a que se re- 
fiere el articulo 2121 del Código mencionado, como único me- 
dio de indemnizarlo de los dos motivos de la pérdida sufrida y 
que se sintetizan mediante las expresiones de daño emergente, 
y lucro cesante. 

5° Que aún dada por sentada la buena fé de parte del Banco, 
el acto de la venta, como que implícitamente trae consigo bien 
conocidas y definidas responsabilidades, le imponía todo el 
cuidado conveniente para la eficacia de la misma y la falta de 
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perjuicios posibles a so contratante, con el objeto de evitarlas 
responsabilidades que la Jey tiene consagradas en el preoepto 
contenido en el artículo 902 del Código Civil, según el cual cuan- 
to mayor sea el debeT de obrar con prudencia y pleno conoci- 
miento de los cosas, mayor seré la obligación que resulte de las 
consecuencias posibles de los hechos, agregando e] 903 que las 
consecuencias inmediatas de los hechos libres (en cuyo caso 
se encuentran las que se establecen en esta sentencia, como de- 
rivadas del hecho libre de la venta), son imputables al autor de 
ellos, como aún las mismas consecuencias mediatas, en las ca- 
sos previstos por el articulo 904. 

Por tanto : se declara que de acuerdo con la sentencia dicta- 
da en esta causa, debe el Banco Nacional abonar, fi más del 
precio recibido por la co3a vendida, y sus intereses y costas del 
juicio, los danos y perjuicios, materia de este incidente, á ob- 
jeto del justiprecio de los cuales, las partes deberán concurrir 
á la audiencia del quinto día hábil posterior á la ejecutoría de 
la sentencia, para el nombramiento de peritos. Hágase saber y 
repóngase, 

(¡. Escalera y Zuviria. 



WmMm d« I» Suprema fmvtm 

Buenos Airea, 18 de Setiembre de 1890. 

Vistos : Hallándose dispuesto por la sentencia de foja ciento 
diez, confirmada por la de esta Suprema Corte de foja ciento 
cincuenta y ocho, únicamente que el demandado, en defecto de 
entrega de la cosa vendida, debe reembolsar al demandante el 
precio pagado por ella, con más los daños y perjuicios resultan- 
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tes de la inejecución del contrato, y no como se expresa en el 
uto recurrido de foja doscientas una, el valor de esos daños 
y perjuicios y el de los intereses de la suma pagada, acumulati- 
vamente: se revoca el auto referido, en cuanto así lo dispone, y 
se declara que esta causa debe ser abierta a prueba sobre el 
quantum de los danos y perjuicios reclamados y mencionados 
en las sentencias ya citadas ; y estimarse judicialmente en su 
mérito, el valor de tas indemnizaciones que deben abonarse al 
demandante. Repónganse fos sellos y devuélvanse. 

BENJAMIN V1CT0HICA. — FEDERICO IBA El - 
CÚREN. — C. S. DE LA TOARE. — LUIS 
V. VARELA. — ABEL BA7.AN, 



ÍAVHA LIT 



Don Delfín Vietjra contra la Provincia de Santa Fé, sobre 

cobro de pesos. 

Sumario. — No puede pedirse como precio de un terreno el 
fijado por personas no autorizadas para ello. 



Caso.— Don Ezequiel Dndignac, por D, Delfín Vieyra, se pre- 
sento ante la Suprema Corte exponiendo: que el Gobierno de 
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la Provincia de Santa Fé adeuda á su representado el precio de 
un terreno, según los siguientes antecedentes: Que el terreno 
está situado dentro de la estación del F. C, de las Colonias del 
Oeste de Santa Fé y se halla ocupado por dicho F. C. desde 
1887, siendo su extensión de 9357 metros cuadrados, div id ido 
en dos fracciones por la linea férrea, que partiendo de esa esta- 
ción vá háciael Norte, debiendo advertirse que el Gobierno pa- 
go ya el terreno comprendido entre los rieles. Qne posterior- 
mente y en el mismo año 87 el F. C. tuvo necesidad de ocupar 
los 0357 metros con 93 centímetros cuadrados, y lo hizo sin dar 
aviso á los dueños ni solicitar la expropiación correspondiente, 
y en virtud de autorización que, según la empresa, le acuerda 
la ley de concesión. Que D. Antonio Yieyra, Gerente del Banco 
Nacional del Paraná, dueño en esa época del terreno, lo vendió 
al Dr. D. Domingo del Campo y á D. Javier Silva, Gerente este 
del Banco Nacional de Santa Fé, quienes iniciaron ante el Go- 
bierno de la Provincia, un expediente pidiendo la desocupación 
inmediata del terruño ú su pago al precio corriente. Que en di- 
cho expediente la Dirección del F. C, reconoció que el terreno 
había sido ocupado en virtud del artículo 15 del» ley antes cita- 
da; y D, Tomás Larguía, Director General de los ferro- carriles 
de la Provincia y además representante del Gobierno en todos 
los asuntos de expropiación, manifestó ser verdad cuanto ex- 
ponían los señores Silva y del Campo, á quienes el Gobierno 
debía abonar el valor del terreno, previa tasación. Qne así 
mbmo el Fiscal de Gobierno Dr. Seguí expresó que los solici- 
tantes habían acreditado su propiedad por medio de escrituras 
públicas j corresponder pagarle su precio. Que más ó menos 
por este tiempo, D. Javier Silva transfirió su derecho á D, Justo 
Cabal,quien á mi vez lo trans6rióáD. Delfín Vieyra. Que mien- 
tras tanto el Dr. del Campo seguía gestionando el pago del pre- 
cio; y envista de haberle dicho el Gobernador que ei Gobierno 
carecía de fondos para atender á todos las expropiaciones, pero 
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que se le haría el pago terminado que fuera el contrato de ar- 
rendamiento que tenía entre manos, de los ferro-carriles de la 
Provincia, con tos fondos que por esta causa debía recibir; de- 
terminó el Dr. del Campo esperar esa oportunidad. Que termina- 
do ese contrato y depositados los fondos por la empresa en el 
Banco de Santa Fé, á la órden del Gobierno, el Dr. del Campo 
fué prevenido en Buenos Aires por el Dr. Galvez de que ya ha- 
bía llegado la oportunidad de pagarle, y aquel trasmitió la no- 
ticiad D. Del fin Vieyra T que & la sazón había adquirido su de- 
recho, viniendo así á ser el único dueño del terruño y único 
acreedor de su precio. Que en Marzo de 1889 se trasladó Vieyra 
á Santa Fé para recibir el precio, y se presentó al Gobierno con 
sus títulos de propiedad en forma y el expediente administra- 
tivo de la referencia ; y eJ Ministro de Hacienda pasó esos ante- 
cedentes Á D. Federico Portalis, mimbrado para intervenir en 
todas las tasaciones y pagos relativos á tos terrenos para el fer- 
ro-carril. Que Porta lis, domiciliado en Buenos Aires, no se en- 
contraba en Santa Fe, pero si el Sr. Aubry, que es su represen- 
tante permanente y debidamente documentado páralos mismos 
fines, por cuya causa se recibió de los antecedentes. Que estan- 
do así representado el Gobierno por Larguía t y Portalis por 
Aubry, procedieron dichos representantes ¿ la tasación, ponién- 
dose de acuerdo para fijar el precio de 10 pesos por vara cua- 
drada, el que fué aceptado por Vieyra. Que hecho esto, se pro- 
cedió a la escrituración, trasmitiendo Yieyra al Gobierno de 
Santa Fé el dominio del terreno, y recibiendo en pago un bole- 
to órden contra la empresa, según es de práctica allí en todas 
estas expropiaciones. Que con este boleto- órden se presentó 
Vieyra á la empresa, la cual lo caogeó por una carta órden 
contra Portalis en Buenos Aires para su abono. Que presentada 
esta última, Portalis no la pagó porque dijo necesitar algunos 
informes de Santa Fé. Que debiendo llegar en esos días á Bue- 
nos Aires el Dr. Galvez, manifestó Portalis deseos de que él 
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interviniera en la conclusión del asunto, y con ¿1 se celebraron 
algunas conferencias resultando en definitiva que el propietario 
no ha recibido hasta hoy au dinero, que asciende á 124,770 pe- 
sos m/n. Que en vista de estos antecedentes y de conformidad 
con lo prevenido por los artículos 1024, 1423, 510, 750 y 022 
del Código Civil, demanda al Gobierno de Santa Fe para que se 
le condene al pago de la suma ya mencionada, con intereses y 
costas. 

Presentó con la demanda: 1° Una carta fechada en cata ciudad 
c) 22 de Marzo de 1889, firmaría Federico Portalis y dirigida á 
D. Del fin Vieyra, y en la cual Ir acusa recibo de otra de la 
misma fecha referente al asunto di* expropiación del ferro-car- 
ril de Santa F£; 2 Ú Otra carta dirigida al mismo demandante y 
firmada por Portalis en que le anuncia que el Dr. Gal vez no ha- 
bía llegado por el tren de la mañana; que suponía llegaría a la 
tarde por vapor y podrían verle al día siguiente por la mañana; 
3* Una carta fechada en Santa Fé el 18 de Marzo de 1889, di- 
rigida a D. Delfín Vieyra y firmada, por poder de F. Portalis, K. 
Aubry . Se dice en ella que por el certificado del señor Largufa, 
qua Vieyra le haTemitido, queda informado de que se ha escri- 
turado al Gobierno el terreno expropiado para el ensanche de la 
estación, compuesto de 9357 metros cuadrados 00 centímetros, 
por el valor total de 124,779, es decir, á razón de 10 pesos vara 
cuadrada; que estando don F. Portalis en Buenos Airea, y como 
los fondos destinados para esos pngos se encuentran depositados 
á su órden en el Banco Provincial del Rosario, la misma carta 
le servía como suficiente órden para que Portalis le pague la 
indicada suma, pues como es de practica, Vieyra se había dado 
por recibido de la cantidad, al firmar la escritura de venta. 

Acreditada la jurisdicción originaria déla Suprema Corte en 
el caso, por ser el actor vecino de esta capital, se corrió traslado 
de la demanda. £1 Dr. D. Benjamín Basualdo la contestó por 
el Gobierno de Santa Fé, pidiendo que se absolviera de ella á su 
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representado con costas al actor. Dijo: que loa dncumentoa 
•recitados no fundan la demanda respecto del Gobierno de 
Saota Fé, que por confesión del mismo actor, resulta estar libre 
de toda obligación por decirse en la escritura que se ha pagado 
el precio del terreno. Que según las cartas presentadas y cuja au- 
tenticidad no le consta, parece que el demandante recibió en pago 
del terreno nn documento de crédito contra un tercero, el señor 
Portalis y ese pago legal y perfecto, desligó al deudor de la obli- 
gación con arreglo á lo dispuesto por los artículos 779 y 780 
del Código Civil. Que paTece que el tercero que debía pagar 
el crédito que Vieyra aBrma habérsele entregado, ha opuesto di- 
ficultades, pero esto no autoriza la demanda contra el Gobierno, 
sobre pago del precio de un terreno que pagó según la escritura. 
Que así, Vieyra no tendrá mis derecho que el de demandar á 
Portalis; pero al Gobierno sale después de haber hecho escu- 
•sion en ios bienes de anuol (1481 1 C. C.) y como píiTece que 
Vieyra ha procedido con culpa ó negligencia, respecto del cré- 
dito, quien sabe si cuando llegue la oportunidad de recurrir al 
Gobierno, no ha perdido todo derecho ú la garantía do la sol- 
vencia actual ó futura del deudor, con arreglo á lo dispuesto por 
el artículo 1483, Código Civil. Que aún probados les hechos ale- 
gados por el actor, no le favorecerían, pero de todos modos exige 
esa prueba, pues no le consta que sean exactos. 

Vista la causa en 18 deHaitq de 18901a Suprema Corte dictó 
el siguiente auto: 

Para mejor proveer, esprese el demandado los términos del 
boleto órden que d ice á foja 8 haber recibido para el pago del 
valor del terreno á que estos autos se refieren; y notifíquese al 
representante de la Provincia de Santa Fé presente testimonio 
de la ley de concesión del ferro-carril de las colonias, mencio- 
nada á foja 5 vuelta de la demanda y de la cláusula del con- 
trato respectivo, referentes á la expropiación de los terrenos ne- 
cesarios á la colocación de la vía de dicho ferro-carril. 



DS JUSTICIA NACIONAL 



301 



£1 día 27 de Marzo Don Ezequiel Dudignac par el Sr. Vieyra 
se presesentó acompañando los siguientes documentos : 

1° Copia del boleto orden mencionado, firmado por J. Lar- 
guía, copia entregada por el Sr. Federico Portalis cuya firma 
figura en el documento, dice : 

Señor Don Federico Porlalü.— Estando hecha la escritura- 
ción en favor del Gobierno de 9357 metros ocupados por el fer- 
ro-carril Santa Fé á Reconquista, propiedad del Sr. Don D. 
Vieyra, se servirá abonarle la cantidad en que Vd. ha avaluado 
dicha propiedad. — J. Lanjuia. — Es copia conforme: Federico 
Portalit. 

Ü° Copia de un decreto del Gobierno de Santa Fe de fecha 
18 de Octubre de 1888 del cual resulta que el Gobierno debiendo 
efectuar el pago de los terrenos expropiado» para la construc- 
ción de ferro-carriles, comisionó á Don Federico Portalis para 
que practicara las tasaciones y los arreglos necesarios, debiendo 
proceder de conformidad con lo dispuesto en la ley de 15 de 
Octubre de 1867. 

Se pasó vista á la parte demandada y el Dr. Benjamín Ba- 
sualdo, apoderado de la Provincia de Santa Fé, contestando el 
traslado, dijo; 

Que los documentos presentados por el demandante no alte- 
raban el estado de la cuestión. 

Que no le consta la autenticidad del boteto presentado, pero 
que en el supuesto deque sea auténtico, si el Sr. Vieyra lo reci- 
bió en pago, otorgando recibo del valor del terreno, no le queda 
mis acción que cobrarlo el Sr. Portalis, siempre en el caso de 
que el Sr. I, argüía haya tenido poderes suficientes del Gobierno 
de Santa Fé para verificar esa compra. 

Que el Sr. Vieyra uo se ha empeñado en presentar el testi- 
monio de escritura pública donde deben estar, si existen, los do- 
cumentos habilitantes del Sr. Larguia. 

Que acompañaba el documento ordenado aunque dadas las 
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condiciones de li demtada piense que ninguna influencia puede 
tener en la cuestión. 

Acompañó : Una cópia de la ley de concesión de ferro-carriles 
de 3 de Noviembre de i 882, cuyos artículos I o , 11 y 12 dicen 
respectivamente lo que signe : 

< Art. 1°. — Autorizase al P. E. de la Provincia para contra- 
tar con los señores John G. tfeiggs Sun de Londres por cuenta 
de la Provincia, un ferro-carril á vapor, que partiendo del puer- 
to de esta ciudad de Santa F¿, cruce el rio Salado en el ponto 
que se designe, de acuerdo con las contratistas, una vez ter- 
minado el estudio, que se dirija hacia el Noroeste pasando por 
las colonias principales bajo las bases y condiciones siguientes : 

c Art. 11. — Los terrenos para la vía y las estaciones serán 
entregados oportunamente y gratuitamente por el Gobierno a 
los contratistas. 

< Art. 22. — Declárase de utilidad pública la expropiación de 
los terrenos necesarios para el ferro-carril y queda autorizado el 
P. E. para invertir de rentas generales, ó de los títulos de ren- 
tas creados por esta ley, la cantidad necesaria paru este objeto, 
así como para la de indemnización por demolición de ed i (icios, 
apertura de cercos, ó cualquiera otro derecho de tcrceTo que se 
opusieran á la realización de la obra. » 

Con decreto fecha Abril 15 de 1890 la Suprema Corte abrió 
la causa á prueba debiendo esta versar: 1° sobre si el deman- 
dante se halla ó no cubierto del valor de los terrenos, i que se 
refiere la demanda; 2? sobre la verdad del documento de foja 
36, y los poderes en virtud de Los cuales procediera en su caso 
á suscribirlo Don Javier Larguía; 3 a sobre el carácter de agente 
6 representante del Gobierno de Santa Fé, de Don Federico Por- 
talis para la tasación y pugo de los terrenos antes mencionados. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



303 



Prueba del demandante 

í* Un interrogatorio al tenor del cual contestó el señor Fe- 
derico Portalis. 

Primera pregunta. — Por las generales de la ley. 

Contestó : Que conoce á Don Delfín Yieyra y que no le com- 
prenden los incisos dos á seis del artículo 127 de la Ley de Pro- 
cedimientos. 

Segunda pregunta. - Diga ser verdad que Don R. Aubry es 
apoderado del declarante en Santa F¿, debiendo indicar los ob- 
jetos del mandato, la fecha y el protocolo en que se halla. 

Contestó: Que el Sr. Aubry es el encargado en Santa Fe de 
los asuntos de la casa de comercio del declarante, según poder 
otorgado en esta ciudad ante el escribano Molina, según cré*e, 
que no recuerda con exactitud la fecha del mencionado poder, 
pero sí que es anterior á los hechos que han dado lugar 1 este jui- 
cio; y que el Sr. Aubry además de ser encargado en Santa Vé 
de su casa de comercio, es apoderado del declarante en asuntos 
personales. 

Tercera pregunta : Que son del declarante las firmas puestas 
ni pié de los documentos de fojas 1 , 1 y 3G. 
Contestó: Que es cierto. 

Cuarta pregunta : Que el declarante es apoderado del Go- 
bierno de Santa Vé para tasar y pagar los terrenos expropiados 
pura ferro-carriles, debiendo indicar la fecha del ó de los decre- 
to* expedidos con tal objeto. 

Contestó: Que tiene el poder á que alude la pregunta en los 
términos del decreto del Gobierno de Santa Fé t en ja copia pre- 
senta para ser agregada ; que además, después de expedido el 
decreto, el mismo Gobierne puso á la órdeu del declarante fon- 
dos para pagar el valor de las expropiaciones, estando estos 
depositados en el Banco Provincial del Rosario, contra el cual 
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giraba el ¿«clarante en favor de loa propietarios de terrenos, á 
medida que ello era necesario. 

Quinta pregunta t Que el Sr. Jonás Larguía es apoderado 
eipecial del mismo Gobierno, para intervenir en las escritura- 
ciones de esos terrenos. 

Contestó : Que en los casos que conoce, el Sr. Lar guía ha 
intervenido en Jas escrituras á nombre del Gobierno, pero no 
sabe si tiene poder especial para ello ; que el mencionado Sr. 
L erguía como encargado del Gobierno expide el certificado rela- 
lattvo á cada bien & expropiarse ; en vista de esto certificado el 
declarante discute los precios con los interesados, y arreglado 
esto se otorga la escritura, después de lo cual el declarante gira 
para el pago; quel Sr # Largufa desempeña estas funciones co- 
mo Director General de los Ferro-carriles de la Provincia; que 
a la fecha de los hechos que han motivado esta causa, dicho Sr. 
era solo Inspector de los ferro-carriles, aunque con las miomas 
atribuciones que tiene ahora como Director. 

Serta pregunta : Que el procedimiento establecido en estos 
casos, es que se dé en la escritura por recibido él precio, el cuul 
en realidad, lo paga después el declarante á la presentación de 
la carta certificada del Sr. Largufa por la que se le avisa que la 
escrituración se halla estendida. 

Contestó : Que efectivamente la escritura se hace dándose en 
ella por pagado el precio, aunque esto no tiene lugar sino des- 
pués, cuando et declarante sabe que la escritura está hecha, de 
lo cual tieue conocimiento no por et certificado del Sr. Largufa, 
qoe es siempre anterior á ese acto y no hace referencia sino á la 
ocupación del terreno, sinó por su encárgalo en Santa Fé, ó 
por el Escribano autorizado 6 por otros medios. 

Sétima pregunta : Que en tal concepto se procedió en el 
caso de Vievra, porque no hall undoso el declarante en Santa 
Fé, la carta de Largufa fué presentada por Vieyra á Aubry. 
Contestó : Que en el caso mencionado la tasación no se hizo 
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por el declarante en ejercicio de las facultades que le confiere 
el decreto á que antes ha aludido; que la escrito ración se hizo 
en V1 rti,d de una tasación consentida por el Sr. Larguía y por 
el Sr. Aubry, que consideró no deber ratificar; que per lo demás 
tuvo conocimiento de la escrituración, perú „ hizo el pago del 
precio per el motivo mencionado. 

Octava pregunta: Que este reservo I. Carta de Larguía y 
d.o á V,oyra CD cambio la que corre á foja 3 de estos autos, la 
cu.il le sera mostrada, sea el original ó la copia. 

Constó: Que recuerda que Tiey ra le presento la carta que 
indica, emendóle el pago, que el declarante no hizo por la ra- 
zón ya os puesta. 

mma pregunta: Que Vieyra se presento con esa carta de 
Aubry ante el declarante, quien no abonó el ralor de los terre- 
nos vendidos, debiendo espreaar la causa. 
^Contestó: Que se reCere a lo declarado en la pregunta ante- 
di®* pregunta : Que posteriormente se celebraron algunas 
conferencias á las que asistió el ex-Gobernador Calves las que 
d!eron por resultado que Vieyra no recibiera el precio do estos 
terrenos, debiendo espresar la causa por la cual no fueron 
pagados. u 

Constó: Que sabe, que con motivo de su negativa, Vieyra 
pidió al ex-Gobernador Dr. Gairez que ordenara el pago del 
terreno según la tasación consentida por los señores Larguía y 
Aubry y que el declarante no aceptó, tanto porque la creía ele- 
vada cuanto porque entiende que no puede delegar sus funcio- 
nes de avaluador délos terrenos que el Gobierno de Santa Fé le 
ha concedido ; que el Dr, Gahez no accedió al pedido de Vievra 
parque reputó alta dicha tasación. 

Agregó: Que las avaluaciones en los casos como el deaue 
se trata, revisten el carácter de «na transacción, porque según 
la ley de expropiaciones de Santa Fé, debe atenderse i la época 
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en que el terreno fué ocupado por el ferro-carril 6 á aquella en 
que la ley te rotó; y entúaces se trata de arribar de común 
acuerdo á nn precio que no sea ni tan bajo como los quo los ter- 
reno» tenían en la fecha mencionada, ni tan alto como el que 
tenían en la actualidad. 

En este estado dijo: que lo que la ley de Santa i é disponía 
era atender al pTecio del terreno untes de ser autorizada la obra 
publica que da lugar á la expropiación, según lo espresa en su 
artículo decimoquinto. 

4 1 Copia de una carta firmada por el señor R. Aubry, de la 
cnal resulta que habiéndose dado el señor Vieyra, como es de 
práctica, por recibido de la suma de 124,779 pesos m/n., valor 
de los terrenos expropiados, y estando ausente el señor F. Por- 
talis a la orden del cual estaban depositados los fondos para ese 
pago, el señor Aobry envía al señor Vieyra la presento carta 
para que le sir riera como suficiente orden a fin de qut: el señor 
Portalis verificara el pago de la espresada snnr». 

Ü* Un interrogatorio al tenor del cual ce -testó el señor Rafael 
Aubry. 

Primera pregunta ; Pot las generales de la ley. 
Segunda pregunta: Diga ser verdad que es suya la firma 
puesta a) pié de la carta (anterior) que le será puesta de ma- 
nifiesto. 

Contestó : Que es la suya propia. 

Tercera pregunta: Que el declarante es representante del 
señor Por tai is, debiendo indicar los objetos del mandato y el 
protocolo en que fué otorgado y su fecha. 

Contestó: Que es cierto, pero en negocios particulares, que 
el poder fué hecho en Buenos Aires por el escribano Don Ni- 
canor Repetto, con fecha 6 de Marzo del año pasado. 

4 a Otro interrogatorio & tenor del cual contestó el Sr. Don 
Joñas Largofa. 

Primera pregunta : Pot las generales de la ley. 
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Segunda pregunta : Diga ser verdad que como apoderado del 
Gobierno de Santa FÉ, intervino en la escritora de venta que 
á favor de éste otorgó Don Delfín Vieyra, de un twreno desti- 
nado á la prolongación de la estación de) ferro carril de Santa 
Fé á las Colonias, con fecha 18 de Marzo de 1889, ante el 
el escribano Nicolás M. Fontes, 

Contestó: Que es cierto. 

Tercera pregunta : Que el declarante díó al señor Vieyra en 
ese arto una carta certificada concebida en los siguientes tér- 
minos : 

€ Seíior Don Federico l'ortalis.^ Estando la escrituración en 
favor del Gobierno de 9357 metros y 91 centímetros ocupados 
por el ferro-carril de Santa Fé á Reconquista, propiedad del 
Señor Don Delfín Vieyra, se servirá abonarle la cantidad en 
que Vd. ha avaluado dicha propiedad t — J. Larguía.* 

Contestó : Que no recuerda haber escrito esa carta. 

Cuarta pregunta: Que el declarante al espedir esa carta lo 
hizo siguiendo la práctica establecida en las cipropicciones de 
terrenos para ferro-carriles, que consiste en darse por pagado 
el precio en la escritura, el cual es abonado en realidad des- 
pués por Don F. Fortalis, encargado especialmente por el Go- 
bierno para tasar y pagar, lo que este caballero verifica á la 
presentación de una carta certificada espedida por el declarante 
en la forma de la preinserta. 

Contestó: Que, como había dicho, no recuerda haber escrito 
tal carta, y que en las expropiaciones la práctica que usa ea 
dar el certificado de laestension del terreno expropiado en vista 
del cual el encargado del Gobierno para la expropiación se 
pone de acuerdo con el propietario sobre el precio, y entón- 
eos el mismo expropiado manda estender la escritura con el 
escribano encargado, y que después de hecha la escritura la 
firma á nombje del Gobierno, y que terminada la operación es 
abonada por el señor Fortalis. 
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Quinta pregunta : Que el declarante está facultado por de- 
creto espedido por el Gobierno de Santa Fé, para representarlo 
en lo» actos de escrituración de terrenos espropíados para 
ferro-carriles , j proceder en la forma qne lo ha hecho, y que 
en tal virtud ha ínter venido en muchas otras análogas ú esta. 

Contestó : Que está autorizado para firmar las escrituras 
por el Gobierno. 

5e*ía pregunta: De público y notorio. 

ConteBtó: Que es. 

Repreguntado : Diga si él remitió al señor Portalís el certifi- 
cado donde constaba la extensión del terreno expropiado al 
señor Vieyia. 

Contestó: Que es cierto, y cree habérselo dado al señor 
Vieyra para qne lo entregara al señor Portalís. 

5 a Copia del decreto espedido por el Gobierno de Santa Fe" 
con fecha Octubre 18 de 4888, comisionado ú don Federico 
Portalis, para que practique laa tasaciones de los terrenos 
expropiados para los ferro-carriles de la Provincia. 

6* Copia de otro decreto ídem, con fecha Febrero 18 de 1889, 
oreando una Dirección General de ferro-carriles Provinciales, 
y nombrando Director al señor Don Joñas Larguía. 

7" Una escritura pública otorgada en Santa Fó en 18 de Mayo 
de 1889 de la cual resulta que Don Delfín Vieyra vendió al 
Gobierno de Santa Fé una fracción de terreno compuesto de 
12,477 y 30 céntimos voTas cuadradas para la prolongación 
de la Estación del Ferro carril de Santa Fé al precio de 124,779 
pesos con 40 centavos m/n, precio aceptado por el compare- 
ciente y que en la escritura resulta haber sido recibido antes de 
este acto á su entera satisfacción, aceptando también la escri- 
tura el señor Don Jonás Larguía en su carácter de apoderado 
especial del Superior Gobierno de la Provincia* 

8* Otro decreto del Gobierno de Santa Fé nombrando su apo- 
derado especial al señor Don Jonás Larguía para las gestiones 
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conducentes á las expropiaciones que debían verificarse para el 
ferro-carril, 

9 a Otro decreto idem nombrando perito tasador de dichos 
terrenos al señor Don Anacleto Rosas, en sustitución del señor 
Clemente San Martin, fecha Marzo 12 de 1884. 

10* Una nota del señor Gobernador de Santa Fe, comunicando 
que el señor Don Joñas Larguía fué nombrado en 14 de Junio 
de 1883, con el objet > de que practicas-; las operaciones nece- 
sarias para las expropiaciones de terrenos para el ferro-carril; 
que el Gobierno de Santa Fé no ha efectuado el pago á Don 
Delfín Viejra por no tener conocimiento oficial de que esa 
compra haya sido hecha, ni tampoco con conformidad de este 
Gobierno; que Don Federico Portalis fué nombrado tasador en 
18 de Octubre de 1888, y también para hacer los pagos con 
arreglo á lo dispuesto en el artículo i de la ley de 19 de Se- 
tiembre de 1888. 



Pallo «le Ir Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 18 d« 1890. 

Vistos estos autos iniciados por don Delfín Vieyra contra la 
provincia de Santa Fé, por cobro de la suma de oiento veinte y 
cuatro mil setecientos setenta y nueve pesos moneda nacional 
(124.779 0) procedentes del precio de venta de un terreno de su 
propiedad ubicado dentro del radio de la estación central del 
ferro-carril & las colonias de dicha provincia, que expresa le fué 
tomado y ocupado en mil ochocientos ochenta y siete por su 
Gobierno ó por la empresa respectiva, con su autorización, para 
ensanche y prolongación de la estación nombrada, añadiendo 
que por reaolneion del Gobierno de Santa Fó este terreno fue 
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en mil ochocientos ochenta j nueve ea la cantidad men- 
por la persona oficialmente autorizada para ello» ó sea 
Ion Federico Portal is, quien á su vez procedió, representado en 
el caso por su apoderado ea Suata Fé, don Raúl Aubry ; que 
aceptada esa tasación por su parte, se procedió á extender y se 
extendió á favor del Gobierno la escritura de venta correspon- 
diente, interviniendo en el acto á nombre de aquel su agente y 
encargado don Junás Lárgala, director general á la vez de loa 
ferro-carriles de la provincia ; y, finalmente, que siu haber re- 
cibido el precio de venta en especie, según reza la escritura re- 
f erída, se diÓ, sin embargo, por recibido de él, con sólo la carta 
órden que acompaña en copia, y que recibió para su pago de 
dicho Larguía contra el expresado don Federico Portalis, agen- 
te y comisionado del Gobierno para la tasación como para el 
abono de todos los terrenos expropiados para los ferro-carriles 
de la provincia, y munido en consecuencia por aquel de los 
fondos necesarios á tal tío. 

Que corrido traslado de esta demanla, la ha contestado el 
representante de la provincia de Santa Fé, oponiendo en primer 
lugar ála reclamación conten ida en i lla el contesto de la escritu- 
ra de compra-venta en que aquella se basa y en la cual se confie- 
sa el vendedor íntegramente abonado de sn importe, por lo cual, 
dice, debe entenderse la provincia completamente exonerada de 
toda responsabilidad al respecto ; alegando en segundo término 
que aún cuando este pago no se hubiese realizado en especie, el 
vendedor, como cesionario de un crédito, en virtud de la carta- 
orden que confiesa haber recibido para cubrirse del valor de la 
venta, no podría ocurrir contra la provincia por su importe 
sinó después de hecha excusión en los bienes del deudor 
cedido con arreglo á las disposiciones de los artículos setecien- 
tos setenta y nueve, setecientos oihenta y mil cuatrocientos 
y uno del Código Civil ; y poniendo, finalmente, en duda 
de foja cincuenta y dos) la personería y autorización 



oe justicia hackhul 



311 



con que procediera don Jonáa Lar guía, al aceptar en nombre y 
representación del Gobierno de Santa Fe* la escritora y Ten tu 
de que de hace mérito en la demanda. 

Y considerando: Qae abierta la cansa & prueba con estos an- 
tecedentes sobre los pontos qnc se mencionan en el auto de 
Toja cincuenta y cuatro vuelta, se ha justificado con relación a 
el tos : 

Primero : Que por resolución del Gobierno de Santa Fé de 
diez y ocho de Octubre de mil ochocientos ochenta y ocho, fué 
comisionado don Federico Portalis para la tasación de todos los 
terrenos expropiados y no abonados con destino á los ferro-ca- 
rriles de la provincia, autorizándosele por el mismo acto para 
celebrar con los interesados los arreglos privados qae juzgase 
conveniente, y mufliéndosele posteriormente de los fondos nece- 
sarios para los pagos, los que fueron depositados á su úrden en 
el Banco Provincial de Santa Fé (declaración de foja resunta y 
tres y documento de foja ochenta y dos). 

Segundo : Que la operación de las tasaciones enunciadas se 
practicaba previo aviso trasmitido al tasador por la Dirección 
General de ferro-carriles de la Provincia respecto de la exten- 
sión ocupada y & expropiarse, y cou el resultado de ella y su 
aceptación por parte de los interesados, se procedía á la escri- 
turación de la propidad á favor del Gobierno, interviniendo en 
el acto en representación de éste el antes citado don Jonás Lar- 
guía, en virtud, al parecer, de la comisión deferida & su perso- 
na por el decreto que en copia corre á foja noventa y uno, por 
el caá), con fecha catorce de Junio de mil ochocientos ochenta 
y tres, mas de cinco¡años antes de la comisión dada á Portalis, 
se le nombró apoderado especial para las gestiones conducentes 
& la expropiación de los terrenos ubicados en la Capital de San- 
ta Fé y su departamento para el ferro-carril á las colonias, coa 
cargo de sujetarse en cada caso á las instrucciones qae recibiere 
del Ministerio de Gobierno (declaraciones de fojas sesenta y tres 
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y tres, y certificado de foja ochenta 7 nuere). 
Tercero : Que en el caso en cuestión, el terreno á que se refie- 
re la demanda fué tasado, á los efectos de su expropiación, do 
por don Federico Portalis, ausente ¿ la sazón de Santa Fé, y á 
quien se ordenó pasar á tal objeto el espediente respectivo por 
el Ministerio del ramo de dicha provincia, sitió por don Raúl 
Aobry. encargado de los negocios de la easa de comercio y 
asuntos particulares de dicho Portal is en aquella provincia, 
precediéndose en virtud de esa avaluación sola á la escritura- 
clon del terreno referido á favor del Gobierno (exposición del 
demandante, foja siete, y declaraciones citadas de fojas sesenta 
y tres y setenta y dos vuelta). 

Cuarto : Que juzgando por una parte alta dicha tasación, y 
entendiendo por otra que no podía delegaren persona alguna el 
cometido recibido del Gobierno de la provincia para la avalua- 
ción y demás arreglos concernientes á los terrenos destinados á 
los objetos de la expropiación antes referida, don Federico For- 
taliB se negó á ratificar aquella tasación y á pagar en conse- 
cuencia la cantidad reclamada en virtud de ella, y fijada como 
precio del terreno en cuestión por la escritura de foja ochenta y 
seis (declaración citada de foja sesenta y tres). 

Quinto: Que en presencia de esta negativa el interesado ocu- 
rrió al Gobernador de la provincia solicitando de nuevo el pago 
de la enunciada cantidad, y aquel funcionario por la misma ra- 
zón de lo elevado de la avaluación del terreno de la referencia y 
de no haberse hecho la compra con conformidad del Gobierno, 
se negó igualmente á autorizarlo (declaración de foja sesenta y 
tres y nota de foja noventa y tres). 

Sentó: finalmente, que en consecuencia, el pago quedó sin 
hacerse y no se ha hecho hasta el presente (nota y declaracio- 
nes citadas). 

Quede estos antecedentes si resulta con evidencia que el pre- 
cio del terreno en cuestión no ha sido abonado ea manera algu- 
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na al demandante, y que no son de aplicación, además, las 
disposiciones del Código Civil relativas al pago por entrega de 
bienes y cesión de créditos invocadas por el demandado, por no 
mediar en el caso ni ano ni otro hecho, no pudiendo reputarse 
como un verdadero crédito la cirta-órden á que se refiere la 
demanda, ni como nn tercero respecto del Gobierno de Santa 
Fó su propio agente y representante en las negociaciones de 
tierras á que se refiere el decreto de su nombramiento de foja 
treinta y ocho, resulta igualmente claro que se procedió en el 
oaso á la tasación del terrenu á que se refiere la demanda por 
persona no autorizada para ello y en oposición a la doble resolu- 
ción gubernativa que señaló á don Federico Portal is para verifi- 
carla, y que aún admitiendo que don Jooás Larguía tuviera po- 
deres bastantes de' Gobierno de Santa Fe para intervenir en su 
nombre y representación en los actos de escrituración do los terre- 
nos eipropiados en su favor para la colocación de las vías férreas 
de la provincia, también se procedió por su parte sin sujeción & 
las instrucciones ni á las resoluciones gubernativas á que debía 
someterse en la ejecución de aquellos actos, y excediendo maní* 
tiestamente los límites de su mandato. 

Que estos actos llevados ir regularmente á cabo con conoci- 
miento de parte del demandante de las circunstancias que me- 
diaban Motivamente al alcance de los poderes y facultades 
acordados por el Gobierno de Santa Fé á sus respectivos agen- 
tes» no sou en manera alguna obligatorios para dicho Gobierno, 
ni pueden decirse válidamente ejecutados en su representación. 

Que en consecuencia, «i es indudable la obligación del Go- 
bierno de Santa Fé de abonar el valor del terreno tomado al 
demandante, no puede imponérsele la obligación de hacerlo por 
el precio fijado en la demanda, y debe esperarse a* que él sea 
nuevamente determinado por los trámites legales ó los que los 
interesados acuerden para llegar á establecerlo. 
Que no es de atender, finalmente, las observaciones sugeri- 
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das por el demandante en el escrito de foja cien, relativamente 
al hecho de no haberse articulado expresamente por el deman- 
dado en bu contestación el punto referente á la falta de tasación 
4 á la tasación irregular del terreno materia de la cuestión, 
primero porque tal hecho ha sido establecido por la prueba pro- 
ducida por el propio demandante, segundo porque él debe en- 
tenderse comprendido en la excepción relativa á la falta de auto- 
mación y personería de don Jonés Larguía opuesta por el 
demandado, y tercero porque es deber de los jueces decidir lo* 
pleitos atenta la verdad probada eu autos y prescindiendo de 
los Apices del derecho. 

For estos fundamentos se declara no haber lugar á la deman- 
da interpuesta, y, previa reposición de sellos, archívense estos 
autos. Notifíquese con el original 

BENJAMIN VICTOR1CA. — FEDERICO 
IBARfiCllEí*.— C. 8. DE LA TORRE. 
— ABEL BAZAS. 
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CAMA l'XLV 



D. Fermín Soage, contra D. José Á. Giménez, por cobro ejecu- 
tivo de pesos ; sobre inhabilidad del título. 



Sumario. — Un pagaré por suma determinada y de plazo 
incido es título hábil para la ejecución, aunque resulte dado 
como precio de un crédito cedido no cobrado aún. 



Caso. — D. Segundo A. Colina en representación de D. Fer- 
mín Soage, liquidador de las firmas t Soage hermanos i y c Soa- 
se Hermanos yO», inició juicio ejecutivo contra D, José A. 
Giménez, para cobrar el importe del siguiente : 

Pagaré 

«De la fecha, en trea meses y medio ? debo y pagaré á la órden 
y disposición de D, Fermín Soage, del comercio de Córdoba, la 
cantidad de dos mil pesos nacionales i e curso legal (0 2000 ro/fe), 
procedente de un crédito por Talor de cinco mil pesos de curso 
legal (| 5000 m/ri), qae ie he comprado contra los señores Al- 
monacidyParchappei dando la garantía del Doctor D* Maxi- 
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mino de li Fuente, quien firma conmigo» obligándose al pago 
en oiso de que yo no Jo verificase. — Bioja, Mayo nueve de mil 
ochocientos ochenta y siete.— José A. Giménez. — M. de la 
Fuente. » 

Reconocida U firma, y te abado el embargo, el ejecutado opuso 
la excepción de inhabilidad del titulo. 

Dijo: que el simple reconocimiento de la firma de un docu- 
mento, no basta en derecho para darle el carácter de loa que 
traen aparejada ejecución, porque si bien se reconoce el conte- 
nido de ¿1, ese reconocimiento no envuelve siempre la obliga- 
ción de proceder a lo estipulado. 

Que no hay obligación sin causa, según terminantemente lo 
dice el Código Civil ; y que cuando en un caso dado, como el de 
este juicio, la obligación procede de una causa que podía lla- 
marse condicional, era injusto compelir al aparente deudor á 
cumplir con la obligación antes de probarse que la condición se 
ha llenado. 

Que él aparecía deudor de los señores Soage en virtud de la 
transferencia de parte de un crédito que dicen tienen contra los 
señores Almonacid y Farchnppe. 

Que el documento con que se le ejecutaba espresa U proce- 
dencia de su deuda; que si resultaba que los señores Soage no 
eran acreedores de Almonacid y Tarcbappe, 6 que no tienen per- 
sonería para ceder el crédito, ó que este es incobrable ó lo era 
al tiempo de la cesión, era evidente que él no estaba obligado á 
cumplir con el señor Soage antes de qne se pruebe la existencia 
del crédito, la personería del cedente y la solvencia del deudor 
al tiempo de la cesión. 

Que aunque la condición desn obligación no estuviese es pre- 
sada, debe tenérsela siempre presente como fundada en la ley. 

Que las precedentes reflecciones eran fundamentos bastantes 
para afirmar que si el documento con que se le ejecutaba creaba 
alguna acción en su contra, no CTa ejecutiva sioó ordinaria y 
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suceptible, por consiguiente, de una tramitación diferente de la 
queso sigue exigiendo su cumplimiento. 

Que dada la procedencia de su obligación tenía machas excep- 
ciones que oponer. 

Que el Código Civil al trotar de las obligaciones del compra- 
dor, dice : que este puede suspender el pago del precio si tuvie- 
se motivos fundados de ser molestado por la cosa comprada; y 
que distiendo en el mismo juzgado un juicio en el que los seño* 
Tes Almonacid y FaTchappe niegan al señor Soago personería 
respecto del crédito que le habían vendido á él, sería injusto 
obligarlo al pago ¡intes de la resolución de esa articulación. 

Que él no había recibido aún la cosa comprada porque no se 
le babfa entregado título alguno, ni se había notificado la ce- 
sión & su favor como lo prescribe el Código Civil, y que si se le 
obligaba al pago, se le obligaba al pago de lo que no debía, 
puesto que si la cesión era objetada, él no adquiría el crédito 
comprado. 

Que el ejecutante tendría razón en el presente caso si el docu- 
mento con que ae sigue la ejecución dijera simplemente que 
debe la cantidad que se le cobra; pero oue como se fundaba en 
una causa que espresa, manifestando la procedencia de la obli- 
gación, la razón del ejecutante desaparece y la legalidad del 
procedimiento se hacía dudosa, puesto que se prescindía por 
completo de la averiguación sobre si existe ú no la causado la 
obligación. 

Conferido traslado de la excepción, D. Segundo A. Colina le 
contestó, pidiendo su rechazo con costas, y que se mandara lle- 
var adelante la ejecución. 

Dijo: que este juicio era deducido legalmente porque con 
un título que trae aparejada ejecución, había demandado el pago 
de una deuda líquida ; teniendo dicho título fuerza ejecutiva por 
estar revestido de los requisitos legales para hacer fe* y estar 
reconocido por el deudor. 
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Que i pesar de lo qoe sostiene el ejecutado pera fundar la 
excepción de inhabilidad del título, la obligación de que se tra- 
taba no tiene condición alguna, ni espresa, ni tácita porque no 
depende so cumplimiento de un acontecimiento futuro ó incierto, 
única circunstancia que hace condicionales las obligaciones 
(aH>538,Cód. Cir.). 

Que la obligación era pura, de plazo vencido y por lo mismo 
exigióle, como estaba plenamente acreditado por el documento 
con que había instruido la demanda ; que la cantidad cuyo pago 
solicitaba era el precio de la cesión del crédito referido ; y que 
el ejecutado no podía eludirlo sin violar ese contrato perfecto, 
válidamente celebrado sin condición alguna y consumado ya por 
parte de su representado por el hecho de la entrega ¿ Giménez 
del título del crédito cedido (artículos 1457, 1435 y i 424, Cód. 
Civ.). 

Que nada tiene que ver el pago que legítimamente ezije, con 
lo que afirma Giménez de que puede resultar, que Soage no 
sea acreedor de Almonaeid y PaTchappe ; que no tuvo derecho 
para ceder el crédito ó que este era incobrable al tiempo de la 
cesión; que todo eso constituiríais responsabilidad que el Códi- 
go Civil impone al cedente para con el cesionario (artículos 1476 
á 1480), una vez consumado el contrato, es decir, después de sa- 
tisfecho el precio de la cesión y de entregado el título cedido; 
que el cesionario solo puedo hacer efectivas esas responsabili- 
dades después de haber eicutido los bienes de deudor cedido, 
porque el cedente es en cierto modo un fiador de este (art. 1481 
y nota de Segovia, Cód. Civ.), 

Que si resultaba que el crédito no existía al tiempo de la cesión 
el cesionario tenía derecho á exijir del cedente la restitución 
del precio pagado con indemnización de pérdidas é intereses ; 
pero que estos eran los efectos jurídicos del contrato con sensual, 
que bou muy distintos del derecho que pretende atribuirse injus- 
tamente Giménez de suspender el pago del precio de la cesión. 
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Que Giménez no tenía motivo alguno pan dudar de la exis- 
tencia y legitimidad del crédito cedido por su poderdante, ni del 
derecho de aquel para hacer el traspaso, porque esto estaba evi- 
dentemente constatado por la escritura pública de cesión y por 
el título mismo del crédito transferido que se encontraba agre- 
gado al espediente sobre juicio ejecutivo pendiente ante ei Juz- 
gado, iniciado por él en representación de D. Fermin Soage, 
contra D, Vicente Almonacid, el que pedía se tuviese á la vista 
para la resolución de esta causa. 

Que la disposición del artículo 1-125, citado por Giménez, no 
tenía aplicación, porque ese artículo, al acordar al comprador 
el derecho de suspender el pago del precio, se refiere al caso en 
que este se vt-a amenazado por la reivindicación de la cosa 
ó poT otra acción real, que si Giménez hubiera alegado fun- 
dado motivo de ser molestado por reivindicación del crédito 
comprado, aún en este caso, que suponía y era el del artfcnlo 
citado, no tendría derecho para* suspender el pago del precio, 

Que la escritura pública de cesión que exhibirá en caso nece- 
sario exonera espresamente de toda responsabilidad á su repre- 
sentado, por el traspaso del crédito y declaraba además: < que 
él no podrá ser citado de eviccion por ninguna causa, por ha- 
berse asi convenido entre las partes >. 

Que de esta cláusula se desprende claramente que la enage- 
* nación del crédito se hizo á riesgo del adqnireute, porque este 
consintió en que el enagenante quedara exonerado de teda res- 
ponsabilidad ; que si Ja enagenaoion del crédito fué á riesgo de 
Giménez, no tenía este derecho á la restitución del precio y 
mucho menos á la indemnización de los daños é intereses en el 
caso de eviccion, según lo dispuesto espresamente en los artícu- 
los 2100 y 2101 , inciso 2 a del Código Civil ; y que si en el caso 
de eviccion no podía reclamar el precio, menos podrá suspen- 
derlo ó retenerlo cuando solo exista temor de ella. 

Que era evidente, aún en el supuesto en qne se ha colocado, 
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que Giménez amparándose en «1 artículo 1425, no podría sos- 
pende? legalmente la satisfacción del precio de la venta que se 
le hiu. 

Que estas consideraciones bastan para evidenciar que la 
escepcion de inhabilidad del titulo opuesta por el ejecutado 
carece por completo de fundamento legal y que, por tanto, no 
puede impedir, el pronunciamiento de la sentencia de remate. 



Falle del Jnn Federal 

Rtoja, Setiembre 29 de 1888. 

T vistos: la ejecución por cobro de dos mil pesos nacionales 
de curso legal, con mis sus intereses, promovida por O. Segun- 
do A. Colina, en representación deD. Fermín Soage, vecino de 
Córdoba y liquidador de las firmas sociales c Soage Hermanos» 
y c Soage Hermanos j C i, contro D. Jomó A. Giménez, vecino 
de esta Provincia; de los que resulta lo siguiente: 

H ii * la ejecución se funda en el documento privado de foja -4, 
judicialmente reconocido á foja 9 vuelta y 10 de los autos. 

Que trabado el embargo y hecha la citación de remate, el eje- 
cutado se opone, alegando : 

I o La inhabilidad del título conque se le ejecuta, diciendo a 
este respecto: que no hay obligación sin causa, y cuando en un 
caso dado, como el que nos ocupa, la obligación procede de una 
causa que puede llamarse condicional, es injusto compeler al 
aparente deudor á cumplir con ta obtigaciou, antes du probarse 
que la condición se ha cumplido. 

2 a Que en el caso sub-jttdice, el ejecutado aparece deudor 
del señor Soage, en virtud de la transferencia de parte de un 
crédito quo diz que tienu contra los señores Aluionacidy Par- 
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ohappe ; que el documenta con que m le ejecuta, eipresa 1a pro- 
cedencia de su deuda ¡ y que si resultase que Soage no ea acree- 
dor de Almonacid y Parohappc, ó que no tiene personería para 
ceder el crédito, ó que este es incobrable ó lo era al tiempo déla 
cesión, no podría el ejecutado, ser obligado al pago, antea de 
justificarse dichos estreñios, no correspondiendo en su conse- 
cuencia la acción ejecutiva, sino la ordinaria. 

Tí considerando respecto de la primera excepción: qne la 
obligación impuesta por el documento de foja 4, es pura y sim- 
ple, sin depender para su cumplimiento de condición alguna, 
es presad a en el mismo ; tanto más cuanto qne está vencido el 
plazo para su exijibilidad, sin embargo de que el plato no im- 
port atina condición, puesto que ni suspende la exijibi;idad de 
la obligación, y si solo la difiere hasta su cumplimiento (artí- 
culos 529 y 567, Cód. Civ.). 

Considerando en cuanto á la segunda excepción: que por las 
posiciones combinadas y abiueltas por el ejecutante y ejecutado, 
á fojas 44 y 48, existe comprobado el hecho de que el ejecutado 
es poseedor del título que ha dado origen á la obligación por la 
que se le ejecuta en el presente juicio; siendo poseedor de dicho 
título desde más de un año ha (primera posición absneltaá 
f. 44) reconociendo ademas que el título referido, es un docu- 
meuto público estendido en debida forma, el mismo que figura 
en copia autorizada, corriente do foja 39 vuelta a foja 42 de es- 
tos autos, y que el ejecutado lo ha hecho valer en juicio, contra 
los deudores cedidos (absolución á la primera posición por el 
ejecutante á fojas 47 y 48). 

Considerando, por fin, que el documento de foja 4, no ha sido 
argüido de falso, ni se ha opuesto contra él» ningún vicio de 
nulidad : que él espresa una cantidad liquida de plazo vencido, 
y ha sido judicialmente reconocido á fojas 9 vuelta y 10. 

Que siendo esto así, la excepción de inhabilidad para ejecutar, 
opuesta contra él, es inadmisible, cualesquiera que sean, por 

T. I Sl 
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«toparte, las raxoaes que se tuvieran, par» enervar la acción 
ejecutiva ; puesto que dicho documento reúne tadaji 1" condi- 
cione! requeridas por la lej para traer aparejada ejecución 
(artículo* 348,349, iuo. Á\ y 351 , Lej de Proc.). 

Por estos fundamentos y de conformidad a* los artículos cita- 
do*: llévese adelante la ejecución, hasta hacerse efectivo pago 
al acreedor, del capital, intereses y costas de la cobranza, que- 
dando á salto los derechos del ejecutado, para hacerlos valer en 
el juicio ordinario correspondiente, de conformidad al artículo 
378 de la ley citada. 

Repónganse los selloe y notifíquese con el original . 

Gaspar N, Gomes. 



Mis) efe la ¡»ws»r«aa* Cterfc 

Buenos Aires, Setiembre 90 de 1890. 

Tistes: por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja cincuenta. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN VI CTOMC A. — FEDERICO 
IBARGtiftEN.— C. 8. DE LA TO- 
RRE. — ABEL RAZAN. 



CAUSA < YL\I 



D. Mariano Vnzué contra D. JotéPizzorni, sobre restitución de 
parte de precio de un terreno. 



Sumario. — El comprador que conoce la configuración del 
terreno que se le vende, y cujas medidas no tienen diferencia 
apreciable con las espresadas en el contrato, no tiene derecho á 
pedir restitución de parte del precio pagado. 



Caso, — D. Emilio Espiueira, por D. Mariano Unzué, se pre- 
sentó ante el Jugado Federal de la Capital en f 9 de Octubre de 
1887, esponiendo : Que según resulta del boleto y de la copia de 
escritura que acompaña, en Abril del mencionado año, Fizzonti 
vendió á Unzué, por la suma de 45,000 pesos moneda nacional, 
pagados en el acto de la escrituración, la finca situada en la 
Avenida Airear número 500. 

Qne ni el boleto ni la escritura indican que el terreno tuviese 
la menor irregularidad, ambos le atribuyen 64 metros 05 mili- 
metros de frente, por 00 metros 28 centímetros de fondo al Snd, 
de manera que Unzué, multiplicando la base por ta altura de! 
paralelégramo, entendió comprar una superficie de 4500 metros 
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dradoe, oircunataaeia que influyó decisivamente sobre el 

precio estipulado. 

Que mientras <anto t del plano levantado por el agrimensor 
Polta, resulta que el terreno no es nn paralelar amo, que sus 
líneai laterales no Be levantan perpendioolarmente sobre su 
frente, y se inclinan, por el contrario, oblicuamente hácia el 
Oeste, y que debido á esta causa silenciada en el boleto y en la 
escritura» la superficie total se reduce á 3631 metros, 4 cen- 
tímetros. 

Que así, la diferencia entre la área real y la ei presada en el 
contrato, arroja en perjuicio de Umué un déficit de 868 metros 
06 centímetros, que excede del triple del vigésimo de toleran- 
cia acordado por el Código en las ventas como la de Fizzorni, 
coa indicación de medida y por un solo precio. 

Que el artículo 1346 del Código Civil declara que en tales 
ventas, la espresion de la medida da lugar á suplemento de pre- 
cio en favor del vendedor por exceso de superficie, y i su dis- 
minución respecto del comprador por defecto de estensíon cnan- 
to la diferencia entre ambas áreas fuese de un vigésimo con 
relación al área total de U cosa vendida. 

Que además del exceso de precio, el vendedor debe devolver 
los intereses correspondientes desde el diaqoe lo recibió. (Mar- 
cadé y Font, n° 11, sobre los artículos 1619 & 1622). 

Pidió que se condenara á Fizzorni á Ja devolución del precio 
correspondiente á los 868 metros 96 centímetros de terreno que 
faltan, al pago de los intereses i estilo de Banco desde el día 
que lo recibió, y al de las costas del juicio. 

Presentó el demandante : 

1° Un boleto de venta, que dice así : 

< He vendido al señor D. Mariano Uuzuó un terreno de mi 
propiedad, ubicado en la Avenida Genera) Alvear, entre las callea 
treinta y cinco y treinta y cinco A, con seti?ntn y cinco varas 
de frente á la Avenida Alvear por ochenta de fondo, con todo lo 
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edificado que consta de treinta piezas, más 6 menos, en li suma 
de cuarenta y cinco mil pesos moneda nacional de curso legal, 
bajo la base de títulos perfectos , libres de todo gravámen, pa- 
gaderos al contado y al tiempo de escriturar . 

c En conformidad firmo el presente en Buenos Aires, Capital 
de la República, á 12 de Abril de 1887. 

< Nota. — Esta propiedad está actualmente arrendada á los 
señores Besio y Camuyrano, con contrata, de cuya contrata 
tiene conocimiento el señor TTuzué. 

t La escrituración sera hecha por mis apoderados Palma y 
Bernasconi. — José Pizzorni. » 

2" Copia de una escritura pública fecha en esta ciudad á 23 
de Abril de 1887, por la cual Pizzorni vende & D . Mariano Uu- 
zné la finca situada en la Avenida Alvear número 500, compues- 
to el terreno de 64 metros 95 milímetros, ó sean 65 varas de 
frente al Norte, por 60 metros 28 centímetros, equivalente á 
80 varas de fondo al Sod ; lindando por el frente con la Avenida 
Alvear, por el fondo con el comprador, por el Este con D. A. 
Crugel y por el Oeste con D. Gabriel Boucher, de quien lo hubo 
por compra, por la cantidad de 45.000 pesos nacionales de curso 
legal que recibe en el acto. 

3° El plano ú que se refiere la demanda, levantado por el 
agrimensor Folta. 

Acreditada la competencia del Juzgado por ser argentino el 
demandante y extranjero el demandado,, se corrió traslado de la 
demanda. 

La contestó por Pizzorni D. Fernando Bonrdien, pidiendo que 
se la rechazara con costas. 

Dijo : que Pizzorni vendió á ünzué el mismo terreno que 
compró á D, Gabriel Boncher, por escritura de 14 de Diciembre 
de 1871 ante el escribano D. José V. Cabral, y con la misma ex- 
tensión de 64 metros 95 milímetros de frente, por 09 metros 
centímetros de fondo, ó sean 75 varas de frente por 80 de fondo 
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Que según las mismas indicaciones del plano presentado por 
el autor» el terreno daría en el frente una diferencia insignifi- 
cante de once centímetros ; y en sus liosas laterales otra dife- 
rencia también insignificante de doce centímetros. 

Que el terreno vendido es nn parale! ¿gramo perfecto, esto es, 
es un cuadrilátero cojos lados opuestos son paralelos. 

Que Pizzorni nada ha silenciado, ha vendido con tas mismas 
medidas de su título; la venta ha sido hecha ad-corpus, y el 
comprador conocía el terreno mejor que Pizzorni, pues es linde- 
ro, y desde la casa que habita ha podido verlo todos los días. 

Que Pizzorni no ha vendido á TJozué 4500 metros cuadrados 
sinó 64 metros 05 milímetros de frente por 69 metros 27 cen- 
tímetros de fondo ; la escritura no habla de superficie, y solo 
expresa la extensión de loa lados del terreno. 

Que Pizzorni no puede sufrir las consecuencias de queUnzué 
haya procedido equivocadamente para obtener la superficie del 
terreno vendido, esto es multiplicando su frente por su fondo, 
como si se tratara de un rectángulo. 

Que Unzoé no ha podido creer que compraba un rectángulo, 
pues nadie mejor que él conocía la forma del terreno y de sus 
ángulos. 

Que por lo demás, la acción para pedir disminución de pre- 
cio solo dura tres meses, y hace mucho tiempo que está prescri- 
ta (artículo 4041 del Código Civil). 

Valí* del Jwi re*er*l 

Bueno» Airea, Abril 18 de 1888. 

Vistos estos autos promovidos por D. Mariano Unzué con- 
tra D. José Pizzorni, sobre restitución de precio, de los cuales 
resulta : 
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1° Que con fecha 33 de Abril del uño próximo pasado, com- 
pró el demandante Uozuó una finca de propiedad de Pizzoro», 
situada en esta ciudad, en la parroquia del Pilar, con frente á 
la Avenida Alvear , señalada con el número 500, compuesto su 
terreno de sesenta y cuatro metros noventa j cinco milímetros 
de frente al Norte, por sesenta y nueve metros ochenta centí- 
metros de fondo al Sud, teniendo entre otros linderos al mismo 
comprador, por la suma de 45,000 pesos moneda nacional, 
pagadoB en el acto de la escrituración. 

2° Que el terreno vendido aféctala forma de un paralelógra- 
mo, cuya superficie, dice el actor haberlo resuelto, multiplican- 
do la base por la altura, de donde re&ulta que él entendió com- 
prar una superficie de 4500 metros cuadrados, circunstancia 
que, según él, influyó decisivamente sobre el precio estipulado, 
resultando, entre tanto, que á causa de que en dicho paraleló- 
gramo sus líneas laterales no se levantan perpendicularmente 
sobre su frente, sínó inclinadas oblicuamente al Oeste, queda 
reducida á 3631 metros con cuatro centímetros, segua lo ha 
revelado la mensura y plano de foja..., lo que arroja un déficit 
en perjuicio de Unzud de 868 metros con 96 centímetros, que ex- 
cede del triple del vigésimo de tolerancia que la ley acuerda en 
las ventas con indicación de medida y por un solo precio, 

3 a Que fundado en estos antecedentes demanda TJnzué a Piz- 
zorni para que se le condene á la restitución del precio corres- 
pondiente á los 868 metros con 96 centímetros de terreno que 
faltan, al pago délos intereses ¿estilo del Banco Nacional, 
desde el día en que lo recibió, y las costas judiciales, por no 
haber querido efectuar la devolución voluntariamente. 

4" Que el demandado pide el rechazo de la demanda, fun- 
dando su defensa en que el terreno vendido tiene exacta- 
mente las mismas dimensiones que espresa la escritura, dando, 
con relación al plano presentado por el mismo actor, cuando 
más, una diferenciado once centímetros en el frente y doce en 
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•u Uátaa laterales ; que el terreno rendido et un paralelógra- 
me perfecto, lo que le constaba al comprador, poce no solo po- 
día verlo todo* ios días, como lindero, desde la casa en que ha- 
bita, linó que lo había visto personalmente muchas veces antes 
de comprarlo, y conocía perfectamente su forma ; que por su 
parte no había silenciado nada, habiendo sido hecha la venta 
ad corpus, no pediendo, por lo tanto, sufrir las consecuencias 
del error en qae incurría el comprador para determinar la su- 
perficie del paralel Agramo. 

T considerando: 1° Que según el boleto de foja 2 y el testi- 
monio de la escritura pública pasada entre el comprador y el 
vendedor, cuya autenticidad no se ha contestado, la venta se 
efectuó sin indicación del área del terreno ni de su forma geo- 
métrica, espresa ud ose únicamente la extensión de las líneas 
perimetralea, de modo que es de las comprendidas en el inciso 
i% artículo 1344 del Código Civil, lo que constituye una venta 
ad corput. 

2? Que la circunstancia de haberse indicado la extensión de 
los lados de! perímetro, no es bastante para cambiar esa clasifi- 
cación jurídica de la venta, de¿de que no se determinó la forma 
del polígono y sus ángulos, que era esencial para fijar la fórmu- 
la* según la cual debía resolverse la superficie, á fin de dejar, 
cuando menos sobreentendida su espresion en el contrato ; pues 
así como es un paralulógramo perfecto, pudiera ser un trapecio 
ú otra figura irregular, de modo que no ha podido sobreenten- 
derse otra superficie que la resultante dentro de las medidas 
asignadas en la escritura, sobre las cuales no hay contestación, 
tanto más, cuanto que al actor le ira conooida la forma del te- 
rreno. 

3° Que el articulo 1346 del Código Civil en que funda éste su 
demanda es, por lo tanto, inaplicable, pues de sus términos 
se deduce que es condición indispensable, para que haya logar 
á aumento ó disminución de precio, por diferencia de superficie, 
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que se trate de renta con indicación de área, que esta esté 
espresada en el contrato y el terreno resalte ona área mayor Ó 
menor, lo que no sucede en el presente caso, pues se ha vendido 
una superficie indeterminada, según se ha establecido en el con- 
siderando precedente. 

4 o Que el plano del terreno, presenta !o por el actor, coinoi- 
cide en sos medidas, salvo insignificantes diferencias, muy dis- 
tantes, por cierto, del vigésimo de tolerancia, con las espia- 
das en el título, pudíendo notarse que toda la cuestión proviene 
de un error geométrico del actor en sus cálculos particulares, 
consistente en haber tomado como altura del paralelógramo uno 
de sus lados, en vez de la línea perpendicular á la base, que 
geométricamente es lo que se llama altura, pues si realmente 
hubiese multiplicado la base por la altura, como lo dice en so 
demanda, no hapría encontrado 4500 metros, stnó la superficie 
que da el agrimensor en el plano mencionado. 

5'' Que si el actor ba creído por causa de ese error particular 
que compraba por 45.000 pesos mayor superficie de la que real- 
mente existe, este es ya un punto completamente estraño al 
contrato, que no puede modificar sns efectos jurídicos, aún 
cuando en el fuero interno haya sido la causa determinante, 
desde que aparece convenida una cosa, y entregada exactamen- 
te la misma cosa. 

Por estos fundamentss y concordantes del escrito de foja..., 
fallo : absolviendo á D. José Pizzcmide la demanda interpuesta 
á foja... por D. Mariano TJnzué, á cuyo cargo se declaran las 
costas del juicio. Notifique se con el original, reponiéndoselos 
sellos. 

Virgilio M. Tedin. 

El demandante apeló y se le concedió el recurso libremente. 
Eapresando agravios, pidió que se revocase la sentencia apa- 



leda, y m resolviese de «cnerdo con lo solicitado en la deman- 
da. Dijo: que estando probado por el boleto j la escritura que 
•1 terreno se Tendió con indicación de tal frente y de tal fondo 
y habiendo reconocido esto el demandado, no había podido la 
sentencia establecer que la renta se había hecho sin indicación 
de área ; esta afirmación importa un error procedente de con* 
fundir el frente y fondo con las líneas perimetrales ; y Unzuó 
ha tenido ratón al creer que compraba la superficie resultante 
de la multiplicación de la base por la altura. 

Que es un hecho constante en autos que el vendedor no men- 
cionó irregularidad alguna en la forma del terreno, como resal- 
tó después existir, á cansa de que siendo oblicuos los lados, 
acortaban la distancia y disminuían la superficie ; lo que ha ha- 
bido es que el vendedor ocultó maliciosamente la forma del 
terreno para inducir en error al comprador, y que indicó inde- 
bidamente la extensión del fondo, porque este debe hacerse por 
la linea que se levante perpendioularmente sobre el frente. 

Qoe la sentencia no ha podido presumir que Unzué conocía la 
verdadera configuración del terreno, porque no hay ley qo« 
autorice esta presunción juris y no habiéndose abierto la cansa 
á prueba como debió hacerse si esa circunstancia había de in- 
fluir en su decisión, el Juez no puede darla por probada después. 

Que otro hecho constante en autos, demostrado por el plano 
presentado y reconocido así p >r el demandado como por la sen- 
tencia, es el de la diferencia de 868 metros entre la Area com- 
prada y la existente ; y desde luego la diferencia es tres veces 
mayor que el vigésimo de tolerancia, y su importe debe ser de- 
vuelto con los intereses desde el día que se recibió, de acuerdo 
con las disposiciones legales en cuanto á lo primero, y en la 
doctrina uniforme en cuanto á los intereses. 

Que aún cuando la venta sea ad corput, la reclamación pro- 
cede desde que la diferencia excede del vigésimo de tolerancia 
según el artículo 1346, en contraposición con las ventas ad 
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memuram en que, cualquiera diferencia por mínima que sea, 
autoriza la reclamación según el artículo 4346. 

Que la sentencia establece que no se ha determinado si rió la 
extensión de los lados del perímetro y esto no es exacto, desde 
que, como se tía dicho, se determinó el frente y el fondo, 

Agrega la sentencia que no se eapresó la forma del polígono 
y de sus ángulos, y esto es cierto, pero condena á Fizzorni, 
porque si el terreno era irregular, debió manifestarlo áUnzné, 

Que no es cierto que tus medidas del pluno coincidan con las 
del contrata y que todo prorenga de un error de cálculo de parte 
de Unzué, pues mientras el contrato asigna al terreno más de 
69 metros de fondo, el plano patentiza que el terreno tiene en 
realidad nn fondo mucho menor ; el cálculo de Unzué es exacto 
desde que toma por altura el fondo atribuido al terreno, pero el 
de la sentencia es errado, desde que confunde el fondo del te- 
rreno con la extensión de las líneas oblicuas de sus costados. 

Que el considerando 5 a de la sentencia queda refutado con la 
demostración de que Unzué no ha padecido error alguno ; y por 
lo demás, él nu ha intentado prevalerse de error alguno suyo, 
ni de modificar el contrato celebrado ; ha demostrado el error 
de Fizzorni al determinar el fondo, y ha pedido la devolución 
de la parte de precio indebidamente pagada. 

Que la excepción de prescripción invocada, deriva del error de 
derecho de confundir la deficiencia del terreno con los vicios 
redhibitorios de la cosa vendida ; la acción para la integraoion 
del terreno 6 la devolución del precio correspondiente á la falta, 
de que se ocupan los artículos Í3U á 1349, nada tiene queha- 
cer con Ja buena ó mala calidad del terreno. 

Que aún en el inesperado caso de que la sentencia ae confir- 
mase, tenía que levantarse la condenación en costas, porque no 
ha habido temeridad ni mala fé de parte de Unzué, sinó en el 
peor de loa casos nn error muy disculpable, atentos los términos 
del boleto y de la escritora. 
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Conferido traslado, lo contestó el representante del deminda- 
do, pidiendo li confirmación de la sentencia apelada, con costas. 
Dijo: que no había existido determinación del área, desde qne 
no se había indicado la figura geométrica del terreno ni el va- 
lor de los ángulos, sino solamente la extensión de los lados; y 
es únicamente en el rectángulo que puede encontrarse la 
superficie multiplicando un lado por la base. 

Qne Unzné no puede haber entendido que compraba un rec- 
tángulo: i* Porque estuvo repetidas veces en el terreno y lo 
examinó detenidamente ; 2* Porque linda con él, y su terreno 
tiene exactamente la misma forma que el que compró á Pizzor- 
ni; 3° Porque tenía y tiene Unzné sn habitación en el dicho 
terreno lindero (antigua quinta de Saavedra), y por sn posición 
domina todo el que fné de Pizzorni ; 4" Porque los ángulos del 
terreno, especialmente sobre la Avenida Alvear, con paredes de 
material, son tan visibles, que no le permitían á Unzué ignorar 
sn figura. 

Qne el demandante confunde la altura geométrica del polígo- 
no con el fondo del terreno, y su frente con la base. 

Qne Fizzorni estaba en Europa desde antes de la iniciación de 
este juicio, y á su vuelta ha sabido (su representante) que antes 
de firmar se el boleto, TTnzué hizo levantar un plano del terreno 
y observó su forma para sacar ventajas. 

Qne el terreno no presenta irreguluridud alguna; es un para* 
lelógramo perfecto, pues el hecho de no ser perpendiculares las 
lineas de sus lados, no constituye una irregularidad. 

Qne en todo caso, podía la Suprema Corte decretar una ins- 
pección ocular para convencerse de que es imposible que Unzué 
no haya conocido la forma del terreno antes de hacer el contrato. 

Que en cnanto á los perjuicios que alega Unzué había sufri- 
do, manifiesta que Fizzorni está dispuesto á devolver el precio 
y los intereses, dejando sin efecto la venta; cosa qne Unzué no 

* 

aceptará porque á los seis meses de haber comprado en 45.000 
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pesos, vendió el terreno á D. Luis Maggiora en 75.000 pesos. 

Que presentando UnzuÓ la pretendida irregularidad del te- 
rreno como un vicio de Me, está sujeta su acción á la prescrip- 
ción establecida por el artículo 4041 del Código Civil en caso 
de existir tal vicio, ¡o que niega. 

Contestados los agravios, la Suprema Corte mandó pasar los 
autos ul Relator. 

En este estado, pidió el demandado que D. Mariano ünzué 
absolviera un pliego de posiciones. Habiéndose proveído de 
conformidud, el señor TJnzuÓ compareció y contestó en la forma 
siguiente ¡ 

1* Jure cómo es cierto que, ¡í los seis meses de haber compra- 
do el terreno en cuestión & D. José Pizzorni, en cuarenta; 
cinco mil nacionales, lo vendió áD, Luis Maggiora en setenta y 
cinco mil pesos nacionales. 

Contestó: Que es cierto; pero que lo habría vendido por un 
precio mayor, si el terreno hubiera tenido el número de varas 
que se le debió entregar, pues lo vendió á Maggiora previa men- 
sura, de lo que resultó tener el terreno una extensión menor de 
la que el absolvente creía haber comprado. 

2° Jure cómo es cierto, que antes de firmar la escritura de 
venta dt¡ D. José Pizzorni, inspececionó personalmente el te- 
rreno. 

Contestó: Que es cierto; pero que no se apercibió de la irre- 
gularidad del terreno, pues no lo inspeccionó detenidamente á 
cansado que no le interesaban las construcciones existentes en 
el mismo; pues ellas debían ser retiradas por la persona que lo 
tenía en arrendamiento, con excepción de las que se hallaban en 
el frente. 

3" Jure cómo es cierto que antes de Armar la escritura que 
le otorgó Pizzorni, hizo levantar un plano del terreno, por el 
perito señor Castro. 

Contestó: Que hizo medir el terrenu, pew no por el perito 
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q*t tedie* 1* pregante, sitió por un italiano, cuyo nombre no 
muerda ; que éste hito la medición por fuera, y le comunicó 
qie faltaban, próximamente, doscientas raras, circunstancia 
que paso el absolrentt en conocimiento de Fiuorai, el cual le 
contestó que no podía ser exacto, pues si el terreno tenia en 
unas partes menos* en otras tendría más. 

4 a Jure, como es cierto, que con ese plano redamó de Pinor- 
ni la falta de terreno en presencia de los corredores señores 
Peralta y Delñno, y qne el señor Pixzorni le contestó, que si no 
quería tomar el terreno podía dejarlo. 

Contestó : Que es cierto ; pero con el plano que únicamente 
hacia referencia á una falta al rededor de doscientas raras. 

6 a Jure cómo es cierto que se conformó en tomar el terreno, 
pero pretendió que se le diera el plazo de seis meBes, sin interés 
para et pago de veinticinco mil nacionales dél precio* á lo que 
Pixsorni se negó, aceptando un pagaré con el interés que cobra 
el Banco. 

Contestór Que es cierto, pero creyendo siempre que no había 
ainó doscientas varas de diferencia, 

6* Jure, cómo es cierto, que en la escritura otorgada por el 
abaolf ente en 28 de Octubre de 1887, ante el escribano D. Os- 
valdo Siavedra, vendió el terreno á D. José Maggiora apresan- 
do que, según el plano levantado para esa venta y firmado por 
los contratantes, el terreno mide setenta y cuatro raras y ochen- 
ta y cuatro centivaras (64.84 metros) de frente al Norte, por 
setenta y nueve varas y ochenta y cinco centivaras {60. 15 me- 
tros) de fondo al Sud. 

Contestó : Que es cierto que otorgó la escritura tspresando las 
extensiones á que alude la pregunta, y además el número de 
varas cuadradas de que se compone el terreno, como asimismo 
que éste era de forma irregular, habiéndolo tomado el compra- 
dor Maggiora con conocimiento exacto de su extensión superfi- 
cial, según mensura practicada por el mismo. 



7- Jure, cómo es cierto, qoe todo» tos terrenos wbie la Ave- 
nida Alvear á esa altara tienen le misma inclinación y, por con- 
siguiente, loi mismos ángulos que el terreno comprado á don 

José Pizzorni. 

Contesté: Que ahora se ha apercibido de que la manzana en 
que está ubicado el terreno de que se trata, es efectivamente 
irregular, lo cual nadie sabia mejor que el vendedor por 
cuanto allí mía él. ' 
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Buenos Airea, Setiembre 20 de 1890. 



Vistos : Resaltando haber tenido el demandante conocimiento 
oportunamente de la configuración del terreno objeto del con- 
trato á que se refiere en su demanda; y no apareciendo, por otra 
parte, según se demuestra en la sentencia apelada de foja trein- 
ta y una, diferencia apreciante entre las medidas espresadai en 
dicho contrato y las que se encuentran en el terreno, según el 
plano de foja cuatro r se confirma con costas dicha sentencia; y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAHfH VICTOR1CA. — FEDUUXO 
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D. JoséS. Guyot, contra D. Leopoldo Detletery, por cobro de 
pesos ; sobre comisión de cobranza. 



Sumario,— El importe de la comisión de cobranza, que se re- 
conoce deber, debe ser fijado por peritos, cuando no se justifica 
estipulación especial al respecto. 



Caso. — D. Cárlos de la Vega, por D. José S. Guyot, se pre- 
sentó al Juzgado Federal de Catamarca manifestando : 

Que su representado había encargado á D. Leopoldo Dellete- 
tj el cobro leona letra por valor de 15 044,40 pesos moneda 
nacional, á cargo de la sur irsal del Banco Nacional, endosán- 
dola á su órdeu, y siendo cobrada el 15 de Junio de 1888. 

Que Delleter y se ha servido de ese dinero para abonarlo en su 
cuenta en el Banco y ha entregado al señor Guyot en diferentes 
partidas su casi totalidad, exceptuando 2000 pesos moneda na- 
cional que alega le corresponden por comisión del 10 % sobre 
el valor de la letra* 

Que habiéndose servido de esa cantidad durante cierto tiempo 
en provecho propio, tal monto de comisión es injusto, y que si 
bien tendría derecho á una justa comisión, sin embargo no se- 
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ría legal, pues dada la profesión de Delletery, hotelero y agente 
de Meiisagcrias, la ley no lo autoriza i cobrar comisión, que no 
Ini sido tampoco estipulada con 6uyot(art. 1891, C. €.). 

Que siendo injustificable la iGtoiytfon que hace Delletery de 
los 2000 pesos, venia á pedir se le ordenara la rendición de cuen- 
tas de la comisión con los recibos de las cantidades entregadas 
á su mandante, y comparadas estas con el giro cuya constancia 
existo L>n el Banco Nacional, se mandara pagar el saldo que re- 
sulte con más los danos y perjuicios. 

Acreditada la competencia de la justicia federal, D. Fidel Bar- 
rioimovo por D. Leopoldo Delletery, evacuando el traslado que 
le fué conferido, dijo: 

Que no c$ un simple encargo de cobrar una letra li que ha 
habido entre el demandante y el demandado, y sí una negocia- 
ción efectuada y concluida de conformidad a las propuestas de 
Guyot, aceptadas por Delletery. 

Que Guyot manifestó á Delletery, que tenía una letra á cargo 
del Banco Nacional, que ni él ni sus amigos podían cobrar; que 
soto podía hacerlo un hombre rodeado de las circunstancias es- 
peciales y personales ríe su representado y al efecto le ofrecía el 
10" „ del importe de la letra que le sería pagada por partes y 
reservadamente, pues así lo exigían sus intereses. 

Que su representado, venciendo dificultades, cobró el importe 
de la letra, que entregó por partes á Guyot conforme á lo esti- 
pulado, cobrando la comisión pactada de 10 % y depositando 
el saldo de 502,29 pesos moneda nacional á su órden y con su 
conocimiento. 

Que así la demanda no tenía razón de ser, tanto mis cuanto 
que era público y notorio que Delletery tenia establecida y pa- 
tentada una casa de comisiones y consignaciones y cobraba á 
todo el mundo el 10% de comisión; y que aún no existiendo 
estipulación espresa sobre la comisión á cobrar, había habido 
aceptación tácita por parto de Guyot. 
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Que el demandante citaba en apoyo de sos pretensiones el 
artículo 1891 dai Código de Comercio, dando á entender que 
ba habido un mandato con objeto ilícito, j en ese caso lo que 
resoltarla es que Guyot no tendría acción legal contra Delle- 
tery (según el mismo artículo). 

Pidió se le absolviese de la demanda condenando en costas al 
actor. 

Acompañó : 

1° La cuenta de cobro de la letra ; 

4° El certificado de depósito del saldo por valor d* 502,29 
pesos moneda nacional. 

Se abrió la causa á prueba y no se produjo ninguna. 

£1 juez citó 4 las par tes i comparendo y preguntó al Dr. San- 
ta Coloma, en representación del señor Gnyot : 

4* Si la letra girada á cargo del Banco y á favor de Guyot era 
á la vista ó a phzo y la forma en qne estaba el endoso. 

Contestó : Que ignoraba lo primer , y que respecto á lo segun- 
do comprendía que era valor entendido ó en cuenta. 

Delletery dijo : Que la letra era á 8 dias vista y el endoso á 
so órden. 

2? Por qué Guyot endosó la letra á Delletery. 

Contestó: Que ignoraba, pero que suponía que fu£ A causa de 
haber el gobierno provincial embargado los bienes de Guyot. 

3* Si babía mediado convención sobre la comisión que per- 
cibiría Delletery. 

Contestó : Que según le había dicho Vega no existía conve- 
nio. 

Preguntudo sobre lo mismo ei señor Delletery. 

Contestó: Que Guyot le ofreció la comisión que quisier - ; que 
él pidió el 10 •/„ ; y que Guyot aceptó, pues bus bienes ya esta- 
ban embargados. 
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Calo marca, llanto 26 ite \m. 

Vistos los autos seguidos por e) Dr. D. Santiago Santa Colo- 
nia, en representación del ciudadano argentino D. Josú S. Gujot 
contra el subdito estrnngero D. Leopoldo Delietery, y de los 
que resulta : 

Que el primero demandó al segundo esponiendo : qu* encargó 
á Delietery el cobro de una letra girada á su favor y á cargo de 
'a sucursal del Banco Nacional por valor áe quince mil cuarenta 
y cuatro pesos con cuarenta centavos, habiendo para el efecto 
endosado la ktra; que Delietery después de cobrarla, entregó 
al demandante por partes casi la totalidad de ella, exceptuando 
<tos mil pesos, más ó menos, que retenía alegando tener derecho 
á una comisión du diez por ciento sobre el valor total, por cuya 
c ausa pedía la rendición de cuentas del mandato de la referencia 
i ün deque exhibidos los recibos délas cantidades entregadas á 
su comitente y comparadas con el giro, del cual existía constan- 
cia en el Banco Nacional, se le mandara pagar el saldo que re- 
sultare. 

Corrido traslado al demandado este contesta: que el señor 
Ouyot se presento á su casa diciendo que ni él, ni sus amigos 
podían cobrar la letra y sí Delietery valiéndose desús relacio- 
nes, estipulando en consecuencia que entregaría por partes el 
importe de la letra y ab naría el diez por ciento de comisión ; 
que habiéndose llevado á efecto el mandato con arreglo á lo es- 
tipulado se ha entregado al demandante la totalidad del impor- 
te de la letra, deducida la comisión espresada menos quinientos 
dos pesos con veinte y nueve centavos (ps. 502,29 cent.), los que 



340 



FALLO» DE LA BUI'KUIA COATI 



han estado siempre á disposición del señor Guyot y los mismos 
que deposita en el Bunio á la orden del Juzgado, adjuntando ú 
su escrito de contestación & la demanda el certificado de deposi- 
to predicho, y una cuenta de las punidas entregadas al señor 
Guyot. 

Abierta la causa á prueba y no habiendo las partes presen- 
tado prueba alguna, no existen en los autos otros elementos de 
juicio, que el escrito de demanda, el de contestación, y una acta 
de comparendo verbal en la que se repite lo espresado en el es- 
crito de di manda y contestación, agregándose que la letra fué 
á ocho dias vista y que después de aceptada por el Banco, Gu- 
yot se rió en la dilicultad de cobrarla por estar embargados sus 
intereses poT el Gobierno de la Provincia. 

t considerando: i w Que no habiéndose observado por el de- 
mandante la cuenta presentada por el demandado, debe darse 
por aceptadas las diferentes partidas que en ella aparecen paga- 
das á Guyot, tanto más cuanto del tenor de la demanda se des- 
prende su exactitud, puesto que en i-sta se dice que Delletery 
ha entregado a Guyot casi la totalidad del valor de la letra, 
exceptuando dos mil pesos t más órnenos, los tfite ahora se niega 
á entregar á mi mandante alegando tener derecho á una comi- 
sión del diez por ciento sobre el valor total, y e ti la cueuta pre- 
sentada, la partida de quinientos dos pesos con veinte y nttere 
centavos, que se ha depositado en el Banco para ser entregada a 
Guyot, y la de mil cuatrocientos cincuenta y c antro pesos con 
cuarenta centavo* * que cobra por su comisión de diez por cien- 
to, vienen a hacer sumadas las dos el más á menos de los dos 
mil pesos que espresa . demanda, por cuya causa la cuestión ver- 
sa solo sobre el diez por ciento que el demandada retiene por su 
comisión. 

2 1 Que siendo la relación de derecho entre el demandante y 
demandado, la del mandato, como asimismo lo espresa el pri- 
mero en su escrito de demanda, y como de la naturaleza de este 
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acto jurídico no resulta que él (el mandato) deba ser gratuito y 
si, por el contrario, que puede ser oneroso (¡irt. 1871 del Cúd. 
Civ.}, y que aún debo serlo por ser un mandato coraerciul el del 
caso sub-judicc (art. 310 del Cód, de Com.). correspondía al 
actor comprobar el hecho en que funda su demanda, porque ne- 
^niKioao por el demandado á la devolución del diez por ciento 
reconociendo que se le diú el mandato de cobrar califica su con- 
fesión, agregando que Jo hizo al predo indicado, la confesión 
así calificada es indivisible y debe aceptarse coitm ella, es hecha. 

3° Que no habiéndose comprobado por el demandante la gra- 
tuídad del mandato, procede ta absolución del demandado según 
la ley 1*. título 14, partida 3% concordante con la doctrina es- 
tablecida por la Suprema Corte en diversos fallos (serie 1", t 3 o , 
pág. 301 ; t, g», pág. 407; t. 0", pág. 155; t. 9", pág. 417; se- 
rie % t, 2, pág. 61 y 4G5 ; y t. 20, pág. 186). 

Por tanto fallo; absolviendo de la demanda al señor D, Leo- 
poldo Dell éter y debiendo entregarse al demandante señor 
D. José H. Guyot, la sum;i depositada en la sucursal del Banco 
Nacional por el demandado]} puesta á la úrden del Juzgado, Cada 
uno pague sus costas y las comunes por mitad. 
Hágase saber con el original y repónganse ios sellos. 

Francisco G, Fitjueroa. 

La parte de Guyot apeló y se le cjiicediu el recurso libre- 
mente. 
Kspresando agravios dijo: 

Que habiendo üelletery reconocido que fué comisionado para 
cobrar del Banco Nacional el importe de una letra, Guyot nada 
tenía que justificar, pues ese Wio único aseverado por él había 
sido confesado por Dellertery. 

Que á DeUetery no le sucedía lo mismo, pues habiendo reco- 
nocido el mandato recil ido, alegaba la existencia de un conve- 




ni© para no entregar las cantidades que se había reservado y 
tonta así el deber de justificar la existencia del contrato que in- 
vocaba por medio de la prueba. 




Que Guyotno se babría opuesto á pagar una módica comisión 
por el hecho único de percibir el importe <l< la letra, pero que no 
puede aceptar se le cobre un 10 %. 

Que el juez aquo debió obligaT ú Delletery á entregar la 
comisión cobrada con sus intereses. 



Pidió que la Suprema Corte revocara la sentencia apelada en 
virtud de las anteriores consideraciones y de la disposición que 
consigna el artículo citado en ella. 

El Dr. 1), Benjamín Basuatüo, contestando el traslado de la 
espresion de agravios p«T parte de Delletery, espuso : 

Que el demandante sentaba como regla que la prueba incum- 
bía á su representado, contradiciendo la máxima vulgar acep- 
tada por todas las legislaciones de procedí míe nt <s actor i incum- 
bit ornes probandi : exigiendo rem fit actor. 

Que su representado se había adelantado a toda exigencia de 
prueba, acompañando ¡i su escrito de contestación, la cuenta di- 
cobro de pesos y el depósito del saldo. 

Que en el acto del juicio verbal decretado á foja... consta, por 
confesión de Guyot, que encargó á Delletery el cobro de la ietrsi 
y el manejo de esos fondoB para diversas operaciones, por estar 
amenazados sus bienes por embargo, resultando así que entre 
Guyot y Delletery existían las relaciones que median entre 
mandante y mandatario. 

Que el artículo 1871 del Código Civil, determinando *que es 
necesario que haya convención entre las partes para que el 
mandato sea oneroso », no ha dicho que es menester haya esti- 
pulación espresa, pudiendo naber un consentimiento tácito, y 
en su segunda parte establece « que en caso de duda el mandato 
»e presume oneroso, cuando consiste en trabajos propios de la 
profesión lucrativa del mandatario », y esto es lo que acontece 
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en el caso presente j loque tiene que soceder con ciertas profe- 
siones comerciales, que son retribuidas por su naturaleza. 
Que espresando agravios la parte de Guyot manifiesta que 

no se habría opuesto al pago de una módica comisión por el 
objeto único del cobro déla letra, importando esto cambiarla 
índole de la acción entablada, que era la devolución del todo, 
por la reducción de la comisión cobrada y variar la verdad de 
la cuenta presentada y no objetada que demuestra que no era el 
objeto único cobrar la letra, sinú que durante mucho tiempo 
Delletery administró esos fondos abonando órdenes de Guyot y 
cuentas giradas por ¿1. 

Que no se puede mantener una convención reduciéndola, pues 
reducirla, es revocarla parcialmente, 

Que así debe rechazarse la pretensión del demandante conde- 
nándolo al pago de las costas de ambas instancias. 



Falle 4* MuprrM Carie 

Buenos Aire*, 20 de Setiembre de 1890. 

Visto: No habiéndose justifleado por el demandado la estipu- 
lación que dice haber celebrado con el demandante fijando la 
comisión que debía abonársele, y manifestándose por otra parte 
por este que esta dispuesto & abonar a aquel la comisión que 
fuese justa : se declara que la comisión A abonarse á D. Leopoldo 
N. Delletery debe ser fijada por peritos, qnedando modificada 
en esta parte ta sentencia apelada de foja veinte y ocho vuelta. 

Repuestos los sellos devuélvanse. 

fiEtUAMIK VICTORICA.— FEDERICO 
IBAltCÚREN. — C. S. PE L& TOR- 
RE. —ABEL RAIA». 
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D. Torcuata A. Martínez, contra D. Federico ttoillat, por cobro 
ejecutivo de ¡tesos; sobre recurstt del artículo it de ta ley de 
ti de Setiembre de tS6:t, sobre jurisdicción y competencia 
de los Tribunales Federales. 



Sumario. — La resolución de loá tribunales locales, que en 
juicio ejecutivo de un argentino contra un extranjero, aplaza 
para después de la citación de remate la consideración de la ex- 
cepción de ¡incompetencia deducida por el último invocando vi 
fuero federal, no da lugar al recurso del artículo 14 de la ley 
de 14 de Setiembre de 1863 sobre jurisdicción y competencia 
de loa Tribunales Federales. 



Cano. — Lo esplica el siguiente escrito presentado á la Su- 
prema Corte por la parte de ií. Federico Boillat : 

Buenos Aires. Mayo 24 de 1890. 

Suprema Corte: 



José Bolón Pérez, por D. Federico Boillut, en autos que le 
promovió D. Torcuato A. Martínez, sobre cobro do alquileres, 
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ocurriendo directamente á V, E. por haberme sido denegado in- 
debidamente el recurso que en seguida expresaré, á V. E. res- 
petuosamente digo: 

Que en 9 de Febrero próximo pasado, D. Torcuato A. Martí- 
nez se prt-sentó ul Juzgado de la Sección (i* pidiendo, para pro- 
parar la acción ejecutiva que dice le compete á efecto de cobrar 
los alquileres de ia c¡isa calle de Rio Bamba número 1058, que 
se intimase al señor Iioillat la presentación del último recibo 
bajo apercibimiento de lo que hubiese lugar por derecho; y el 
Juez Dr. Lmdivar proveyó de conformidad. 

Notificada esta procidencia al señor Hoillat. el compareciente 
su apresuró a nombre de éstt*, ú declinar de jurisdicción, ale- 
ando Ja cali lad do estranjero de su representado, y la de argen- 
tino en el actor. lo cual da incuestionable derecho al primero 
de no ser enjuiciable por ti segundo sinó ante la justicia fe- 
deral. 

Iniciada así por declinatoria la cuestión de competencia, el 
Juez a (¡no dictó en 20 de Febrero la providencia del caso, te- 
niendo por parte al compareciente y corriendo vista al acior de 
la excepción deducida. 

Evacuado e¿* ] por el futuro ejecutante, el mismo Juez a */uo 
so pretesto de que no era llegada la oportunidad marcada por 
el artículo 485 del Código de Procedimientos, para oponer ex- 
cepciones, dejó sin efecto la recordada providencia de 20 de 
Febrero, y lo que es más grave, mandó de oficio (sin petición 
de parte) se devolviese al espolíente la acta quo motivó dieba 
providencia de 20 de Febrero. 

Contra esa resolución interpuse inmediatamente recurso de 
apelación para ante la Cámara de Paz del Norte ; y no siéndo- 
me otorgado por el inferior, fui de hecho ante dicha Cámara, la 
cual tomó en consideración el recurso dilecto y dictó la siguien- 
te resolución ¡ « Buenos Aires, Mayo G de 1800. — No pudiendo 
causar gravámen irreparable el auto de foja 7, y no siendo ape- 
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lacles en el Juicio ejecutivo sino los autos espresamente d ocia- 
dos Ules» j en ninguno de estos se encuentra el auto recurrido , 
se declara bien denegado el recurso interpuesto. Devuélvanse, » 
Notificado de este proveído, me apresuré ú interponer contra 
él el recurso autorizado en el artículo 29 de ta Ley Orgánica de 
los Tribunales de la Capital y en el inciso 3* artículo 14 de la ley 
de 14 de Setiembre de 1863 sobr? jurisdicción y competencia 
de los tribunales nacionales : recurso evidentemente procedente, 
desde que ha estado en tela de juicio la inteligencia de una 
cláusula de la Constitución y de rañas cláusulas de leyes det 
Congreso, y la decisión lia sido contra el derecho 6 exención 
que, fundado en esas cláusulas, be alegado á nombre de mi po- 
derdante. A pesar de todo, la Cámara de Paz del Norte ha re- 
suelto con fe-ha 10 del corriente lo que sigue : t Autos y vistos: 
No encontrándose el presente caso comprendido dentro de los 
términos del artículo 14 de la Ley de Jurisdicción y Competen- 
cia de los Tribunales Nacionales, no ha htyur al recurso inter- 
puesto. 

Es esta última resolución, que me ha sido notificada ayer, 
la qus pone á mi parte en el caso de ocurrir directamente á 
V. E., cual lo hace por mi intermedio, pidiendo á V. E. se 
digne ordenar la inmediata remisión de autos y resolver en se- 
guida, otorgándome la apelación denegada. 

Por tanto: á V. E. suplico que habiéndome por presentado 
en tiempo y forma, se digne así proveerlo. Ea justicia, — Ha- 
faet Wms de los Líanos. — José lioion Peres. 



M JUSTICIA RACIONAL 



347 



VISTA DEL SFÍÍOB PUOCUItADOft CENE KA I. 

Buenos Aire», Setiembre 52 de 1890. 

Suprema Corle: 

Demandado D, F. Boíllat, extranjero, por D. T. Martínez, 
argentino, la Cámara de Paz del Norte le ha negado el privile- 
gio de ser juzgad» por los Tribunales Federales, bajo el funda- 
mento de que en el juicio ejecutivo la escepcion de incompeten- 
cia debe openerae después de la citación de remate. 

Importa esto poner en cuestión aquel privilegio, al menos en 
cuanto ú su extensión, sujetando al extranjero a ser juzgado por 
jueces locales, en una parte del juicio que no carece d-- grave- 
dad, y puede traer gravamen irreparable á la fortuna y al cré- 
dito del demandado. 

Pienso por esto, y de acuerdo con la resolución de V. E. que 
se lee en la segunda serie de sus Fallos, tomo 21, página 125, 
que declara que la excepion de incompetecin es, por su natu- 
raleza, de previa resolución ; que el auto en que se prescinde de 
tomarla en consideración, trae gravamen irreparable, y que 
ella puede ser opuesta así en los juicios ordinarios como en los 
ejecutivos, puesto que en uno de estos últimos dictó V. E. dicha 
resolución, pienso, por este, repito, que el recurso deducido es 
procedente. 

Antonio A\ tialaver. 

Palle d« la MupreMR Vmrim 

Himnos Airci, Setiembre > i de 18%. 

Vistos en el acuerdo: No estando sometidos á la revisión de 
la Suprema Corte los procedimientos de los Tribunales locales 



fallos de la ¿otreha corte 



de li Capital, Binó eicepcionalmente y solo en los casos y forma 
determinados por los artículos catorce y quince de ta ley sobre 
jurisdicción y competencia de los Tribunales Federales» lo que 
no sucede en relación 4 los jueci's del orden federal, respecto 
de tos cuales so ejerce una jurisdicción de apelación general , y 
no bailándose comprendido el cn30 en cuestión en ninguno de 
de los determinados por el artículo catorce citado, por cuanto el 
auto recurrido no contiene decisión alguna respecto á la cues- 
tión de competencia promovida ante la Justicia de Paz, ni des- 
conoce el derecho que el recurrente hace valer para litigar ante 
Ja Justicia Federal, fundado en las disposiciones de la Consti- 
tución y leyes nacionales, uplasundo simplemente la considera- 
ción del punto & ta época determinada en las disposiciones del 
título catorce de la Ley de Procedimientos de los Trihuuales de 
la Capital : se declara no haber Tugar al recurso interpuesto ; y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

nEMJAHIN VICTOniCA — lEOEni^O IDAH- 
GCREN. — C. S. DE LA TOKKE. — AREL 
RAZAIS. 
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a Camilo Alttuo contra ft. Carlos Casado, por reivindicación ; 

sobre incompetencia. 



.Sumará.— La justicia federal es incompetente pan conocer 
en la reivindicación de un terreno que se halla en litigio ante 
los tribunales locales, por expropiación pedida ante ellos por el 
demandado, extranjero, contra el propietario, argentino. 



Caso,— Kn 21 de Junio del año 188ti compareció al Juzgado 
Federal del llosnrio D. Camilu Aldao, esponiendo: QueD.Cár- 
lus Casado, titulándose empresario del « Ferro Carril Oeste 
Santafecina», se había apoderado, desde hacía mas o menos un 
año, y sin iniciar siquiera el correspondiente juicio do expro- 
piación, ni consignar su precio, de un terreno perteneciente al 
esponente, con todo lo en él edificado y plantado, compuesto de 
cuarenta y cinco varas de frente por setenta y cinco de fondo, 
siendo sus linderos, por el Norte y Xaciente, D, Xorberio Acos- 
ta, por el Sur, D. Juan José Beaegas, y por el Oeste D* Ber- 
narda Galvan, según todo se acredita por las escrituras que 
acompaña. 



- 
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Qaeen virtud de lo espuesto 7 de conformidad con las artícu- 
los 9758 j 3787 del Código Civil, inicia la correspondiente ac- 
ción reivindicatoría contra D. Cirios Casado, pidiendo sea él 
condenado á la restitución del inmueble, con costas, daños y 
perjuicios. 

Acreditada la competencia del Juzgado por ser argentino el 
demandante y estranjero el demandudo, se corrió traslado de la 
demanda. 

B. Juan Arrosagaray, por D. Cárlos Casado, sin evacuar el 
traslado conferido, pidió se declarara que su representado no 
estaba obligado a contestar la demanda, con imposición de cos- 
tas al demandante ; alegando que existía litis pendencia ante 
otro Tribunal, y que su poderdante había optado por otra juris- 
dicción, ante la cual había deducido ya su demanda. 

Fundando la CBcepcion de litis pendenci», dijo : Que habién- 
dose declarado por leyes provinciales expropiares con destino 
á ia estación del Ferro Carril Oeste Santafecino, los tórrenos 
comprendidos entre las calle* Montevideo, Chacubuco y la ba- 
rranca del tío Paraná, entre cutos túrrenos se encuentran uuos 
pertenecientes & I). Camilo Aldao, y otros que se dice pertene- 
cen á la hija política de éste, U* Francisca Ruiz de Faz, el 
Agente Fiscal de la provincia, promovió, ante el Juez de I o Ins- 
tancia, el correspondiente juicio de expropiación del referido 
terreno do Aldao, á quien se le notificó la demanda en 20 de 
Noviembre de 1882; y habiéndose efectuado una audiencia 
verbal (en 30 del mismo mes y año) á la que concurrieron el 
Agente Fiscal y D. Camilo Aldao, nombraron éstos á I). Crisó- 
logo K driguez y D, Josó M. Pnccio para justipreciar los terre- 
nos; pero, no pudíendo admitir Casado que el Agento Fiscal 
aceptase sin su consentimiento una tasación que podía serle 
gravosa, se presentó, por intermedio del procurador Fillol (en 
9 de Marzo de 1883) asumiendo en el juicio la personería que le 
correspondía. 
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Qae posteriormente, D, Camilo Aldao y el procurador Fillol, 
representante de Casado, presentaron ante el referido Jaez uu 
escrito espresando: que aún cuando e| primero no estaba confor- 
me con el precio que Casado había consignado á la orden del 
Juzgado, podía él ocupar el terreno á expropiarse ; y nombraron 
al mismo tiempo como peritos, por !a parte de Aldao, al men- 
cionado D. José X. Puccío, y por la de Casado a D. Federico 
Somuza; todo lo cual fué aprobado por el Juzgado, cuya resolu- 
ción se notificó debidamente A D. Camilo Aldao. 

Que con posterioridad se presentó por la parte de Casado un 
plano rectificando errores que se habían cometido al ubicar el 
terreno expropiado, quedando éste dividido en dos fracciones: 
una que se decía pertenecer á D* Francisca líuiz de Paz, á 
quien representaba Aldao y la otra fracción ú éste mismo; re- 
cayendo en el escrito en que se hizo dicha presentación una 
providencia por la cual so mandaba que se agregase á los ante- 
cedentes, y iioiubráudosL- por la misma como perito tercero á 
D. Ciro Ecbesortu en vista de haberse espedido en disconfor- 
midad los peritos Puccio y Somoza. 

Que la mencionada providencia fué notificada en persona á la 
parte de Aldao, pero habiéndoso pasado la causa al conocimiento 
del Juez de I' Instancia de la i n Sección, por impedimento del 
de la segunda, se mandó que los autos se pasaran en vista á la 
referida D* Francisca Uuiz de Paz para que manifestara su con- 
formidad con lo obrado. 

Que después de esto, habiendo convenido privadamente Ald;io 
y Casado en nombrar un solo tasador para los terrenos expro- 
piados, quedó suspendido el juicio de común acuerdo, hasta que, 
por haber declarado Aldao que desistía de su propósito de hacer 
dicho nombramiento, se presentó el esponinto por Casado pi- 
diendo la prosecución del juicio. 

Que de lo espuesto resulta plenamente comprobada la excep- 
ción de litis-pendencia, desde que el pleito pendiente versa so- 



bre los mismos terrenos y entre las mismas personas. 

Fundando la excepción de incompetencia de jurisdicción , 
dijo: que siendo Casado extranjero, y al mismo tiempo actor en 
el juicio seguido con D. Camilo AldaD, ciudadano argentino, 
ante la justicia ordinaria de la provincia, lia usado aquel de un 
derecho pleno y perfecto al renunciar el fuero federal, que es 
creado en favor del estraujero, y renunciablo por éste como un 
privilegio cualquiera, y ha podido también Casado prorogar la 
jurisdicción provincial, que es general y por lo mismo proroga- 
ble, sin que pueda Aldao arrancarlo de ella y llevarlo ante la 
jurisdicción federal, pues es esta por su naturaleza limitada y 
restrictiva, no pudiendo ser prorogada sobre personas o cosas 
agenas i ella, y ademas, porque el juez natural del argentino, 
es el de la provincia. 

Corrido traslado de las excepciones, lo evacuó D. José M. 
Echagüc por D. Camilo Aldao, pidiendo &u rechazo ron costas. 

Respecto de la litis-pendencia alegada, dijo : Que se había iu- 
corrido en graves errores al relacionar lo pasado ante elJuez 
de provincia. 

Que iniciados los autos poj el Agente Fiscal para expropiar 
unos terrenos de Aldao (en 1882), se nombraron peritos, y se 
practicó la tasación, y compar* ciú Casasado (ú principios de 
1883) pidiendo la anulación de lo actuado y declarando lo si- 
guiente (foja 11): * Además hay otra circunstancia que influye 
también directamente para que s>e anulo todo lo actuado; y 
ella consiste en que este juicio se ha seguido con 1). Camilo 
Aldao equivocadamente, pues éste no es dueño de la manzana 
ubicada entre las calles 9 de Julio, General López, Chacabuco 
y Esmeralda, que, separada por la primera de estas caltus se 
encuentra al costado de la manzana donde existe un galpón del 
ferro carril, y en donde se hizo la inauguración do esta via fé- 
rrea; teniendo entendido por mi parte que en vez de pertenecer 
ese terreno ú D. Camilo Aldao, pertenece en parto á la señora 
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D* Francisca Ruiz de Paz, ignorando qoienes sean los dueños 
(iel resto j. 

Que en tal concepto su representado, continúa Magüe, au- 
torizado pura arreglar amistosamente por D» Francisca lí. de 
Paz, conrino en nombrar peritos, los que se espidieron en des- 
acuerdo. 

Que posteriormente (Junio 21), Casado presentó un escrito 
en cuyo encabézamete dice: ten los autos de expropiación 
de una manzana de ierren-, de propiedad de D. Camilo Aldao 
ó sea su hija política Doña Francisca Ilniz de Paz», etc.' 
Que designado por el Juez como tercero en discordia ü' Ciro 
Echesartu (Junio 22 de 188S), éste se expidió en su come- 
tido; y habiendo declarado tos interesados (audiencia de 
foja 27 t.) que no era posible nacer arreglo alguno, quedó el 
juicio suspendido hasta hacía pocos úh* (habla en Julio 27 de 
1886 ) en que trataron de proseguirlo, habiendo durado dos años 
la enunciada suspensión. 

Que la empresa del ferro-carril, que no so conformó con la 
tasación practicada por el perito tareero, carece de razón para 
pretender que los dueños de los terrenos ocupados por ella es- 
peraran indefinidamente á que Jos expropiase <<n forma y aun- 
que Aldao hubiese sido parte endino juicio la .nación de Ja 
empresa lq autarizaba suíicieutemeuto para gestionar sus de- 
rechos ante los tribunales competentes. 

Que reaultaque en el presente caso n ^iste litis pendencia- 
i* porque no ha habido contestación de demanda entablada ante 
otro tribunal competente; * porque el juicio de expropiación 
iniciado ha s.do abandonado tácitamente; 3* pon, Ie Casado ln 
declarado que los terrenos & expropiar eran Jos de Doña Fran- 
cisca Kuiz de Paz y no los de D. Camilo Aldao; y* porque 
no hay identidad de acciones, ftnés aquel era un juicio de ex- 
propiacion y el presente una demanda ordinaria de reivindi- 
cación (Malaver, página 400; Esteres Saguí, página JOt 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Fallos, série 1', tomo % página 200; tomo 7 o , página 338; 
tomo 9, página *24; 2* série, tomo 9, páginas 35 y 124; tomo 
41, página 200; tomo 17, página 34, y tomo iS página 44). 

Respecto de la inconipeten ia alegada, dijo; quo su funda- 
mento de ser at gen tino ü. Camilo Aldao y estranjero D, Carlos 
Casado se desvanece, teniendo presente que el estranjero de- 
mandado ante la justicia federal por un argentino no puede de- 
clinar de jurisdicción (Serie 2 a , tomo 3, página 7 ; tomo 4, pá- 
gina 302). Que por otra parte el juzgado federal ha prevenido 
en el asunto; en el üiipuestn de que existiera alguno, lo que lia 
demostrado no ser cierto. Que nada puede influir sobre el ¿sito 
de la presente causa la existencia de leyes provinciuleB de ex- 
propiación, pues la ley sol» autoriza á expropiar en forma, y 
mientras esta expropiación no se efectúa el inmueble continúa 
perteneciendo A sus propietarios, quienes pueden reivindicarlo 
contra cualquier deti-ntudor como 1). Carlos Casado. 



tallo del Jur« de Nrvtio» 

Hosnrio. Abril *» de 1W. 

Y vistos los incidentes sobre litis pendencia é incompetencia 
de esto Tribunal, deducido por el demandado D. Carlos Casado, 
en el juicio quo sobre reivindicación le lia promovido D. Cami- 
lo Aldao. Con lo alegado por las partes y prueba producida. 

\ considerando: I o Que según a« comprueba por los certilica- 
dos expedidos por el Juzgado Civil de esta ciudad, corrientes á 
fojas treinta y una y treinta y seis á cuarenta, D. Camilo Aldan 
no solo ha aceptado la jurisdicción provincial A la cual D. Car- 
los Casado ocurrió usando de su derecho, sino que, prosiguien- 
do el juicio do expropiación sobre estos mismos terrenos que 
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ante esa jurisdicción inició Casado, lo ha proseguido nombrando 
arbitros y asistiendo á los juicios á que fué convocado por el Juca 
de provincia. 

2" (¿ue estos actos según derecho, dan el resultado legal de la 
aceptación de la jurisdicción del Juez ante quien se practican. 

3 g Que por otra parte, siendo la jurisdicción federal directa 
para el estranjero. como lo os l). Carlos Casado, una vez renun- 
ciado ose fuero en una demanda con el hijo del país, no puedo 
este declinar de jurisdicción, pues el juez de provincia e* el Juez 
natural del Argentino, coran lo es Ü. Camilo Aldao. 

4" Que Oítn jurisprudencia está consagrada por la Suprema 
Córle en numerosos de sus fallos, siendo ellos tan repetidos y 
notorios que no puede la parte de Aldao alegar á esto respecto 
ignorancia, 

5* Que la argumentación de la parte dd di mandante cuando 
dice no proceden las excepciones deducidas por cuanto el terreno 
que se expropiaba ante Las autoridades de provincia solo perte- 
necía á la Señora de faz y otros, no es aceptable desde que no 
ha probado que se trata de olru terreno distinto, y antes al con- 
trarío, del contesto general délos escritos presentados por esta 
porte, se desprende que el terreno de la actual cuestión es el 
inferno que aquel de cuya expropiación se ha tratado en la pro- 
vincia; de lo que viene también, á su ve?., á deducirse que sien- 
do esto así, la acción reivindicatoría tampoco proceden' i por las 
razones ospuestas en los considerandos anteriores. 

Por estos fundamentos, fallo: haciendo lugar á las excepciones 
deducidas, con costas; no estando cu consecuencia ol demandado 
obligado á contestar la demanda contra él deducida, ante este 
Tribunal. Hágase saber con et original y repónganse los sellos 
en el acto de la notiíicacion. 



t¡, Escalera y Z urina. 
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P 

t «lt«» dr I» thipremi Corle 

Buenos Aire*. Setiembre ?3 de 1890. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja cincuenta y una; y repuestos los sellos 
devuélvanse, así como los traidos para mejor provoer, al Juz- 
gado de su procedencia. 

ULNJAMIN VICT0R1CA, — FEDERICO IBAit- 
CtHEN. — C. S. DE LA TOHHE. 
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D. Miguel jgf. Molina, contra ¡K Manuel Marco, por cobro de 
¡tesos; sobre defecto en la forma de la demanda 

Sumario. — La denmwia en que se esprosa que se cubra una 
suma de dinero procedente de pastoreo ó invernada de hacien- 
das, determina claramente la cosa que se pide y id derecho ú tí- 
tulo en que se funda. 
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Caso* — D. Pedro M, Figueroa, por Molina, se presentó ante 
el Juzgado Federal de Mendoza, esponjeado ; 

Que había sido encargado de cobrar y percibir la cantidad de 
3900 pesos moneda nacional, que adeuda A Molina el Presbí- 
tero D. Manuel Marco, procedente de pastoreo ¿invernada de 
unas haciendas pertenecientes á dicho Marco. 

Que este, en efecto, llevó de Buenos Aires 1500 animales y 
los tuvo en pastoreo en uu campo de crianza perteneciente á 
Molina, en el lugar denominado Toay en la Pampa Central, du- 
rante cuatro meses y ocho días, corridos desdo el 22 de Junio 
hasta el 30 de Octubre de 1888. 

Que confiado Molina, 6 su capataz, en quesería abonado el ta- 
Irtge sin dificultad, entregó ó dejó sacar los animales sin eligir 
el pago inmediato, y no ha podido después obtener el pago á pe- 
sar de las diligencias que ha hecho. 

Que por esto, demanda ú D. Manuel Marro por la sama de 
3000 pesos moneda nacional, con mis las costas, daños y per- 
juicios. 

Acreditada la competencia del juzgado por ser argentino el 
demandante y estrangero el demandado, se corrió traslado de la 
demanda, 

D. Manuel Marco, sin contestarla, opuso la excepción dilato- 
ria por defecto legal en el modo de proponer la demanda. 

Dijo: que la interpuesta, no contenía la exposición clarado 
los hechos en párrafos separados y numerados, como lo manda 
el artículo 57 de la ley de procedimientos. 

Quo no espreia si ha habido ó no contrato con él eo el viaje 
que so supone conduciendo ganados, ni si hubu ó no contrato con 
otro ú otros, Bobre el precio, término y demás condiciones que 
^eaeostumbra estipular, ni si Molina por sisólo ha lijado el pre- 
cio y condiciones. 

Que tampoco contiene la demanda, la sucinta esposicion de 
derecho que el mismo artículo 57 citado, prescribe. 
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Pidió que se admitiera U excepción, declarándose que do esta- 
ba obligado á contestar, c fin costas. 

Conferido traslado, lo evacuó el actor, esponiendo: que jamás 
en la práctica y jurisprudencia de los tribunales, se había he- 
cho cuestión de la numeración de loa párrafos de la demanda, 
formalidad que no da ni quita derecho ui puede causar confu- 
sión alguna. 

Que otro tanto se puede decir de la esposicion del derecho : 
se trata de un contrato que diariamente se celebra en la campa- 
ña, regido por los principios mán preliminares de los contratos, 
y en especial, por el código Rural de la provincia de Unenos 
Airea, como lo probará á su tiempo. 

Que en estos contratos entra en mucho la buena fe y honra- 
dez t le los contratantes: el dueño do un acarreo no siempre vie- 
ne detrás de él, pero se supone que el capataz ó persona que lo 
conduce está autorizada para contratar & nombre del dueño los 
gastos que demanda, y que pueden ser previstos ó imprevistos ; 
y lo único que Molina sabe es que los animales eran de Marco, 
que les proporcionó el pasto durante el tiempo que se espresa 
en la demanda y que hizo mal en entregarlos sin exigir el pago 
previamente. 

Que el precio cobrado no es arbitrario, sinú el que lija el Có- 
digo Rural citado, y si no fuera a^í, cada uno aprecia ¿tus cosas 
según lo que cree que valen. 

Pidió el rechazo 'te la escepcion, con costas ni demandado. 



Fwllo del Jitrz Federa I 

Mendoza, Noviembre ii ÚV 1880. 

Vistos: en el incidente promovido por el presbítero D. Ma- 
nuel Marco, sobre defecto legal de la demanda interpuesta cun- 
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traél, por Ü Pedro M. Figueroa, eii representación de D. Mi- 
guel E. Molina. 

Y considerando s 1" Quo para que una demanda pueda re- 
putarse en buena forma, bnata que en «liase espresen con clari- 
dad la persona del actor y demandado, el derecho ú título en qu* 
se funda, la cosa quest; pide y ante quien se pide. 

2" Que la demanda en cuestión apresa claramente que ella 
versa sobre cobro de una suma de dinero procedente de pastoreo 
v invernadas de haciendas pertenecientes al demandado, deter- 
minándose así claramente h cosa que se pide y el derecho 6 tí- 
tulo fin que se funda. 

3" Que respecto a la persona fiel demandante y demandado se 
bailan también claramente designados en ella ; quedando por 
consignante cumplidas las exigencias di* la ley, á escepcion de 
la miiuencton de los párrafos que no es en manera alguna esen- 
cial, menos aún en el caso en qm* no se contienen diversas peti- 
ciones que puedan considerarse materia de capítulos separados. 

Por tanto: no se hace lugar con costas, á la escepcion deduci- 
da, debiendo el demandado contestar derechamente a* la demanda. 

Hágase saber con el original y repóngase el sello. 

Juan del Campillo. 

Fall* de la üúprtM 4 'arte 

Duchos Aires Sílitonhw 25 n • 1 * •. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con cortas el auto 
apelado de foja diez y seis, y repuesto» los sellos, devuélvanse. 

MiMiAMia YICTORICA, — FEDERICO IBAR- 
üCREN. — C. S. nt, LA TORRE. — LUIS 
V. VARELA.— ABEL RAZAN. 
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CAUSA CL1 



U. Pcdfti Rodrigues, contra ta Municipalidad de ta Capital 
por reivindicación ; sobre competencia . 



Sumario.— La acción civil de reivindicación promovida por 
no vecino de la provincia de Buenos Aires, contra la Municipa- 
lidad do la Capital t corresponde al conocimiento de la Justicia 
Federal. 



Caso. — D. Anastucio Lallana, interpuso acción reivindicato- 
ría contra la Municipalidad, para que se le devolviera la pose- 
sión de unos terrenos ubicados en San José de Flon-s, de que 
había sido despojado. 

Como titulo de propiedad, invocó ta posesión que su represen- 
tado había tenido desde antes del año 184 i hasta Setiembre de 
1886, en que tuvo lugar el despojo. 

Acreditada la competencia del juzgado por ser el actor veci- 
no de la provincia de Buenos Aires, se corrió traslado de la de- 
manda. 

£1 procurador Municipal, sin contestarla, opuso ta, excepcío- 
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nes dilatorias por incompetencia de jurisdicción y por defecto 
legal en el modo de proponer la demanda. 

Dijo : que según ta ley do Ajidos de 1870, los poseedores de 
•10 años teuían el derecho á ser reconocidos propietario* (ar t. 
25), debiendo presentarse ante la respectiva Municipalidad (art. 
28) para sor ante ella probiido su derecho. 

Que así. la única autoridad competente para desprender á la 
Municipalidad de uno de sus terrenos, es ella misma, no exis- 
tiendo ninguna otra autoridad que pueda intervenir en este gé- 
nerode asuntos. 

Que por consiguiente, la de tu a tul a tiende á cambiar arbitra- 
riamente la jurisdicción especialísima establecida por la ley 
de 1870, 

Que suponiendo que el juzgado declarara probados los estre- 
ñios que ofrece el demandante, y so le mandara dar la posesión 
en consecuencia; y que al mismo tiempo la Municipalidad re- 
conociera en otro el derecho, los señores EScasso y Salvadores, 
por ejemplo, que también lo han pretendido unto ella, ¿cuál 
sería el resultado ? que existiman dos derechas rúeonocidos por 
diferentes autoridades, de las cuales una sería indudablemente 
incompetente. 

Que por otra parte, la prescripción, fundamento de la necion 
entablada, no puedu ser admitida en un juicio reivindicatorío, 
sinó cuando ya ha sido declarada por tribunal competente; lo 
que constituiría el título que habilitaría para reivindicar. 

Quede otra suerte, el rvirindicante habría iniciado el juicio 
de reivindicación para hacerse de título. 

Que la prescripción, tal como la presenta el actor, sirve como 
excepción, no como acción (Zaohariffl, t. 5,§ y el Código 
de Procedimientos, la coloca entre las excepciones. 

Que por consiguiente, hay defecto legal en el mod«de propo- 
ner la demanda. 

Pidió que se admitieran las excepciones, con costas al actor. 
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Corrido traslado, pidió el demudante «1 rechazo con costas de 
las excepciones opuestas. 

Dijo : Qoe en la primera, se comete el error de creeT que con- 
funde al juez con la Municipalidad, suponundo no sabe por 
qué, que se trata de un asunto administrativo, según las anti- 
guas leyes municipales de la provincia de Buenos Aires, y que 
ocurre a la Municipalidad en solicitud de título que le reconozca 
administrativamente su derecho ; 

Que uo se trata aqui de eso, sino de una demanda contra la 
Municipalidad reivindicando un terreno do que lo despojó; 

Que los argumentos que hace para demostrar que el terreno 
es snyo, nada tienen que ver con la jurisdicción ; 

Qnc es absurdo pretender que una demanda ordinaria ríe rei- 
vindicación contra la Municipalidad se haga ante ella misma, 
que el despojante sea al mismo tiempo el demandado y el juez: 

Que el fundaroeutode la demanda consiste en la prescripción, 
en las leyes civiles de fondo, y no en leyes administrativas ; 

Que no se trata así, de espediente administrativo, sinú de un 
pleito en forma ante juez competente contra la Municipalidad, 
persona jurídica; y si tiene ó no derecho, será cuestión de fondo 
y materia de ta sentencia deltnitiva; 

Que no trata la demanda de la ley de ejidos ni te importa su 
existencia, sinú de la reivindicación con razones buenas ó 
malas ; 

Que el que Scasso y Salvadores hayan solicitado que la Mu- 
nicipalidad les venda el mismo terreno, es completamente es- 
traño áeste asunto, y precisamente esos señores fueron cómpli- 
ces de la Municipalidad para despojar ¡i Kodrigucz ; 

Que la creencia del demandado, de que la prescripción no 
sirve como título para reivindicar, no autoriza la excepción por 
defecto legal en la demanda, pues si sirve ó no será materia de 
la sentencia; 

Que la demanda entablada contiene todos loa requisitos esta* 
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Mecidos por el artículo 57 de la Ley de Procedimientos : nom- 
bre det actor, nombre del demandado, domicilio de este, la cosa 
demandada, la razón por qué se demanda (tomo $1 , página 203 
de los Fallos). 

t allo «leí Jucx FeilcrAl 

BnfpM Aires, Abril 21 de 1890, 

Y vistos: por los fundamentos aducidos cu ol precedente es- 
crito, no há lugar á las incepciones opuestas por la Municipali- 
dad, y contéstele la demanda en el trrmiuo le<ral. 

Virgilio flf< Tedin. 



talle de Im Suprema le» ir 

Huchas Aíri's, Setiembre ¿5 «le lfííXL 

Vtstos: tratándose de una acción civil deducida por un vecino 
de la Frovincia de Buenos Aires, contra la Municipalidad de 
osta Capital, y siendo por tanto, de aplicación la disposición de 
los artículos segundo, inciso segundo, y noveno de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los Tribunales Federales ; se con- 
Crma con costas, el auto apelado de foja diez y siete vuelta, y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

I1EÜJAM1N V1CTOR1CA. — FE DE n ICO 
1BAUGCREN, — C. S. DE LA TOR- 
NE. — LUIS V . VARELA , — ABEL 
RAZAN. 
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La Compaílía de t'errn carriles Pobladores, contra 0, Manuel 
Uribe tarrea, por expropiación : sobre apelación denegada 

Sumario.— Del auto en que se deniega la reposición, no pro- 
cede la apelación, sí no se ha deducido conjuntamente con 
aquella. 

Caso. — Lo esplica el 

► •lio di» I» «uprent» ¿arle 

Buénos Air»í3 T Setiembre 30 do lsíM. 

Vistos oo el acuerdo: No procediendo el recurso de apelación 
del auto en que se deniegue el de reposición, si no se lian dedu- 
cido ambos conjuntamente; y resultando del expediente traído 
á la vista, que del auto en que se mande dar la posesión recla- 
mada solo se interpuso el recurso de reposición y nulidad sin ha- 
cerse valer el de apelación que solo se dedujo después de resuel- 
tos negativamente aquellos: se declara no haber Lugar á la ape- 
lación interpuesta, y repuestos los sellos devuélvanse los autos. 

DEKJAM1N V1CTORICA. -C. S. DE LA TOR- 
RE. — LUIS V. VARELA , — ABEL UAZAN. 
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CAIMA CXIII 



Ihm San ti aya Chaves contra el Ha neo Nacional; 
sobre indemnización de daños y perjuicios 



Sumario. — La conformidad del dueñ o de haciendas infer- 
nadas con el hecho de habérselas mandado el invernador y cnce- 
rrádulas en el corral en donde aquel acostumbraba encerrarlas* 
importa darse por recibido de las haciendas y releva al inver- 
nador de (oda responsabilidad por su ulterior tstravío. 



Caso. — En 27 de Abril de 1889 se presentó Don .Santiago 
Chaves esponiendo: (Jue hacia mes y medio mas ú menos, que en 
el establecimiento « Hincón >, propiedad del Banco Nacional, 
puso en invernada 32 novillos cuerpo de buey, para ir sacándo- 
lo* conforme los necesitara para la carnicería que tenía esta- 
blecida en el pueblo cüanda*, pagandu S 1 pur pastaje men- 
sual de cada novillo; 

Quo había sacado 12 y quedaban 20, y un dia que mandó 
sacar dos más, el capataz del establecimiento no los quiso entre- 
gar y le mandó decir que mandara sacar toda la hacienda, según 
la carta que acompañaba ; 
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Que a) leoibír esa carta se vió ooo Don Julio Voget (gerente 
del Banco) manifestándole estrañeza por la disposición, y aquel 
le contestó que había resuelto sacar toda la hacienda, porque el 
establecimiento estaba recargado, y que tenía cuatro días para 
buscar donde colocar la suya ; 

Que el mismo dia que habló con Voget el capataz ó mayordo- 
mo había sacado la hacienda, y la mandó ií casa y no habiendo 
quien la recibiese, ¡a encerró en un corralito inservible que había 
y la dejó: 

Que esa rubina noebu la hacienda se fui' y tomó el campo ; 

Que por dos días continuos hizo dilige ncias para encontrarla, 
y solo encontró cuatro animales, habiendo quedado perdidos 10. 

En virtud de estos hechos demandó á Don Julio Voget admi- 
nistrador del establecimiento «Hincón* parios danos causados, 
de conformidad á los artículos 1118 y 1122 del Código Civil y 
pidió se le condenara al pago del valor de los novillos perdidos 
á razo de 40 pesos cada uno, y de los daños y perjuicios que opor- 
tunamente formularía. 

Acompañó á la demanda la siguiente carta: 



muró* M de Abril de imt. 

Señor Oon Sauiiay». 

Muy ¡imigo mío: 
Como recibido urden desde Dan Julio jíoget por retirar todas 
las haciendas ajenas dosde el establecimiento sin excepción algu- 
na. Entonces yo mandado Bracamonte por dar Vd, la aviso. 
Como él anda los animales y yo no tengo nlgo con este departa- 
mento del Ingenio yo no sé qué por hacer. S. S. amigo 

Juan Stopfath, 
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Acreditado el fuero federal por la distinta nacionalidad de las 
partes se confirió traslado de la demanda, y Don Nicanor Salva- 
tierra, con poder general del Gerente del Banco Nacional la 
contestó pidiendo su rechazo con costas. 

Dijo que era falsa la exposición de Chaves, y lo ocurrido era 
lo siguiente : 

Habiendo á principio del año gran abundancia de pastos en el 
flünconi Chaves vio" al mayordomo del establecimiento Don 
.Fuun Stopfath para que le tuviera mi hacienda, lo que aceptó 
por hacerle servicio. 

Después el Sr, Vuget ordenó se sacara la hacienda, y avisado 
esto ó Chaves, así se hizo siendo el mismo capataz llarcamonlc 
que ayudó á los peones de Chaves para conducir su hacienda al 
pueblo lia Banda*, donde estaba Chaves. Allá la encerraron 
en un corral, habiendo Chavos dado tas gracias por la conduc- 
ción, cuando Pedro P. Diaz fué á darin cuenta del hecho. 

A la noche la hacienda se salió del corral. Chaves la mandó 
buscar y consiguió recojerla; despuos < ordenó á Diaz soltara los 
animales que tenía atados y entabló la presente demanda, que 
por lo espuesto debía considerarse auno lemeraria é iusúlita. 

Acompañó á la contestación la siguiente carta : 



Santiago, Sdu Abril l$wi. 

Señor Don Juan Stopfaih. 

Rlnwn 

Muy Señor mió: 
Acompaño á la presente algunas pildoras de quinina, remedio 
eficaz contra el chucho. Como el invierno se vá aproximando y el 
pasto escaseando, se servirá hacer Tetirar del establecimiento 
toda la hacienda ajena sin excepción uhjmut, dejando solamento 



368 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



1 



á las que pertenecen al establecimiento, y á las mías que con el 
toro son 6; igualmente mandará Vil, Tecojer todos los animales 
que han sido prestados sin órden ó permiso mió y que pertenecen 
al Hincón. 

Las parrillas y demás objetos espero de un memento 'i "tro y 
le avisaré inmediatamente que llegan. 
Lo saluda, atento S. S. 

7. Vogvt. 



El Juez recibió la causa á prueba, debiendo esta versar en los 
hechos en que funda el actor su demanda iu-gada por el de- 
mandado, 

■ 

Pruebas del demandante 

\> Interrogatorio de dos preguntas útiles a cuyo tenor contes- 
taron los testigos D. Antonio Torrcsani y D. Januario Argañarás, 

¡S" pregunta: Diga el testigo Argañarás si es cierto que convi- 
no con Don Juan Estofer, mayordomo del establecimiento 
tliincon* que este le recibiese la hacienda en invernada ?or el 
mismo precio que le recibía á Cliavvs, es decir 1 peso 80 centa- 
vos mensuales cabeza, y que por este precio ha tenido hacienda 
en el establecimiento. 

Ar ganarás absolvió. 

3" pregunta: Diga el U-stigo Torrcsani si es cierto que en 
presenciado ¿1 y en casa de su hermano Bartolo, Chaves convino 
con el mayordomo del establecimiento «Rincón» que lo tendría 
la hacienda en invernada por 1 peso 80 centavos, y que Chaves 
le daría por el mismo precio la arroba de carne. 

Torrcsani absolvió. 
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Argañarás agregó que no sabía si fuera de su hacienda y de la 
de Chaves se recihía oít¿ hacienda, y que ] ft suva \ A p " U30 Qa 
invernada hará cuatro meses más ó menos (declaró en 5 de Junio 



Pruebas del demandado 



i' Un interrogatnriodeUpreguntasútilcsdcnyo tenor decla- 
raron los testigos Pedro l\ Díaz, Julián Kuiz y Santiago Bra- 
ca monte. 

2" pregunta: Diga el testigo Diaz s ¡ cs cierto que M i traer 
m establecimiento « Rincón > dos animales para carne, j reci- 
bió toda la hacienda de Chaves entregada por el capataz del 
establecimiento Santiago Braca monte. 

Diaz contestó que fué á traer d U3 animales y que entonces 
Bracamoute Je contestó que iban á entregar todo, 

3 a Diga el mismo si es cierto que después de recibir la 
hacienda ta condujo al pueblo «LáBaiid*» ayudado por Braca- 
monte y dos peones ád establecimiento Hincón. 

Contcdtú que es cierto. 

* Diga el mismo si es cierto que encerraron la hacienda en 
el corral que Chaves tenía destinado á este fin. 
Contestó que es cierto. 

5 J Diga si es cierto que esa misma tarde se trasladaron él y 
Bracamonte á Santiago á comunicar Á Chave, el recibo de toda 
la hacienda y su colocación en el corral del pueblo La Banda 

Contestó que e¿ cierto. 

0" Diga si es cierto que Chaves se mostró conforme v dió 1 * 
gradas á Bracamente por su ayuda, diciendo al declarante que 
le buscara otra persona que lo ayudara á carnear 

Contestó que la primera parte es cierto y Ja s,gunda no. 
porque tenía un peón. 

T. X 
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7 a Diga el mismo si la hacienda encerrada se dispersó por lu 
noche á cansa de la inseguridad del corral. 
Contestó que es cierto. 

8 1 Diga si es cierto que tomaron varios novillos Je los dis- 
persos y fueron carneados. 
Contestó que es cierto. 

0* Diga el mismo si es cierto que varios otros novillos fueron 
asegurados en distintos lugares, y largados en seguida porórden 
del Sr, Chaves. 

Contestó que es cierto. 

10* Diga el testigo Ruiz si sabe que Díaz» abastecedor de Cha- 
ves, acompañado de Bracamonte y otros peones trajeron al pueblo 
La Banda la hacienda de Chaves que existía en el establecimiento 
Rincón, y la encerraron en el corral que tenían destinado para 
guardar hacienda. 

Ruiz contestó que sabe por haber intervenido en el acto, á 
pesar fie que no fué ú sacar toda la hacienda, sinó dos novillos 
por órden de su patrón, quo entónces le dijeron que le iban á 
entregar todo. 

ii* Diga si sabe que después de guardad a esta hacienda se tras- 
ladaron Diazy Bracamente á fjautiago á dar cuenta á Chaves del 
recibo de la hacienda. 

Contestó que sabe y le consta. 

12° Diga si le consta que Chaves manifestó conformidad. 
Contestó que no sabe. 

1 3" Diga el testigo Bracamente si es cierto que entregó al abas- 
tecedor de Chaves toda la hacienda de este que existía en el 
establecimiento Hincón. 

Contestó que es cierto. 

14 a Diga si es cierto que ayudó á conducirla hasta el pueblo 
La Banda, donde la guardaron en un corral. 
Contestó que es cierto. 

15* Diga sí es cierto que en la misma tarde se trasladarou á 
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Santiago á comunicará Chaves el recibo de la hacienda, quien 
le agradeció su ayuda. 

Contestó que es oierto. 

A repreguntas de Chaves declararon : 

Diaz, que no tuvo orden de Chaves para recibir la hacienda, 
pero que luego que la coloc'i le avisó ; 

Q'ie no oyó que liracainonte pidiera disculpa á Chaves ú nom- 
bre del mayordomo, por haber sacado la hacienda; 

Que oyó i Chaves mandar dar las gracias al mayordomo por- 
que había cumplido la urden del Gerente, porque el no tenía la 
culpa ; 

líuiz, que ahora ya no es capataz, habiéndolo sido cuando se 
produjeron los he-hosde que se trata; 

Bracamonte, que tuvo la hacienda por unión del mayordomo 
del Rincón ; 

Que Chaves le dijo qu? el Gerente le había cedido imos dias 
más, pero ya que los había traído estaba coufurme ; 

Qu».' no pagaba nada por invernaría, según le dijo el mayor- 
domo. 1? 



Fallo ilel Ihu Frtleral 



Sontíligo, Julio lx úc 1899 

Y vistos: estos autos iniciados por I). Santiago Chaves contra 
el Gerente del Hunco Xacional en su carácter de administrador 
del establecimiento eEl Rincón., propiedad del Banco referido, 
por cobro de la suma de seiscientos cincuenta pesos m n prove- 
nientes de diez y seis novillos estraviados; de su estudio resul- 
ta: Que Chaves esponc en su demanda que colocó en invernada 
en el citado establecimiento treinta y dos novillos uuerpo de 
buey (testual), pagando un peso ochenta centavos nacionales 
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mensuales por cada, uno, para sacarlos cuando los necesitara 
para la carnicería que tenía en el pueblo «Banda». — Que sacó 
solo doce, quedando aún veinte en invernada. — Queentónces 
Tecibió la carta que adjunta del mayordomo de aquel estableci- 
miento, y se rió con Dun Julio Vogct, quien le dijo que debía 
sacarlos en el túrmino de cuatro días. — Que el Mayordomo, sin 
esperar nada, los sacú y los mandó con su capataz, quien los co- 
locó en un corralito inservible, del que se fueron los animales, 
los que buscó cuanto pudo, consiguiendo solo bailar cuatro, que- 
dando por tanto perdidos diez y seis, cuyo importe a razón de 
cuarenta pesos nacionales cobraba al Gerente Yoget, con mas 
los daños y pe rj ti i ios: todo de acuerdo con lo estatuido en los 
artículo* HlSy 1122 del Código Civil. 

El demandado contestando la demanda, espuso que eran fal- 
sos los hechos relatados por Chaves, Que lo que ocurrió fué lo 
siguiente : 

Que habiendo á principios de este año gran abundancia de 
pastos en el «Rincón», Chavea viú ni mayordomo del estableci- 
miento U. Juan Stopfath para que le tuviera su hacienda, lo 
que aceptó el último por hacerle un servicio. Que después el Sf. 
Voget ordenó se sacara toda la hacienda como consta de la car- 
ta de foja... Que avisado esto á Chaves, así se hizo, siendo el mis- 
mo capataz Bracamente quien ayudó A los peones de Chaves á 
conducir esa hacienda al pueblo «La Banda», donde estaba Cha- 
ves. Que allá la encerraron en un corral, habiendo Chaves dado 
las gracias por la conducción de lahaciendü, cuando vino á esta 
ciudad Pedro Pablo Diaz a darle cuenta del hecho, con el que 
manifestó conformidad . 

Que la noche que encerraron la hacienda en el corral, so salió, 
y Chaves la mandó buscar consiguiendo recojerla; y después 
ordenó á Diaz soltara los animales que tenía atados y entabló 
la demandadeque se trata á la que considera temeraria é insó- 
lita. 
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En este estado la causa, el Juzgado ordenó se recibiera a 
pruebft, debiendo esta versar sobre los hechos alegados por 
Chaves y negados por el Oferente del Banco Nacional. 

La parte de Chaves produjo las declaraciones de foja... á fo- 
ja... y la del Banco las de foja... á foja... 

Corresponde ahora hacer el análisis de la prueba producida, 
según las reglas de la sana crítica. 

Dos son los testigos presentados por Chaves, Januario Arga- 
ñarás y Antonio Toresani. Estos declaran: el primero que tuvo 
hacienda en invernada en el establecimiento «Rincón» y el se- 
gundo que en su presencia Chaves arregló con el mayordomo 
Stopfath la invernada de su hadenda en el «Rincón*. 

Negada por la parte del Banco la existencia del contrato de 
invernada, debía ante todo probársela, para de ella hacer surjir 
las consecuencias que lógica y legalmente debían deducirse. 

Pero dado el precio que asevera Chaves pagaba, resulta que 
el importe ascendería á seiscientos ochenta y cuatro pesos nacio- 
nales, anuales : es decir, pues, que tratándose de probar la misma 
existencia del contrato de invernada, debía hacérselo en la for- 
ma y por el medio no escluido espresamentc por la ley, artículo 
H93 del Código Civil. 

Además la parte del Banco, por medio de los testigos Pedro 
Pablo Díaz y Fidel ttuiz, ha comprobado: que entregó la hacien- 
da al mismo capataz de Chaves; qoe se la acorraló donde Chaves 
acostumbraba hacerlo, que supo su entrega y recibo, que des- 
pués de tomados algunos, ordenó se la soltaran ; de todo lo cual 
resulta que aún dando por comprobada la existencia del contrato 
de invernada, habiendo sido Chaves prevenido de recibir su ha- 
cienda: siendo esta recibida por su capataz y acorralada en su 
propio corral, no hay responsabilidad para el administrador del 
t Rincón t. 

Considerando: Que negado como ha sido por la parte del Ban- 
co la existencia de contrato de invernada, ante todo debía Cha- 
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rea probarla, con arreglo á lo prescrito por la ley civil. Que solo 
ha adacido en su favor la deposición de los testigos ya citados, 
que declaran que hubo hacienda en invernada en el « Rincón >. 
Que este medio de prueba, tratándose de contratos que exceden 
en su valor de doscientos pesos nacionales, es insuficiente (art. 
1193 del Código Civil). (Jue aún suponiendo comprobada la 
existencia del contrato de ta referencia ; de las puebas produci- 
dla por la parte del Banco, resulta que Chaves fué prevenido de 
la entrega y que supo su efectividad; habiéndose solo escapado las 
haciendas del corral en que Chaves acostumbraba encerrarlas, 
por la inseguridad de este; y ordenando Chaves que su la solta- 
ran después derecojida, siéndole así imputable el daño sufrido 
por su culpa. Que es por tanto procedente resolver absolviendo 
al demandado. 

Por todo lo espuesto y de acuerdo con las consideraciones adu- 
cidas en los escritos de foja... y foja..., delinitivamente juz- 
gando, fallo que debo absolver como en efecto absuelvo al Ge- 
rente del Banco Nacional, de la demanda contra £1 interpuesta 
por Don Santiago Chaves; sin especial condenación en las cos- 
tas, por no encontrar mérito para ello. 

Repuestos quesean los sellos notifíquese original y archívese 
este espediente, caso de no ser recurrida esta sentencia. 

Así lo pronuncio, mando y firmo en este mi despacho del Juz- 
gado Nacional de esta Sección ú los diez y ocho diaz del mes de 
Julio de mil ochocientos ochenta y nueve* 

Oh lechea y Alcorta. 

rallo de I* Suprem» C*rt« 

Bueno» Aires, Oclulru 1 de 1«»U. 

Vistos y considerando: Que regular ó no el proceder del de- 
mandado ó su mayordomo al hacer entrega de los animales en 
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cuestión» á personas que, aunque empleados 6 dependientes del 
demandante, no aparece que tuvieran encargo ó autorización de 
¿1 para recibir loa t resulta, sin embargo, que consumado el hecho 
y encerrada la hacienda por sus conductores en el corral en que 
se acostumbraban encerrar las haciendas de Chaves destinadas 
al consumo, y noticiado este de tal hecho, no solo no protestó de 
él, sinó que manifestó su conformidad con el mismo, lo que im- 
portaba darse por recibido de la hacienda. Que en consecuencia, 
si el corral mencionado no ofrecía la seguridad necesaria para la 
guarda de la hacienda, fué de cargo del demandadantc tomar 'as 
precauciones del caso. 

Que aparece además, de la declaración de foja veintiséis, que 
después de dispersados los animales y tomados en distintos 
lugares, varios de ellos fueron soltados por ónlen de Chaves, 
Que estos hechos demuestran que el demandado no es responso- 
ble del extravío de los animales en cuestión. Por tanto: se con- 
firma con las costas de esta secunda instancia la resolución ape- 
lada de foja cuarenta y una. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

DESJAHlJi VlCTOniGA. —C.S. DE LA 
TOítu. . — LUIS V. VARELA, — ABEL 
HAZAS. 
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CASA ÍUV 



Criminal contra Jorge Morgan, sobre prueba testimonial 



Sumarin. — En las cansas criminales, la prueba testimonial 
debe ser ofrecida dentro de los primeros diez días del término 
de prueba, y recibida después de estos. 



Caso. — Abierta á prueba la cansa del procesado Morgan, su 
defensor ofreció, en 5 de Julio de 1800, prueba de testigos, y el 
Juez (f. 41 vuelta) señaló para su recepción et dia 10 del 
mismo. 

En 12 de Julio (f . 45) oí defensor presentó otros testigos. 



Fallo del Juca Federal 

Buenos Aires, Julio 1H de 1880. 
Estando vencido et término de prueba» no ha lugar. 

I (jarrita. 



de jüsticu nacional 



En IB de Julio (f. 46) pidió se señalara otro día, por no haber 
podido tener lugar el eiámen de tos testigos en el día fijado. 

Fall* del Jues Federal 

Buenos Aires, Julio 35 du 1S0Í). 
Estando vencido el término, no ha lugar. 

I ¡¡arriza. 

Fallo de la Suprema Corle 

Buenos Aires, Oolulire i de 1890. 

istos: Habiéndose ofrecido dentro del termino de la prueba, 
tanto los testimonios á que se refiere el escrito d? foja cuarenta 
y una, como los determinados en el de foja cuarenta y cinco, y 
procedidese en el caso, en lo relativo al señalamiento del dia 
en que los testimonios de foja cuarenta y una debían ser reci- 
bidos, como en el rechazo de unos y otros, sin observancia de 
lo dispuesto en el artículo cuatro cientos ochenta y tres del Có- 
digo de Procedimientos en lo criminal: se revoca el auto apelado 
de foja cuarenta y seis vuelta, declarándose) que el Juez a quo 
debe proceder á la recepción de la prueba ofrecida dentro del 
término hábil que al efecto señale ; y devuélvanse. 

BENJAMIN ViCTORICA, — C, S. DE LA 
TORRE. — ABEL BAZAR. 
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« Al KA «XV 



li. Daniel Cassint\ contra el coronel IK Lorenzo Tabardo, por 
reivindicación: sobre rebeldía 



Sumario. — Cuando el demandado comparece á los autos una 
vez citado en ellos, y toma participación en la causa, el efecto de 
la rebeldía acusada por no haber contestado la demanda es el de 
la caducidad del derecho do contestarla, y no el de no ser oído 
en el C3tado en que se halle el juicio. 



Caso. — D. Antonio Hernández, por D. Daniel Cossini, enta- 
bló demanda contra D. Lorenzo Taborda, por reivindicación de 
un terreno situado en cL Rosario . 

Conferido traslado de la demanda, después de acreditada la 
competencia del Juzgado, se notificó á Taborda por cédula que 
fué dejada en su domicilio; y él manifestó por escrito, que no 
siéndole posible atender personalmente el asunto, confería poder 
á D. Juan J. Coria, al cual mandó el Juez que se tuviera por 
parte. 

No habiéndose contestado la demanda en tiempo, el deman- 
dante acusó rebeldía y el Juez señaló el término de 24 horas 
para que el demandado se espidiera. 
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Vencidas las 21 horas, pidió el demandante que se declarara 
á Taborda en rebeldía, y el Juez dictó el siguiente auto: 



JJut-iio^ Airo?, Setiembre 4 de 

Autos y vistos: resultando de la diligencia del actuario cor- 
riente á foja... liaber sido notiCcado D. Juan Coria, represen- 
tante legal de D. Lorenz) Taborda, por el poder dado á aquel por 
este, constante en el escrito de foja..., del auto de fecha 1" de 
Setiembre, y considerando que diebo señor Coria no obstante 
de haber recibido esa notificación con fecha 2, no ha contestado 
la demanda en el término perentorio de 24 horas, que según la 
ley que rige en los Tribunales Nacionales, se le concedió para 
que hiciera uso de sus derechos si lo turiera, incurriendo así en 
la rebeldía acusada ; de acuerdo con el artículo 183 de la Ley 
Nacional de Procedimientos y sus análogos; declárase rebelde á 
D. Lorenzo Taborda y en consecuencia decaido su derecho ; 
y tráiganse los autos para resolver lo que corresponda ; repón- 
gase el sello. 

íj\ Escalera y Zuvirin, 



Pronunciada esta resolución, se presentó el demandante es- 
poniendo que ella no había podido notificarse al apoderado de 
Taborda por haberse ausentado, y pidiendo que fuera notificada 
al mismo Taborda. 

Así lo dispuso el Juez, y en consecuencia, se notificó á Tabor- 
da por cédula que so dejo en su domicilio, con fecha 17 de Se- 
tiembre de 4886. 

En 3 de Febrero de 1888, se presentó D. Jaime Vidal con po- 
der de Taborda, pidiendo ser tenido por parte. 
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Falto del Juez frederM 

Rosario, Febrero l do 1888- 

Hágase saber ú esta parte que según lo preceptúa el artículo 
401 de la Ley Nacional de Procedimientos, al contumaz declara- 
do no se le puede dar audiencia ni admitir recurso alguno, salvo 
el de rescisión y el cual lo deberá hacer valer en la estación opor- 
tuna de) juicio. 

Escalera. 



El apoderado de Taborda apeló y el Juez proveyó lo si- 
guiente: 

ti 

Auto del Juex Federal 

Rosario, Febrero U Je 1888. 

Viniendo fundada la apelación y siendo de expreso derecho 
(art. 191 de la Ley Nacional de Procedimientos y Fallo de la 
Suprema Corte, serie 2", 1. 12, pág. 410), que al declarado re- 
belde no se le puede oir en juicio ni admitírsele recurso alguno 
como se ha dicho en la providencia de fecha 4 del corriente, 
salvo el de rescisión ; no ha lugar á lo solicitado y devuélvase el 
presente. 

Escalera. 



I 
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El apoderado de Taborda, recurrió de hecho á la Suprema Cor- 
te, que declaró apelable el auto, y mandó traer el proceso. 



Fallo de I* Suprema Corle 

lluenos Airci. Octubre' 7 du 1890. 

Vistos: Habiendo el demandado comparecido á los autos una 
tez citado en ellos y tomado participación en la causa, segtin 
resulta del escrito de foja diez y seis; y no debiendo en conse- 
cuencia, daTse a la rebeldía acusada á foja diez y siete, otro 
efecto que el prescrito por el artículo doce de la ley de Procedi- 
mientos, con arreglo al cual se dictú el proveído de foja diez y 
siete vuelta, ú sea el de la caducidad del dercoho á contestar la 
demanda, según resulta del escrito de foja veinte y una, haber- 
lo entendido el propio demandante: se revoca el auto apelado 
de foja treinta vuelta, y se declara rjuc el demandado tiene de- 
recho á ser oido en esta causa, en el calado en que ella se halla. 

Repuestos los sellos, davm-lvanse. 

1SEXJAM1X YICTOiUCA. - FEUEIULO 
HUkGCHEX. — C. S. DE LATO- 

hhe. 
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El lir. U. ./o.v.' M. Guastavino, contra IK Bartolomé Denegrí, 
por i umpL i miento de contrato; sohre retención de un 

vjchorto. 



Sumario.— La incompetencia del Juez exhortante para co- 
nocer en una demanda, solo pucdi? hacerse valer por medio de 
la declinatoria de jurisdicción, ó de la contienda de competen- 
cia, no por oposición al cumplimiento del exhorto. 



Vaso, — El Juez de la íáectiuu de Corrientes dirigió al Fe- 
deral déla Capital, un exhorto para que notificara á Don Bar- 
tolomé Denegri una demanda entablada contra él por el Doctor 
Don José Miguel Guastavino, sohre entrega de un campo situado 
en dicha provincia, entregándolo las copias respectivas 7 em- 
plazándolo para que ocurriera ante él. 

De las copias agregadas al exhorto aparen 1 que se trata de 
un campo vendido por Denegrí al doctor Guastavino, y que la 
d. manda so propone obtener que el vendedor entregue dicho 
campo en la esten>íon estipulada en el contrato con más los in- 
tereses de la mora, bajo apercibimiento de lo* danos 6 intereses 
de la inejecución y las costas del juicio, 
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Para acreditar la competencia de la Justicia Nacional, se in- 
vocó la nacionalidad italiana del demandado y la argentina del 
demandante. 

El Juez Federal mandó cumplir el exhorto Un perjuicio de 
su jurisdicción. 

Notificado Don Bartolomé Denegrí, se presentó pidiendo re- 
vocatoria del auto en que se manda ejecutar el exhorto hacién- 
dole presente al Juez exhortante, que ¿1 se oponía y protestaba 
en virtud de tratarse de una obligación personal y de tener su 
domicilio en esta capital ; para el caso omiso ó denegado, inter- 
puso el recurso de apelación. 

Agregó: que es doctrina inconcusa de procedimiento, que la 
parte contra quien se dirijo una requisitoria tiene dereclio para 
pedir su retención, siempre que tenga fundamento legal para 
ello, como cuando considera incompetente al Juez exhortante; 
y cuando la parte lo pide, el Juez exhortado debo sustanciar y 
decidir el incidente (Escriche, v" iicffuisitoria; Cámara de lo 
Civil, t. 6,pág. 2(i3,S. !■}. 

Quedado el finqúese propone la demanda, resulta que se 
trata de una obligación personal para obtener la entrega de un 
campo cuyo dominio jamás adquirió el actor. (Cámara de lo 
Civil, t. \\ pág. 31G, S. i'). 

Que según el artículo 100 del Código Civil, y el cuarto, inciso 
cuarto del Código de Procedimientos déla Capital, el domicilio 
dederecboy el domicilio real determinan la competencia de las 
autoridades públicas para el conocimiento de las obligaciones; 
y la Suprema Corte ha establecido en repetidos fallos esta mis- 
ma doctrina (8. 2% t. 3, pág. 425; t. O, púg. 415; t. 10, 
pág. 282). 
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Fulla del Juem Federal 

ilm-uos Aires, Enero 24 Jo l«0O. 

Considerando que il señor Juez exhortante al ac-ptar la de- 
manda y dictar la providencia que á su pedido se ha notificado á 
esta parte, ba debido entender que el caso sometido á su deci- 
sión era de su competencia, pues de otro modo lo habría recha- 
zado de plano, conforme á lo que prescribe el artículo tercero de 
la Ley Nacional de Procedimientos. 

Que para establecer lo contrario y someter el caso al Juez 
competente, la misma ley solo bí* determinado dos caminos : — el 
de la declinatoria de jurisdicción que debe oponerse ante el 
mismo Juez que manda emplazar una parte ante su Tribunal, 
y el de la inhibitoria presentándose ante el juez que crea com- 
petente para que establezca ta contienda por los trámites le- 
gales. 

Que por consiguiente, la petición para que se baga saber al 
Sr, Juez exhortante que esta paite se opone y protesta a la 
notificación que se le ba mandado haceT, no está autorizada por 
ninguna disposición legal, y es perfectamente inconducente al 
efecto de establecer en debida forma la incompetencia de dicho 
señor Juez. 

- Por estos fundamentos no ba lugar á lo pedido en el prece- 
dente escrito ni al recurso de apwlacíon, por ser éste improce- 
dente contra providencias que aún no han sidu dictadas, pudiendo 
hacer valer esta parte su derecho en la forma que corresponda. 
Repóngase la foja. 

Virgilio M. Tedin, 
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VISTA DEL SESOH PROCLItAOOft GEKLIIAL 

Buenos Aires, Octubre \ do 1890. 

Suprema Corte : 

Opino que debe ser confirmada la resolución del Juez Federal 
Dr. Tediu, corriente á foja «42 vuelta, por sos mismos funda- 
mentos. 

Antonio ff. Malaver. 



fallo de Ih *ii|ir*m» Cortr 

Buenos Aires, Qrtuhtc 7 du 1890. 

Vistos: Por sus fundamentos, j de conformidad con lo espues- 
to y pedido por el señor Procurador General: se confirma con 
costas el auto apelado de foja cuarenta y dos vuelta ; y devuél- 
vanse debiendo hacerse la reposición de sellos, ante el Juez de 
Sección. 

BENJAMIN VICTOEUCA. — FEDERICO 
IB AUGUREN. — C. R. DE LA 
TOIWE. — LUIS V. VAUELA.— 
ABEL BAZA*. 
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CAUSA CXYll 



Criminal contra José Camina Torres, sobre procedimientos irre- 
gulares tj recurso de * habeas cor pus ■ . 

Sumario.— 1° La Suprema Corte no puede reveer los actos 
y resoluciones do los Jueces Nacionales, sinópor los recursos de 
apelación y nulidad. 

3 a No procede ante ella el recurso originario do habeas 

corpus. 



Caso. — Lo explica la siguiente solicitud: 

Gobernación de) Ncuquen 

Chos-Slalal, Agosto 16 de 1890* 

Señor Presidente y Señores Ministros de ta Suprema Corte de 
Justicia Racional. 

José Camina Torres, Escribano de Gobierno de esta Gober- 
nación ante V. E.» con el mayor respeto me presento y digo : 
Que va á hacer un año, Exmo. Señor, que me encuentro deteni- 
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do en mi casa habitación por mandato del Sr. Juez Letrado 
Dr. Mario, y A pedido delSr. Gobernador del Territorio, por 
supuestos faltas que dice este señor he cometido el año 1887 
cuando desempeñaba varios puestos interinos, ad-bonorem y 
como titular el de Contador Tesorero de la Gobernación. 

Se ha seguido conmigo, Kxmo. Señor, un procedimiento des- 
conocido ú incorrecto, que jamás so haya visto en ninguna 
administración pública, pues á pesar de haber solicitado muchas 
vece3 del señor Gobernador lo que correspondía, no he sido 
oido. Todo por capricho que es la única razón quo tiene el se- 
ñor Gobernador (hablo con respeto Kxmo. Señor) y solo con 
ver V. E, las actuaciones que el espediente de mi causa contiene 
queda conGrmadti mi aserto. 

Por el cariño y respeto que tenía il este señor, no me quejé 
como correspondía, cuando inició estas actuaciones ; pues tenía 
yo la creencia que pronto se convencería de su error, y dejaría 
sin efecto lo actuado, dejándome en mi buena opinión y fama de 
qua siempre he gozado, creencia Kxmo. Señor, formada por lo 
que había pasado con otros empleados, 

Pero no sucedió así ; y en vista de ello, me proponía inter- 
poner los recursos que correspondían a mis derechos, cuando 
supe que llegaba el Sr. Juez de Letras del Territorio Dr. Xica- 
sio Marin, espere* entonces su llegada y conforme instaló el Juz- 
gado me presenté ante ól pidiendo solamente el amparo de la 
ley,, de acuerdo con los derechos y garantías que nos acuerda la 
Constitución, sin interponer recurso alguno de queja, como te- 
nía derecho, contra el señor Gobernador. 

Fui atendido en el acto Exmo. Señor, por el señor Juez, pero 
resultó que el señor Gobernador no hizo caso alguno, á pesar de 
ser una úrden-mandato de una autoridad superior de la Admi- 
nistración de Justicia. 

Con este motivo el señor Juez, repitió sus órdenes por va- 
rias veces, pero todo fue inútil, cuando el señor Gobernador 
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quito, contestó remitiendo al Juzgado todos los antecedentes. 

El señor Juez, días antes, con motivo de la risita de cárcel 
hablo con el señor Gobernador, y cnal fuera un preso vulgar, se 
ordenó se levantara mi detención decretada por ei Sr. Gober- 
nador en 12 de Octubre del año pasado 1889. 

Esto sucedía, Exino. Señor, el 7 de Diciembre del mismo año. 

Una vez que fué comunicado el levantameinto de mi deten- 
ción por intermedio de un gendarme que mandó A mi casa el 
Gefe de Policía, creí que debía pedir como lo hice al Juzgado, 
una certificación de lo ocurridu con más el del médico de la Go- 
bernación sobre mi estado grave de salud y la necesidad urgente 
do salir del territorio para la República de Chile á tomar ba- 
ños y aguas minerales, que ti año auterior me habían sido or- 
denados por la consulta que facultativos de Chile así resolvieron» 
para presentarme ante Y. E. en queja de denegada justicia, á 
fin de conseguir lo mis pronto, atender á mi restablecimiento. 

El Sr. Juez no lo i-reyó bien y resolvió no hacerme lugar, 
nombrando fiscal ad hoc al secretario del Gobernador para quo 
pidieraó iniciara las acciones que creyera de derecho c respon- 
dían por el mero hecho de decir el Gobernador que había faltas 
cometidas por mí, en el desempenu de las fundones que desem- 
peñé el citado año i 887. 

El señor Secretario Fiscal ad-ftoc, presentó al Juzgado una 
demonda por supuestas defraudaciones de dineros públicos, pi- 
diendo que en oportunidad fuera condenado al pago de ellos, J 
demás penas que acuerda la ley á esta clase de delitos ; el señor 
Juez después do varios dias, sin juicio previo, sin información 
de sumario y sin más prueba que el dicho del Sr. Gobernador, 
decretó mi detención, prisión preventiva, que debía cumplir en 
mi casa habitación, en atención á mi estado de salud que era 
público y notorio, con más el embargo de bienes suficientes para 
garantir el juicio basta cubrir la cantidad de mil pesos, pudien- 
do libertarme de una y otra pena, dando la fianza que acuerda 
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en estos casos el Cu-ligo de Procedimientos en lo Crimina], ar- 
tículo 379, dando a la vez cuenta á la policía para que con su 
intervención, se cumpliera lo ordenado. 

En tista de esto, Esmo. Señor, á fin de poder salir ü Chile il 
las Turma* Minerales, que son la salvación de mi salud, di en ga- 
rantía mis sueldos de nueve meses que tenía devengados como 
Escribano de Gobierno, con más un vale que tenía á mi favor 
contra la Gobernación por ciento veiite y cinco pesos , que en 
conjunto hacen lastima de mil veinte y cinco pesos, y nombró 
un apoderado para que representara mi persona y derechos 
mientras durase mi ausencia. 

El señor Juez acoptú la garantía solamente para responder al 
juicio, entóneos presenté otra personal para terminar este inci- 
dente. 

Resultando, Exmo. Señor, que el Sr. Juez Letrado viendo 
que no podía continuar en armonía el Sr. Gobernador se mar- 
chó & Buenos Aires sin despacharme la fianza ni atenderme en 
to principal, y habiéado-o suspendido el Juzgado, que se en- 
cuentra en acefalía hasta hoy, he tenido, Exmo señor, que resig- 
narme y sufrir como sufro el decaimiento de mi salud, enfermo 
y en cama, síu ningún recurso para mi subsistencia, pues lo 
único que tenía y que es lo más sagrado (mis sueldos) los di en 
garantía, y algunos pocos intereses los he vendido para aten- 
der á las primeras necesidades, y hoy me encuentro viviendo de 
la caridad de anos pocos amigos. 

Exmo. Señor. Un empleado en la administración pública 
cuando ha cometido alguna falta en el desempeño de sus debe- 
res ó funciones, determina bien claro la ley do contabilidad 
nacional la forma y procedimiento A seguirse, siendo sn único 
Tribunal la Contaduría General para entender en ello ; y en úl- 
timo caso se ocurre á los tribunales de acuerdo A lo que la mis- 
ma ley determina con toda claridad. En mi caso, Exmo, Señor, 
la ley ha sido letra muerta. Y si se tiene en cuenta lo que di«$- 
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ponen loe artículos 13 y 13 de »* misma ley, verá V. E. que es 
mi» que capricho del Sr, Gobernador el procedimiento que ha 
observado conmigo, pues loa cargos que me imputa son del mes 
de Noviembre del año 1887 en que él, el Gobernador, estando con- 
forme con mis operaciones de contador tesorero firma el balan- 
ce en el libro respectivo de caja, con toda conformidad se reci- 
be de laoficina, libros y demás documentos, cajay su existencia 
en efectivo, me entiende el recibo correspondiente y con licencia 
de él me retiro del territorio á Chile por mi salud, y á los (res 
anos, quien sabe por qué, trata de manchar mi honorabilidad 
aduciendo faltas que no existen y que si por acaso hubiera al- 
guna, nadie más que él seria el responsable, según la ley de 
Contabilidad citada de Octubre 13 de 1870. 

Todo lo que manifiesto más arriba Exmo. Señor, consta en el 
espediente que se me ha formado, el que se encuentra deposi- 
tado en la Gobernación con todo lo demás que corresponde al 
Juzgado de Letras por haberse suspendido éste en sus funcio- 
nes como he indicado antes . 

To tenía, Exmo. Señor, muchos comprobantes v justificativos 
en mi poder que me ponían á salvo hasta de la más pequeña du- 
da que se tratara de arrojar sobre mi honorabilidad y no los 
acompaño & la presente por haberlos remitido á Buenos Aires, 
para que presentándolos á V. K. en ta forma que corresponde, 
sema hiciera justicia, 6 ignoro hasta hoy lo que puede haberse 
hecho al respecto; y en vista de los procedimientos incorrectos 
de que he sido objeto en esta localidad y del que últimamente 
me ha sucedido del cual me quejo por separado ante laExma. 
Corte Suprema; vengo ante V. E., haciendo petición de súpli- 
ca y consideración por tas raimes que dejo apuntadas á fin de 
que se digne concederme la salida del territorio en último caso 
por dos meses que son el de Diciembre y el de Enero, los que so 
emplean para tomar los baño 3 y aguas minerales, para con esta 
medicamentacion recobrar un tanto mi salud tan quebrantada. 
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En lo principal V. E. se dignará ordenar qne li Goberna- 
ción remita el espediente para con él á la vista proveer lo qne 
en justicia corresponda. 

Envista del procedimiento observado y los daños y perjui- 
cios causados j que me causan dianmente los hechos referidos, 
interpongo ante Y. E. la más formal protesta por daños y 
perjuicios, contra el Sr. Gobernador del Territorio, coronel 
don Manuel J. Olascoaga, para que en oportunidad sea con- 
denado al pago de ellos con más á lo que haya tugar por de- 
recho, 

En virtud de lo que prescribe la ley de contabilidad mencio- 
nada en sus artículos 12 y 13 y con el espediente á la vista 
V. K. se dignará declarar nulo y sin niugnn valor todo lo 
obrado, condenando al Sr. Gobernador al pago de las costa» y 
costos como asimismo & las danos y perjuicios, devolncion de 
los mil veinte y cinco paos que tengo depositados con sus inte- 
reses, etc., etc., y que hasta hoy dió el Sr. Gobernador recibo 
alguno, ni judicial ni particular, pues se negó á ello redonda- 
mente, pero es público y notorio que el Sr. Gobernador los tie- 
ne en su poder. 

Esta mi queja, Exmo. Señor, la fundo en los derechos queme 
acuerdan las leyes nacionales do Procedimientos, con más lo 
que prescribe nuestra Constitución General de la Nación on sus 
artículos 17 y 18. 

Pido á V, E. también, en mérito de mi situación precaria se 
digne admitir esta presentación en papel común con cargo de 
reposición. 

Por tanto: á V, E. pido y suplico que tomando en conside- 
ración mi estado tanto en particular como en general, se digne 
proveer lo que sea de justicia. 

Es gracia y justicia Exmo. Señor. — José Camina Torret. 

Otrosí digo: Que si la Suprema Corte resolviera pasar mi 
causa á otra Gobernación por falta de Juez Letrado en esta, 
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pido 4 T. E. m digne concederme el pase á la Gobernación del 
BioKegro, por tener en ella, algunos amigos, que me proporcio- 
narían los elementos de subsistencia de que carezco en absoluto, 
y al mismo tiempo por la escasez de elementos de trasporte de 
esta j mi estado grave de salud, suplico á V.E. se digne tenerlo 
en cuenta para el caso db tener que salir de esta localidad, pro- 
veer lo qne sea necesario á fin de ser custodiado y trasladado 
por intermedio de la ltuea militar de Roca, que corresponde á la 
Gobernación indicada. 
Es también gracia y justicia Exmo. señor. 

José Camiña Torres. 



VISTA DEL SESOH PftOGliftADOR GENERAL 

Bueuos Aires, Or.tubre 3 de 1890. 

Suprema Corte: 

El artículo 20 de la ley de 14 de Setiembre de 1863 sobre ju- 
risdicción y competencia de los Tribunales Nacionales dispone 
que: «Cuando un individno se halle detenido 6 preso por 
«una autoridad nacional 6 á disposición de una autoridad 
«nacional, 6 so color de una Arden emitida por autoridad 
«nacional... La Corte Suprema ó los Jueces de Sección 
« podrán á instancias del preso ó de sus parientes ó amigos in- 
*vestigar sobre el origen de la prisión y en caso de que esta 
« haya sido ordenada por autoridad ó persona que no esté fa- 
f cuitada por la ley, mandarán poner al preso inmediatamente 
« en libertad». 

Me parece que el recurso de hecho ó instancia que precede, 
te encuentra amparado por la disposición que acabo de copiar. 
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El recurrente dice : «Que ra á hacer un año que se encuentra 
detenido en su casa habitación por mandato del señor ex- Juel 
Letrado Dr. Marín, y á pedido del Sr. Gobernador del Terri- 
torio (del Jíeuquen), por supuestas faltas que dice este señor ha 
cometido en el año de 1887, cuando desempeñaba varios pues- 
tos interinos adhnnorem, y como titular el de Contador Tesore- 
ro de la Gobernación >. Que se le exipio fianza y depósito de 
tina suma de dinero para librarse de dicha prisión, por necesitar 
pasar á Chile á curar sus enfermedades, y que nadase liare- 
suelto por hallarse eu acefalía aquel Juzgado; y niega por fin 
la competencia ¡i estopara haber iniciado la cansa que se le 
sigue; laque solo tiene como Tribunal tínico competente ú la 
Contaduría General de la Nación. 

La ley número 1532 de 18 de Octubre de 1884, que designo 
los límites de los Territorios Nacionales y estableció la forma 
de administración y gobierno, creó por los artículo» 33 y si- 
guientes, un Juez Letrado para enda Gobernación, sujetos & las 
disposiciones dt la ley sobre organización do los Tribunales do 
la Capital ; pero sin establecerse en aquella, ni en esta, la 
manera do suplir su falta en el caso de acefalía, en que según 
so asegura, se encuentra desdo hace tiempo el Juzgado del Neu- 
quen . 

Por otra parte, se dice también por el recurrente que el de- 
lito de que se le ha acusado es el de defraudación de dineros 
públicos, cometido en el ejercicio del empleo que desempeña- 
ba; y debe tenerse presente que la ley do Contabilidad de 13 
Octubre de 4870, establece en su artículo 52 que la Contaduría 
General < tiene á su cargo, administrativamente, el exámen, 
liquidación y juicio de las cuentas de la administración, recau- 
dación, distribución ú inversión délos caudales, rentas, especies 
ú otras pertenencias de cualquier ciase que sean de la Nación > 
(art, 52); que puede pedir la presentación de las cuentas en 
forma y someterlas á juicio, resolviendo definitivamente su 
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aprobación 6 determinando las partidas ilegítimas d no com- 
probadas, j ordenando se proceda al «obro de los alcances que 
declare A faror del tesoro público (art. 72); que las resolucio- 
nes definitiva* de la Contaduría tienen fuerza ejecutiva (art. 
74), sin otro recurro que el de su revisión ante ella misma (art, 
81), y qne por fin, si en el examen de las cuentas encontrase 
que se ha cometido el delito de falsedad ó alguno de los que 
habla el articulo 75, y desde el 76 al 90 inclusive de la ley ríe 
14 de Setiembre de 1803, sobre los crímenes cuyo juzgamiento 
compele i la Justicia Nacional, la Contaduría sin perjuicio de 
continuar la tramitación para el fenecimiento de la cuenta, lo 
participará al Poder Ejecutivo á efecto de que incite lo que 
corresponde para que los autores ó cómplices sean juzgados 
por ta autoridad competente (art. 83). 

Pues bien: el delito deque el recurrente dice estar acusado, se 
halla comprendido cu la disposición del artículo 80 de la ley so- 
bre crímenes cometidos á la Justicia Nacional ; y por lo tanto, 
comprendido también en la disposición del artículo 83 de la 
ley de contabilidad, deduciéndose de ello que, tal vez ha debido 
preceder el examen y juicio de las cuentas del recurrente antes 
de iniciarse el procedimiento criminal en virtud del que se le 
mantiene detenido. 

De acuerdo entóneos con la disposición legal copiada al prin- 
cipio de este informe, pido á V. E. se sirva disponer la investi- 
gación qne ella autoriza; y que á tal fin se remita por el señor 
Gobernador del Territorio del Xeuquen ó por el funcionario de 
aquel Territorio que lo tenga bajo su guarda, el proceso ó autos 
aegnidos contra el recurrente D, José Camina Torres, librándo- 
se las órdenes que fuesen necesarias para que en su vista, pueda 
V. E. resolver en la intancia interpuesta, lo que fuere de jus- 
ticia. 



Antonio E. Malaver 
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Falla de I» ftuprem» Corle 



rueños Aires, Oclubre " de 1890. 

Xo siendo susceptibles de revisión por esta Suprema Corte, 
los netos y resoluciones (lelos jueces de los Territorios» en los 
juicios criminales, sino por medio de los recursos de apelaciou y 
nulidad establecidos por la ley, ni procediendo ante ella el re- 
enrso originario de habeas corpus, con arreglo al artículo seis- 
cientos diez y ocho del Código de Procedimientos en lo Criminal ; 
y estando ya provisto el Juzgado de Letras del Terrirorio del 
Xcuouen: pásensele estos antecedentes para la resolución A que 
haya lugar. 

BEtUAMIH YlCTORICA. — FEDERICO 
IBARGUREtf. — C.S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL RAZAN. 
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CAL'BA < XVIII 



El Presidente de la Sociedad « ftanco de España y del ftosario 
de Santa F¿» contra la Provincia de Santa Fé; sobre incons- 
titucionalidad del decreto de su aprobación 



Sumario. — El Presidente de una sociedad anónima no pue- 
de demandar al Poder Ejecutivo qne la autorizó para que se 
declare nula una cláusula del decreto de autorización. 



Caso, — Don Joaquín Díaz, Presidente del Banco de España y 
del Rosario, ocurrió ante la Suprema Corte y es puso: que al 
aprobarse por el P. E. de Santa Fé los estatutos del estableci- 
miento que presido, por el decreto de Mayo 19 de 4888, fui 
ref orondo el artículo 47 que había sido redactado así: < Para 
ser Director, es necesario poseer por lo menos, cincuenta accio- 
nes de la Sociedad. El Presidente del Directorio serd español* . 

Que la citada reforma cambió el artículo en estos términos : 
c Para ser Director, es necesario poseer por lo menos, cincuenta 
arciones de la Sociedad >. 

Quí? así, se suprimió la cláusula relativa a la nacionalidad 
del presidente, sin invocarse paca ello, causa alguna legal* 
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Que aún cuando los miembros del actual Directorio, no tie- 
nen interés en oponerse á la innovación del Gobierno de Santa 
Fé, entienden que deben emplear los medios que tienen para 
resistirla, porque su deber consiste, ante todo, en velar por el 
fiel y estricto cumplimiento do los estatutos que recibieron como 
un depósito sagrado. 

Que por ello, venía á demandar al Gobierno de Santa Fé por 
inconstituebnatidad del decreto ya mencionado, en lo relativo 
al artículo 47 de los estatutos, salvando las acciones que pudie- 
ran corresponderé, para la indemnización de los perjuicios que 
se hubieran causado. 

Que se ha pretendido ver en el articulo 47 una irregularidad 
contraria d nuestras costumbres, repugnante al cosmopolitismo 
de la Sociedad Argentina, y perjudicial hasta en su faz econó- 
mica;— consistían en esto, los motivos invocados por el Fiscal 

« 

de Gobierno, 

Que los fundadores del Banco de España no ban procedido 
con miras egoístas, y así lo prueba el Lecho de que, la elección 
del Gerente del Banco no ha recaído en un español, pues al de- 
signarlo, solo se tuvo en cuenta su competencia y su honora- 
bilidad, 

Qae no obstante que el Directorio no habría tenido inconve- 
niente en reformar el artículo 47 en el sentido que el Gobierno 
lo quería, si de él hubiese dependido, la cláusula objetada tie- 
ne su relativa importancia para caracterizar la institución y po- 
nerla á cubierto de inconvenientes verbalmente manifestados 
ya al Señor Gobernador . 

Que los Gobiernos no pueden oponerse al establecimiento do 
personas jurídicas, siempre que ellas no atenten contra la mo- 
ral, el órden público y los derechos de tercero (Estrada, nota al 
art. 48, C. C.). 

Que Story considera tan natural é inalienable el derecho de 
asociación, que no ve la necesidad de que sea garantido espresa- 
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mente en ou República, pues que resolta de la naturaliza 
misma del Gobierno y de «ni instituciones; y de acuerdo con 
«■tas doctrinas, la jurisprudencia constitucional de los Estados 
Unidos na protegido Ampliamente el derecho de asociación, (Ex* 
parte MilUgan, 4, Wall. 2; Commercial Bank f v. State, 14, 
Miss, 580; Enfield Bridge Co., v. Connecticut River Co., 7, 
Coun, 48; Phil, W. y B. R. B. Co., v. Bowers, 4, Wourt 50tí; 
Union Docks y Canals, v. Forme, 1 K. Y. 4, 44, etc.). 

Que la jurisprudencia americana se refiere & modificaciones 
introducidas por ley 6 decreto después del otorgamiento de la 
carta patente, mientra* que en este casóse trata de una restric- 
ción impuesta a los estatutos por el Gobierno de Santa F¿; pero 
si no hay perfecta semejanza á este respecto, en cuanto á los 
fundamentos doctrinarios, es idéntico el punto debatido; por* 
que si no se ha derogado la ley que creaba la asociación, se ha 
atentado, lo que en más grave, á los derechos concedidos por la 
Constitución, violándose el derecho de contratar y de asociarse 
con fines útiles. 

Que según el artículo 86, inciso 2" de la Constitución Nacio- 
nal y el 111, inciso 2 o de la de Santa Fú, el Presidente y el Go- 
bernador espiden las instrucciones y reglamentos para la ejecu- 
ción de las leyes de la Nación y de la Provincia respectivamente, 
sin que puedan alterar su espíritu coa escepcionfcs reglamenta- 
rias, y de consiguiente, menos puede el P. E. por medio de un 
decreto, conculcar la ley suprema, alterando ó restringiendo en 
cualquier forma los derechos fundamentales del pueblo. 

Que la modificación dispuesta por el Gobierno demandado es 
tanto más desprovista de fundamento, cuanto que en la Capital 
de la República se han autorizado más de cincuenta sociedades 
entre Bancos y otras, cuyos estatutos establecían no solo la na- 
cionalidad del Presidente sino la de todos los Directores, sin que 
ello haya parecido á nadie un ataque al orden público ni á dis- 
posiciones espresas de la ley. 
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Que lo que parece haber determinado la resolución de que se 
queja, ea una razón de pretendida conveniencia; pero al presen* 
társele los estatutos, el Gobierno do Santa Fé no tenia más mi- 
sión que investigar si eran lícitos ó no los fines de la Sociedad, 
y si en algo se oponían á la organización establecida por las leyes 
civiles y comerciales. 

Que sin embargo, ni la misma conveniencia, que no puede ser 
la base de un criterio moral, aconseja la resolución adoptada, 
porque es más conveniente estimular el derecho de libre asocia* 
cien que tan eficazmente ha contribuido al incremento de la 
riqueza general. 

Pidió que se resolviera como lo dejaba solicitado, y con la 
aplicación de las costas á quien corresponda. 

Conferido iTaslado, contestó la demada el apoderado general 
de la Provincia de Santa Fé, Dr. D. Benjamín Basualdo, pidien- 
do que fuera ella rechazada con costas. 

Dijo: que la demanda es evidentcmeute improcedente, si se 
tiene presente que la sociedad de que es presidente el actor, se 
constituyó con el carácter de persona jurílicay se inscribió como 
tal, en virtud del mismo decreto que ahora Be reclama. Loque 
quiere decir que ese decreto fué acatado en todas sus partes. 

Que si la sociedad no hubiera acatado el decreto y sí no hu- 
biera así quedado investida del carácter de persona jurídica, su 
presidente uo tendría personería ni derecho para deducir la de- 
manda, pues esto correspondería solo á los iniciadores de la 
Sociedad . 

Que formada la sociedad anónima en los términos de la auto- 
rización otorgada por el F. E. de Santa Fé, toda reforma de los 
estatutos aprobados, tiene necesariamente que dirigirse al mis- 
mo P. E. ; porque este no es un caso contencioso. 

Que solo si el Gobierno se negara á la solicitud que se le diri- 
giera, habría el derecho de ocurrir ante la Suprema Corte. 

Que aunque esto no fuera así, siempre carecería de personería 
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el Presidente de U sociedad, como el Gerente y el Directorio 
mismo, porque los estatutos (art. 41) establecen que solo ia 
Asamblea puede resolver respecto de enmiendas, reformas 6 
adiciones á los estatutos aprobados; y entre las t'ríV^ciooes 
referidas al Directorio (art, 59) no se encuentra la de luomover 
gestiones para la reforma de los estatutos. 

Que ocupándose del fondode la cuestión, debe decirquc el Go- 
bierno de Santa l\>, lejos de haber estudiado los estatutos con 
un criterio estrecho, los ha considerado con espíritu imparcial 
y con amplias miras» y precisamente por eso fué que suprimió 
la cláusula estrecha referente i la nacionalidad del presidente. 

Que la resolución del F. E. no ataca el derecho de asociarse 
con fines útiles, que consagra el artículo 16 de la Constitución; 
j lo prueba el hecho de haberse constituido ta Sociedad en per- 
sona jurídica al amparo de esa resolución. 

Que este podría considerarse opuesto ú aquel artículo, si se 
demostrara que debido & la supresión la sociedad no había po- 
dido constituirse ó cumplir sus fines; pero como esto no es posi- 
ble, resulta: que el Gobierno de Santa Fé se ha ajustado al espí- 
ritu liberal de la Constitución, y á su tendencia abolicionista de 
privilegios y monopolios. 

Que siendo una función del Estado la creación de la persona 
jurídica, el poder publico es soberano en la determinación de 
las causas que induzcan la negativa, la aprobación ú La enmien- 
da de los estatutos que han de regir la asociación. 

Que no basta así, que esta no atente contraía moral, que no 
perturbe el orden público ni perjudique derechos de terceros, 
pnea no obstante estas condiciones, puede no ser aceptable por 
otras cansas que radiquen en conveniencias comunes, en razo- 
nes de política, en justas previsiones sobre la suerte misma de 
los capitales comprometidos en la asociación. 

Que por lo mismo que la ley no ha determinado los casos en 
que el Gobierno deba acordar ó negar la autorización ni las 
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condiciones que puede establecer & su otorgamiento, debe enten- 
derse que le ha dejado á este respecto, la mas estensa facultad, 
<ie acuerdo con la doctrina francesa (Alauzet, Com. du Cade de 
£, tomo pág. 479), 

Que esto no obstante, debe tenerse presente que la cláusula 
suprimida, asumiría todas las proporciones odiosas de un privi- 
legio y de una imposición a la libertad que la le/ atribuye á los 
asociados para elegir los mandatarios que han de manejar los 
intereses de la sociedad; envolviendo ademan, el sirio peli- 
gro de que una asociación caracterizada por objeto de conve- 
niencia común se convirtiera bajo la dirección de un Presidente 
necesario, en el patrimonio de unos pocos de un gremio formado 
por individuos pertenecientes á ta colonia de la nacionalidad 
del presidente. 

Que en la jurisprudencia de los Estados Unidos no se encuen- 
tra caso alguno que apoye las pretensiones de la demanda, y el 
mismo actor reconoce que esa jurisprudencia se relaciona con 
cuestiones distintas de la actual. 

Que el hecho de negar el P. E. en un caso su autorización 
para el establecimiento de una asociación, no importa atacar el 
derecho de asociarse; pues toca al Estado juzgar de la convenien- 
cia de la institución sin que los particulares puedan conside- 
rarse limitados en su libertad y en sus derechos (Savigny, 
Droit romain, § 89, tomo 2 o ) . 

Que el artículo 82, inciso 2 o de la Constitución Nacional y 
III inciso 2* de la de Santa Vé, que se citan, carecen de aplica- 
bilidad en el caso, porque relativos á la reglamentación de las 
leyes del Congreso y de la legislatura de la Provincia, son extra- 
ños al punto de que se trata, á menos que se suponga qoe tienen 
el carácter de ley los estatutos que confecciona cualquiera, para 
pretender caracterUar una especulación con las formas de' per- 
sona jurídica* 

Qne t de que el P. E. no pueda alterar el espíritu de las leyes 
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en so reglamentación, no puede deducirse que al negar total- 
mente 6 modificar loa términos de una pretensión en materia 
que le es privativa, restrinja 6 altere los derechos fundamenta- 
les del pueblo. 

Que usando el Gobierno demandado, de un derecho perfecto» 
no ha podido comprometer el interés ni el derecho de persona ó 
asociación alguna. 

Que el Banco de qne se trata, no dejará de llenar sus fines, 
poique su presidente sea siempre el que los socios elijan, sin 
consideración á su nacionalidad, y antes al contrario, la cláu- 
sula suprimida, es la que puede obstaculizar aquellos fines. 

Que si se tiene presente que se trataba de la autorización de 
un Banco, materia cuya concesión esclasira corresponde ul 
Estado, seré duramente que hacía necesaria la mayor precisión, 
atenta la multiplicidad de intereses que una institución de esta 
naturaleza compromete y que es necesario garantir; y esto 
mismo demuestra que no se trata de la libertad y del derecho 
de asociación, sin 6 de concesiones del poder público, cuya opor- 
tunidad, conveniencia y restricciones corresponden esclusiva- 
mente á su juicio soberano. 
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Buenos Aires, Setiembre 25 de 1880. 

Suprema Corte: 

El Banco de España; del Rosario se ha constituido en la 
forma de una sociedad anónima mediante los Estatutos que se 
dio\ y que fueron aprobados por el Gobierno de la Provincia de 
Santa Fé; introduciéndose por este Gobierno en aquellos, una 
modificación en el artículo 47. 
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Como la sociedad anónima no puede funcionar, ni aún consti- 
tuirse definitivamente, sin la automación del P. E. (art. 318 
del Código de Comercio); j esa autorización solo le fué acordada 
con la indicada modificación, resultaque la Sociedad haquedado 
definitivamente instalada, y funciona de acuerdo con los Esta- 
tutos, tales como quedaron después del Decreto gubernativo. 

El artículo 41 de los mismos establece que, solo en Asamblea 
General á la que concurran las dos terceras partes do los accio- 
nistas, que representen por lo menos tres cuartas partes del ca- 
pital suscrito, 7 A mayoría de dos terceras partes de votos, pue- 
de votar reformas, modificaciones 6 adiciones que deban hacerse 
a dichos Estatutos. 

Partiendo de estos hechos» es mi opinión que la sociedad solo 
puede funcionar de acuerdo con los Estatutos aprobados; y que 
para procederse á sn reformo en cualquiera de su puntos*, debe 
seguirse el camino indicado en su artículo 41 . 

Si el Directorio piensa que es inconveniente la modificación 
introducida por el Gobierno de Santa F<5. debe dar cuenta á la 
Asamblea General de accionistas; y si esta lo creo igualmente 
así, debe votar la enmienda y someterla á la aceptación del mis- 
mo Gobierno; encargando a su Gerente ó Comisión Directiva de 
deducir las acciones del caso si ella no fuese aprobada. 

V. E. ha declarado (Faltos, tomo 18, pág. 236) que en las 
sociedades anónimas la suprema ley son sus Estatutos, y éstos 
no pueden ser otros que los que ha aprobado el Gobierno y tales 
como los ha aprobado. Sn reforma no puede, pues, proponerse 
sinó empleando el procedimiento establecido por ellos mismos. 

Xo se ha procedido así, sin embargo, en el presente caso; y 
por consiguiente, ni el Presidente ni el Gerente del Banco tiene 
personería para deducir una acción como la que se ha deducido 
en el escrito de foja.,, en violación de dichos Estatutos. 

Y habiéndose deducido por el representante del Gobierno de- 
mandado, al contestar la demanda, la escepcion do falta de per- 
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tonalidad en el actor, creo que ella es procedente, y qn» V. £. 
debe declararlo aii. 

Antonio E. Naiawr. 

■ 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1890. 

Vistos: estos autos traídos por demandado Don Joaquín Diaz 
eosu carácter de Presidente del Banco de España y del Kosario 
de Santa Fe contra la Provincia de Santa Fó sobre inconstitu- 
cionalidad del decreto del Poder Ejecutivo de dicha Provincia 
que reconoció y autorizó la personería jurídica y la existencia 
de la Compañía anónima mencionada, suprimiendo de sus Esta- 
tutos la cláusula qoe prescribía como condición para ejercer las 
funciones de Presidente del Banco, la calidad de subdito español. 

Con lo espuesto en contestación por el representante del Go- 
bierno de Santa Fé. 

Y considerando: que los poderes con que actúa el demandante 
alcanzan solo á la gestión de los derechos é intereses de la Com- 
pañía enunciada, tal como nacen de sus estatutos y en la forma 
enqne han eido reconocidos y aprobados por el GoMerno de la 
Provincia de Santa Fé. mediante cuya autorización funciona, y 
no á actos que tengan por objeto la modificación de dichos esta- 
tutos ó de las condiciones mismas de la formación y subsisten- 
cia de la sociedad, que son extraños y opuestos por su propia 
naturaleza á su cometido . 

Que en consecuencia, el demandante debe ser reputado sin 
personería ni facultad bastante paia el ejercicio de la acción 
deducida. 
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Que dada la natnraleia de esta escopetan, no es necesario ni 
posible el pronuncia ra lento sobre las demás contenidas en la 
contestación á ta demanda. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo espuesto y 
pedido por el Señor Procurador General en su precedente vista: 
se declara sin poder bastante al demandante en estos autos; y 
repuestos los sellos, archívense. 

IIENJAMIN VICTO nlC A. — FEDERICO 
IlUIKiÚilKN. - — C. S. DE LA TON RE. 
— LUIS V. VARELA . — ■ ABEL BASAN. 



\ 



CAUSA < XIX 



Don Javier Baca recurriendo de la resolución del Tribunal 
Superior de la Provincia de Mendoza; sobre inscripción en 
la matricula de abogados. 



Sumario. — La resolución de un Tribunal Superior de Pro- 
vincia, negando la inscripción en la matrícula de abogados i 



FALU» m tk fDNBU CORTE 

de otra Provincia, no es susceptible del recurso 
«rífenlo 14 de la ley de U de Setiembre de 1883 sobre juris- 
dicción y competencia de loe Tribunales Nacionales . 



Caso. — Lo esplica el siguiente escrito de recurso: 



Exitta. Suprema Corte de la Nación, 

Javier Baca, domiciliado en la calle do Belgrano» N° 1308, 
casa del señor Hermelindo Molina, á V. E. respetuosamente 
Tengo i esponer; 

Que sor de la Provincia de San Juan donde después de estu- 
dios preparatorios tomados hasta en la Universidad de Córdoba, 
rendí eximen teórico y práctico de abogado ante el Tribunal 
Superior de la Provincia de San Juan, conforme á la ley, en el 
que ful aprobado y en su mérito se estendió el diploma que au- 
tenticado presento á Y, E. y en su mérito fui colocado en la 
matricula de los que pueden abogar en la jurisdicción nacional. 

Que habiendo decidido fijar domicilio en la ciudad de Men- 
doza con mi familia, he solicitado se rae inscriba en la matri- 
cula de los abogados que ejercen la profesión en los Tribuna- 
les de Mendoza para lo que he presentado el diploma aquel, 
que presenté i V. E. debidamente autenticado y la matricula 
que antes recordé á V. E. 

Fundaba mi petición en los artículos 7, 8, 28 y 31 de la 
Constitución Nacional, que me garanten el libre ejercicio de 
mi profesión en el territorio argentino para alcanzar mi pro* 
pósito. 

Sin embargo de encontrar claro mi derecho veo con pesar que 
la Cámara de Justicia ha resuelto negativamente, sin otro 
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fundamento que invocar que sus acuerdos, que en ningún caso 
son leyes, ni pueden detttuir los precepto» constitucionales y 
el respeto que se merecen loi documentos públicos de uu Es- 
tado en los demás; esto sin contar con la reciprocidad que 
deben guardar las Provincias. 

No conforme con la resolución que me niega la inscripción 
interpuse apelación para ante V, £., sintiéndome en el caso 
del articulo 14 de la ley del Congreso de Agosto 25 de 1863, el 
que también me ha negado, colocándome en tal caso, en la 
necesidad de ocurrir en queja por apelación denegada ante 
V. E. para que pierios los trámites de ley, declare que pro- 
cede el recurso, me lo conceda ordenando la remisión de los 
notos, resolviendo eo su mérito que la Cámara de Mendosa debe 
mandar se me inscriba en la matrícula de abogados en virtud 
del título auténtico presentado y no tachado por nadie. 

Es justicia etc. 

Javier flaca. 



VISTA DEL S£>OK PROCUILADOfl GENERAL 

Buenos Aires, Julio 5 de 

Suprema Coriez 

La resolución de la Cámara de Justicia de Mendosa, negando 
al Sr. Dr. Baca, según afirma» su inscripción en la matricula 
de abogados de aquel foro, está lejos de afectar principio alguno 
constitucional. La Cámara ha procedido en el ejercicio del 
derecho que tiene todo tribunal, de resolver acerca de los tí- 
tulos 6 requisitos que han de acreditar la suficiencia de los 
que ante el comparecen. 

Si la negativa de ejercer ciertos actos, para los que se requie- 



re» aptitadea «epeewles , hubiese do importar, seguí» se pre- 
tende» «na violación de 1** declaraciones generales de la Cons- 
titieien relativamente ti dereobo de trabajar y ejercer toda 
induUria lícita, esta Corte vendría á convertirse en un Tribu- 
nal universal, con la misión imposible, de atender á las quejas 
de loa que, por cualquier motivo, se considerasen excluidos, ya 
por las leyes, ó las decisiones de los jueces de cada localidad. 
Sírvase V. £. no hacer logar al recurso. 

Eduardo Costa, 



INFORME DEL SUPERIOR TR1RUNAL DE JUSTICIA DE MENDOZA 

Mendoza, Setiembre 24 de 1890. 

Al Señor Presidente de la Suprema Corte Nacional. 

Evacuando el informe que su ba pedido en recurso de hecho 
deducido ante esa Suprema Corte por D, Javier Baca, en ape- 
lación denegada en la solicitud que presentó ante este Superior 
Tribunal, sobre inscripción en la matrícula de abogados de la 
Provincia, cumpliendo con lo mandado, espongo : que con fecha 
once de Mano del corriente ano, se presentó el señor Baca con 
un título de abogado espedido á su favor por el Superior Tri- 
bunal de la Provincia de San Juan, para que se le inscribiese 
en la matricula de abogados de esta Provincia, 

Se dió vista de esta solicitud al señor Froourador Fiscal, 
quien expidió la siguiente vista: — < Exmo. Señor : Evacuando 
li vista que antecede á V. E. digo: Que el título que se acom- 
paña, autenticado, según se dice, conforme á la ley de 16 de 
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Agosto de 1863, no es ni puede ser para valer en lae demás 
provincias, porque en el caso ocurrente, estts son autónomas; 
y por otro lado, si el solicitante ha sido inscripto en la nutrí- 
osla de abogados de la Suprema Corte, en la (echa que lo ex- 
presa el certificado de f... ha sido como el mismo certificado lo 
dice, eu virtud de lo dispuesto por el artículo 5 o de la ley citada, 
el cnal como muy claro lo determina, establece que los aboga- 
dos que presentaren títulos de algunas provincias podrán ser 
admitidos en tal carácter ante la Suprema Corte. Ebta simple 
liberalidad, no importa la confirmación de un título ni el otor- 
gamiento para que rija en la República, ni mucho menos» la 
obligación para las provincias de que lo tengan como tal. Con- 
secuente con estas ideas el Superior Tribunal ha dictado sus 
acuerdos en oposición á las pretensiones del recurrente* En 
esta virtud, et»te ministerio piensa que V. E. no debe hacer 
lugar a lo solicitado por el señor Baca. — Carlos Ordoñez. * — 
Se llamó al acuerdo y el Tribunal dictó la siguiente resolución: 
«Mendoza Junio 10 de 1800. Vistos: De conformidad á lo 
mandado en el acuerdo de este Superior Tribunal de cinco de 
Noviembre de mil ochocientos ochenta y nueve y á la vista 
fiscal que antecede; no se hace lugar á la inscripción solicitado 
y devuélvase al interesado el título y documentos acompañados. 
— Rombal. — Úrrego. — F. Sitares. * — El acuerdo que ella re- 
fiere, dice testualmente lo siguiente: c En el salón de audiencia 
de este Tribunal, i quince días del mes de Noviembre de mil 
ochocientos ochenta y nueve años, reunidos los señores Ministros 
del Superior Tribunal, Presidente Dr. D. David Orrego y voca- 
les los señores Ductores D. Ignacio Bombal y D. Antonio As- 
torga, con asistencia del Procurador Fiscal Dr. D. Márcos R. 
Flores, á objeto de reformar el acuerdo d i tres de Mayo de mil 
ochocientos setenta y cinco, sobre expedición de título de abo- 
gado y teniendo en vista la facilidad que hoy existe de cursar 
derecho en las Universidades Argentinas, y de revalidar en ellos 



lot títulos extranjeroi, resolTieron lo siguiente: Artículo i\ De- 
rogar lea artículos 1 , 4, 3, 4, 5, 6, y 7 da dicho acuerdo. Ar- 
tículo 3». Cambiar el articulo 8 en la aiguiente forma : Los que 
presenten títulos de Doctor ó Licenciado de alguna Universidad 
Argentina, serán examinados en las leyes orgánicas y de proce- 
dimientos de la Nación y de la Provincia, i cojo efecto presen- 
tarán la solicitud correspondiente. Con lo que concluyó este acto 
firmando los señores Ministros del Tribunal con el Procurador 
Fiscal, quienes ordenaron ae remita copia de este acuerdo al 
Poder Ejecutivo para los efectos que hubiese lugar. David Orre- 
00. — Ignacio BombaL — A. Astorga. — E. R. Flora, » — De 
esta solicitud interpuso el solicitante apelación para ante la 
Suprema Curte y se negó por no haber ley alguna que autoriza- 
se el recurso pedido, porque el artículo 14 de ley sobre juris- 
dicción y competencia de los Tribunales Nacionales, no es de 
aplicación al caso presente. Es cuanto tengo que informar al 
respecto. 
Dios guarde á Y. E. 

Ignacio BombaL 



r*ll» de •» Supreaua €«r«* 

«nonos Aires, Octubre 7 de 1890. 

Tutos en el acuerdo : Por lo que resulta del precedente in- 
forme, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el Señor 
Procurador General en su vista de foja cuatro, y lo resuelto pur 
esta Suprema Corte en el caso que se registra en el tomo trein- 
ta y uno, página sesenta y dos de sus fallos: se declara no haber 
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lugai al recurso interpuesto; y en su consecuencia, repuesto* 
los sellos, archívense estos antecedentes. 

BENJAMIN V1CTOMCA. — FEDFRICO 
IJÍARGtREN.— G. S. DE LA TOR- 
RE. — LUIS V, VARELA. — ABEL 

BAZAIf. 



causa cxx 



D. Saturnino Siuniagurria^ por tercería en la ejecución de 
D. Antonio fialtino, contra 0. Francisco r\ Fernandez; 
sobre personería. 



Sumario, — l ú Consentida la concesión del recurso de apela- 
ción en el efecto devolutivo, los procedimientos legales posterio- 
res no pueden ser materia del recurso de nulidad. 

2° los apoderados del ejecutante y del ejecutado tienen per- 
sonería para representarlos en el juicio de tercería que se de- 
duce contra la ejecución. 



m 



rUtOt M LA. SUMBU COOTI 



Ceso.— D. Emiliano Montiel, por Muniaguma, dedujo ter- 
cería «a U ejecuoion do D. Antonio Gallillo contra D. Francis- 
co F. Fernandez, y esposo : que habiéndose amentado para Eu- 
ropa el ojecntanteGallino sin saberse so paradero, y el ejecutado 
Fernandos para Buenos Airea, pedía queso notificara el traslado 
de la tercería, al primero por edictos, y al segundo, por inter- 
medio del Juez Federal do la Capital, á quien deberla librarse el 
correspondiente exhorto. 



Falla «el Jues Federal 

Corrientes. Enero 18 de 1890, 

Habiéndose notificado el decreto de traslado al apoderado de 
Gallino en la ejecución que motivó la tercería, y al ejecutado 
Fernandez dejándole en su domicilio la cédula de ley, como 
consta de las diligencias practicadas, no ha lugar á lo que se 
pide. 

Lujambio. 

£1 tercerista apeló fundado en que la tercería debía notificar- 
se á los demandados y no & los apoderados que hubiesen cons- 
tituido para el juicio ejecutivo. 

El Juez concedió el recurso en relación y solo en el efecto de- 
volutivo ; pero por no ser necesarias las actuaciones, para la 
prosecución del juicio, las mandó elevar originales. 

Recibidas ellas, la Suprema Corte las mandó pasar al rela- 
tor. 

En este estado, se presentó D. Salvador Flores, con poder de 
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Muniagnrria, pidiendo que se le tuviera por parte, y esponjea- 
do ademas : Que pendiente la apelación interpuesta para ante la 
Suprema Corte, eon motivo de haber mandado el Juea, que el 
traslado déla tercería se entendiera con personas que no esta- 
ban autorizadas para intervenir en ella, los apoderados de laa 
partes en el juicio ejecutivo, contestaron la demanda de ter- 
cería; 

Que el Juzgado, sin más trámite, llamó autos para déficit ira 
reconociendo implícitamente la personería de los que contesta» 
ion la demanda y resolviendo el punto pendiente ante la Supre- 
ma Corte; 

Que Muniagurria había deducido los recursos de apelación y 
nulidad, y el Juez se los había denegado; 

Que por esto, recurría de hecho y pedía que so le concedieran 
los recursos denegados y se resolviera lo que fuera de justicia, 

INFORME DEL JUEZ FEDERAL 

Señor Secretario de la Suprema Corte de Justicia Federal: 

En cumplimiento del auto dictado por la Suprema Corte en 
el recurso de hecho deducido por D. Salvador Flores, en nom- 
bre de D. Saturnino Muniagurria, debo informar lo siguiente: 

Que en el juicio ejecutivo seguido por D. Antonio B. Gallino, 
representado por D. Martin Miranda, contra D. Francisco F. 
Fernandez, sobre cobro de pesos, se ha deducido juicio de terce- 
ría de dominio excluyen te por D. Saturnino Muniagurria, ale- 
gando que el inmueble embargado al ejecutado Fernandez le 
pertenecía, cu propiedad, en virtud de los documentos presen- 
tados. 

£1 Juzgado dando curso al juicio de tercería interpuesto, pro- 
veyó el auto siguiente: 
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w Corrientes, Enero 14 de 1890. 

«Por presentido en cuanto ha lagar por derecho; téngase 
por interpuesta esta demanda de tercería ; traslado al ejecutan- 
te j ejecutado. 

« Al otrosí, en virtud de lo dispuesto en el artículo 302 de la 
Ley Nacional de Procedimientos, suspéndase el remate del in- 
mueble embargado que el tercerista invoca ser d> su dominio, 
hasta que se decida la presente oposición. 

c Lujambio. > 

Este auto fué notificado por el Secretario al apoderado del 
ejecutante Gálibo, D. Martin Miranda, y al ejecutado Fernan- 
dez, quien por no haber sido encontrado en su domicilio, fué 
entregada allí mismo la cédula do ley con las copias del traslado, 
4 una persona caracterizada, habiendo en el término legal, am- 
bas partes, contestado el traslado corrido, D. Martin Miranda, 
como apoderado general del ejecutante y D. Fernando Ahina, 
como apoderado especial del ejecutado Fernandez. 

La parte del tercerista no se conformó con el auto transcrito, 
pretendiendo que la demanda de tercería debía notificarse per- 
sonalmente al ejecutante y ejecutado, pidiendo en consecuencia 
que se emplazara al primero por edictos, por ignorarse su para- 
dero, j al otro por medio de exhorto al señor Jnet Federal de la 
Capital, en cuyo lugar se encontraba accidentalmente el ejecu- 
tado. 

£1 Juzgado considerando que la demanda de tercería, no es 
sínó un incidente del juicio ejecutivo, á pesar que él se sustancia 
por los trámites del juicio ordinario, resolvió no hacer lugar á 
tan extraña pretensión, y declaro que las notificaciones hechas 
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en la forma espresada estaban bien practicadas, porque es cor- 
riente en derecho, qne el poder conferido para un asunto deter- 
minado, comprende la f anillad de intervenir en los incidentes, 
como todo consta de las actuaciones remitidas á la Suprema Cor- 
te, en virtud de la apelación deducida por la parte del tercerista, 
á quien se le concedió solo en el efecto devolutivo. 

En seguida el J nzgado, por auto de fecha 2 i de Enero último, 
llamó los autos para definitiva, por considerar la cuestión de pu- 
ro derecho, y por no babor pedido las partes que se abriese á 
prueba, con lo cual, no habiéndóse conformado el tercerista, de- 
dujo los recursos de apelación y nulidad que el Juzgado denegó, 
por los fundamentos consignados en el auto del tenor siguiente : 

* Corrientes, Eneio 31 de 18Í.0. 

«Y vistos: los recursos de nulidad y apelación interpuestos 
por el tercerista de la providencia llamando autos para defini- 
tiva, fundándose: 1° en que la demanda de tercería no ha sido 
notificada á los demandados ; 2 o en que habiendo apelado del 
traslado de la demanda, debió suspenderse dicha tramitación; j 
3" en que se llamó autos para definitiva sin estar sustanciado 
el juicio con dos escritos de ambas partes ó abriendo la causa 
á prueba, 

t Y considerando: que desde luego el recurso de nulidad es 
improcedente, porque no se trata de una sentencia definitiva 
<art. 234, Cúd. Nac.de l'roc). 

«Que en cuanto á la apelación, no se hace lugar, porque la 
demanda de tercería, ha sido notificada A las partes, de acuerdo 
& las prescripciones de la ley, habiéndola contestado los repre- 
sentantes del ejecutante y ejecutado, contestaciones que fueron 
recibidas, á pesar de la apelación interpuesta por el tercerista 
en la providencia de traslado, pues dicha apelación fué concedí- 



I 



I 




eousigr lente, suspendida la práctica de «su providencia j menos 
U jurisdicción de este Juzgado, 

« Que eo cuanto al tercer punto, 1a ley no exige que se deba 
correr nuevo traslado ó sea que deba sustanciarse con dos escri- 
tos por ambas partes, cuando la cuestión sea de puro derecho, 
y tampoco ha considerado necesaria el provejente, la producción 
de pruebas, por creer bastante tos documentos que obran en 
autos para resolver la cuestión, por eso no la ha recibido á prue- 
ba, loque por otra parte es facultativo (art* 91, C6d. cit.), y 
porque no se ha pedido. 

€ Por estas breves consideraciones, no ha lagar á los recur- 
sos. 

«Repóngase. 



Esta providencia es la que ha originado el recurso de hecho 
llevado ante la Suprema Corte, segiw se deduce del escrito pre- 
sentado por el Procurador Flores en nombre del tercerista Don 
Saturnino Muniagurria. 

Es cuanto debo informar. 

Corrientes, Mayo C de 1890. 



« E. A . Lujambio, > 



E. A. Lujambio, 




Dueños Airei, Octubre 9 de 1890. 



Vistos: debiendo el j nielo de tercería considerarse como una 
emergencia del ejecutivo y s nuciente me te autorizados en canse- 
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caeacia el apoderado 6 apoderados en este último para la pro- 
secución del primero: se confirma con costas el auto apelado de 
foja primera vuelta. 

Y resultando del proveído de foja trea vuelta, haberse conce- 
dido esta apelación solo en A efecto devolutivo, sin objeción por 
parte del recurrente, y no haberse violado en el procedimiento 
subsiguiente ninguna disposición legal de las que por derecho 
minian las actuaciones ; no ha lugar & los recursos interpuestos 
A foja catorce, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

hepíjamis vicroBicA. — Federico 

IBABCCrF.N.— ¿ S. DE LA TORRE. 
— ABEL BAZAS. 



CAUSA «.XXI 



D. Florentino Criaste contr i l) r Benif/no Echeverría, por desa- 
lojo y mejoras; sobre apelabilidad de un auto. 

* 

Sum ario.— El auto en que se declara rebelde i una de las 
partes es apelable. 
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Cato. —Lo esplita ti siguiente esorito de reoorso. 

Suprema Corte de Justicia Nacional: 

Manuel Hendízabal, vecino de la ciudad del Rosario de Santa 
Fe\ 7 accidentalmente en esta, en la calle Paseo de Julio número 
354 (hotel de Genova), á T. E, como mejor proceda por dere- 
cho digo : 

Que ante el Juzgado de Sección de aquella ciudad don Flo- 
rentino Urioste ligue un juicio sobre desalojo y pago de mejoras 
contra don Benigno Echeverría, de quien sor legitimo repre- 
sentante como lo tengo acreditado en el mencionado espediente 
7 es el caso que habiéndome opuesto á una providencia del refe- 
rido funcionario, en que me intimaba espresara el valor de las 
mejoras aún antes de contestarse y sustanciarse la demanda , 
aquel me ha declarado en rebeldía, no haciendo lugar á la re- 
vocatoria pedida como á loa recursos de apelación en subsidio 
que interponía para ante V. £. 

En tal circunstancia y reservándome el derecho de informar* 
lo más ampliamente ante V, E., vengo directamente á apelar de 
las resoluciones del inferior; pido desde ya se digne oficiar ni 
señor Juez de Sección del Rosario á efecto de que suspenda todo 
procedimiento en dicho juicio y remita los autos espresados, 
acordándomela apelación directa que interpongo. 



.1/. Mvndizabal. 
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DEL JUEZ FEDERAL 

Rosario, Octubre 4 de 1890. 
MÍ señor Presidente tic la Suprema Corte Nacional: 

Dando cumplimiento al informe que V. E. se digna pedirme 
respecto á la apelación directa hecha por don Manuel Mendiza- 
bnl en representación de don Benigno Echeverría, en los autos 
que contra el mismo signo don Florentino Unoste, sobre recla- 
mación de frutos y mejoras, debo manifestar lo siguiente : 

Con fecha 12 de A'ml del corriente año, don Florentino 
TJrioste, representado por el procurador don Alberto Yunquet, 
ocurrió á este Juzgado interponiendo la enunciada demanda, 
solicitando en su parte petitoria se condenase al demandado 
«al pago de la cantidad de veinte mil seiscientos veinte pesos 
moneda nacional decurso legal, y desde el treinta de Noviembre 
de mil ochocientos ochenta y nueve, hasta i¿ue desalcje el cam- 
po de lu cuestión lo que resulte por las bases espuestas en la 
demanda, con más los intereses legales y costas del juicio», 
agregando en un otrosí del mismo escrito de demanda corriente 
a foja dos lo siguiente: «Y como existen algunas mejoras ;í 
que el demandado tiene derecho par su valor, no habiendo 
dado resultado las proposiciones privadas de arregla p¡d 
igualmente á V, E. le intime bajo apercibimiento qu'j en el tér- 
mino de contestación ó esta demanda formule jnt pretensio- 
nes, de que se me dará oportuno traslado po; a «solver de una 
v** estas cuestiones relacionadas entre ^ S eg un sea de justi- 
cia etc, » 

Proveyéndose á ese escrito el Jir gado (1 ¡o traslado de la de- 
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manda, medíante la siguiente providencia que corre i fuja 7: 
Rosario, Abril 17 de 1890.— Con el mérito de los testi- 
monios que preceden, háse por acreditado, sin perjuicio, que 
el presente caso corresponde á la jurisdicción nacional. En 
su consecuencia de la demanda interpuesta, que se admite en 
cuanto por derecho hubiere lugar, traslado por el término de 
ley y emplazamiento de seis días á cuyo efecto y de confor- 
midad con lo solicitado en el último otrosí del precedente es- 
crito, deberá librarse oficio á la autoridad del domicilio del 
demandado, y formularse por éste, en el mismo término de 
contestación, sus pretensiones respecto á las mejoras á que 
alude el escrito de demanda. — Repónganse. — Escalera** 

Aceptando, sin observación, el demanda lo Echeverría el pro- 
veído anterior, evacúa el traslado de la demanda mediante el 
escrito de foja trece, sin decir en él cosa alguna respecto ú 
las mejoras cuyo importe á solicitud del actor y li los objetos 
espresados en el escrito de demanda que se contestaba, se le or- 
denó manifestara. 

En mérito de este silencio, la parte de Uñaste por su escrito 
de foja diez y nueve, acusa rebeldía al demandado, pidiendo se 
fije por el Juzgado en la cantidad de dos mil pesos en que su 
parte apreciaba las dichas mejoras, no queridas estimar por la 
parte de Echeverría. A este escrito se le puso la siguiente pro- 
videncia : c Rosario, Mayo 27 de 1890. Conteste el demandado 
c la acción relativa á las mejoras y que motiva la presente re- 
« beldla, en el término de veinte y cuatro horas. Repónganse.— 
t Escalera. * — La que le fué notificada ála parte recurrente en 
veintisiete de Hayo, es decir, en la misma fecha del decreto 
(diligencia corriente ú foja veinte). 

Después de transcurridos cinco diat hábiles, contados desde 
el siguiente del dala notificación del anterior decreto, la parte 
del aeñor Echeverría je presentó recien en dos de Junio siguien- 
te, solicitando revocatoria de la referida providencia, por la 
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que se le mandaba contestar respecto á las mejoras, y al mismo 
tiempo, apelación subsidiaria en caso omiso 6 denegado, peti- 
ción de la cual se dio" traslado, el que cuplido & foja veinte y sei<t 
solicitando no se hiciera lugar á la revocatoria ni apelación 
pedidos por la partó de Echeverría, y asimismo arraigo por la 
misma parte. 

Llamados los autos á foja veinte y nueve, se solucionan estos 
diversos incidentes á foja treinta, mediante el siguiente fallo. 
n. Rosario, Junio 24 de 1800. — T vistos: los incidentes sobre 
t rebeldía acusada por el escrito de foja 10 y revocatoria ó ape- 
lación en subsidio del decreto do foja 20, interpuestos por el 
t corrientea" foja 21 y finalmente la solicitud sobre arraigo con- 
« tenida cu la esposicion de foja 26. Con lo alegado respectiva- 
« mente por las partes, y considerando: i n Que fué deber del 

* demandado evacuar el traslado de la demanda en la parte re- 
« lativa á las mejoras introducidas en el campo en cuestión y 
« que han dado origen al incidente de rebeldía, desde el momeo- 
c to que el Juzgado así lo bahía ordenado por el auto de foja 7; 

2° Que ningún perjuicio podía irrogar á la parte, la práctica 

* deesa manifestación, puesto que si la repntaba contraria al 

< derecho que sostiene, no carecía de medios para salvar las 
t consecuencias que podía acarrearle» hecha en un carácter liso 
« y llano, por cnanto ella animada del propósito de no aceptar- 

< los, alejaría ese peligro 6 habría alej&dolocon la fórmula con- 

* sagrada en casos análogos para salvar derechos comprometidos 
i en nna manifestación cualquiera; 3° Qne además, la apela- 

< clon solicitada y decretada, no importaba ni podía en manera 
f alguna importar un prej (ligamiento acerca del fondo de la 
€ cuestión, porque en el mismo concepto que ella se encuentran 
c todas aquellas diligencias que la ley les acuerda á las partes y 
« ordena conceder al Juzgado, no porque deban considerarse 
« corroborantes déla justicia que se reclama 6 puedan estable- 
ce cer precedente para una resolución ulterior, si nú para la ám- 
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* pila defensa de que deben disponer los litigantes mediante el 
t ejercicio de los medios que conceptúen convenir i sus dere- 
€ chot, quedando reservado al Juagado la indiscutible facultad 
c de apreciar la pertinencia ó impertinencia de tales recursos, i 
« los objetos de su fallo ajustado á la justicia estudiada y ana- 
t Usada con sano e* tmparcial criterio; i ' Que siendo asi el 
c demandado ha incurrido á mérito de su desobediencia á los 
c mandatos del Tribunal, reiterados por el número de veces pres- 
« crípto por la ley, en la rebeldía que la misma fulmina contra 
« los que desacatan sus disposiciones y por consiguiente en la 
c inhabilidad en que por tal motivo ha venido á colocarse para 

< poder emitir opinión sobre el punto de las mejoras que dan 
« margen al incidente, en el caso que el resultado final del plei- 
« to arribara á una conclusión acorde con las pretcnsiones del 

* actor; 5* Que el escrito de foja 21 interponiendo los recurso» 
c de revocatoria ó apelación en subsidio ha sido presentado con 
c posterioridad de cinco dios hábiles á la notificación de la pro- 

* videncia de foja 90 á que se refieren, y por tanto, en tiempo 
c inhábil, á estar á la prescripción del artículo 203 de la ley 
« Nacional de Procedimientos, y porque habiendo sido la a pela - 
c cion interpuesta en subsidio, corre la suerte del recurso 
c principal, esto es, el de revocatoria, que resulta entablado 
c fuera de término; 6 o Que por otra parte, la providencia no 
« es de aquellas que traigan un gravamen irreparable parala 
c sentencia definitiva, como debía ser para poder dar origen ni 
c recorso de apelación, según lo dispuesto en el artículo 6* de la 
c ley citada, puesto que, la diligencia ordenada no tenía otro 

< alcance que el establecido en los números anteriores; 7° Que 

< el artículo 55 de la ley de Procedimientos, reglamentaria de 
« las medidas previas & una demanda, autoriza el arraigo bajo 
«".asóla y exclusiva condición de presentarse escritura pública 
« ú otra prueba fehaciente del derecho que se reclama; 8 o Qoe 
tese requisito no ha sido cumplido por el actor, por cuanto no 
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« consta de autos, pieza ni documento alguno que pueda justiíi- 

* car su pretensión, y si el demandado ha confesado ta exacti* 
«tudde la sentencia aprobatoria de la mensura mandada prac- 
cticar por el contrario, ha negado también el alcance de esa 
«sentencia, precisamente el concepto que habría sido requerido 
« su acuerdo á fin de fundar en la prueba de la confesión, la di- 
« Vigencia de arraigo que se solícita; 9 o Qtie por otra parte, 
« esa garantía solo tiene aplicación en el caso previsto por el 
« articulo 7* de lu mencionada ley, esto es, en el que careciera 
<= el demandado estrangero de domicilio, habiendo la Suprema 

* Corto Tesuelto con tal motivo que aquella tiene por único 

< objeto garantir a los habitantes de la República contra las 
«demandas injustas y temerarias de los tstrangeros no domi- 
ciliados, y que ella se roduce á los gastos y á loa daños é inte- 
grases resultantes del proceso (Serie 2", tomo 10. página 380; 
«serie 2", tomo H, pég. 355) ; 10 a Que en consecuencia, el 

* arraigo que al presente se solicita, so encuentra fuera del 
« caso y del límite permitidos por la ley, puesto que ni el de- 
« mandado Echeverría carece de domicilio, teniéndolo por el 
« contrario dentro del radio competente, ni la cantidad á que 

< aquella caución ó garantía se pretende hacer ostensiva, se 
« concreta á lo que deba regirla, abrazmdo por el contrario to- 
« do el monto de la reclamación contenida en la demanda. Por 
c tanto: se resuelve: I a Declarar al demandado íobelde para 

< la contestación de la demanda en cuanto esta se refiere á Ls 

< mejoras introducidas en el campo materia de la cuestión ; 
« 2° no hacer logar al arraigo solicitado por el demandante. 
«Hágase saber con el original y repónganse los sellos. — G.Es- 
« calera y Zuvirin. > 

De este auto apeló la parte de Echeverría y á mérito del recar- 
go del Juzgado no se observó la improcedencia de dicho recurso 
el que le fué concedido por el decreto de foj a 30. 

Notificada la parte de Urioste del referido decreto, ésta se 
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opuso á él dentro del término hábil, haciendo presente al Juz- 
gado que la apelación concedida importaba la misma que por el 
auto anteriormente trascrito le había sido negada, é invocando 
la prescripción del artículo 203 de la Ley Nacional de Procedi- 
miento?, según el cual, tdbl auto confirmatorio 6 revocatorio no 
podía interponerse recurso alguno » — resolviendo el punto el 
Juzgado por medio del siguiente auto que corre á foja cuaren- 
ta y dos: c Rosario, 31 de Junio de 1890. Refiriéndose en 
c efecto la apelación do foja 36 al mismo ponto debatido que ha 
t sido fallado por el auto de foja 30, en que no se bacía lugar á 
c ía apelación subsidiaria interpuesta por la misma parte de 
«Ur¡oate t yen razón á que esa interposición ha sido hecha 
« /itera del término marcado por el artículo SOS de la Ley 
* Nacional de Procedimientos; y ademas, por no ser el decreto 
« de foja 20 de aquellas resoluciones que causen gravamen irre- 
« parable y a que se refiere la ley citada, como se ha dejado es- 
tablecido en el auto de foja 30; todas ellas razones obvias 
«que hacon inútil dar al escrito precedente la tramitación de 
c traslado» iS que hace referencia el artículo 204 de la enuncin- 
« da ley ; déjase sin efecto la providencia de foja 30 vnelta en 
« que se concedía ta apelación, debiéndose estar a lo ordenado 
«en el auto de fecha 21 del presente, corriente ú foja 30 y ncti- 
«ficadoeste, vuelvan los autos para proveer lo qne corresponda 
«á las otras peticiones referentes á la inhibición solicitada y 
< ampliación sobre costas. Repónganse. — Escalera. * 

Finalmente el decreto de foja 43 resolviendo sobre la inhibi- 
ción y pago de costas a que se refiere el anterior haré lugar á 
la primera, rechazando la última. 

Los autos quedan a disposición de esa Suprema Corte para 
el caso de que quisiera llamarlos á ella. 

De estos y déla esposicion que precede, como T. E. vé, resulta 
que el apelante aceptó el proveído en que se le mandaba expre- 
sar el monto de las mejoras á que podía creerse acreedor, pa- 
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«ando ese decreto A la autoridad de cosa jozgada ; que al cum- 
plir el traslado de la demanda, no llenó esta parte del decreto, 
guardando silencio sobre ella; que acusada rebeldía por el de- 
mandante, 30 concedió *\ demandado el plazo do veinte y cuatro 
hcrus las que dejó transcurrir con exceso de cinco días hábiles 
presentándose recién interponiendo recurso de revocatoria, á lo 
que no se hizo lugar, entre otras razones, por encontrarse ese 
recurso deducido/fiera de término y no siendo Ja providencia 
de aquellas que trata gravamen imparable; v que es precisa, 
mente de esta resolución de la que hoy interpone el nuevo re- 
curso que motiva este informe, no obstante lo dispuesto en el 
artículo 205 de la Ley Nacional de Procedimientos. 

Debo hacer presente á V. E. o*é la nota que solicita la pro- 
senté exposición y que trae f ec ha de tres de Julio del corriente 
ano, ha sido presentada á este Juzgado por la parte del señor 
Lcheverna por intermedio de su apoderado señor Mendizabal 
remen eón fechado antier se gm lo expresa el decreto recaid ó 
al pie de la misma. 

Dejando así evacuado el informe que psu Suprema Córtese 
ha servido pedirme en el asunto relacionado, tengo el honor de 
saludar a V. % con mi mas distinguida consideración. 

U, Escalera y Zuviría. 



Fallo de I« Suprema Corle 



Buenos Aires, Octubre 9 de 1890. 



Vistos en el acuerdo: Resaltando de la computación de loa 
términos mencionados en el precedente informe del Juez de 
Sección, que el recurro de apelación del proveído en que el re- 
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«arréate fué declarado rebelde, fué interpuesto dentro de loa 
cinco días hábiles señalados por la lej para el efecto; y siendo 
aquella providencia apelable por sn naturaleza, con arreglo A la 
dispoeicion del artículo dosoíento seis de ta lej de Procedimien- 
tos: se concede en relación la apelación interpuesta y en su 
consecuencia, líbrese oficio i dicho Juez para que remita los 
autos con noticia de las partes. 

DUUAM1K VICTO MCA. — FEDEWCO 
IHARGUREK. — C. S. DE LA TORRE. 
■ — ABEL RAZAN. 



1AUIACLXII 



U Dr. D. florentino lóeos, contra T. bnjsdale y C\ 
por defraudación de derechos de Aduana; sobre recusación 



Sumario. — Cesada la personería del recusante, la recusación 
interpuesta por este, queda sin efecto. 
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Caso. — En 19 de Hayo de 4888, se presentó ante ei Jaez de 
sección de esta Capital Dr. Ugarriza, D. Florentino Vócos, en- 
cargado de la oficina B. de Balances de Registro de Aduana, 
por acuerdo del Superior Gobierno de fecha 1° de febrero de 
1886, y dijo: 

Que practicándose por la oficina á su cargo los balances ó re- 
visión correspondiente, de acuerdo con los artículos 435, 436 y 
437, de las Ordenanzas de Aduana, de los baques entrados al 
puerto desde 1880 y siguientes, descubrió y constató el hecho 
de que loa señores Tomás Drysdale y C", habían verificado ope* 
raciones fraudulentas á la renta público introduciendo merca- 
derías á la jurisdicción de la Aduana, en los años 1880 y 1881, 
por medio de los buques que se espresan en el parte de foja 1 , 
del espediente administrativo que acompañaba, y estrayendo- 
las sin abonar los derechos correspondientes al fisco. 

Que llamados los señores Tomás Drysdale y O día oficina, 
concurrieron por medio de su representante señor Pasman, é 
impuestos de los cargos contra ellos formulados, reconocieron y 
aceptaron ta exactitud de ellos, manifestando que iban hacer 
efectivo su abono. 

Citados después á hacer efectivo el pago, se negaron á ello. 

En virtud de esto, la oficina elevó al señor Administrador de 
Aduana los antecedentes del caso para la constatación en forma 
del fraude perpetrado y ocurrir al Juzgado, de conformidad con 
lo que disponen las Ordenanzas. 

Que adjuntaba en foja 8 útiles, el espediente administrativo 
de su referencia con lo actuado por la Aduana y con las liquida- 
ciones hechas por la oficina, de conformidad á lo prescrito por 
el artículo 959 de las Orienanzas. 

Qnede la declaración prestada por el representante de los se- 
ñores Tomás Drysdale y C\ constaba que las mercancías espre- 
sadas entraron á la jurisdicción de la Aduana y fueron descar- 
gadas á plaza, ignorando ellos si pagaron ó no los derechos. 
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Que la estraccion de estas mercadería 3 de la Aduana, sin el 
abono de los derechos correspondientes, es un delito penado 
por el articulo 959 délas Ordenanzas, y tratándose de mercade- 
rías en depósito, concurría en el presente caso la sanción del 
artículo 955 de las mismas Ordenanza*. 

Que la estraecíon de mercaderías de los almacenes 6 depósi- 
tos de Aduana, era también un delito común penado por el artí- 
culo 81 de la ley nacional de 14 do Setiembre de 1863, por todo 
loque y á nombre del fisco, venía á deducir la correspondiente 
acción pennl pidiendo la condona al pago de los derechos adeu- 
dados, las penas que por derecho les correspondieran y costas 
del proceso. 

Se dió vista al Procurador Fiscal, el que evacuándola dijo : 
Que ai Dr. Vócos no le había sido conferido el ejercicio de la 
acción pública, Finóla representación del fisco en cuanto fuese 
necesario para proseguir ante tos tribunales el cobro de los de- 
rechos que resultasen adeudados, según contrato celebrado con 
el Gobierno de la Nación, el 18 de Marzo de 1886, y que por 
consecuencia debía levantarse el sumario al objeto que com- 
prendía la representación del Dr. Vócos, para en el caso de re- 
soltar un delito común, pedir lo que correspondiese. 

Procedióse á levantare! sumario en 6 de Jumo de 1888, y en 
19 del mis no se dió vista al Procurador Fiscal, el que evacuán- 
dola dijo : 

Corresponde que V. S. dé vista al Dr. Tóeos, representante 
del fisco, que es quien debe seguir la gestión dentro de los lími- 
tes de las facultades que le están conferidas en el contrato indi- 
cado en la vista de foja 11, y si resultase que se ha cometido un 
delito común, debo entóneos intervenir. 

Ordenóse por el señor Juez la vista al señor Vócos, el que 
evacuándola dijo: 

Que impuesto de las diligencias practicadas, le parecía que 
el representante de los señores Drysdale y C\ señor Pasman, 
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no había sido interrogado directamente' acerca de los baques 
llanthorn, Emma, C. Litcheftcld y Angel, a que se refería el 
acta de foja 8, ni tampoco en qué depósito so dejaron las mer- 
caderías de estos buques, j que debía ampliarse el sumario, 
dársele vista j también al señor Fiscal. 

El Juzgado no hizo lugar y mandó volviese el espediente en 
vista al Dr. Vócos. 

Evacuando esta t el señor Yúcos dijo : 

Que de las diligencias del sumario instruido resultaban plena- 
mente comprobadas las operaciones fraudulentas de Aduana, á 
que se había referido en escrito de faja 9, y a que se referían 
también las liquidaciones de foja 1 á 5, toda vez que así consta- 
ba de las declaraciones del mismo jefe de la casa de los señores 
Drysdale y C, D, Tomás Drysdale, a foja 12, y del encargado 
ú despachante de estos mismos señores, D. Federico Pasman, á 
fojas 7, 8 y 15; por consiguiente esos actos tenían la pena de 
comiso (art. 050, 1025 y 1020 de las Ordenanzas), y correspon- 
día que el Juez proveyese á lo solicitado anteriormente. 

En -2 i de Julio de 1888, se confirió traslado á los señores 
Drysdale y C% los que al evacuarlo procedieron en términos 
inconvenientes por lo que eu 11 de Agosto, el Juez mandó de 
volverle el escrito sin más trámite, quedando pendiente el tras- 
lado. 

Dichos señores apelaron de este auto, y se les concedió el re- 
curso en relación. 

La Suprema Corte en 31 de Enero del 80, confirmó con costas 
el auto a pelado. 

Presentó ante la Suprema Corte un escrito el Dr. Vócos, di- 
ciendo : que encontrándose esta cansa paralizada y creyéndose 
imposibilitado pura continuarla, renunciaba al cargo ó represen- 
tación que en ella ejercía, pidiendo se le tuviese por inhibido y 
que se entendiese esta con el señor Procurador Fiscal. 

La Suprema Corte dió vista al Procurador General, el cual 
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te «pidió diciendo: que correspondía a) Ministerio de Hacienda 
únicamente admitir so escusacion, puesto en conocimiento del 
hecho. 

La Suprema Corte resolvió que, terminado con la resolución 
de foja 39, el incidente que motivó la elevación de estos autos 
j pendiente únicamente de la reposición de sellos, Be agregase 
este escrito A fin de que se resolviese en oportunidad y por el 
Jaet respectivo, pura lo cual pasaron estos autos al Dr. Ugar ri- 
sa, Jues Federal de esta Capital. 

£1 Jues declaró que no emanando del tribunal el nombra- 
miento del Dr. Vócos no habla lugar d tomar en cuenta la re- 
nuncia, que importa so escrito de foja 65, y que no siendo es- 
plfcíto si aquel importaba un desistimiento, se le diera vista- 
para manifestar si continuaba su demanda ó desistía de ella. 

£1 Dr. Vócos presentó escrito, pidiendo que el Procurador 
Fiscal siguiera con las ulterioridadesdel asunto, pues 61 renun- 
ciaba el mandato, y o o desistía. 

Este y otro escrito en que pedía el despacho del anterior le 
fueron devueltos por estar redactados en términos inconve- 
nientes. 

En un otro escrito presentado por el mismo Doctor con fecha 
30deOctubtüd 180, dijo: 

Que la rescacio : del señor Juez Federal al devolverle los es- 
critos de fechas 1 1 y 22, fundado en que no guardó las conside- 
raciones debidas y la forma de estilo, siendo así que su ánimo 
no había sido otro que cumplir en uno de ellos, con el mandato 
en que se le ordenaba manifestase si desistía ó no de la deman- 
da, y en el otro, simplemente invocar un derecho que la ley 
acuerda, cual es el que tiene todo litigante de pedir pronto des- 
pacho cuando el caso lo requiere, le infería agravio y por consi- 
guiente interponía el recurso de apelación. 

Que en la devolución de los esoritos aludidos, no se le esten- 
dió la notificación del caso, y que en ello había ó error de parte 
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del empleado que asi habla interpretado el mandato del señor 
Jaez» 6 bien este tendría «se alcance. 

Que en ambos casos esta resolución le infería agravio, puerto 
que toda providencia era recurrible jen el procedimiento obser- 
vado con él se había procedido como si no Jo fuese ; aporte de 
que en esta misma causa y áfoja 32 vuelta, se le notificó á los 
señores Drysdaie y C", un proveído anAiogo, y que después de 
sustanciado por el superior el recurso interpuesto, se les devol- 
vió recien rl escrito, como constaba á foja 74 vuelta. 

Que & mérito de lo espuesto pedía, se le acordase el recurso 
de apelación para ante V. E. y ü fin de que pudiera pronun- 
ciarse sobre este recurso, adjuntaba los escritos devueltos. 

En un otrosí dijo: 

Que había desaparecido para él ó para los derechos que re- 
presentaba, la garantía de imparcialidad que creía encontrar 
en el señor Juez y estaba persuadido de que mediaba enemis- 
tad ó resentimiento para con él, porque á pensarlo y creerlo asi 
lo autorizaban los actos del referido señor Juez, no solo en esta 
causa, si que también en la que seguía con el señor Monsegur, j 
los que no podían tener otra interpretación sínó la de una ani- 
mosidad remarcable. 

Que estos actos en la causa cun Mon segar eran, entre otros, 
el de tachar una resolución ya puesta y firmada para reempl¿ 
zarla con otra deprimente para él, como parte y como letrado, 
porque una de dos, ó esa resolución testada era la que correspou* 
día en justicia toda vez que el señor Juez la firmó y no supo- 
ner qne firmase sin saber lo que firmaba, ó bien cuando la reem- 
plazó dos dias después por la que se le derolvía el escrito y 
mandaba guardar estilo.se procedió por animosidad ó resenti- 
miento, debiendo haber notado esto al dictar y firmar la prime- 
ra resolución. 

Qne al saber esta resolución se apresuró á esplicar su proce- 
der y pidió que el señor Juez testase los términos ó conceptos 



m 



rALLOt M U SOMUU CORTE 



qtM considerase inconvenientes y que proveyese á ío que tenía so 
licitado. 

Que i pesar de esta satisfacción ámplia y lata, el Juzgado le 
habla denegado esa reparación, j que agregado esto á otro acto . 
cenia misma causa, en que se ordenaba el sobreset- 
i en ella, estando pendiente uua gestión que fué i-osterga- 
y denegada después como elocuencia del sobreseimiento, 
revelaba y convencía de la animosidad y prevención Inicia ¿1, 
y qne por lo tanto la imparcialidad que decía encontrar de parte 
del magistrado ya no existia . 

Qne fundado en lo dispuesto en el artículo 43, inciso 5' d-j la 
Ley de Procedimientos Judiciales, se reía en el caso de recu- 
sar al señor Juez por la causal indicada, pidiendo se inhibiese 
del conocimiento de esta causa y procediese con arreglo ¿lo dis- 
puesto por la ley de 21 de Setiembre de 1878, sobre recusación 
ó impedimento y en caso contrarióse le concediese apelación 
para ante el superior. 
£1 señor Juez Federal, proveyó lo siguiente : 
< Examinados los propósitos del precedente escrito, resolta 
evidente que ellos importan una insistencia obstinada su desco- 
nocer ó menospreciar la autoridad de este Juzgado, no solo por 
sus términos sinú por reproducirse los de los escritos anteriores 
cuya devolución se había ordenado, llevando el desconocimiento 
de la dignidad de esta autoridad ha¿>ta acompañar los escritos 
devueltos, y la ceguedad hasta dejar pasar sin retirar volunta- 
riamente estoB en el largo tiempo que dejó sin proveerse preci- 
samente con este objeto. 

€ En sn consecuencia*agréguense & los antes los escritos pre- 
sentados y apercíbase seriamente al Dr. Vócos, condenándolo al 
pago de una mnlta de 50 pesos, la que deportará en el Banco 
Nacional dentro de 24 horas, y encaso contrarióse convertirá 
en prisión por ocho días. > 
Satisfecha la multa, pidió el Dr. Tóeos, se pronunciase el se- 
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ñor Juez sobre la recusación entablada, diciendo que habría 
podido reclamar del auto anterior» pero prefirió ana se consu- 
mase para justificativo de la citada recusación. 



Duróos Aires, febrero de 1890. 

No fundándose la reculación en ninguna de las causales enu- 
meradas en el artículo 43 de la Ley de Procedimientos, y siendo 
por otra parte inadmisible la recusación que solo se funda en los 
actos y procedimientos del Juez en la misma causa en que se 
deduce, pues ello importaría que cada resolución contraria á las 
pretensiones de una de las partes diese fundamento i su recusa- 
ción; de acuerdo al artículo 32 de la Ley de Procedimientos, 
no ha lujar a la recusación deducida y por la proiimidad del 
tribuna! superior, se concede en relación la apelación deducida 
en subsidio. 

Repóngase el sello. 

Andrés Cgamsa. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueuos Airea, Octubre 9 de 188U. 

Exmo. señor: 

Los presentes autos se hallan al despacho de V. E. á causa 
de la resolución del Juez Federal, Dr. Ugarriia, que otorgó en 
relación el recurso de apelación deducido por el Dr. D. Florenti- 
no Vócos, por no haberse hecho lugar á la recusación que ínter* 
puso contra el mismo Juez. 

t. x M 



m rJOLOf M U KHIIA COiTI 

V. E. no tiene, con todo, que aicUr reaolooion alguna en 
dicho recorto, pues habiendo cesado la perioneria de dicho 
Dr. Vócoi, en TiHud del decreto del Poder Ejecutiro Nacional, 
de fecha & de Setiembre último, aue rescindió el contrato que 
tenia celebrado con él, díoha recusación queda por el hecho sin 
efecto ; y corresponde y así lo pido á V. E. se sirra mandar de- 
volver estos autos al Juigado de su procedencia para las ulte- 
rioridades á que haya lugar, según su estad». 

Antonio E. Malaver. 



■ralle de I* *u»rT«n C«H« 

Bueuos AirtP, Octubre 11 du 1390. 

Vistos: De acuerdo con lo espucsto y pedido por el señor Pro- 
curador General en su precedente nata, devuélvanse estosautos 
al Juzgado de su procedencia. 

BETUAHtt YICTOMCA. — FEDERICO 

ibAiiGCnen. — c. 8. de la TOR- 
NE. — A BEL RAIAS. 
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caima c r\iii 



£1 Ür, i). Florentina lucos contra ft. Syla Nomegur, por de- 
fraudación de derechos de aduana; ¿obre recusación, 

Sií/imWu. — Cesada la personería -leí recusan te, queda sin 
efecto Ja recusación por 01 interpuesta. 



Caso. - En 25 de Febrero de 1888 el Dr. I). Florentino Vó- 
cos encargado de la oficina B de Balances de Registro de adua- 
na, demando unte el Juzgado de Sección de capital A cargo 
de) Dr. Ugarriza, por acción criminal, á D, Sjla Monsegur, acu- 
sándolo de defraudación de ñutas iiscales. 

Por sentencia de 9 da Noviembre, el Juez absolvió á Monse- 
gur de todo cargo. 

Apelada la sentencia, la Suprema Corte declaró que el doo- 
tot Vócos cr recia de personería para entablar acciones crimi- 
nales en representación del Fisco por fallo de Agosto 29 de 
1889 y anuló todo lo obrado, mandando devolverlos autos para 
que &e procediera con la debida intervención del Ministerio 
Fiscal. 

Devueltos los autos, el Juez confirió vista al Procurador Fis- 
cnl, quien pidió sesobreyera en la cansa. 




fallo? di la hmuu corte 



Aula «1*1 J«« t>«*>r*l 

BueDos Airea, Octubre 8 de 1889. 

Autos y vistos: De acuerdo con lo dictaminado por el Procu- 
rador Fiscal en su precedente vista, sobreséase en el conoci- 
miento de esta causa haciéndose saber al Administrador de 
Aduana y fecho archívese. 

Andrés L'garriza, 

El Dr. Vócos reclamó de esta resolución, y en mérito de las 
consideraciones que adujo, pidió volvieran los autos en vista al 
Procurador Fiscal para que en su mérito dictaminara. 



Aul» del Jm« Federal 

Unenos Aires. Oclubrc 11 de 1889. 

>*o teniendo personería en esta causa el solicitante después 
de la resolución de la Suprema Corte de foja 32, y multando 
que el Procurador Fiscal ha teni lo & la vista para espedir su 
dictamen todos los documentos pertenecientes á esta causa, no 
ha lugar á lo solicitado y estése á lo resuelto. 

Uyarriza, 



- 
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£1 Dr. Vó&is pidió se dejaran sin efecto los dos autos referi- 
dos y se le concedieran en caso denegado los recursos de ape- 
lación y nulidad. 

En otrosí recusó al secretario Sr. Hunilla. 



Aulo del Ju» Federal 



Hueaos Aires. Gclubre 19 de 

Estando redactado el presente escrito en términos inconve- 
nientes j no siendo parte el sol ¡citante en esta causa devuél ■ 
rásele sin mis trámite, haciéndosele presente que no ha dtbido 
olvidar los respetos debid os al Juzgarlo. 

Uyarriza. 



El Dr. Vócos manifestando que no había tenido intención ¡Je 
faltar a los respetos debidos al Juzgado, y alegando que le era 
necesario proseguir los recursos interpuestos, pidió que el Jue* 
se pronunciara sobre ellos mandando testar los términos de su 
escrito que conceptuase inconvenientes y en caso denegado le 
concediera el recurso de apelación. 



Aut» del Juci Federal 

Buenos Aire», fíclubre i 1 Je lí¡H9, 

Estando resuelto que el solicitante no tiene personería, no ha 
lugar. 

t garriza. 



438 



FALLOS DE U COME 



£1 Dr. Tóeos interpuso recurso de apelación, y dijo que á 
fin d« que el superior pudiera pronunciarse sobre el recurso, 
adjuntaba el escrito inculto para que corriera con la apela- 
ción. 

En otrosí dijo que habiendo desaparecido para él la garantía 
do imparcialidad que creia tener derecho de encontrar en el Juez, 
y persuadido de que mediaba ya de su parte persecución, ene- 
mistad ó resentimiento en su contra, como para ello lo autori- 
zaba el acto de testar una resolución y reemplazarla por otra 
deprimente para él sobre devolución de escrito, recusaba al 
Juez pidiendo se le concediera apelación en caso denegado. 

Dijo: que el rol asumi !o por el Juez en esta causa era más que 
de Juez, el de litigante, enconado, prevenido ó eialtado ; que 
el Juez no debió mandar sobreseer estando pendiente una peti- 
ción de él ; que esto, la orden de devolución del escrito* los 
procedimientos guardados por el Juez en la causa con los se- 
ñorea Drysdale, demuestran la animosidad del Juez y justifi- 
can la recusación que deducía contradi, fundada en lo dispuesto 
por el artkulo 43, inciso 5 o , de la ley de Procedimientos Na- 
cionales. 



Auto del Ju«i Federal 

liueuos Airrs, Enero 30 de lí&o. 

Examinados los propósitos del precedente escrito resulta evi- 
dente que ellos importan una insistencia obstinada en descono- 
cer y menospreciar la autoridad de este Juzgado, no solamente 
por los términos y conceptos in se del escrito en cuestión sino 
porque en él se reproducen dos de los anteriores cuya devolu- 
ción se había ordenado, llevando el desconocimiento de ladig- 
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nidad y de la autoridad del Juzgado hasta acompañar nueva- 
mente los escritos devueltos y la ceguedad hasta dejar pasar 
sin retirar rol u otariamente el escrito, en el largo tiempo que 
dejo sin proveerse para darle tiempo á la reflexión; en su conse- 
cuencia agregúense a los autos los escritos presentados y aper- 
cíbese siriamente al letrado Florentino Vócos, condenándolo al 
pago de una multa de cincuenta pesos que deberá bacer efectiva 
en el término de veinte y cuatro horas en el Banco Nacional; 
en caso de no efectuarla se convertirá en prisión por ocho días, 
llepóngase el sello. 

Andrés V (¡ar riza. 

El Dr. Vúcos, notificado de este auto du la multa, dijo que no 
quería reclamar de ella, pues prefería que el acto se consumara 
y pidió que el Juez se pronunciara sobre la recusación inter- 
puesta, 

rallo tfcl Juu Federal 

Bueno* Aires. Febrero d* 1H90. 

No fundándose la recusación en ninguna de las causales enu- 
meradas en el artículo cuarenta y tres de la Leyde Procedimien- 
tos y siendo por otra parte inadmisible la recusación que solo 
se funda en los actos y procedimientos del Juez en la misma 
causa en que &u deduce, pues ella importaría que cada resolu- 
ción contraría á las pretensiones de una de las partes diese 
fundamento á su recusación; de acuerdo al artículo treinta y 
dos déla ley de Procedimientos, no ha lugar á la recusación de- 
ducida y por la proximidad del Tribunal Superior se concede en 
relación la apelación deducida en subsidio. Repóngase el sello* 



Andrés Va arriza. 




VISTA DEL SESOH PIíüCOUHOR GENERAL 

Buenos A iros, Octubre 9 de 1890. 

Exmo. Señor ; 

Los presentes autos se bailan al despacho de V. £. & causa de 
la resolución del Juez Federal Dr. Ugarriza que otorgó en rela- 
ción el recurso de apelación interpuesto por el Dr. D 4 Florenti- 
no Vicos, por no haberse hecho lugar ú la recusación que inter- 
puso contra el mismo Juez. 

V. E. no tiene, con todo, que dictar resolución alguna en 
dicho recurso; pues, habit-ndo cesado la personería de dicho 
Dr. Vócoa en virtud del decreto del Poder Ejecutivo Nacional de 
fecha 6 de Setiembre último, que rescindió el contrato que te- 
nia con él, dicha 1 recusación queda por el hecho sin efecto; y 
corresponde, y así lo pido AV. E,, se sirva mandar devolver 
estos autos al Jazgadode sn procedencia, para las ulteriorida- 
desá que haya lugar, según su estado. 

.(«ionio £. Malaver. 

Palla de I» Suprema Corte 

11 nucos Aires, Octubre 11 de 1>Í9Q. 

De acuerdo con lo espuesto y pedido por el señor Procurador 
General en su precedente vista, devuélvanse estos autos al Juz- 
gado de so procedencia. 

BES JA mi VICTO MCA. — FEDERICO 
IB AUGURE*.— C.S. DE LA TORHE. 
— ABEL BAZAS. 




